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Este libro busca describir y explicar los resultados del largo y 
complejo proceso de las elecciones nacionales de 2019. Para 
ello, el volumen se centra en la construcción de la oferta electo-
ral de los partidos y el comportamiento de los electores desde 
las elecciones internas hasta la primera y segunda vuelta elec-
toral. Nuestro interés por el estudio de los procesos electorales 
se desarrolla en dos dimensiones complementarias. Por un 
lado, el libro pretende observar la estabilidad o cambios ocurri-
dos a nivel sistémico o agregado en el sistema de partidos. Por 
otro, también busca observar el nivel intra-sistémico, estudiando 
a los partidos como unidades relevantes en sí mismas, tanto en 
la oferta electoral, como en el interés de los electores. 

El libro contiene catorce capítulos dedicados al contexto en el 
que se desarrollaron las elecciones de 2019, el proceso desde 
la oferta (de partidos, sectores y candidatos) y la demanda elec-
toral a través del voto de los electores, así como las etapas 
inmediatamente posteriores vinculadas al armado de gobierno.
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Prefacio

Este volumen es el fruto del trabajo colectivo de la ciencia política uru-
guaya. Desde 1999, el Departamento de Ciencia Política (dcp) de la Uni-
versidad de la República publica sistemáticamente un libro enteramente 
dedicado al proceso electoral a nivel nacional y subnacional. Tradicional-
mente, este esfuerzo siempre ha implicado la participación de un conjunto 
de académicos del dcp y profesionales especialmente invitados a participar 
en la confección del volumen. Durante las últimas dos décadas, nuestros 
libros han sido un producto de uso regular por académicos a nivel in-
ternacional interesados en la política uruguaya, pero fundamentalmente 
por lectores nacionales informados y estudiantes de grado y posgrado de 
nuestra facultad. Desde este punto de vista, nuestro libro es parte de una 
serie que ha sido construida con esfuerzo y cuyos resultados son fáciles 
de observar en citas y consultas sencillas de datos e información sobre el 
proceso electoral. Sin embargo, este volumen no es un número más de 
la saga.

Por un lado, este libro se articuló en torno a un proyecto en lugar de a 
un llamado abierto a contribuciones. Este último procedimiento tiene la 
doble ventaja de ser ampliamente participativo a la vez que presenta una 
variedad importante de intereses temáticos o problemas en el universo 
de asuntos abordables en un proceso electoral. Esta edición, sin embargo, 
ha buscado una estrategia basada en un proyecto centrado en una serie 
limitada de asuntos o problemas que ofician de corsé para los editores 
y autores del libro. El proyecto implica un rango menor de asuntos de 
interés (aunque no de menor importancia) y una búsqueda específica de 
colaboradores o especialistas a cargo de cada uno de esos asuntos. De este 
modo, el volumen incorpora un amplio rango de académicos, académicas 
y especialistas de las ciencias sociales uruguayas que habrán de contribuir 
al debate público de los asuntos centrales del proceso electoral de 2019.

Por otro lado, si bien el volumen no ha sido sometido a un proceso regular 
de revisión anónima de pares, el proceso de elaboración ofrece una serie 
de garantías de calidad que han sido diseñadas con particular cuidado. En 
primer lugar, el proyecto desarrolló dos seminarios que contaron con la 
participación de los autores y autoras del libro. Los seminarios permitie-
ron ajustar los objetivos generales del volumen, así como los contenidos 
específicos a cada artículo. En segundo lugar, los seminarios tuvieron 
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como objetivo la presentación y elaboración de comentarios para cada uno 
de los artículos por pares del mismo proyecto. En tercer lugar, cada artí-
culo fue revisado por un lector anónimo, en la mayoría de ellos de origen 
internacional. Por tanto, cada artículo ha contado con los comentarios 
sustantivos de los editores, un revisor anónimo y un autor del propio vo-
lumen. Por último, pero no menos importante, queremos agradecer muy 
especialmente a Andrea Delbono, Facundo Cruz, Paula Clerici, Santiago 
López Cariboni, Yoana Cabrera, Cecilia Rocha y Talita São Thiago Tans-
cheit por los comentarios brindados a distintos capítulos de este volumen. 
El resultado de estos procesos de revisión ha sido productivo para los au-
tores y autoras del volumen, ha producido cambios, incorporaciones y re-
ferencias cruzadas que contribuyen a una  mayor unidad entre sus partes.
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Introducción

Juan A. Moraes y Verónica Pérez Bentancur

¿Qué factores explican el resultado de la elección nacional de 2019? Esta 
elección podría constituir un punto de inflexión en la evolución electoral 
de Uruguay desde la reinstauración democrática en 1985. Contra las 
expectativas de encuestadores y analistas, su resultado fue por momentos 
tan incierto que el país no tuvo un ganador oficial de la elección hasta 
pasada una semana de realizado el acto electoral. Finalmente, el candidato 
ganador en la segunda vuelta logró un margen de apenas el 1,5 %, e inició 
un cambio no solo de partido en el gobierno, sino también en la forma de 
gestionarlo a través de una coalición.

Hasta la elección de 2019, el sistema de partidos venía mostrando sig-
nos de sorprendente estabilidad, había llegado a un 4,2 % de volatilidad 
electoral en las elecciones de 2014 como mínimo histórico en la evolu-
ción democrática del país. Las elecciones nacionales de 2019 muestran un 
cambio frente a este mapa. En primer lugar, muestran un incremento 
notorio de la volatilidad sistémica del 14 % (entre partidos establecidos) 
y extrasistémica, desde partidos establecidos hacia partidos nuevos en la 
oferta electoral (6,1 %). Estos cambios revelan que el electorado uruguayo 
no solo está dispuesto a cambiar sus preferencias de voto entre partidos 
establecidos, sino también a dar su voto a partidos nuevos. En segundo 
lugar, existen cambios dentro de los partidos, no en términos de estruc-
tura u organización, sino de la correlación de fuerzas entre los distintos 
sectores. Este cambio podría ser, pero no necesariamente es, elástico al 
cambio a nivel sistémico o de la correlación de fuerzas entre los partidos.

En tercer lugar, pero no menos importante, las elecciones de 2019 tam-
bién muestran un cambio en la oferta programática. El surgimiento de 
nuevos partidos no siempre trae aparejado un cambio en esta dirección. 
Sin embargo, la elección de 2019 mostró la emergencia de un nuevo par-
tido de derecha electoralmente exitoso. Salvo excepciones, desde la reins-
tauración democrática, los nuevos partidos solían competir por un espacio 
disputado con los sectores moderados de los partidos establecidos. Sin 
embargo, al igual que el Frente Amplio (fa) en 1971, Cabildo Abierto (ca) 
surge en un espacio del espectro no del todo disputado por los partidos 
fundacionales. ¿Qué factores explican estos cambios?
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Este libro busca describir y explicar los resultados del largo y complejo 
proceso de las elecciones nacionales de 2019. Para ello, el volumen se cen-
tra en la construcción de la oferta electoral de los partidos y el compor-
tamiento de los electores desde las elecciones internas hasta la primera 
y segunda vuelta electoral. Nuestro interés por el estudio de los procesos 
electorales se desarrolla en dos dimensiones complementarias. Por un 
lado, el libro pretende observar la estabilidad o los cambios ocurridos a 
nivel sistémico o agregado en el sistema de partidos. Por otro, también 
busca observar el nivel intrasistémico, estudiando a los partidos como 
unidades relevantes en sí mismas tanto en la oferta electoral como en 
el interés de los electores. El libro contiene catorce capítulos dedicados 
al contexto en el que se desarrollaron las elecciones de 2019, el proceso 
desde la oferta (de partidos, sectores y candidatos) y la demanda electoral 
a través del voto de los electores, así como las etapas inmediatamente 
posteriores vinculadas al armado de gobierno.

La elección y después

Las elecciones de 2019 implicaron el fin (o quizás un impasse) en el lla-
mado giro a la izquierda en Uruguay (Lanzaro, 2001). Este proceso, o re-
sultado, acerca a Uruguay al cambio electoral verificado recientemente en 
otros países de América Latina (Levitsky y Roberts, 2011; Moraes y Luján, 
2020; Weyland, 2009). Tras quince años ininterrumpidos de gobierno, el 
Frente Amplio, un partido de izquierda moderada, perdió las elecciones 
con una coalición de derecha moderada, integrada por cinco partidos y 
encabezada por Luis Lacalle Pou (Partido Nacional).

El fa había llegado por primera vez al gobierno en 2005, tras ganar las 
elecciones del año anterior. Luego, volvió a ganar en 2009 y en 2014 con 
mayoría absoluta. Aunque el fa fue el partido más votado en la primera 
vuelta de 2019 —con el 40,7 % de los votos válidos—, recibió casi nueve 
puntos menos que en las elecciones de 2014. Esta fue la mayor caída de 
votos en su historia. El segundo partido, el Partido Nacional (pn), obtuvo 
el 29,7 % de los votos, y el Partido Colorado (pc), el 12,8 %. Si bien de estos 
tres partidos el fa fue el que perdió más votos con relación a la primera 
vuelta de 2014, el pn y el pc no capitalizaron la caída de la izquierda pues 
ambos también obtuvieron menos adhesiones (el pn perdió 2,2 puntos 
respecto a 2014 y el pc, 0,5).
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El gran triunfador simbólico de la primera vuelta fue ca: un partido de 
derecha, liderado por un militar retirado y con un claro perfil conserva-
dor. ca, creado en tan solo seis meses y encabezado por Guido Manini 
Ríos, ex comandante en jefe del Ejército y pasado a retiro por el pre-
sidente Vázquez (fa) en 2019, logró el 11,3 % de los votos y obtuvo once 
diputados y tres senadores. La votación de este partido fue la más alta que 
haya registrado un cuarto partido en Uruguay desde el retorno de la de-
mocracia en 1985. ca también es el primer partido electoralmente exitoso 
de derecha del país, dado que este voto solía canalizarse a través de los 
sectores o fracciones más cercanos a ese perfil ideológico dentro de los 
partidos fundacionales (el pn y el pc).

De cara a la segunda vuelta de 2019, Lacalle Pou conformó una coalición 
con cinco partidos con el objetivo de disputarle el gobierno al fa. La lla-
mada «coalición multicolor» (cm) se integró con el Partido Nacional, el 
Partido Colorado, Cabildo Abierto y dos partidos menores: el Partido de la 
Gente y el Partido Independiente. Fuera de la coalición solo quedó el peri, 
un partido ecologista que obtuvo una única banca en el Parlamento, al 
igual que el Partido Independiente y el Partido de la Gente. La campaña de 
Lacalle Pou hacia la segunda vuelta se centró en consolidar su coalición, 
realizando actos conjuntos con sus socios y sellando una plataforma pro-
gramática con ellos. El candidato del fa (Daniel Martínez), en cambio, rea-
lizó campaña en solitario. Sin posibilidad de aliarse con otros partidos, el 
fa depositó su campaña en su estructura militante. El Voto a Voto, como 
se llamó la campaña del Frente Amplio en la segunda vuelta, consistió en 
una campaña de contacto personal que buscaba persuadir a votantes que 
en la primera vuelta habían elegido a otros partidos.

Durante el mes previo a la segunda vuelta (del 24 de noviembre), todas las 
encuestadoras indicaban a Lacalle Pou como favorito por márgenes que 
variaban entre un mínimo de 5 y un máximo de 8 puntos. Para la mayoría 
de los analistas se trataba de una elección con muy poca incertidumbre. Sin 
embargo, los resultados mostraron que los pronósticos no se acercaron a la 
realidad. La segunda vuelta tuvo un resultado sumamente ajustado. Lacalle 
Pou no solo no alcanzó el 50 % de los votos, sino que superó a Martínez 
por solo 1,5 puntos porcentuales (algo más de 37.000 votos). La coalición 
no logró retener los votos que sus integrantes habían obtenido (individual-
mente) en la primera vuelta. El fa, en cambio, obtuvo el crecimiento más 
grande de su historia respecto a la primera vuelta. Tras estos resultados, 
el sistema de partidos uruguayo parece consolidar un funcionamiento con 
base en bloques (Buquet y Piñeiro, 2014, y Bogliaccini y otros en este volu-
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men), uno hacia la izquierda conformado por el fa y otro hacia la derecha 
conformado por los partidos fundacionales y ahora también por ca. En este 
caso, el bloque se encuentra más fragmentado y con un nuevo partido que 
empuja a la coalición hacia la derecha del espectro.

A nivel agregado, la elección de 2019 deja al menos tres novedades impor-
tantes que actualmente desconocemos si constituyen una alteración en la 
trayectoria de estabilidad registrada durante las últimas décadas o el ini-
cio de un cambio en el equilibrio de largo plazo en el sistema de partidos 
uruguayo. El cambio más sobresaliente de la pasada elección es el notorio 
aumento de la volatilidad electoral. Este es un indicador que preocupa a 
numerosos analistas y ha sido frecuentemente sindicado como el indicador 
de la inestabilidad de los sistemas de partidos. Sin embargo, en los niveles 
en los que se encuentra Uruguay luego de la pasada elección, no deja de ser 
comparativamente bajo. Para otros, la volatilidad puede indicar sanamente 
la capacidad de cambio o transformación de los sistemas de partidos a partir 
de cambios en la estructura de preferencias de los votantes.

El segundo indicador relevante que muestra cambios es el número de 
agentes, medido a través del número efectivo de partidos. La elección de 
2019 dejó sentado un sistema con un número efectivo de 3,5, mientras que 
el valor de equilibrio de largo plazo desde 1985 era de 3,0. Como se dijo, 
este cambio puede tener implicaciones importantes, fundamentalmente 
para el funcionamiento del gobierno mediante la conformación y el man-
tenimiento de coaliciones mayoritarias. Finalmente, el tercer indicador 
que muestra un avance —sobre niveles que ya eran comparativamente 
altos— es la polarización ideológica. Aunque todavía no contamos con 
registros de polarización para la legislatura elegida en 2019, la evidencia 
indica niveles crecientes de polarización desde nuestros primeros regis-
tros en 1995. En este caso, si bien la polarización (definida como mera 
diferenciación en preferencias de política pública) puede ser vista como 
una herramienta heurística en la capacidad de discernimiento de los vo-
tantes, también puede constituirse en una barrera para el establecimiento 
de acuerdos interpartidarios de largo plazo. Puestos en conjunto, la pasada 
elección deja mayores niveles de volatilidad electoral, un creciente núme-
ro de partidos y mayor polarización, lo que configura un cuadro complejo 
con el que el sistema político habrá de operar en los próximos años.

Desde el 1.o de marzo de 2020, Lacalle Pou gobernará apoyado por una 
coalición, que si bien no constituye una innovación en la política urugua-
ya (Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998; Chasquetti, 2008), tendrá al menos 
dos diferencias respecto a las anteriores. En primer lugar y como ya se 
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dijo, será una coalición con un mayor nivel de fragmentación respecto 
a las observadas en décadas anteriores, pues en lugar de dos socios como 
ha ocurrido hasta ahora (el Partido Nacional y el Partido Colorado), la 
actual coalición tendrá cinco socios. En segundo lugar, será una coalición 
orientada hacia la derecha del espectro, con un partido de derecha elec-
toralmente relevante (ca), cuyo comportamiento en el Parlamento y el 
Poder Ejecutivo no tiene registro aún.

En teoría, el poder de los presidentes conjuga la sumatoria de sus po-
deres institucionales y políticos. Los primeros comprenden el conjunto 
de reglas y procedimientos que le confieren el poder de fijar la agenda 
legislativa a través de distintos dispositivos como los proyectos de urgente 
consideración, la iniciativa privativa, la iniciativa presupuestal, etcétera. 
Sin embargo, el poder político de los presidentes varía en función de su 
apoyo dentro y fuera de su partido. En este sentido, si bien el herrerismo 
goza de una mayoría dentro de su partido, el pn de Lacalle Pou cuenta con 
el contingente legislativo propio más pequeño desde 1985 (con el 30 % de 
las bancas en el Parlamento). De hecho, su condición minoritaria en el 
Senado apenas logra alcanzar una mayoría de dos quintos para sostener 
los vetos del Poder Ejecutivo. En esta combinación, Lacalle Pou será un 
presidente institucionalmente fuerte pero políticamente débil (Aboal y 
Moraes, 2003; Biglaiser, 2016).

La evidencia empírica para Uruguay indica que el tiempo de vida de 
las coaliciones no supera en promedio los dos años y medio (Buquet, 
Chasquetti y Moraes, 1998). La primera experiencia similar de coalición 
(con una agenda pública y explícita de asuntos negociados e integración 
del gabinete de los partidos integrantes) fue desarrollada en 1990 por el 
propio Partido Nacional, durante la presidencia del doctor Luis Alberto 
Lacalle Herrera. Las experiencias se seguirían desde entonces, hasta el 
advenimiento de los gobiernos en mayoría del fa. El regreso a los gobier-
nos de coalición, no obstante, se enmarca en un contexto de mayor frag-
mentación, dado que la coalición ha dejado de tener dos socios de similar 
tamaño —como ocurriera en décadas anteriores— para ser integrada por 
cinco partidos de distinto tamaño electoral y preferencias ideológicas que 
cubren un rango importante del espectro. Muchos socios en una coalición 
mínima ganadora elevan el riesgo de ruptura y el pasaje a una condición 
minoritaria del partido del presidente, dado que los mismos socios que 
forman parte del gobierno al día de hoy también tendrán que competir 
en 2024. Para ello, la única forma de lograrlo es buscar un alejamiento 
que les permita a los votantes observar diferencias sustantivas entre los 
partidos (Chasquetti y Moraes, 2002).
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El volumen

Al igual que en ediciones anteriores, este volumen busca contribuir al 
debate público a través del análisis sistemático del proceso electoral uru-
guayo. Para ello, está guiado por un doble propósito. Por un lado, preten-
demos difundir conocimiento especializado a través de nuestra acumu-
lación en el estudio de los procesos electorales en el país. Por otro lado, 
el volumen maximiza la divulgación de nuestro trabajo orientado al más 
amplio espectro de lectores. Por tanto, nuestro objetivo centrado en la 
divulgación no colide con nuestra vocación por la producción de ciencia 
política teórica y empíricamente guiada. En conjunto, el volumen busca 
difundir conocimiento especializado a través de un lenguaje accesible al 
más diverso público interesado en las elecciones uruguayas.

Los catorce capítulos fueron divididos en cuatro secciones. Una primera 
sección explora el contexto de la elección nacional de 2019 a partir del 
estudio de las preferencias de la opinión pública y el proceso económico 
y social. Rosario Queirolo y Martín Opertti ofrecen una mirada al estado 
de la opinión pública de cara a la elección nacional, poniendo énfasis en 
algunos cambios en la oferta electoral con el ingreso de ca y ofreciendo 
una explicación de los resultados basada en las teorías clásicas del voto 
económico. En este mismo nivel de análisis, Bogliaccini, Borba, Giam-
bruno, Opperti y Piñeiro hacen uso de datos de Twitter para explorar 
el estado de la opinión pública y la forma en que esta nueva evidencia 
arroja luz sobre algunas explicaciones del proceso electoral uruguayo que 
han predominado durante las últimas décadas. Por último, en una mirada 
distinta sobre el rol del contexto en la elección nacional y en particular 
en el marco de la primera vuelta electoral del ciclo, Fernando Filgueira 
y Fabricio Carneiro ofrecen una explicación estructuralista del resultado 
electoral basado en la configuración de factores socioeconómicos.

La segunda sección analiza el proceso de construcción de la oferta elec-
toral en el ciclo electoral de 2019. En particular, Diego Luján ofrece una 
descripción detallada de la oferta electoral, en la que el incremento de la 
fragmentación y la aparición de partidos electoralmente no consolidados 
constituyen la tónica de la elección de 2019. Luján explica el cambio 
reciente en la oferta electoral como consecuencia de una pérdida de la 
«programaticidad» de los partidos y un incremento en el nivel de per-
sonalismo en la competencia electoral. En el siguiente capítulo, Daniel 
Buquet elabora una revisión somera de la literatura sobre las elecciones 
internas en Uruguay y un análisis sobre la forma en que estas elecciones 
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han contribuido a la estabilidad en el sistema de partidos en el largo pla-
zo. Estos dos trabajos son complementados con el artículo de Monestier, 
Noccetto y Rosenblatt sobre el factor más novedoso de la oferta electoral 
2019: el nacimiento de ca. Este proceso es analizado en función de los re-
cursos materiales y simbólicos con los que contó ca; el éxito electoral de 
este nuevo partido es visto en función de la oferta electoral existente en 
el sistema de partidos y la oposición a la agenda de reformas desarrollada 
durante los gobiernos del fa.

La tercera sección se centra en la descripción y explicación de aspectos 
generales asociados a la elección nacional de 2019. Cuatro artículos com-
ponen esta sección, en la que se busca combinar el corto y largo plazo 
de variables o indicadores a nivel agregado, pero que también operan a 
nivel subnacional. Jaime Yaffé y Daniel Buquet se sumergen en el repaso 
de algunos indicadores básicos que caracterizan al sistema de partidos 
uruguayo y sus características de largo plazo. La elección de 2019 es ex-
plorada en sí misma, sin perder su vínculo con elecciones anteriores y 
la expectativa teórica ofrecida por los efectos esperables de las reformas 
electorales que ha procesado el país desde la reinstauración democrática. 
En el segundo capítulo de esta sección, Nicolás Schmidt y Rafael Porze-
canski buscan explicar el sorprendente incremento de votos hacia el fa 
observado entre la primera y la segunda ronda de la elección presiden-
cial, a partir de un planteo metodológicamente sofisticado de inferencia 
ecológica con datos de opinión pública y bocas de urna a nivel circuital. 
Luego, Acuña, Albarenga y Pérez Bentancur analizan el desempeño de 
las mujeres candidatas en la elección de 2019. A pesar de los avances 
marcados por la ley de cuotas, el artículo muestra el rezago de Uruguay 
a nivel comparado en la representación de mujeres en el Parlamento. En 
particular, los autores muestran cómo el tamaño de las circunscripciones 
y el aumento en la fragmentación partidaria limitaron los efectos de la 
ley de cuotas, generando una legislatura donde las mujeres siguen siendo 
minoría. Finalmente, Cardarello, Cisneros y Freigedo estudian con datos 
agregados algunos aspectos de la elección a nivel subnacional.

La penúltima sección presenta un cuadro general de consecuencias polí-
ticas e institucionales derivadas de la elección nacional de 2019. En esta 
sección, Chasquetti y García repasan el mapa parlamentario dejado por 
la elección y algunas de las características más salientes de los partidos y 
la coalición a cargo del gobierno inaugurado el 1.o de marzo de 2020. En 
el siguiente capítulo, Garcé y Porzecanski profundizan sobre el arreglo 
coalicional que se ha dado el gobierno, explorando la forma en que la 



22

coalición fue diseñada y los obstáculos que debieron sobrepasar los acto-
res para lograr un acuerdo programático con distribución de cargos en el 
gabinete y la estructura del Estado.

Por último, Moraes, Acosta y Lara, Martínez y Wilchinski retoman algu-
nos de los indicadores de mayor interés a lo largo de este volumen, dán-
doles vuelo comparado a tres variables: la fragmentación, la volatilidad 
electoral y la polarización ideológica. En particular, el artículo estudia la 
forma en que la combinación de estos tres indicadores puede presentar 
una difícil combinación para el funcionamiento del sistema político y la 
estabilidad del régimen democrático en Uruguay.
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Parte I:

EL CONTEXTO  
DE LAS ELECCIONES 2019
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Capítulo I.1

La opinión pública uruguaya:  
explicando el voto

Martín Opertti y Rosario Queirolo

1. Introducción

La elección del 2019 demostró que Uruguay sigue siendo un país dividido 
en dos mitades, como lo es desde hace 20 años. Las dos mitades correspon-
den a bloques ideológicos: uno de centroizquierda y otro de centroderecha. 
Estos dos bloques ideológicos son muy similares en tamaño desde 1999, y 
los cambios en el gobierno se producen cuando una de esas dos mitades 
crece apenas unos pocos puntos porcentuales. Eso es lo que sucedió en 
noviembre del 2019 cuando Luis Lacalle Pou, apoyado por la coalición 
multicolor (cm), obtuvo 37.042 votos más que el Frente Amplio (fa) (48,9 % 
y 47,4 %, respectivamente). El gráfico 1 muestra que los cambios entre 
bloques son menores entre 1999 y 2019 a pesar de las dos alternancias en 
el gobierno: la primera en 2004 cuando ganó el fa y la segunda en 2019 
cuando ganó el Partido Nacional (pn).
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Gráfico 1: Evolución electoral de los bloques ideológicos 
 en elecciones presidenciales 1971-2019 (en % de votos emitidos)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral del Uruguay.

El trabajo pionero en este tema es el de Luis Eduardo González (1999), 
quien caracterizó a los partidos uruguayos como tradicionales y desafiantes. 
Dentro de los primeros, González ubicó al Partido Colorado (pc) y al pn. 
Este bloque fue denominado tradicional porque el origen de ambos parti-
dos prácticamente coincide con la creación de Uruguay como Estado in-
dependiente; también ambos se ubicaban en la centroderecha del espectro 
ideológico. El segundo bloque fue llamado desafiante porque cuando el 
concepto fue acuñado incluía a los partidos políticos de centroizquierda 
que nunca habían gobernado: fa y Nuevo Espacio (ne). Actualmente, la 
denominación de desafiantes y tradicionales perdió vigencia, pero no la 
forma de entender en dos bloques el sistema de partidos y el comporta-
miento de los votantes uruguayos.

Este capítulo, en primer lugar, describe cómo es el electorado de los par-
tidos que componen esos bloques. En segundo lugar, se centra en analizar 
los cambios relevantes en los electorados de los tres partidos políticos 
mayores: fa, pn y pc. A su vez, la elección de 2019 trajo la aparición de ca, 
un partido político nuevo que logra más del 10 % de los votos en la prime-
ra elección en que compite, fenómeno que no sucedía desde la aparición 
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del fa en 1971 (véase el capítulo II.3). Este trabajo se pregunta cómo es el 
perfil socioeconómico de su electorado, si sus votantes se diferencian de 
los votantes de los otros partidos del bloque de centroderecha y a quién 
votaron los electores de ca en la elección de 2014. Luego de este análisis, 
el capítulo busca explicar por qué el bloque de centroderecha ganó la 
elección de 2019 analizando el efecto de las evaluaciones económicas en 
el voto. Las percepciones de los uruguayos sobre la situación económica 
del país cambiaron de forma importante en 2015, cuando pasaron de ser 
mayormente positivas a negativas. ¿Fueron estas percepciones las que 
inclinaron la balanza a favor de la cm y en contra del fa? El capítulo se 
vale de datos de encuestas preelectorales de opinión pública de Equipos 
Consultores.1

2. ¿Electorados de siempre o cambios en el electorado?

La existencia de alternancia entre un bloque y otro en el gobierno puede 
implicar un cambio en la composición sociodemográfica del electorado, 
pero también puede suceder que un bloque se vuelva mayoritario sin que 
cambie su perfil, simplemente sumando votantes con las mismas carac-
terísticas que el existente. Este último escenario no sería raro debido a 
que los partidos políticos uruguayos son lo que Otto Kirchheimer (1966) 
denomina catch all, es decir, partidos que captan votos en distintos secto-
res sociales, por lo tanto pueden aumentar su cantidad de votos aunque 
no cambie el perfil del electorado, simplemente sumando más adhesiones 
en los mismos sectores donde ya reclutan. Si bien este escenario no se-
ría imposible, es poco probable, por lo tanto vamos a analizar si existen 
cambios en los electorados.

2.1. Los electorados por bloques

El análisis del sistema de partidos y comportamiento electoral en dos blo-
ques que inició González en 1999 ha sido usado en sucesivos análisis tanto 
para entender cómo se da la competencia entre partidos como para anali-
zar el voto de los uruguayos (Buquet y De Armas, 2004; Buquet y Piñeiro, 
2014; Chasquetti y Garcé, 2005; González, 2010, 2014; González y Queirolo, 
2000; Lanzaro, 1999, 2000; Moreira, 1999, 2004; Selios y Vairo, 2012). La 

1	 Agradecemos a Equipos Consultores, y en particular a Ignacio Zuasnábar, por permitirnos el 
uso de las encuestas preelectorales de los años 2004, 2009, 2014 y 2019. En todos los casos las 
encuestas fueron realizadas con anterioridad a la elección nacional de octubre.
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composición de estos bloques no ha sido exactamente la misma desde que 
la ciencia política uruguaya empezó a analizar el sistema de partidos con 
este concepto. En un principio, en el bloque tradicional se agrupaba a los 
votantes del pc y el pn, mientras que en el bloque desafiante se ubicaba al 
fa y al ne/Partido Independiente (pi) (dependiendo de la elección, a pesar 
de que este último nunca apoyó orgánicamente al fa en los balotajes). 
Hasta la elección de 2014 el pi estaba dentro del bloque de centroizquierda. 
Sin embargo, la situación cambió en 2019 cuando definió que, en caso de 
balotaje, no apoyaría al fa y se sumaría a la oposición. Con fines analí-
ticos, desde ese momento pasó a integrar el bloque de centroderecha que 
actualmente componen los partidos políticos que integran la cm.2

El gráfico 2 muestra que el bloque de centroderecha, ganador de la elec-
ción de 2019, alcanzó la mayoría de los votos en todos los sectores con 
la excepción de los más jóvenes y en Montevideo, donde ganó el bloque 
de centroizquierda. Además, el bloque de centroderecha captó más adhe-
siones que el promedio que obtuvo en el conjunto de la población entre 
los hombres, los que tienen entre 30 y 49 años, los uruguayos de nivel 
socioeconómico medio-alto y los que tienen menos educación (máximo 
tercer año de educación secundaria). Sin embargo, si prestamos atención 
a la distribución general de los votantes, encontramos que los dos bloques 
reclutaron de forma muy pareja en la mayoría de los sectores. Esto es 
coincidente con lo que plantearon Vairo y Selios (2012) en su análisis de 
los determinantes del voto en la familia de izquierda y la familia tradicional 
en la elección del 2009: el voto por uno u otro bloque está más asociado 
con variables políticas como la autoidentificación ideológica y algunas 
preferencias políticas que por características sociodemográficas.

2	 Otra manera de entender la composición de estos dos bloques es dejar fuera al pi. Esta es la 
estrategia de Mieres (2015) para mostrar que el apoyo a las dos mitades disminuyó de 97,4 % 
en 2004 a 96,7 % en 2009 y 94,6 % en 2014. Sin embargo, consideramos que tiene más sentido 
incluir al pi y a ca dentro del bloque de centroderecha, ya que ambos partidos terminaron 
integrado la cm.
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Gráfico 2: Intención de voto a cada bloque según  
características sociodemográficas, 2019 

(en porcentaje sobre el voto a ambos bloques)

Nota: Los porcentajes indican la proporción de intención de voto a cada bloque sobre 
la intención de voto de ambos bloques, sin considerar al resto del electorado. La línea 
vertical índica la distribución de los dos bloques entre toda la población. Los valores 
debajo de la columna «Otros» representa el porcentaje dentro de cada segmento que no 
tenía intención de votar a ninguno de los dos bloques (incluye blanco y nulo, indecisos 
y partidos menores).

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de  
Equipos Consultores en octubre de 2019.
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2.2. Los electorados por partidos políticos

Ningún análisis sobre comportamiento político en Uruguay puede dejar 
de lado la influencia que tienen las identificaciones partidarias para defi-
nir el voto (Zuasnábar, 2015), por eso no podemos analizar el voto úni-
camente por bloque, sino que hay que observar también el voto hacia los 
partidos políticos. Como toda medida de agregación, el voto hacia los blo-
ques puede esconder diferencias en lo que ocurre dentro cada uno de ellos. 
Por ejemplo, si bien es interesante analizar la pérdida de votos del bloque 
de los tradicionales (actual centroderecha) de 1971 a 2004 y cómo esos votos 
se fueron al bloque de los desafiantes (actual centroizquierda), también es 
relevante el movimiento en ciclos entre el pc y el pn, pues se ha observado 
que cuando un partido aumenta, el otro disminuye (Armellini, 2005).

Los tres partidos políticos uruguayos que históricamente han recibido más 
votos y logrado mayor representación parlamentaria (el pc, el pn y el fa) 
son partidos catch all, ‘atrápalo todo’ o policlasistas. El pn y el pc lo fueron 
desde sus orígenes, aunque claramente el primero tenía un enclave elec-
toral mayor en los sectores rurales y el segundo en los sectores urbanos 
(González, 1991). El fa, también desde su surgimiento, recibió apoyos des-
de muy diferentes sectores sociales, aunque tuvo mayor adhesión elec-
toral entre los universitarios y los trabajadores sindicalizados (Gillespie, 
1986; Mieres, 1994).

El gráfico 3 indica que los tres partidos mayores mantienen su caracterís-
tica de catch all en la elección de 2019. La línea vertical índica el promedio 
de intención de voto al fa. Los porcentajes a la derecha de cada segmento 
indican el peso sobre el total de la población mayor de 18 años. El fa es 
el partido que en la elección de 2019 obtiene más votos en el conjunto de 
la población y en cada grupo poblacional por separado, a excepción de las 
personas de nivel socioeconómico alto, los menos educados y los mayores 
de 60 años. El fa continúa siendo un partido catch all con un arraigo un 
poco mayor en los jóvenes y los sectores medios. Por su parte, el pn logra 
en promedio una cuarta parte de los apoyos, con intención de voto mayor 
entre los grupos recién mencionados y menor entre los grupos más jóve-
nes y en Montevideo.
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Gráfico 3: Intención de voto según  
variables sociodemográficas (en porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de Equipos Consultores  
octubre de 2019 y Encuesta Continua de Hogares 2019.

En la elección de 2019, el pc obtuvo alrededor del 10 % de los votos en to-
dos los sectores, pero reforzó su presencia entre los votantes de mayor ni-
vel socioeconómico y entre los profesionales. Esto es un cambio relevante 
con relación al electorado colorado de elecciones anteriores. Más aún, si 
miramos los perfiles sociodemográficos del electorado de cada partido a 
lo largo del tiempo, los cambios más importantes ocurren en los colora-
dos. El gráfico 4 muestra la evolución de la intención de voto al pc según 
edad y educación; los valores indican los puntos porcentuales de distancia 
entre la intención de voto en un sector específico de edad y educación y 
la intención de voto en el total de la muestra. En la elección de 2004 —y 
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en menor medida en las de 2009 y 2014—, el pc tenía sobrerrepresen-
tados a los votantes de mayor edad (60 y más) y subrepresentados a los 
más jóvenes. En 2019 estas diferencias desaparecen y las adhesiones que 
obtiene entre los distintos grupos etarios son proporcionales al peso de 
esos grupos en el conjunto de la población. Otro cambio está relacionado 
con la educación. En 2004, estaban sobrerrepresentados los votantes cuyo 
máximo nivel educativo era primaria (+12 en el gráfico 4). En cambio, en 
2019 el perfil educativo del electorado colorado se revierte y pasan a estar 
sobrerrepresentados los votantes con educación universitaria (+5).

Gráfico 4: Evolución de la intención de voto al pc por segmentos de 
nivel educativo y edad (en porcentaje)

Nota: Las etiquetas sobre los puntos indican los puntos porcentuales de distancia sobre 
los que se encuentra la intención de voto al pc en cada segmento respecto al total de la 
muestra.

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de Equipos Consultores  
en octubre de 2019.

La idea del policlasismo de los partidos políticos uruguayos ha sido cues-
tionada por Moreira y Delbono (2015) con el argumento de que el voto a 
los diferentes partidos no se distribuye de forma uniforme entre sectores 
sociales, regiones y franjas etarias. Sin embargo, la elección de 2019 in-
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dica que, más allá de que cada partido tiene diferentes enclaves electores, 
los partidos uruguayos siguen siendo partidos catch all.

Los electorados de los partidos no son solo presentan diferencias sociode-
mográficas, sino que captan diferentes segmentos del espacio ideológico. 
El gráfico 5 muestra la evolución de los promedios de autoidentificación 
de los electorados del fa, pn y pc en las últimas tres elecciones. En primer 
lugar, queda clara la composición ideológica de los dos bloques, blancos y 
colorados se ubican del centro a la derecha, mientras que los frentistas se 
ubican del centro a la izquierda. En segundo lugar, los electorados del fa y 
el pn mantuvieron distribuciones ideológicas estables durante las últimas 
tres elecciones. Nuevamente, el cambio está en el pc, donde aumenta la 
proporción de individuos ubicados en el centro de la escala, en detrimen-
to de los ubicados en el extremo derecho.

Gráfico 5: Serie de autoidentificación ideológica  
de los tres principales partidos 2009-2019

Nota: Las líneas verticales indican la media de autoidentificación ideológica, donde 1 
representa izquierda y 10 derecha.

Fuente: Elaboración propia con base en encuestas de Equipos Consultores.

En la elección de 2019, al bloque de centroderecha se sumó ca. El gráfico 6 
muestra que el electorado de ca se ubica en el lado derecho de la dimensión 
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ideológica (promedio 6,9), entre el pc (6,3) y el pn (7,3). La aparición de ca 
como otro actor político relevante puede responder a preferencias insatis-
fechas de una parte del electorado de derecha que no se sentía representado.

Gráfico 6: Autoidentificación ideológica de  
los cuatro principales electorados en 2019

Nota: Las líneas verticales indican la media de autoidentificación ideológica. Cada cuadrante 
contiene la media, el desvío estándar y el % de votantes que no se ubican en la escala.

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de Equipos Consultores  
en octubre de 2019. 

2.3. El electorado de Cabildo Abierto

Más allá de la alternancia en el poder, el cambio más importante en el 
sistema de partidos que dejó la elección nacional de 2019 es el surgimien-
to de ca. Si bien el capítulo 5 de este volumen se dedica exclusivamente 
a documentar y explicar este fenómeno, en esta sección se describirá 
brevemente el perfil de los votantes de ca.
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El partido, fundado en marzo de 2019, cobró notoriedad luego de obtener 
casi 50.000 votos en las elecciones internas, a pesar de que el precandida-
to Guido Manini Ríos no había tenido competencia interna. Poco tiempo 
después, los sondeos de opinión pública comenzaron a mostrar de forma 
consistente a ca como el cuarto actor del sistema de partidos, desplazan-
do al pi con holgada diferencia. Algunos actores políticos, académicos y 
medios de prensa locales e internacionales rápidamente identificaron al 
novel partido como la «ultraderecha»3 o «derecha pura y dura»4 y las 
comparaciones con Vox en España5 o Jair Bolsonaro en Brasil6 afloraron.

El electorado de ca está compuesto por una proporción levemente mayor 
de hombres que de mujeres: una encuesta de Equipos Consultores reali-
zada en agosto de 2019 indicaba que el 54 % de los votantes de ca eran 
hombres.7 A su vez, datos publicados por Cifra sugieren que dentro de los 
votantes de ca se encuentran sobrerrepresentadas las personas con educa-
ción primaria (35 %8 frente a 27 % en la población adulta).9 En la misma 
línea, la consultora Equipos estimó que el 39 % de los votantes de ca son 
de nivel socioeconómico bajo.

Una segunda interrogante sobre este nuevo electorado corresponde a su 
origen. Tanto los datos de la consultora Cifra como los de Equipos indi-
can que en el entorno de la mitad de los votantes de ca provienen de los 
partidos tradicionales —probablemente de las facciones más a la derecha 
dentro de estos partidos—. Entre un quinto y un cuarto de los votantes 
provienen del fa —probablemente más relacionados con el Movimiento 
de Participación Popular (mpp)—, mientras que los votantes restantes no 
declararon voto en la encuesta correspondiente o no votaron.

3	 Portal tnu: «Cabildo Abierto es un partido de ultraderecha que reúne todo lo que estaba disper-
so», 9 de junio de 2019. https://www.portaltnu.com.uy/video.php?vid=6124 (visitada el 06/11/2020).

4	 El Observador: «Mieres: «Con Cabildo Abierto emerge una derecha pura y dura como nunca hubo en Uru-
guay», 12 de agosto de 2019. https://www.elobservador.com.uy/nota/mieres-con-cabildo-abierto-emer-
ge-una-derecha-pura-y-dura-como-nunca-hubo-en-uruguay--2019812111840 (visitada el 06/11/2020).

5	 Speranza, Jorge, «Uruguay cuenta ya con su propio Vox», La Vanguardia, 26 de mayo de 2019. 
https://www.lavanguardia.com/participacion/lectores-corresponsales/20190522/462361152039/uru-
guay-partido-ultraderecha-cabildo-abierto-elecciones-2019.html (visitada el 06/11/2020).

6	 Vázquez, M., y Del Río, A.: «¿Un Bolsonaro uruguayo en octubre?», openDemocracy, 16 de julio de 
2019. https://www.opendemocracy.net/es/uruguayan-bolsonaro-october-es/ (visitada el 06/11/2020).

7	 Subrayado: «Casi la mitad de los votantes de Manini se define de centro y el 31 % votó al Par-
tido Nacional», 7 de agosto de 2019. https://www.subrayado.com.uy/casi-la-mitad-los-votantes-
manini-se-define-centro-y-el-31-voto-al-partido-nacional-n540953 (visitada el 06/11/2020).

8	 Cifra: «El perfil de los votantes de los distintos partidos», 31 de octubre de 2019, https://www.
cifra.com.uy/index.php/2019/10/31/el-perfil-de-los-votantes-de-los-distintos-partidos/ (visita-
da el 06/11/2020).

9	 Encuesta Continua de Hogares, 2019. Instituto Nacional de Estadística.
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Por último, es relevante conocer cuáles son las principales actitudes po-
líticas de los votantes de ca. La evidencia muestra que la característica 
distintiva de los electores de ca no pasa tanto por su ubicación en la escala 
ideológica, como ya se mostró antes (aunque es posible que los votantes 
tengan actitudes y valores cercanos a la derecha radical que no necesaria-
mente son captados por la autoidentificación ideológica), sino más bien 
por una fuerte desaprobación del desempeño del presidente (gráfico 7) y 
de la evaluación de la situación económica del país (gráfico 9). También es 
importante destacar que parece haber una significativa influencia militar 
en el voto a CA, como lo muestra el capítulo 5 de este volumen.

Gráfico 7: Aprobación del presidente según intención de voto

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de Equipos Consultores  
en octubre de 2019.
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3. Cambio de ciclo en las evaluaciones económicas  
y voto económico

Las elecciones son momentos donde los ciudadanos evalúan al gobierno 
de turno y deciden si reelegirlo o votar por la oposición. Entre todos 
los posibles aspectos que los votantes pueden considerar antes de una 
elección, las evaluaciones sobre la economía suelen ser decisivas (Lewis 
Beck y Stegmaier, 2000), tanto es así que existe una teoría que lo explica: 
la teoría del voto económico. La lógica subyacente al voto económico es 
sencilla: los votantes premian con su voto a los gobernantes que logran 
un buen desempeño económico durante su mandato, mientras que casti-
gan malos desempeños evitando votar al partido de gobierno. El efecto de 
las percepciones económicas ha sido evidenciado en numerosos trabajos 
en Europa y Estados Unidos (Kinder y Kiewiet, 1981; Lewis-Beck, 1986; 
Lewis Beck y Stegmaier, 2000, entre otros), así como en América Latina 
(Gélineau y Singer, 2015; Lewis-Beck y Ratto, 2013) y Uruguay (Queirolo, 
2013). En esta sección estimamos el efecto del voto económico en las 
elecciones nacionales de 2019.

Usualmente, para estudiar la relación entre economía y voto se utilizan 
las percepciones económicas de los votantes a nivel individual, ya que son 
mejores predictores que los indicadores macroeconómicos objetivos (Evans 
y Andersen, 2006). Sin embargo, esta estrategia empírica puede derivar en 
estimaciones sesgadas dado que las percepciones económicas de los votantes 
suelen estar influidas no solo por la economía «real», sino también por 
la exposición a medios de comunicación, experiencias individuales, carac-
terísticas demográficas y actitudes políticas previas (Duch et al., 2000). La 
causalidad también fluye en la dirección contraria, es decir, no solamente 
las percepciones económicas afectan las preferencias partidarias, sino que 
también las preferencias partidarias condicionan las percepciones econó-
micas (véanse Evans y Andersen, 2006; Tilley y Hobolt, 2011). Esto se debe 
a que las identificaciones partidarias funcionan, como sugería el estudio 
seminal de Campbell et al. (1960), como una pantalla perceptual mediante la 
que los individuos tienden a reconciliar los hechos con sus preferencias po-
líticas previas. Esto es particularmente importante en sistemas de partidos 
con elevados niveles de identificación partidaria como el uruguayo, donde 
no solo la dirección, sino también la fuerza de las identificaciones partida-
rias condiciona fuertemente las percepciones económicas (Opertti, 2020).

Por lo antedicho, existe cierto consenso respecto a que al estimar el efec-
to de las percepciones económicas en el voto es necesario considerar 
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la endogeneidad entre estas y la identificación partidaria, preferentemente 
utilizando datos de panel (Niemi et al., 2011). En ausencia de datos de este 
tipo, se suele apelar a distintas estrategias estadísticas: métodos de dos pasos 
(Duch et al., 2000), modelos con variables instrumentales (Nadeau et al., 2012), 
diseños focalizados en muestras de votantes independientes (Stevenson, 1997) 
o controles por identificación partidaria o alguna variante de ella (Hellwig 
y McAllister, 2016, o Michelitch et al., 2012). En general, estudios que tienen 
en cuenta estas consideraciones han encontrado que una vez exogenizadas 
(sea a través de diseños causales o controles estadísticos), las percepciones 
económicas tienen un impacto en el apoyo político (Stevenson y Duch, 2013).

3.2. Un cambio en el humor de la opinión pública uruguaya

Desde que hay mediciones sistemáticas de opinión pública en Uruguay, alre-
dedor de 1990, los uruguayos han tenido una percepción predominantemente 
negativa de la situación económica del país (Zuasnábar, 2018), lo que llevó a 
calificarlos como «pesimistas estructurales» (Luna, 2002). No es hasta me-
diados del primer gobierno del fa que los uruguayos desarrollaron visiones 
mayormente positivas de la situación económica del país (gráfico 8). Esta fase 
optimista se interrumpió a mediados de 2015 cuando se generó un nuevo 
cambio de humor de la opinión pública respecto a la economía. Las evalua-
ciones volvieron a ser mayoritariamente negativas como en la década del 90, 
y en 10 meses registraron oscilaciones superiores a las mostradas en 10 años.

Gráfico 8: Serie de evaluación de la situación económica  
del país 2004-2019

Fuente: Elaboración propia con base en encuestas de Equipos Consultores.
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Una contrastación sencilla entre percepciones económicas (gráfico 8) e 
indicadores macroeconómicos (como la evolución del salario real, el pbi 
per cápita y la tasa de desempleo, véase el capítulo I.3) sugiere que el 
desplome de las percepciones económicas en 2015 puede ser visto como 
«exagerado». Por ejemplo, la proporción de uruguayos que consideraba 
que la situación económica del país era «mala» o «muy mala» durante 
el segundo gobierno de Vázquez oscilaba entre el 40 y el 55 %, aproxima-
damente el mismo rango de valores que durante la segunda presidencia 
de Sanguinetti, a pesar de que una simple comparación de indicadores 
macroeconómicos sugiere niveles absolutos de bienestar económico muy 
diferentes. Esta particularidad puede deberse a que los individuos tienden 
a reaccionar en mayor medida a las variaciones en los indicadores econó-
micos que a los niveles absolutos (Niemi et al., 1999).

Que los votantes construyan sus percepciones económicas no solamente 
a través de niveles absolutos de bienestar económico, sino también me-
diante comparaciones de corto plazo ayuda a entender el gran impacto 
que un cambio de tendencia relativamente menor en los índices macro-
económicos tuvo en las percepciones económicas de los uruguayos. Otras 
hipótesis sugieren que ajustes de tarifas o impuestos, así como errores 
comunicacionales de la política económica de gobierno pueden haber in-
fluido (Bogliaccini y Queirolo, 2017; Zuasnábar, 2018).

Más allá de las causas del desplome de las percepciones económicas de 
los uruguayos en 2015, es evidente que este cambio abrupto, precedido de 
una estabilidad de percepciones mayoritariamente negativas durante el 
segundo gobierno de Tabaré Vázquez, sugería un escenario menos favo-
rable para el fa de cara a las elecciones de 2019 en comparación con las 
tres elecciones previas.

3.2. El impacto del voto económico en las elecciones de octubre

Existe cierto consenso en que las percepciones sociotrópicas son las que 
tienen un mayor impacto al explicar el voto (Lewis-Beck y Stegmaier, 
2007). En nuestro caso utilizamos una pregunta que indaga sobre la per-
cepción de la situación económica actual del país. El gráfico 9 muestra su 
distribución según intención de voto y sugiere una fuerte heterogeneidad: 
los votantes del fa mantienen juicios económicos mayormente favorables, 
mientras que los votantes del pn, pc y ca tienen evaluaciones predominan-
temente negativas.
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Gráfico 9: Percepciones económicas del país  
según intención de voto

Fuente: Elaboración propia con base en encuesta de Equipos Consultores  
en octubre de 2019.

La fuerte relación entre ambas variables en el gráfico 9 puede estar media-
da por otras variables, por lo tanto, para lograr estimaciones más precisas 
sobre el impacto del voto económico en las elecciones nacionales de 2019 
utilizamos una serie de modelos de regresión logística. La variable depen-
diente es binaria: 1 es la intención de voto a cualquiera de los tres principa-
les partidos de la cm y 0 al resto de las opciones. Una primera especificación 
simple del modelo que sirve como línea de base estima el efecto de las per-
cepciones económicas incluyendo controles sociodemográficos (sexo, edad, 
educación y desempleo) y variables actitudinales (interés en la política y 
autoidentificación ideológica). La segunda especificación del modelo agrega 
un control por identificación partidaria (codificada en independientes, la 
categoría de referencia, identificados con el fa e identificados con el pn y/o 
pc).10 Por último, una tercera especificación responde a posibles problemas 
de interpretación de la variable dependiente debido a que solo distingue 
votantes de pn, pc y ca del resto de los votantes, sean votantes del fa, partidos 
menores, indecisos o voten en blanco o anulado.

10	 La variable de identificación partidaria se construye con el indicador usado en Zuasnábar (2010). 
Este indicador contempla posibilidades de identificaciones partidarias múltiples. Para el mode-
lo, agrupamos a los partidarios en independientes, partidarios del fa y partidarios de los parti-
dos tradicionales (incluyendo partidarios solo pn, solo pc y los identificados con ambos partidos).
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En términos estrictos, la variable dependiente para las dos primeras es-
pecificaciones del modelo es la intención de voto a los partidos de la cm a 
mediados de octubre (fecha de campo de la encuesta). Esto es una ventaja 
en cuanto a que tenemos un interés sustantivo por identificar las causan-
tes de que un votante elija tal partido en detrimento de otros partidos o 
de no decidir. Sin embargo, el hecho de que un votante no haya decido 
—o no quiera reportar— su voto al momento de la encuesta no necesa-
riamente implica que no vaya a votar por alguno de los partidos de la cm, 
que en definitiva es el comportamiento que estamos tratando de estimar. 
Para evitar esto, la tercera especificación excluye a los indecisos. Si los 
resultados se mantienen en una tercera especificación del modelo que solo 
contempla a los votantes «decididos», el modelo se vuelve más robusto.

Tabla 1: Efecto de las percepciones económicas en el voto al pn, pc o ca

(1) (2) (3)

Línea  
de base

Control por  
identificación 

partidaria

Entre  
votantes  
decididos

Percepciones económicas  
(ref. = «Muy buena o buena») 

«Ni buena ni mala» 4,82*** 1,88*** 2,00***

(0,98) (0,44) (0,52)

«Mala o muy mala» 11,03*** 3,06*** 4,76***

(2,20) (0,71) (1,26)

Mujer (1 = Sí) 0,71*** 0,89 1,12

(0,09) (0,13) (0,20)

Edad 1,01** 1,00 1,01

(0,00) (0,00) (0,01)

Desocupado (1 = Sí) 1,18 1,02 1,00

(0,25) (0,24) (0,28)

Nivel educativo (ref. = Primaria o menos)

Ciclo básico 0,91 0,68* 0,69

(0,18) (0,14) (0,18)

Bachillerato 1,05 0,80 0,94

(0,21) (0,17) (0,25)

Terciario 1,48* 0,95 1,06

(0,30) (0,22) (0,30)
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(1) (2) (3)

Línea  
de base

Control por  
identificación 

partidaria

Entre  
votantes  
decididos

Interés en la política (ref. = «Nada»)

«Poco» 1,27 1,21 1,10

(0,2) (0,2) (0,23)

«Bastante» 1,97*** 2,03*** 1,51

(0,37) (0,45) (0,40)

«Mucho» 1,79** 2,01** 1,19

(0,41) (0,58) (0,42)

Autoidentificación ideológica  
(1 = izquierda, 10 = derecha) 1,50*** 1,34*** 1,40***

(0,04) (0,05) (0,06)

Identificación partidaria  
(ref. = independiente)

Identificado con FA 0,02*** 0,01***

(0,01) (0,01)

Identificado con PN, PC o ambos 9,87*** 29,94***

(2,29) (14,07)

Constante 0,01*** 0,05*** 0,05***

(0,00) (0,02) (0,02)

Pseudo R2 0,28 0,43 0,56

N 1,657 1,657 1,395
 
Nota: La variable dependiente es intención de voto a los principales partidos de la Coali-
ción Multicolor, codificada como 1 si el respondiente dice votar por el pn, pc o ca. Las cel-
das reportan razones de probabilidad con errores estándar entre paréntesis. *** p < 0,01, 
** p < 0,05, * p < 0,1.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Equipos Consultores.

La tabla 1 presenta los principales resultados de las tres especificaciones 
del modelo de regresión logística. Los coeficientes están calculados como 
razones de probabilidad —odds ratios—, por lo que valores mayores a 1 
implican una relación positiva y valores entre 0 y 1, una relación negati-
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va. Los resultados evidencian que en las tres especificaciones existe una 
relación positiva entre las percepciones económicas y la intención de voto 
a la oposición. También, en línea con lo esperado, la inclusión del control 
de identificación partidaria reduce significativamente esta relación. Estos 
resultados también sugieren que el impacto de variables sociodemográ-
ficas como educación y desempleo no muestra una relación significativa 
con el voto por bloque.

Para facilitar la interpretación de estos resultados presentamos probabilida-
des estimadas promedio (average predicted probabilities) de votar a partidos de 
la cm según la evaluación económica. Para lograr estas estimaciones deja-
mos constantes todas las variables en sus valores observados para cada caso 
para luego calcular la probabilidad estimada y promediar todos los casos.11 
Este enfoque evita generar predicciones para valores no existentes (como 
mantener variables discretas en sus medias) y permite una mejor interpre-
tación sustantiva de ellas (Hanmer y Ozan, 2013). El gráfico 10 presenta las 
probabilidades estimadas de voto a pn, pc o ca y sus intervalos de confianza 
según distintos valores de nuestros predictores. El panel (A) muestra la 
probabilidad de voto al pn, pc o ca según las evaluaciones económicas. Estos 
resultados fueron derivados de la primera especificación del modelo, que 
no incluye el control por identificación partidaria. En esa especificación, el 
efecto marginal promedio de las percepciones económicas en el voto a los 
partidos de la cm no solamente es estadísticamente significativo, sino que es 
grande: aun controlando por variables sociodemográficas y actitudinales, 
la probabilidad de que un votante se incline por algún partido de la cm es 
aproximadamente tres veces mayor si tiene una percepción negativa de la 
situación económica actual del país (0,54 [0,50 0,58]) que si tiene una per-
cepción positiva (0,15 [0,11 0,18]).

11	 Las estimaciones se realizaron mediante la función margins (asobserved) del software Stata.
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Gráfico 10: Probabilidades estimadas promedio según percepciones 
económicas e identificación partidaria

Nota: La variable dependiente es intención de voto a los principales partidos de la 
Coalición Multicolor, codificada como 1 si el respondiente dice votar por el pn, pc o ca. El 
resto de las variables se dejaron como observadas.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Equipos Consultores.

Sin embargo, utilizando este enfoque corremos el riesgo de sobreestimar 
el impacto del voto económico, dado que muchos votantes pueden haber 
ajustado sus evaluaciones económicas a su identificación partidaria pre-
via. Para evitar esta sobreestimación, el panel (B) presenta las probabi-
lidades estimadas promedio para individuos sin ip, con ip con el fa y con 
ip con los pptt, derivadas del modelo (2). Allí podemos observar que las 
percepciones económicas poco importan en el voto para los uruguayos 
que se identifican con un partido, fenómeno que es esperable debido a la 
importante correlación entre identificación partidaria y voto. No obstante, 
no todo el electorado tiene una identificación partidaria; de hecho, las últi-
mas estimaciones —incluyendo la encuesta utilizada para la construcción 
de estos modelos— sugieren que poco menos de la mitad de los uruguayos 
tienen identificaciones partidarias.12

12	 En 2019 la encuesta de lapop en Uruguay arrojó que el 48 % de los uruguayos se sienten identi-
ficados con un partido político.
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Si nos concentramos en el efecto de las percepciones económicas sobre 
el voto a partidos de la cm para los independientes, vemos que hay una 
relación directa: a peor evaluación de la situación económica del país, 
mayor probabilidad de voto dentro de la cm, aun controlando por variables 
sociodemográficas y actitudinales. Tanto el efecto marginal promedio de 
pasar de la categoría «buena o muy buena» a «ni buena ni mala» como 
el de pasar de «ni buena ni mala» a «mala o muy mala» son estadísti-
camente significativos en la intención de voto a partidos de la cm. En esta 
estimación, nuevamente, no solo se trata de efectos significativos, sino 
que también el tamaño del efecto es considerable. Por ejemplo, un vo-
tante sin identificación partidaria con una evaluación económica positiva 
tiene una probabilidad de votar a un partido de la cm de 0,24 [0,18 0,31] 
mientras que si tiene evaluación económica negativa esa probabilidad se 
duplica 0,47 [0,42 0,52].

El panel (C) muestra las probabilidades esperadas promedio derivadas del 
modelo (3), es decir, solo para aquellos votantes que hayan decidido su 
voto (sea por un partido, en blanco o anulado). Las probabilidades esti-
madas promedio para esta especificación sugieren que las percepciones 
económicas —entre votantes independientes— tienen un efecto aún más 
pronunciado cuando excluimos los indecisos. Por supuesto, las probabi-
lidades estimadas en el panel (C) son en general mayores debido a que la 
probabilidad de base de votar a los partidos de la cm aumenta al excluir a 
los votantes indecisos. La probabilidad de votar a algún partido de la cm 
de un votante sin identificación partidaria que evalúa de forma positiva la 
economía es de 0,33 [0,24 0,42], mientras que si sus percepciones econó-
micas son negativas es de 0,66 [0,6 0,71]. Al igual que en la especificación 
anterior, controlando por variables sociodemográficas y actitudinales, la 
probabilidad de que un individuo vote a algún partido de la cm se duplica 
si pasa de evaluar la economía del país como «buena» o «muy buena» a 
evaluarla como «muy mala» o «mala».

En definitiva, incluso si consideramos que con los datos disponibles no 
podemos obviar la endogeneidad entre identificación partidaria y percep-
ciones económicas y tomamos el supuesto conservador de que todos los 
individuos con identificación partidaria determinaron su voto de forma 
independiente de las evaluaciones económicas, encontramos que las per-
cepciones económicas jugaron un rol importante en el voto a los partidos 
de la cm. A grandes rasgos, nuestras estimaciones sugieren que, para un 
votante independiente, pasar de evaluar la situación económica del país 
de forma positiva a evaluarla de forma negativa duplica la probabilidad 
de votar al pn, pc o ca.
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4. Conclusiones

El comportamiento político de los uruguayos desde 1999 está dividido en 
dos bloques estables. En este marco, la alternancia en el gobierno se produ-
ce cuando uno de esos bloques logra captar algunos votos más que el otro. 
Eso fue lo que sucedió en 2004 y volvió a suceder en 2019. Este artículo 
mostró que los perfiles sociodemográficos de los votantes del bloque de 
centroizquierda y del bloque de centroderecha no han cambiado de forma 
sustantiva. Tampoco encontramos cambios importantes en los electorados 
de los partidos políticos mayores: fa, pc y pn, con la excepción de la pérdida 
de votantes con nivel educativo bajo que captaba el pc y el movimiento de 
su electorado hacia el centro. La aparición de ca como un actor relevante 
en el sistema de partidos trajo la pregunta de quiénes son y de dónde vienen 
sus votantes. Los cabildantes comparten algunas características de los elec-
torados que apoyan a partidos de derecha radical en otras partes del mundo, 
aunque su autoidentificación ideológica no se ubica en un extremo.

En conclusión, las adhesiones a los bloques ideológicos y a los partidos 
políticos uruguayos son muy estables. Por lo tanto, los cambios se dan 
en los márgenes. Esto no es una novedad, el resultado de las elecciones 
en Uruguay está definido bastante antes de la fecha en que se realizan, y 
es un pequeño grupo de votantes el que termina definiendo la elección, 
sea por «activación» o «conversión» (De Armas y Cardarello, 2015). La 
elección de 2019 no fue la excepción.

Tampoco fue la excepción el peso que tuvieron las evaluaciones de la 
economía en las decisiones de voto de los uruguayos en 2019. Después de 
unos años de optimismo con la situación económica del país, poco común 
en la historia uruguaya desde que existen estudios de opinión pública que 
nos permitan medir las evaluaciones económicas, volvió el pesimismo a 
instalarse a mediados de 2015. Este cambio de humor en el clima de opi-
nión no es coincidente con la evolución de indicadores económicos como 
el crecimiento económico, el salario real o el desempleo. No en sus valo-
res absolutos, aunque sí puede estar relacionado con los cambios relativos. 
Las causas de este cambio de humor y la vuelta al pesimismo económico 
es un tema para futuras investigaciones.

Este capítulo presenta evidencia de que estas evaluaciones negativas pue-
den haber tenido un efecto en el voto de los uruguayos hacia los partidos 
que actualmente integran la cm, es decir, en el voto a favor de la oposición 
y en contra del gobierno. El efecto de la disconformidad económica fue 
muy importante, principalmente entre quienes son independientes, los 
mismos que, en un país dividido en mitades, suelen definir una elección.
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 Capítulo I.2:

Twitter y el proceso electoral 2019 
 en Uruguay*

Juan A. Bogliaccini, Ignacio Borba,  
Cecilia Giambruno, Martín Opertti y Rafael Piñeiro

1. Introducción

Twitter y otras redes sociales como Facebook e Instagram irrumpieron en 
la política en las últimas dos décadas en casi todos los países del mundo. 
Los procesos electorales y los conflictos políticos entre gobiernos y mo-
vimientos sociales, a nivel tanto nacional como internacional, han sido 
afectados por las redes sociales (Bennett and Segerberg, 2012; Gainous 
and Wagner, 2013; Hussain and Howard, 2013; Karpf, 2012; Tufekci, 2017; 
Weidmann y Rød, 2019; Woolley y Howard, 2018). En estas redes los po-
líticos publicitan sus mensajes, emiten sus opiniones y debaten con sus 
pares, pero a la vez, la ciudadanía interactúa con estos mensajes, emite 
opiniones y en ocasiones es capaz de movilizar nuevos temas en la agenda 
política. Es esta interacción la que permite afectar eventualmente las es-
trategias de políticos y gobiernos, o desatar ciclos de movilización y pro-
testa social. En este sentido, las redes sociales no solo son una plataforma 
de comunicación política, sino que también son fuente de datos para el 
desarrollo de estrategias de campaña y gobierno.

¿Qué dimensiones de la política refleja la discusión en redes sociales y 
en particular en Twitter? Esta es una pregunta empírica que diferentes 
estudios sobre la discusión política en redes sociales intentan comenzar 

*	 Juan A. Bogliaccini agradece el apoyo del proyecto anii (FCE_1_2017_1_135444) en el proceso de 
recolección de la base de datos utilizada en el presente capítulo, entre marzo y diciembre de 
2019.
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a responder. En Uruguay, nuestro estudio de la campaña electoral de 
2019 en las redes es pionero en la materia (Bogliaccini et al., 2019). En 
este capítulo, a partir de la discusión política en Twitter en la campaña 
electoral de 2019, mostramos de qué forma Twitter nos ayuda a entender 
la política. A su vez, analizamos de qué manera lo que conocemos sobre 
las estructuras políticas en Uruguay nos ayuda a comprender la forma 
en que se procesa la conversación política en la red. Para esto, sacamos 
partido del análisis de una base de datos de más de dos millones de tuits 
descargados entre marzo y noviembre de 2019.

En las últimas décadas la aplicación de teoría de redes a fenómenos socia-
les creció debido a la necesidad de considerar la característica relacional 
de los datos. El aspecto fundamental de este tipo de análisis es considerar 
las relaciones entre agentes; las que no son propiedad de los individuos 
sino de los sistemas de individuos (Scott, 1988). Se trata de entender el 
comportamiento de los agentes en función no solo de sus atributos indi-
viduales, sino también de su posición en la red. Otros fenómenos también 
eminentemente relacionales, como el status (Burt, 1982), el poder (Cole-
man, 1973), el empleo (Granovetter, 2005) han sido revisitados mediante 
esta estrategia metodológica y enfoque teórico.

Los fenómenos políticos no han sido ajenos al avance del uso de redes 
sociales. Incluso antes del avance computacional para el procesamiento de 
datos el análisis de redes sociales se aplicó en estudios de comportamiento 
político. Estas investigaciones hicieron énfasis en la importancia de las 
relaciones entre personas para explicar fenómenos políticos, identificando 
que los contactos personales eran más importantes que, por ejemplo, la 
influencia de los medios de comunicación (Lazarsfeld, Berelson y Gaudet, 
1949). En años recientes, gracias a la penetración de blogs y microblogs 
(como Twitter) y al aumento de las capacidades de procesamiento de da-
tos, ha florecido la aplicación del análisis de redes al estudio de la discu-
sión política en redes sociales.

Twitter ha sido, desde comienzos de la segunda década del siglo xxi, objeto 
de estudio de la ciencia política debido al uso que hacen los políticos y 
ciudadanos de esta red.2 El análisis de datos de Twitter permite identificar 
empíricamente fenómenos como la polarización, la importancia de temas 
en la conversación política, las estrategias de comunicación política, los 
actores influyentes e incluso la distribución de posiciones ideológicas.

2	 Todos los candidatos a la presidencia de los partidos políticos que alcanzaron representación 
parlamentaria en las elecciones de 2019 poseen una cuenta en Twitter, así como también sus 
partidos.
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En este capítulo proponemos un recorrido empírico sobre los comporta-
mientos de los usuarios partidarios en Twitter. Definimos como usuarios 
partidarios a las cuentas que retuitean más a candidatos de determina-
do partido que de otros. Más que activistas en línea son simpatizantes o 
personas que tienen identificación partidaria y adhesión al partido. Para 
identificarlos utilizamos un índice de identificación partidaria en Twitter 
previamente propuesto por Bogliaccini et al. (2019) que permite observar 
los patrones de comportamiento en la red de los partidarios vis-à-vis 
los no partidarios y de los partidarios de diferentes candidatos y partidos. 
A continuación, analizamos la estructura de la conversación política en 
Twitter en Uruguay durante el proceso electoral de 2019 y su conver-
gencia y divergencia con los modelos teóricos y empíricos con que la 
ciencia política ha explicado el funcionamiento del sistema de partidos 
en Uruguay.

2. Datos y métodos

El análisis de redes permite identificar la relación entre votantes y can-
didatos, comunidades políticas y realizar un seguimiento de las diferen-
tes temáticas que surgen en la conversación en Twitter. Para estimar la 
conexión política de los tuiteros con los partidos o los candidatos se han 
utilizado distintos enfoques. Algunos autores han estimado la conexión 
política de los usuarios por medio del análisis del contenido de los tuits 
mediante análisis de sentimiento o palabras claves (Aruguete y Calvo, 
2018; Calvo, 2015; Pla y Hurtado, 2014). Otros han utilizado la posición 
con relación a la estructura de la red, considerando usuarios seguidos o 
seguidores (Bogliaccini et al., 2019; Rivero y Barbera, 2015). Finalmente, 
otros se han basado en el comportamiento, a través del análisis de re-
tuits, favoritos o menciones (Conover, Ratkiewicz y Francisco, 2011; Pla 
y Hurtado, 2014). En este capítulo analizamos los patrones de identifica-
ción partidaria con base en el comportamiento de los usuarios a partir 
de los retuits realizados a contenidos publicados por precandidatos en las 
elecciones internas, y luego a los candidatos en las elecciones nacionales 
(primera y segunda vuelta).

La interacción en Twitter puede tomar diferentes formas. Tuitear, es de-
cir, hacer público un mensaje de hasta 280 caracteres, es la forma de 
participar con contenido propio. Es posible reaccionar públicamente a 
un tuit de cuatro formas: retuitear (republicar un tuit difundiéndolo y 
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automáticamente incorporándolo a nuestro timeline);3 dar me gusta (esta 
acción aparece en el feed de otros usuarios, aunque en menor medida 
que un retuit y no se incorpora a nuestro timeline); retuitear con comen-
tario (citar un tuit, republicándolo y agregando nuevo contenido propio 
a través de un comentario), y responder a un tuit (responder al tuit ori-
ginal, generando un nuevo tuit). Los retuits sin comentarios suelen ser 
considerados como la forma más pura de apoyo (endorsement en inglés) a 
un contenido, ya que es una forma de retransmitir el contenido original 
generado por otro usuario, aumentando su visibilidad en la red (Conover, 
Ratkiewicz y Francisco, 2011).

La base de datos de tuits y retuits que construimos contiene el resultado 
de la descarga sistemática de la totalidad de tuits y retuits que mencio-
naron la cuenta oficial de Twitter de al menos uno de los precandidatos 
del Frente Amplio (fa), el Partido Nacional (pn), el Partido Colorado (pc), 
Cabildo Abierto (ca), Partido de la Gente (pg) o Partido Independiente (pi) 
que participaron en las elecciones de 2019.4 La descarga se inició el 27 de 
marzo y se realizó de forma diaria hasta el tercer domingo de noviembre, 
día en que se celebró la segunda vuelta de las elecciones nacionales.5 Se 
descargaron, adicionalmente, las interacciones relacionadas con hitos y 
temas centrales de la campaña electoral a través de etiquetas (hashtags) y 
palabras claves. El gráfico 1 muestra la cantidad de tuits diarios descar-
gados de la api de Twitter. La base de datos contiene un total de 2.097.387 
tuits (incluyendo retuits) realizados por 107.208 usuarios únicos.

Para poder estimar patrones de comportamiento en Twitter, realizamos 
un análisis descriptivo a través de redes de retuits. Para esto creamos re-
des en que los usuarios son representados por nodos y sus interacciones 
(retuits) son los vínculos que los unen (aristas). Se utilizaron indicadores 
agregados de actividad (también a nivel de retuits) para crear un índice de 
orientación partidaria a nivel de cada usuario que permite estudiar cam-
bios en el comportamiento en Twitter de grupos de usuarios asociados 
a partidos o candidatos a lo largo de la campaña electoral. Utilizando los 
retuits estimamos el nivel de apoyo que recibe cada precandidato dentro 
de la red y observamos patrones de comportamiento de los usuarios me-
diante la visualización de las redes de retuits.

3	 El timeline es la lista de interacciones de cada usuario a la que se accede entrando a su perfil.

4	 La base de datos fue construida a partir de la api de Twitter, mediante el programa R, utilizan-
do los paquetes twitteR y rtweet.

5	 Si bien pueden haber existido pérdidas mínimas de datos en el proceso de descarga de debido 
al límite de descargas de la api de Twitter, el protocolo de levantamiento diario de datos permite 
asumir que esa pérdida fue marginal.
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Gráfico 1: Cantidad de tuits diarios descargados entre  
el 27 de marzo y el 24 de noviembre de 2019

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Twitter.

Para entender el comportamiento partidario de los tuiteros, construimos 
tres versiones de un índice de partidismo: uno de apoyo a partidos toman-
do como referencia los apoyos a los precandidatos dentro de un partido, 
otro de apoyo exclusivo a precandidatos y, por último, uno de apoyo a 
candidatos presidenciales (luego de las internas). El supuesto es que los 
usuarios identificados con un partido o candidato promueven a través de 
retuits en sus redes los tuits de algún candidato o partido en mayor pro-
porción que los contenidos de otros partidos o candidatos. Estos índices 
fueron aplicados en las distintas fases de la campaña electoral para anali-
zar el comportamiento de los partidarios tanto en las elecciones internas 
como en las nacionales de octubre.

El índice de apoyo a partidos identifica como partidarios a aquellos usua-
rios que retuitearon a cualquiera de los precandidatos de un partido k al 
menos en tres ocasiones más que a los precandidatos de todos los otros 
partidos. Es decir, sumamos los retuits a los precandidatos de un partido 
y les restamos los retuits a los precandidatos de todos los otros partidos. 
Si esa suma es igual o mayor que tres, lo consideramos identificado con 
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el partido k. Formalmente, identificamos al usuario j como partidario del 
partido k si:

(1)

donde Rpk representa la cantidad de retuits del usuario a cada precandidato p 
del partido k, y n es la cantidad de candidatos del partido k (se suman todos los 
retuits de los precandidatos del partido k, es decir, del 1 al n), mientras que 
Rpq es la cantidad de retuits del usuario a cada precandidato p de los partidos q 
(todos menos k) siendo m la cantidad de precandidatos de los partidos q.

Nuestro índice permite realizar la adaptación a nivel de precandidatos 
para poder identificar la adhesión de un usuario a un precandidato. El ín-
dice establece que un usuario adhiere a un precandidato cuando la suma 
de las veces que lo retuiteó supera en tres la suma de todos los retuits 
que haya hecho de otros precandidatos (de otros o del mismo partido). 
Formalmente, identificamos al usuario como partidario del precandidato 
p del partido k si:
. (2)

donde Rp denota la cantidad de retuits del usuario al precandidato p y Rq la 
cantidad de retuits a cada precandidato q (todos menos p, sin importar el 
partido). De esta forma, por definición, un usuario solo puede ser identi-
ficado como partidario del precandidato p si fue identificado, en este caso, 
como partidario de k¸ en la especificación previa del índice.

Es decir, un usuario identificado con un partido puede o no estar identifi-
cado con un precandidato en particular. Sin embargo, todo usuario iden-
tificado con un precandidato está identificado también con su partido. Al 
fijar el umbral para ambas versiones del índice en tres, no permitimos la 
posibilidad de que esté identificado con un precandidato en particular sin 
estar identificado con el partido al que pertenece el precandidato.

La tercera variante del índice, aplicada a nivel de candidatos únicos por 
partido de cara a las elecciones de octubre, replica la versión anterior. 
Es decir, es necesario una diferencia de tres o más retuits entre un can-
didato único y la suma de los retuits a los restantes cinco candidatos. 
Cabe destacar que para el cálculo de esta tercera variante, únicamente se 
consideran los retuits a candidatos únicos presidenciables, y por tanto, 
los retuits a otros precandidatos derrotados en la interna no suman pero 
tampoco restan. Formalmente, identificamos al usuario como partidario 
del precandidato único p si:
. (3)
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donde Rp denota la cantidad de retuits del usuario al precandidato único 
p y Rq la cantidad de retuits a cada precandidato q (todos los candidatos 
únicos menos p).

El ciclo de las elecciones nacionales (para elección de diputados, senadores 
y fórmula presidencial) en Uruguay se compone de una elección interna o 
primaria (realizada el último domingo de junio), la elección de senadores 
y diputados y primera vuelta presidencial (el último domingo de octubre) 
y una segunda vuelta presidencial (el último domingo de noviembre).

La elección interna o primaria es obligatoria para todos los partidos. En 
ella deben comparecer los precandidatos presidenciales del partido para 
poder conseguir la nominación de candidato presidencial único del partido 
(véase el capítulo II.2). Luego de la elección interna, los partidos terminan 
de definir la fórmula presidencial seleccionando a quienes acompañarán 
a los candidatos presidenciales. Una vez definidas las fórmulas presiden-
ciales, los partidos compiten entre sí de cara a la elección nacional de oc-
tubre. En estas elecciones se define la composición del Parlamento. Por lo 
general, los precandidatos presidenciales que no alcanzan la nominación 
encabezan las listas de senadores de sus fracciones (los partidos suelen 
presentar más de una lista al Senado y a la Cámara de Representantes). 
Por esto, siguen siendo actores relevantes en la competencia (ahora por 
las bancas de senadores y diputados). Por último, si en las elecciones de 
octubre ninguna de las fórmulas presidenciales alcanza la mitad más uno 
de los votos, el último domingo de noviembre se enfrentan las dos fórmu-
las presidenciales más votadas.

Las diferentes elecciones de ciclo funcionan como un tamiz en donde va-
rios precandidatos y precandidatas a presidente lanzan sus precandidatu-
ras. Luego de la elección interna, solo queda un candidato o candidata por 
partido para competir de cara a la primera vuelta de octubre. Finalmente, 
solo dos terminan en la definición de noviembre, si esta es necesaria. En 
este artículo, tomamos ventaja de la transformación que sufre la oferta de 
candidatos para observar el comportamiento de los usuarios de Twitter 
como respuesta a esas transformaciones.
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3. Bloques partidarios en Twitter

El sistema de partidos uruguayo se ha consolidado en dos bloques, uno 
de centroderecha y otro de centroizquierda (Lanzaro, 1993). La reconfigu-
ración del sistema de partidos uruguayo comenzó en 1971 y terminó de 
estructurarse en los años noventa del siglo pasado con la conformación de 
dos nuevos bloques políticos. La oposición sistemática del fa a las iniciati-
vas de reformas promercado de los gobiernos de Luis Lacalle Herrera (pn, 
1990-1995), de Julio M. Sanguinetti (pc, 1995-2000) y de Jorge Batlle (pc, 
2000-2005)6 posicionaron al fa a la izquierda del espectro ideológico y a 
los partidos tradicionales (pc y pn) en posiciones de centroderecha (Roberts, 
2014). En este período también se produjo una moderación del fa (Yaffé, 
2005) impulsada tanto por las orientaciones estratégicas de sus líderes 
como por la incorporación a su electorado de diferentes sectores sociales 
(Lanzaro, 2004; Luna, 2014). Esta configuración, conformada en los años 
noventa, se terminó de consolidar en los siguientes 20 años.

Para la contienda electoral de 2019-2020, el bloque de centroderecha fue 
integrado por el pn, pc, pi y pg, que luego conformaron la Coalición Multi-
color (cm) que apoyó al candidato Luis Lacalle Pou en la segunda vuelta de 
la elección de 2019.7 El bloque de centroizquierda lo integró fundamental-
mente el fa. Esta estructura es la que se observa en las redes de retuits a lo 
largo de la campaña para las elecciones internas y luego para la primera y 
segunda vuelta. Esta división en bloques se observa también en las redes 
de retuits sobre temas o asuntos políticos.

El gráfico 2 presenta la red de retuits a precandidatos de las elecciones 
internas. Los nodos pequeños representan a los usuarios de Twitter que 
retuitearon al menos una vez a uno de los precandidatos. Cada nodo (re-
presentado por un círculo) está asociado por medio de una arista (línea) 
con el o los precandidatos que ha retuiteado. El grosor de la arista refleja 
la cantidad de retuiteos de un usuario a un precandidato.8 Para la ubica-
ción de los nodos se utilizó el algoritmo de Fruchterman Reingold, que 
busca minimizar la distancia entre los nodos más conectados y maximi-
zar la distancia entre todos los nodos (para mejorar la visualización). De 
esta forma, la ubicación de los nodos (izquierda o derecha) es irrelevante, 

6	 Estos dos últimos fueron gobiernos de coalición entre el Partido Colorado y el Partido Nacional. 
En particular en el período 1995-2000 la coalición duró los cinco años de gobierno.

7	 La Coalición Multicolor fue integrada por el pn, el pc, ca, el Partido Independiente (pi) y el Partido 
de la Gente (pg).

8	 La distancia entre nodos está definida por el algoritmo de Fruchterman-Reingold, que ubica a 
los nodos de forma que los que estén conectados —los que reciben retuits de los mismos usua-
rios en este caso— se ubiquen a menor distancia que los que están menos conectados entre sí.
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únicamente es importante su posición relativa. La cercanía de nodos en 
la red permite aproximar el grado de vinculación entre usuarios. El com-
portamiento que se observa en la red de retuits (gráfico 2) es consistente 
con la estructuración en dos bloques del sistema de partidos uruguayo.

La red de la elección interna se compone de un total de 21.128 nodos y 
116.029 aristas, lo que implica que 21.128 usuarios únicos retuitearon al 
menos una vez a alguno de los precandidatos entre el 27 de marzo y el 30 
de junio de 2019. La red está dividida en dos grandes bloques. A la izquierda 
tenemos un bloque que nuclea a los precandidatos del pn, pc, ca, pi y pg y a 
la derecha a los precandidatos del fa. Esta división en dos bloques significa 
que, por un lado, los usuarios que retuitearon a un precandidato del fa 
tienden a retuitear a otros candidatos del fa. Por otro lado, muchos usuarios 
que retuitearon a un precandidato de los partidos de lo que después fue la cm 
también retuitearon a precandidatos de otros partidos de esa alianza.

Gráfico 2: Red de retuits a precandidatos hacia  
las elecciones internas, marzo-junio

Fuente: Con base en Bogliaccini et al. (2019).
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En ambos bloques hay un importante núcleo de usuarios que retuitea 
exclusivamente a un solo candidato. Del total de usuarios únicos anali-
zados (21.128), el 72 % retuitearon exclusivamente a un único candidato. 
Al desagregar por bloque, se observa que mientras que en el caso de fa 
el 64 % de los usuarios retuitearon a un único candidato, en el caso de la 
Coalición Multicolor, este porcentaje asciende a 74 %.

Es posible, asimismo, conocer los niveles de corretuiteo a partir de visua-
lizar los precandidatos que son retuiteados por los mismos usuarios.9 El 
mapa de calor en el gráfico 3 muestra el corretuiteo entre cada pareja de 
precandidatos para dos períodos: desde el 27 de marzo hasta las elecciones 
internas de fines de junio (cuadrante izquierdo) y desde estas hasta las 
elecciones de octubre (cuadrante derecho). El mapa refleja en qué medida 
los usuarios que retuitearon a un precandidato p también retuitearon a 
un precandidato q. Si tomamos un cuadrante cualquiera, la intensidad de 
gris reflejará cuántos de los usuarios que retuitearon al candidato de la 
fila retuitearon también al candidato de la columna. Es un mapa asimé-
trico dado que los porcentajes de corretutiteo se calculan sobre la cantidad 
de usuarios que retuitearon a cada candidato y no sobre la suma de cada 
pareja de candidatos. La pareja Talvi (pc)-Mieres (pi) para el período co-
rrespondiente a marzo-junio ilustra esta asimetría: 757 usuarios en total 
retuitearon al menos una vez a ambos; este número representa el 10 % de 
quienes retuitearon a Talvi, pero el 64 % de quienes retuitearon a Mieres. 
Por ello, el cuadrante que une a Talvi en la fila y a Mieres en la columna 
es de un color relativamente claro (10 %), mientras que el cuadrante que 
une a Mieres en la fila y a Talvi en la columna es más oscuro (64 %).

Para el período de marzo a junio, el gráfico 3 muestra cómo en la inter-
na del fa los niveles de corretutiteo entre las distintas parejas son muy 
similares. Si analizamos fila a fila encontramos escasa variación en las 
tonalidades. Sin embargo, sí existen algunos matices. De los usuarios que 
retuitearon a Cosse (fa), el 37 % retuitearon también a Andrade (fa), un 
29 % a Martínez (fa) y 27 % a Bergara (fa). Entre los usuarios que retui-
tearon a Andrade, Cosse fue la precandidata que recibió más retuits. Este 
hallazgo es interesante a la luz de la alianza que realizaron ambos para 
presentar una misma lista al Senado. Los usuarios que retuitean a pre-
candidatos del fa retuitean a otros precandidatos del partido (parte supe-
rior izquierda de la figura). Cabe destacar que en el período julio-octubre 
se observa un incremento de los niveles de corretuiteo de Bergara, Cosse 

9	  Se entiende por corretuiteo cuando un usuario retuitea a dos precandidatos.
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y Andrade con Martínez, lo que tiene sentido una vez que se ha definido 
el candidato único por el partido.

Gráfico 3: Mapa de calor de corretuiteo a precandidatos

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Twitter.
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En el bloque de centroderecha el corretuiteo no parece respetar lemas partida-
rios en ninguno de los dos períodos analizados. Sin embargo, cabe destacar el 
aumento de los niveles de corretuiteo de los usuarios de Antía (pn) y Larraña-
ga (pn) con Lacalle Pou (pn) para el período de julio a octubre. La división en 
dos grandes bloques se mantiene con posterioridad a las elecciones internas. 
En el bloque de centroderecha no encontramos una mayor división en parti-
dos que para el período previo a las elecciones internas. Este patrón de retuits 
dentro de este bloque es consistente con lo que ocurrió de cara a la segunda 
vuelta electoral con el surgimiento de la cm. Esto es importante debido a que 
la campaña para octubre se centra en la competencia entre partidos, y si bien 
los partidos que consideren integrar una eventual alianza electoral hacia la 
segunda vuelta tratarán de evitar confrontaciones fuertes, se encuentran en 
competencia directa por las bancas de senadores y diputados.

La estructura en dos bloques aparece no solamente en los retuits a los pre-
candidatos, sino también de forma natural en la discusión política alrededor 
de temas de agenda a lo largo de diferentes períodos o en torno a eventos 
puntuales del ciclo electoral. El gráfico 4 muestra la estructura de la red de 
retuits relacionados con distintos temas o eventos de campaña, utilizando el 
mismo algoritmo que para la figura 2.10 El panel A muestra los retuits el día 
de la elección de octubre. El panel B agrega los retuits de seis hashtags (dos 
creados por usuarios relacionados con el fa, otro por usuarios del pn, otro 
por usuarios del pc y dos relacionados con un programa televisivo en el que 
apareció Lacalle Pou). Los paneles C y D muestran los retuits relacionados con 
los dos debates presidenciales entre Lacalle Pou y Martínez.

A excepción de la discusión surgida el día de las elecciones nacionales de oc-
tubre, las discusiones se muestran dividas en dos grandes bloques con muchos 
retuits intrabloque pero muy limitada interacción entre bloques. Esto sugiere 
que la estructuración en dos bloques observada en las redes anteriores no es 
exclusiva del apoyo a precandidatos, sino que también ocurre en otras discu-
siones políticas en Twitter.11 La persistencia de esta estructura de conversa-
ción frente a distintos temas y términos de búsqueda (retuits a precandidatos, 
hashtags o búsquedas de palabras claves) ilustra el arraigo de la estructura de 
dos bloques en el comportamiento político uruguayo.

10	 Por simplicidad se grafica solamente la posición de cada nodo, no así los ejes.

11	 Otras discusiones que no aparecen en la figura 5 también siguen este patrón, como la discu-
sión en torno a los audios del intendente de Colonia, Carlos Moreira, o a la reforma constitu-
cional Vivir sin Miedo (Bogliaccini et al., 2019).
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Gráfico 4: Estructura de retuits en distintas discusiones políticas

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Twitter.12

4. ¿Tuiteando por partidos o candidatos?

El sistema de partidos uruguayo es fraccionalizado (Buquet, Chasquetti y Mo-
raes, 1999; González, 1991). La competencia se estructura en función de parti-
dos dentro de los dos bloques, pero también, y al mismo tiempo, entre fraccio-
nes dentro de los partidos. El análisis de los patrones de retuits en la interna 
nos permite dar cuenta de la fortaleza de la adhesión con partidos vis-à-vis la 
fortaleza de la adhesión a candidatos; qué volumen de la identificación con un 
partido se explica por la adhesión a un candidato y qué parte por la adhesión 
al partido más allá de los candidatos. Esto sugiere la fuerza de la identidad 
partidaria vis-à-vis la identidad sectorial cuando los sectores suelen estar 
representados por candidatos, como es el caso del pn y del pc.

12	 En la agregación de temas y hashtags se utilizaron los siguientes términos de búsqueda: (A) 
#eleccionesuruguay; (B) #TalviEnElDebate, #melodijounfrenteamplista, #crisis2002, #bande-
rolazo, #santoyseña y #santoyseñaelectoral; (C) #DebatePresidencialUy; (D) #debatepresi-
dencialUY y #Debate+Presidencial2019.
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Si se analizan los retuits a precandidatos presidenciales en la campaña 
hacia las elecciones internas a partir del índice de identificación partida-
ria, a nivel de partido (véase la ecuación 1) el 68 % de estos usuarios no 
presentan una identificación partidaria definida. Esto puede responder a 
usuarios que retuitearon a distintos precandidatos de distintos partidos sin 
un patrón partidario definido, o a no haber alcanzado el nivel de actividad 
mínimo de tres retuits que definimos para ser calificado como partidario.

Del 32 % para el que sí se genera una identificación a nivel de partido, 
34 % se identifica con el fa, 31 % con el pn y 31 % con el pc. La actividad 
política identificada con los partidos menores o nuevos fue marginal en 
este período. Sin embargo, dentro de estos partidos destaca el hecho de que 
ca, a pesar de ser un partido nuevo y no tener competencia interna, tuvo 
un 4 % de los usuarios partidarios identificados.

Nuestro índice permite analizar el comportamiento de los usuarios de 
cada partido en términos de apoyo a partido vis-à-vis apoyo a precandi-
dato (véase la ecuación 2). Las elecciones internas son, a fin de cuentas, 
una instancia de competencia intrapartidaria, por lo que podría esperarse 
un alto nivel de apoyo a precandidatos más que a partidos. Entre el total 
de usuarios únicos que retuitearon al menos a un precandidato, el 23 % 
muestran una identificación a nivel de precandidato. Por tanto, de cara a 
las elecciones internas, 23 puntos porcentuales de los 32 que representan 
a los usuarios partidarios son usuarios identificados con un candidato más 
que con un partido.

La diferencia entre partidarios identificados a nivel de partido y a nivel de 
precandidato en cada partido da pistas sobre el grado de conflictividad en 
las elecciones internas de junio en los diferentes partidos. Una hipótesis 
razonable es que a mayor conflictividad de la competencia interna, debe-
ríamos observar un porcentaje mayor de usuarios partidarios que están 
identificados con un candidato particular del partido.
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Gráfico 5: Identificación con precandidatos y partidos s 
egún índice de partidismo entre marzo y junio de 2019

 Fuente: Bogliaccini et al., 2019.

Como se observa en el gráfico 5, el 56 % de los usuarios de Twitter iden-
tificados con el fa no se identifican con un precandidato específico, lo que 
podría deberse a que la interna de este partido fue menos conflictiva. La 
tónica de la competencia interna hacia junio avala este patrón, donde 
Daniel Martínez mantuvo una cómoda y estable ventaja sobre sus com-
petidores, sin que esto provocara estrategias confrontativas. También es 
posible pensar que en esta interna no hubo diferencias ideológicas fuertes 
entre los candidatos y, por tanto, los tuiteros identificados con el fa no vi-
vieron en tensión el apoyar los discursos en la red de uno u otro precan-
didato. En la misma línea va el hecho de que las identidades sectoriales del 
fa son más volátiles y los candidatos no suelen representar en exclusiva a 
los sectores del partido, como sí ocurre en el pn y el pc.

Por el contrario, y consistentemente con el mayor grado de confronta-
ción que tuvo la campaña del pn de camino a junio, 90 % de los tuiteros 
identificados con este partido presentan también identificación a nivel de 
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precandidato: 52 % respaldó a Lacalle Pou, 18 % a los tuits de Larrañaga, 
10 % a Sartori, 8 % Antía y finalmente 3 % a Iafigliola.

El pc, como el pn, tuvo una campaña competitiva, aunque menos confronta-
tiva en el discurso. El 76 % de los partidarios del pc tienen adhesión a nivel 
de precandidato. El 58 % se identifica con Talvi, 10 % con Sanguinetti y 8 % 
con Amorín. El pc ocupa un lugar intermedio entre lo que sucede en la in-
terna del fa y en la del pn. Esto también guarda un correlato con la percep-
ción que existe de la importancia y consolidación de los sectores dentro del 
pc. La disolución de Vamos Uruguay tras la decisión de Pedro Bordaberry 
(pc) de no ser precandidato hizo a la estructura de sectores más fluida. Sur-
gió un nuevo sector asociado a la candidatura de Talvi, llamado Ciudadanos, 
y también resurgió el sector Batllistas de la mano de Sanguinetti.

En definitiva, la competencia intrapartidaria de largo plazo y los niveles 
de conflictividad interna son pasibles de ser observados en Twitter. Los 
niveles de confrontación de la competencia interna y la firmeza o no de 
las adhesiones sectoriales permiten a los usuarios moverse con mayor o 
menor libertad al momento de refrendar con retuits mensajes de unos y 
otros candidatos dentro de los diferentes partidos.

5. El proceso de realineamiento posinterna

Los sistemas con primarias abiertas, como es el caso de Uruguay (véase el 
capítulo II.2), ponen de manifiesto la tensión entre los candidatos de cada 
partido entre cooperar y competir. Los candidatos deben desarrollar una 
estrategia que les permita ganar la elección interna sin llegar a niveles 
altos de confrontación que puedan dañar las posibilidades del partido en 
la elección nacional (Buquet y Piñeiro, 2011). En el ciclo electoral 2019-
2020, algunos partidos tuvieron efectivamente confrontaciones internas 
fuertes; este fue el caso de las campañas de Lacalle Pou y Sartori, lo que 
abre la pregunta sobre el nivel de apoyo al candidato opositor dentro del 
propio partido por parte de los partidarios de los precandidatos perdedores.

El análisis de los patrones de retuits de los partidarios de diferentes can-
didatos pre- y poselecciones internas ilustra cómo los candidatos que con-
siguen la nominación capturan a usuarios identificados con precandidatos 
o partidos que quedaron por el camino. Con este fin observamos los cam-
bios en usuarios identificados con precandidatos del período marzo-junio 
(véase la ecuación 2) y la aparición de nuevos usuarios identificados con 
el candidato único de cara a las elecciones de octubre (véase la ecuación 
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3). La tercera variante del índice de partidismo analiza únicamente retuits 
a los seis candidatos únicos que compitieron por la presidencia en octu-
bre y mantiene el criterio de tres tuits de diferencia para ser clasificado 
como partidario. El gráfico 6 ilustra el flujo de usuarios partidarios entre 
apoyo a precandidatos en las elecciones internas (eje izquierdo) y apoyo 
a candidatos únicos en las elecciones nacionales de octubre (eje derecho). 
De esta forma se puede conocer cómo se comportaron de cara a octubre 
los partidarios de los precandidatos que fueron derrotados en la elección 
interna. El panel A del gráfico 6 muestra cómo entre los adherentes a 
los precandidatos frenteamplistas el apoyo a Martínez fue similar entre 
partidarios de quienes quedaron por el camino: 3 de cada 10 en cada caso 
apoyan al candidato electo. Los restantes adeptos a los precandidatos per-
dedores no presentan identificación partidaria en el período posinterna o 
no retuitearon a ninguno de los seis competidores por la presidencia de 
cara a octubre.

Gráfico 6: Flujo de partidarios de precandidatos (abril a junio) a 
candidatos (julio a octubre) para las tres internas competitivas

 Fuente: Bogliaccini et al., 2019.

Dentro del pc (panel B), el 36 % de los usuarios identificados con San-
guinetti luego de las elecciones internas indican adhesión a Talvi. Sin 
embargo, un 3 % adhiere a la candidatura de Manini Ríos (ca), es decir, 
fuera del partido. En el caso de los usuarios identificados con Amorín (pc), 
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el 34 % adhiere a Talvi y 8 % adhiere a candidatos fuera del partido, pero 
también dentro del bloque de centroderecha: 6 % a Lacalle Pou, 1 % a Pablo 
Mieres y otro 1 % a Manini Ríos.

En el pn, cuya interna fue más conflictiva, en particular entre la campaña 
de Larrañaga y la de Sartori (pn) y también entre Lacalle Pou y Sartori, 
las adhesiones al precandidato ganador (Lacalle Pou) son sustancialmente 
más bajas y presentan diferencias interesantes entre candidatos. Entre los 
identificados con Larrañaga, el 21 % adhiere a Lacalle Pou, y las adhesio-
nes a candidatos fuera del partido (Talvi y Manini Ríos) son marginales, 
sin alcanzar el 1 %. El resto no presenta adhesión a ningún candidato. En 
el caso de los usuarios identificados con Sartori la deserción es mayor. 
Únicamente 11 de cada 100 pasan a adherir a Lacalle Pou. Los adherentes 
a Iafigliola (pn) pasan a adherir en igual proporción (7 %) a Manini Ríos 
(fuera del partido) y a Lacalle Pou. Los usuarios identificados con Antía 
(pn) son los que presentan una mayor adhesión a Lacalle Pou (31 %), en 
consonancia con el acuerdo electoral que el intendente de Maldonado hizo 
con la lista 71, una de las que apoyaron a Lacalle Pou para la carrera al 
Senado luego de las elecciones internas.

El flujo entre el apoyo a los precandidatos y luego a los candidatos muestra 
patrones consistentes con el desarrollo de las distintas campañas internas. 
La campaña del fa hizo hincapié en la unidad del partido. La interna del 
pn tuvo, por el contrario, una mayor confrontación, hecho que se refleja 
en el escaso apoyo en materia de retuits que logra captar Lacalle Pou de 
los partidarios de Larrañaga y Sartori de cara a la elección de octubre.

Finalmente, otro comportamiento que se observa en la red es la vola-
tilidad en las preferencias electorales. También consistente con nuestro 
conocimiento previo sobre cómo funciona política uruguaya, la volatili-
dad entre bloques es menor que la volatilidad intrabloque, y aún menor 
que la volatilidad intrapartidaria (Buquet y Piñeiro, 2014). La cantidad de 
usuarios que migraron de partido entre las elecciones internas y las elec-
ciones de octubre es marginal. De los 5242 usuarios identificados de cara 
a octubre con el fa, menos del 0,02 % se identificaban con otros partidos 
antes de las elecciones internas. En el mismo sentido, la volatilidad del 
bloque de centroizquierda hacia el bloque de centroderecha es marginal: 
solo un usuario identificado con el fa en julio pasó a estar identificado con 
un partido del otro bloque, el pc. A la interna del bloque de centroderecha, 
se observa un bajo grado de volatilidad entre partidos. En el caso del pn, 
el 2 % de los identificados como nacionalistas en octubre se identificaban 
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con otro partido del mismo bloque de cara a las elecciones internas, ma-
yoritariamente con el pc. En el caso de los identificados con el pc, 0,5 % 
proviene de otros partidos. Finalmente, en el caso de CA, 7 % proviene 
de otros partidos del bloque de centroderecha, concretamente del pn y el 
pc, con un 3,5 %, respectivamente. En el caso del bloque de centroderecha 
este escaso movimiento es consistente con el hecho de que la elección de 
octubre funciona como elección interna del bloque.

6. «Rookies» en las redes

En cada período electoral surgen actores nuevos. En este caso, Talvi (pc), 
Manini Ríos (ca) y Sartori (pn) obtuvieron buenos resultados en las elec-
ciones internas. Talvi ganó la nominación al dos veces presidente San-
guinetti en el pc; Sartori fue el segundo precandidato más votado del pn, 
con una votación similar a la de Talvi, y Manini Ríos logró una votación 
histórica para un partido nuevo y sin competencia interna. ¿Cómo se 
incorporaron en la arena política de Twitter? ¿Qué sucedió en Twitter 
con estos tres precandidatos durante la campaña de cara a las internas?

En el caso de la interna del pc, desde abril los retuits a Talvi eran supe-
riores a los de Sanguinetti. Talvi logró instalarse como una figura impor-
tante de la discusión política en Twitter, con gran cantidad de apoyos. En 
los meses previos a las elecciones internas, Talvi fue el único que logró 
recibir (aunque marginalmente) apoyos del bloque de centroizquierda, 
posicionándose como un precandidato atractivo para los frenteamplistas. 
Luego de las elecciones de junio, sin embargo, su centralidad en la red 
terminó diluyéndose, a pesar de ser el candidato más retuiteado por usua-
rios únicos (Bogliaccini et al., 2019).

Manini Ríos tiene una trayectoria diferente en las redes, con escasa pre-
sencia durante el período previo a las elecciones internas (marzo-junio) y 
una actividad no muy significativa hacia la elección del octubre. El hecho 
de no tener competencia interna dentro de su partido sugiere esta estra-
tegia en las elecciones internas, aunque otros candidatos en similar situa-
ción, como fue el caso de Mieres en el pi, optaron por tener presencia en 
las redes durante este período. El perfil bajo de Manini Ríos, junto al perfil 
particular de sus votantes (de sectores socioeconómicos medios y medios 
bajos del interior del país), hicieron que a pesar de haber obtenido el 11 % 
de los votos en la elección nacional, no logró ser un personaje importante 
en la red de retuits en todo el ciclo electoral. Sin embargo, muchos entre 
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quienes retuitearon a Manini Ríos retuitearon también a Lacalle Pou, 
Larrañaga, Amorín y Talvi. Esto sugiere una progresiva incorporación 
de Manini Ríos al bloque opositor. Dos aspectos deben ser considerados 
en este sentido. En primer lugar, Manini Ríos proviene de una familia 
profundamente identificada con sectores conservadores del pc que, aunque 
minoritarios, tuvieron profundo impacto en la política nacional durante 
el siglo xx. En segundo lugar, Manini Ríos fue comandante en jefe del 
Ejército Nacional entre 2015 y 2019, y fue una figura muy influyente en 
las esferas castrenses (véase el capítulo II.3).

Por último, compitiendo en la interna del pn, Juan Sartori logró casi 
100.000 votos y superó a Jorge Larrañaga, precandidato de larga trayec-
toria. Hasta junio Sartori siguió una estrategia agresiva, fue acusado de 
llevar adelante una campaña sucia e incluso recibió el repudio explícito 
de políticos del pn. Este rechazo se refleja en el lugar ocupado por Sartori 
en la red de retuits. Los usuarios que apoyaron a Sartori entre marzo y 
junio no apoyaron, en su mayoría, a los demás precandidatos del bloque 
de oposición.

7. Conclusiones

El análisis del comportamiento de los usuarios de Twitter en la arena po-
lítica durante la campaña electoral de 2019 nos permite entender muchas 
de las interrogantes sobre el comportamiento partidario de los urugua-
yos. Más aún, la posibilidad de observar el comportamiento real de los 
usuarios en el mundo virtual abre nuevas puertas para la comprensión 
y el análisis del comportamiento político y las dinámicas de competencia 
del sistema de partidos uruguayo. Este nuevo escenario permite conocer 
cuánto del conocimiento acumulado desde la ciencia política «del mundo 
real» es trasladable al comportamiento de los usuarios del mundo virtual. 
En este sentido, la identificación de usuarios con partidos o candidatos 
mediante el comportamiento de los usuarios en Twitter permite iden-
tificar distintos patrones de comportamiento en los seguidores de uno u 
otro partido o candidato que reflejan dinámicas conocidas en el sistema 
de partidos.

Identificar partidismo en usuarios de Twitter durante la campaña elec-
toral de 2019 permite dar cuenta de distintos fenómenos de la dinámica 
política y electoral uruguaya. Los datos del comportamiento de los uru-
guayos en Twitter apoyan la idea de la estructuración en dos bloques del 
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sistema de partidos. También muestran la baja volatilidad entre bloques. 
Asimismo, permiten observar grados diferentes de adhesión partidaria y 
adhesión a sectores y candidatos en el fa y en el pn y el pc.

Como con otras fuentes de datos, como las encuestas de opinión pública, 
el seguimiento y análisis de la conversación política en Twitter permite 
observar el devenir de los fenómenos políticos. De la misma forma en que 
los datos de Twitter reproducen patrones conocidos de la dinámica del 
sistema de partidos, también pueden advertirnos (antes de que se produz-
can las elecciones) de cambios en estas pautas. Los datos que proporcio-
nan las redes sociales abren posibilidades nuevas para el análisis político. 
En este capítulo, nos asomamos a explorar algunas de estas posibilidades. 
Es necesario avanzar en nuestro conocimiento sobre la relación entre el 
mundo real y el de las redes sociales para calibrar esta nueva fuente de 
datos y tornarla productiva no solo para el análisis de fenómenos de las 
redes sociales, sino como indicador de dinámicas que están ocurriendo 
fuera de la red.
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 Capítulo I.3:

¿Crónica de una derrota inevitable?  
Tensiones distributivas en las bases  

sociales del fa y caída de su voto popular

Fabricio Carneiro y Fernando Filgueira

1. Introducción

¿Qué país de América Latina presentaba en el inicio de siglo las mejores 
oportunidades para construir una coalición socialdemócrata estable que 
permitiera el triunfo y estabilidad de las opciones de centroizquierda en 
la competencia electoral y el gobierno? Esta pregunta admite dos res-
puestas: ninguno o Uruguay. La región sufre una marcada diferenciación 
entre insiders y outsiders en el mercado laboral y en el sistema distribu-
tivo que torna muy complejo el autodisciplinamiento de los trabajadores 
en el trade-off entre salario y empleo y la construcción de una fiscalidad 
social que agrupe en forma consistente los intereses del 50 % más po-
bre de la población. La herencia de los movimientos de izquierda en la 
región pertenece, en el mejor de los casos, a los modelos de capitalismo 
coordinado del sur mediterráneo, lejos en sus diseños institucionales y 
bases socioestructurales del norte europeo (Bogliaccini y Filgueira, 2011). 
Y en sus peores versiones a formas de coordinación más vinculadas a los 
movimientos nacionales-populares de raíz estatal-corporativa que a la 
socialdemocracia moderna con su piso socialista y su techo liberal. Esto 
aplica, con gradientes, a toda la región. Uruguay, por ejemplo, claramente 
no pertenece a esta última forma de las identidades programáticas de las 
llamadas izquierdas populistas latinoamericanas.

Uruguay presenta características únicas en la región con un sistema 
de partidos fuertemente institucionalizado, democracia estable y una  
izquierda unificada con arraigo en el movimiento sindical también  
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unificado. Por otra parte, es el país donde el voto ideológico (esto es la 
asociación entre identificación en el espectro ideológico y voto a partido) 
presenta la más clara correlación regional y donde un pionero sistema de 
bienestar permite la construcción de coaliciones sociales sobre bases só-
lidas de protección social y coordinación del mercado laboral. Finalmente, 
es un país pequeño que se abrió al mundo a partir de los años 90 generan-
do incentivos potenciales para un modo de inserción global basado en una 
fórmula plausible de corte socialdemócrata del siglo xxi.

En el año 2004 estos ingredientes, sumados a las crisis de los partidos 
fundacionales que se agudizó con la debacle económica del año 2002, 
permitieron que el Frente Amplio (fa) llegara al gobierno y abonaba la 
narración de una vía plausible a la socialdemocracia. El largo período de 
gobierno del fa, superior al primer y segundo batllismo, agregaba ele-
mentos para tal hipótesis. La derrota electoral del año 2019 no cierra esta 
posibilidad, pero obliga a problematizarla.

El ciclo electoral del año 2019, con el triunfo de la Coalición Multicolor 
(cm) y el candidato presidencial del Partido Nacional (pn), puso fin a 15 
años de gobierno del fa. En la primera vuelta la izquierda perdió más de 
200.000 votos, lo que representa casi el 10 % de los votos válidos. Este 
resultado explica la derrota posterior —por cierto muy ajustada— del fa 
en el balotaje. Por ello para explicar la alternancia el punto de partida es 
explicar el resultado electoral de la izquierda en la primera vuelta.

La explicación que proponemos se basa en que no le fue posible al fa 
administrar las tensiones distributivas en una coalición de clases hetero-
génea en un contexto económico deteriorado.1 Partiendo de la comple-
mentariedad entre las teorías socioestructurales del voto y los enfoques 
de elección racional, mostramos las tensiones distributivas que experi-
mentaron las bases sociales del fa a medida que el ciclo económico se 
fue haciendo más restrictivo. El deterioro del contexto económico es, por 
tanto, la variable antecedente primordial. Pero su impacto en el resultado 
electoral agregado no es directo (en el sentido de voto económico puro), 
sino que está mediado por la complejidad de la coalición distributiva que 
el gobierno debía administrar. Son estas dificultades las que explican 
el aumento del voto volátil en un segmento particular de la población: 
el 40 % más pobre. Es este voto volátil el que a su vez es más sensible 
al contexto económico deteriorado debido a que es el que más sufre sus 
efectos. El resultado electoral de la primera vuelta y la pérdida de votos 

1	 Las dificultades para la administración de una coalición heterogénea de actores dentro de la 
izquierda fue una hipótesis planteada tempranamente por Luna y Alegre (2005).
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del fa hacia otras opciones se concentran, de acuerdo con los datos de in-
tención de voto en marzo-mayo del 2019, en los dos quintiles más pobres 
de los votantes.

En este ensayo nos alejamos de las interpretaciones políticas puras en 
las que el propio posicionamiento y dinámicas del sistema de partidos o 
las características y estrategias de los candidatos y la campaña electoral 
determinan el resultado electoral. En ningún caso sugerimos que tales 
factores carecen de importancia, pero creemos productivo abordar el re-
sultado desde una teoría socioestructural de las dinámicas políticas y del 
comportamiento electoral.

Las explicaciones con centro en la esfera de lo político expresan condi-
ciones necesarias pero no suficientes de la derrota del fa. La diferencia 
fundamental entre las elecciones del 2009 y 2014 con las del año 2019 
refiere al desempeño de la economía, del empleo y de los ingresos de los 
hogares. Como se mostrará con evidencia estilizada, entre el 2015 y el 
2019 todos los indicadores económicos y sociales presentan los peores re-
sultados de los tres períodos de gobierno de la izquierda. Podría argumen-
tarse que la causalidad que opera es directa: peor desempeño económico, 
menos votos al fa.

Proponemos en este ensayo, sin embargo, una explicación un poco más 
compleja: la situación económica del período afecta la capacidad de la 
izquierda en el gobierno de administrar las tensiones distributivas (y por 
tanto políticas) al interior de su propia coalición distributiva. Ello genera 
condiciones adicionales para la pérdida de fidelización de sus votantes, lo 
que permite un impacto ampliado del deterioro social y económico sobre 
las preferencias de sus bases sociales, especialmente de aquellos prove-
nientes de los segmentos sociales del 40 % más pobres de la población que 
se habían incorporado en 2004, 2009 y 2014.

El derrotero del fa en materia electoral y política refleja un problema ex-
tendido en proyectos socialdemocráticos que se estructuran sobre una ma-
triz distributiva marcada por la fuerte distinción entre outsiders e insiders 
y una economía abierta en la que la formación de salarios depende de 
sectores no transables. Estas características estructurales de su econo-
mía hacen al país víctima probable de formas crónicas de la «enferme-
dad holandesa».2 A su vez, a diferencia de la evolución de los modelos  

2	 En países dependientes de materias primas, el boom de los precios de estas produce una 
fuerte entrada de divisas que aprecia la moneda local haciendo menos competitivo al sec-
tor transable no vinculado a esta alza de precios. Esto puede generar problemas de desin-
dustrialización y reasignación de empleo hacia el sector no transable. La resolución de estos 
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socialdemócratas europeos, en Uruguay el fa debe operar una transfor-
mación en sus bases con peculiaridades propias. Si los partidos de la 
izquierda europea debieron avanzar desde sus bases de clase trabajadora 
hacia los sectores medios, en el caso del fa el camino va desde las clases 
medias y los sectores trabajadores urbanos formales hacia la población 
pobre y en situación de informalidad.

En este capítulo procuraremos mostrar que combinando dos teorías clá-
sicas sobre el comportamiento electoral se puede aproximar una expli-
cación plausible de las condiciones suficientes para el desenlace anotado. 
Por un lado, es importante entender las bases estructurales del voto fren-
teamplista y las características de la coalición distributiva (y los dilemas) 
que reflejan. Por el otro, tanto el impacto que las condiciones y tendencias 
socioeconómicas tuvieron sobre la capacidad del fa de administrar sus 
propias tensiones distributivas como su efecto sobre la expansión del voto 
castigo en una estrategia comparativa doble: el período de gobierno 2015-
2019 frente a los dos períodos anteriores del fa (2005-2015).

Nuestro argumento central es que la explicación estructural de la derrota 
del fa reside en la imposibilidad y/o incapacidad de la fuerza política para 
administrar las tensiones distributivas de sus bases de apoyo en un con-
texto económico adverso y el impacto ampliado que tal escenario adverso 
tiene sobre la preferencia del voto de la población. Las raíces estructura-
les del apoyo al fa y el deterioro de la economía son, por tanto, factores 
explicativos relevantes, pero combinados en una lógica causal compleja 
y no meramente aditiva de las condiciones suficientes que habilitaron la 
derrota de la izquierda.

Es importante destacar que, dado el trabajo de sistematización y análisis de 
la evidencia cuantitativa y cualitativa que pudo desplegarse hasta el mo-
mento, este capítulo no posee pretensiones probatorias. Es un ensayo que se 
ubica indiscutiblemente en la esfera del contexto de descubrimiento de hi-
pótesis tentativas, no del contexto de validación. Mediante argumentación 
teórica, narrativa procesual y evidencia cuantitativa estilizada, este trabajo 
solo procura defender la plausibilidad de un conjunto de hipótesis que in-
tentan devolver a las matrices socioestructurales y a su gestión política un 
lugar complementario al de las explicaciones que buscan en la autonomía 
de lo político las claves de los derroteros político-electorales del país.

desequilibrios es políticamente costosa, en particular para un proyecto socialdemócrata que 
tiene su núcleo electoral en los insiders que en su amplia mayoría son empleados en el sector 
no transable de la economía.
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2. El triunfo del fa: contexto y tendencias socioeconómicas

El primer set de datos estilizados ayuda a explicar el triunfo del fa en el 
año 2005. El desempeño del país en materia económica, de empleo y de 
salarios del último gobierno colorado (con apoyo parcial del pn) muestra 
un escenario en donde era esperable un fuerte voto castigo al oficialis-
mo. Las estrategias del fa en los períodos anteriores habían permitido 
esbozar una oferta moderada y creíble de centroizquierda administrando 
los conflictos a la interna de la coalición. Ello combinado con los efectos 
socioeconómicos del ciclo 2000-2004 permite a la izquierda una amplia 
cosecha del voto castigo a los partidos fundacionales.

La caída de las tasas de empleo y del salario real y el incremento del des-
empleo se venían dando desde antes de la crisis del 2002 y se agudizan 
con esta (gráficos 1 y 2). Su impacto y la forma austera en que el país 
enfrenta sus consecuencias sociales generan un doble efecto negativo que 
la coalición de los partidos fundacionales pagaría con creces: por un lado, 
llegan a las elecciones con una fuerte deuda social manifiesta en el em-
pleo, la pobreza y los niveles salariales. Por el otro, dejan una economía 
relativamente saneada que luego aprovecharía plenamente el boom de los 
commodities y daría espalda fiscal al nuevo gobierno del fa para desplegar 
importantes políticas sociales y distributivas.

Gráfico 1: Tasas de desempleo abierto por quintiles de ingreso  
per cápita de los hogares 1999-2004
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Gráfico 2: Evolución de salario real general,  
público y privado 2000-2004

Fuente: ine, Banco Central.

3. Las bases sociales del fa: una herencia compleja para 
la construcción de una alternativa socialdemócrata

Luego del triunfo electoral en 2005, en el año 2009 el fa logra retener y 
aumentar el apoyo electoral de los sectores de menores ingresos y man-
tiene un fuerte caudal de apoyo en los trabajadores formales y sectores 
medios y medios-bajos urbanos.

Es interesante comparar las curvas de intención de voto generales del país en 
los años 1994 y 2019. Estas son muy similares en su forma. En el año 1994 el 
eje de apoyos del fa se encontraba en las clases medias y medias altas. Ello en 
realidad derivaba de dos configuraciones claramente diferentes en Montevi-
deo y el interior. En la capital el fa era un partido policlasista con sus bases 
fundamentales en los tres quintiles intermedios de la estructura de ingresos. 
En el resto del país, solamente los sectores medios y altos presentaban un 
apoyo fuerte o importante al fa. En el año 2019 Montevideo presenta una 
pauta similar, aunque con un menor apoyo en la intención de voto en los 
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sectores bajos. En el interior la pauta se modifica, adoptando forma de J: si 
bien cae, mejora su intención de voto en el quintil más pobre, pero vuelve 
a ser marginal el apoyo en los dos quintiles subsiguientes, para volver a au-
mentar en los quintiles más altos (gráfico 3).

En cambio, si observamos los datos entre los años 2004 y 2014, vemos en 
el fa una estructura policlasista, con sesgo creciente hacia los sectores 
de menores ingresos. Esto es particularmente cierto en Montevideo, en 
donde en el año 2004 tiene mayores apoyos en el quintil 1, y en los dos 
períodos subsiguientes en los quintiles 2 y 3, aunque con importantes 
apoyos en el quintil 1. En el interior el comportamiento es similar, con un 
movimiento hacia mayores apoyos en los quintiles más pobres, aunque 
ello es más claro con cierto delay (en 2009 y 2014), sin por ello perder las 
bases de apoyo en sectores más acomodados (gráfico 3).

Gráfico 3: Porcentaje de intención de voto al fa  
por quintiles de ingreso

Fuente: umad, elaboración propia con base en datos de opinión pública  
proporcionados por López Cariboni.
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Gráfico 3 (cont.): Porcentaje de intención de voto al fa  
por quintiles de ingreso

Fuente: umad, elaboración propia con base en datos de opinión pública  

proporcionados por López Cariboni.

Esta reestructuración de sus bases de apoyo se manifiesta en el resultado 
electoral del año 2009, cuando ganará en segunda vuelta con el 54 % del 
voto popular combinando una buena votación en Montevideo con creci-
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miento en los centros urbanos grandes del interior. En la elección subsi-
guiente, el fa logra mantener y aún estirar la ventaja sobre la oposición 
logrando el 56 % del voto en segunda vuelta, incorporando en esta etapa 
una muy buena votación en los sectores populares de los centros urbanos 
medios y pequeños del interior del país.

En suma, de ser un partido con sesgo de apoyo de capas medias y medias 
altas y trabajadores formales urbanos (especialmente de Montevideo) en 
el año 1999, el fa pasa paulatinamente a abarcar un amplio espectro de 
apoyos ubicados en el 50 % más pobre de la población nacional. De hecho, 
si controlamos por otro conjunto de variables predictivas del voto al fa, 
el ingreso per cápita de los hogares de los votantes asume un coeficiente 
significativo y negativo a partir del año 2009 (López Cariboni y Queiro-
lo, 2015), marcando —a otros determinantes constantes— un giro en la 
formación del voto con un peso mayor de la pertenencia a los sectores de 
menores ingresos.

Ello refleja un logro importante, pero trae consigo un desafío extrema-
damente complejo en materia de arquitectura distributiva. Estos sectores 
sociales en Uruguay, si bien comparten un espacio en la distribución del 
ingreso nacional, poseen, por sus posiciones en el entramado económi-
co, preferencias de políticas públicas no siempre comunes. Tres clivajes 
claves en el mundo laboral operan al interior de las bases de apoyo al 
fa: trabajadores formales e informales, trabajadores vinculados a sectores 
transables y no transables y trabajadores estatales y privados. Estos tres 
clivajes poseen impactos también en las preferencias de dichos sectores 
respecto a otras dimensiones distributivas más allá del mundo del trabajo: 
impuestos y gasto social. Mantener una coalición de actores sociales sobre 
esas bases de apoyo es un desafío importante en materia de política públi-
ca debido a los trade-off distributivos que enfrentan estos grupos sociales.

3.1. Los dilemas del empleo y el salario

La literatura sobre coaliciones sociales en Europa ha debatido amplia-
mente algunos de estos desafíos. La clase trabajadora está divida en dos 
segmentos: aquellos con empleos estables (insiders) y aquellos sin empleos 
estables (outsiders). Rueda (2005) señala que cuando existe este conflic-
to al interior de la clase trabajadora los gobiernos socialdemócratas no 
siempre promueven el interés de los más desfavorecidos en la sociedad. 
Esta diferencia insiders-outsiders resulta importante además porque es-
tos grupos presentarían diferentes preferencias acerca de las políticas en 



86

torno al mercado de trabajo. Los insiders, que cuentan con protecciones 
al empleo, presentan menor riesgo de desempleo y, por lo tanto, están 
menos interesados en que se destinen recursos a políticas activas o pasivas 
de empleo que posiblemente sean financiadas con mayor carga impositiva 
sobre sus salarios. Los outsiders, en cambio, con trabajos más vulnerables, 
se benefician más con las políticas de empleo y buscan aumentar los 
recursos para estas por sobre las políticas de protección al trabajo. Se ha 
señalado que uno de los efectos del mantenimiento de las instituciones 
neocorporativas tradicionales en algunos países ha sido la dualización del 
mercado de trabajo entre insiders y outsiders (Thelen, 2014). En América 
Latina, en especial en países con una tradición de bienestar corporativo 
fuertemente dependiente del trabajo formal, el clivaje outsider-insider está 
representado por las categorías formal e informal.

Como se ha señalado en la literatura sobre neocorporativismo, existe tam-
bién un conflicto distributivo entre el sector transable y el no transable 
de la economía (Swenson, 1991). Los sectores expuestos al comercio in-
ternacional buscan contener los aumentos de salarios en los sectores pro-
tegidos de la economía ya que este aumento genera presiones por salario 
en el resto de los sectores. Mientras que el sector transable disciplina los 
aumentos salariales del sector mediante pérdida de competitividad y em-
pleo, los sectores protegidos no cuentan con dispositivos de moderación 
ya que pueden financiar el incremento de los costos salariales mediante 
aumento de precios en el mercado interno y déficit fiscal, externalizando 
los costos al resto de los sectores y a los consumidores. La moderación 
salarial que permite mantener el modelo neocorporativo resulta de una 
coordinación intersectorial entre los diferentes actores de la economía en 
donde el salario del sector transable actúa como un señalizador de que los 
aumentos salariales están alineados con el aumento de la productividad. 
Cuando no existe esta coordinación intersectorial, los aumentos salariales 
de los sectores no transables son financiados por el resto de los sectores de 
la economía mediante inflación, lo que afecta la competitividad del sector 
transable y la salud macroeconómica en general.

Trabajadores privados y públicos también presentan un conflicto distri-
butivo. Los trabajadores públicos son uno de los sectores protegidos más 
importantes en la economía. Garrett y Way (1999) señalan que los proble-
mas macroeconómicos de los regímenes laborales fuertes en las últimas 
décadas se deben al crecimiento del poder del sindicalismo en el sector 
público (o al deterioro del poder relativo del sector privado). En aquellos 
países donde las organizaciones sindicales del sector público son fuertes, 
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las confederaciones sindicales por más amplias que sean no pueden con-
tener la suba de salarios en este sector, con consecuencias negativas para 
el sector privado, particularmente el sector transable.

Otros trabajos han buscado incorporar la política monetaria al análisis 
de las tensiones distributivas entre estos sectores (Franzese y Hall, 2000). 
Cuando no existe coordinación salarial entre sectores, los actores son in-
capaces de controlar el efecto global de sus decisiones y no tienen incenti-
vos para moderar sus salarios incluso ante señales de que el banco central 
seguirá una política monetaria contractiva. Frente a este escenario, un 
banco central independiente seguirá una política monetaria deflacionaria 
que disminuirá los niveles de actividad y hará pagar los aumentos salaria-
les nominales con desocupación. Cuando existe coordinación salarial, las 
señales que brinda el banco central son más efectivas porque los actores 
pueden asegurarse de que su moderación salarial va a ser imitada en el 
resto de los sectores de actividad. De esta manera, la coordinación salarial 
entre sectores puede reducir la inflación sin generar desocupación.

3.2. Los dilemas de la fiscalidad tributaria y social

Este problema entre insiders y outsiders se traslada a la arquitectura tribu-
taria y social. Los sistemas de protección social que se estructuran sobre 
una arquitectura dual (contributiva y no contributiva) reproducen estas 
tensiones del mundo laboral en los espacios de las políticas de transferen-
cias de ingresos y aseguramientos sociales. Así, un sistema de asignacio-
nes familiares no contributivo o de pensiones no contributivas disputará 
recursos con el sistema de jubilaciones y pensiones contributivas. Los 
criterios de indexación, la elegibilidad y cobertura en uno y otro sistema 
no se articulan en forma armoniosa, sino que se enfrentan por recursos 
escasos. Las formas de financiamiento de ambos subsistemas también 
pueden terminar enfrentadas. Los actores del sistema contributivo mi-
rarán con recelo aumentos impositivos generales que procuran financiar 
prestaciones no contributivas.

Por ello, los modelos socialdemócratas construyeron sistemas de presta-
ciones sociales en donde la elegibilidad, al menos de los pisos básicos de 
protección social, era de carácter universal —ni focalizado, ni contribu-
tivo—, procurando de esta manera generar políticas públicas que pagaran 
a ambos sectores —insiders y outsiders— con garantías fundamentales de 
bienestar (Esping-Andersen, 1990; Huber y Stephens, 2001). El financia-
miento de dichas prestaciones se apoya a su vez en estos casos en sistemas 



88

progresivos de impuesto a la renta. Cuando los salarios ya poseen una 
importante carga impositiva derivada de los aportes a la seguridad social, 
la posibilidad de extender el pago de impuestos progresivos a la renta fí-
sica se ve fuertemente limitada en los sectores medios. Estos defenderán 
subsidios a sus sistemas corporativos y contributivos, pero se opondrán 
al pago de impuestos progresivos que los alcancen para financiar un piso 
básico de protección social. Esto podría otorgar incentivos a la imple-
mentación de impuestos indirectos con resultados distributivos regresivos 
(Beramendi y Rueda, 2007).

La oposición de ciertos sindicatos estatales, de jubilados y de profesionales 
liberales a impuestos progresivos y sistemas unificados de prestaciones so-
ciales (salud, pensiones, etc.) refleja este dilema en las coaliciones distribu-
tivas que integran a sectores medios, trabajadores formales y trabajadores 
informales. En efecto, la llamada alianza rojo-verde es la alianza entre los 
trabajadores formales y urbanos y la pequeña y mediana propiedad agraria, 
expresada en una alianza parlamentaria entre los partidos socialdemócratas 
y los partidos agrarios (Narud y Strøm, 2000; Olsson, 1986).

La alianza en el caso uruguayo en materia de protección social debiera 
poder construir una coalición no ya entre pequeña propiedad agraria y 
clases trabajadoras urbanas, sino entre trabajadores formales e informales 
urbanos además de ciertas prestaciones que alcancen también a la peque-
ña propiedad urbana y rural. Y uno de los problemas es que, a diferencia 
del caso de los partidos agrarios, no existe una expresión política de los 
trabajadores informales (Huber y Stephens, 2012). La estructura tributaria 
y la arquitectura social distributiva deben reflejar los intereses muchas 
veces contradictorios de insiders y outsiders, y su resolución, al menos en 
el caso de Uruguay, se debe dar en un mismo partido. Si esto no sucede en 
forma satisfactoria, el aumento del voto volátil se produce no solamente 
en ciertos sectores medios, en donde ya se ha documentado, sino en los 
sectores pobres urbanos y rurales. Estas tensiones distributivas señaladas 
en la literatura estaban insertas en la arquitectura coalicional del fa desde 
su llegada al gobierno y se mantuvieron durante sus tres períodos, pero 
se volvieron complejas de resolver a partir de 2016 con el cambio en el 
ciclo económico.
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4. Políticas para sostener una coalición amplia

El fa promovió políticas que directamente intentaron favorecer tanto a los 
insiders como a los outsiders y en algunos casos buscaron una integración 
entre estos dos sectores. Durante los tres períodos de gobierno de la iz-
quierda, las tensiones distributivas presentes en sus bases sociales fueron 
asumidas en diferentes ocasiones por los actores en el gobierno y se lle-
varon adelante distintos tipos de políticas para mantener la coalición. Sin 
embrago, las políticas de sustento de una coalición socialdemócrata no 
tuvieron el mismo grado de consistencia en los tres períodos de gobierno 
y las tensiones distributivas entre actores sociales en su interior fueron 
más difíciles de resolver a medida que se fueron acumulando e imposibles 
de sostener cuando el contexto económico se deterioró.

El primer período de gobierno del fa en un contexto de crecimiento eco-
nómico fue el que de forma más sistemática implementó reformas que 
buscaron una ingeniería institucional que generó beneficios tanto para 
los sectores integrados como para los sectores excluidos. Desde el punto 
de fiscal, apenas llegado, el gobierno implementó una reforma impositiva 
que instaló un impuesto progresivo sobre la renta que generó mayores 
niveles de equidad impositiva entre sectores, además de reducir 1 % el 
principal impuesto indirecto al consumo.

Con relación a los trabajadores formales, se reactivó la negociación colec-
tiva tripartita por sector de actividad, se impulsó una política de sostenido 
crecimiento del salario mínimo nacional y se aprobó todo un paquete de 
leyes que no solo protegían a los trabajadores de forma individual, sino 
que alentaron el fortalecimiento de organizaciones sindicales en todos los 
sectores. Estas leyes fueron importantes para fortalecer un sindicalismo 
que venía muy debilitado desde la década del noventa y que era sostenido 
por los sindicatos del sector público.3 La nueva institucionalidad laboral 
provocó un auge del sindicalismo en todos los niveles y fortaleció a los 
actores en la negociación colectiva.

En conjunto con estas políticas dirigidas al sector formal, se implementó 
un paquete de medidas que impactaron en el aumento de la formalización 

3	 Los afiliados del sector público pasaron de representar 49 % en 1987 a 63 % en 2003 (Mén-
dez, Senatore y Traversa, 2009, p. 14). Esta configuración implicaba serios problemas para el 
manejo de las tensiones distributivas ya que generaba fuertes presiones en la formación de 
salarios desde los sectores no transable y público que no enfrentan el trade-off entre salario 
y empleo. Aun con el logro en materia de sindicalización en el sector privado, el peso del sector 
público sindicalizado sigue siendo muy importante y coloca tensiones complejas al interior de 
la coalición distributiva.
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del empleo, como la regulación del trabajo doméstico, la ampliación del 
monotributo, la exigencia de aportes a empresas que se presentan a lici-
taciones estatales y el fortalecimiento de las inspecciones de trabajo del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (mtss) (Castillo y Méndez, 2019). 
La informalidad medida como ausencia de aportes a la seguridad social 
pasa de 42 % en 2004 a 31 % en 2010 (Amarante, Arim y Yapor, 2015).

Por otro lado, se implementó una reforma de la salud que amplió la co-
bertura de los beneficiarios al incluir gradualmente al beneficio a las fa-
milias de los trabajadores asegurados. Con la creación del Fondo Nacional 
de Salud (fonasa) se propuso avanzar en la universalización del acceso a 
la salud incorporando en un cronograma gradual a diferentes colectivos 
desde jubilados y pensionistas, cónyuges e hijos menores de edad.

En cuanto a la seguridad social, en el año 2008 el fa aprobó la ley 18.395, 
que amplió el acceso a jubilaciones y pensiones al disminuir los años de 
aporte para acceder a una jubilación, disminuir la edad para acceder a 
una jubilación de edad avanzada, flexibilizar el acceso a la jubilación por 
incapacidad total y parcial y reconocer un año de aporte por cada hijo/a a 
las mujeres trabajadoras. La ampliación generó un costo fiscal importante 
estimado en más de 1900 millones de dólares, pero incrementó las posi-
bilidades de acceso a las jubilaciones particularmente para las mujeres 
disminuyendo la brecha de género (Lavalleja, Rossi y Tenenbaum, 2018). 
Esta reforma marca, por un lado, la búsqueda de construcción coalicional 
distributiva y, por otro, sus límites. La reforma, al no modificar el sistema 
de indexación jubilatorio y al facilitar el acceso a las jubilaciones a secto-
res vulnerables, pero también a sectores medios y medios altos, presiona 
las capacidades fiscales del Estado a su límite, lo que genera luego restric-
ciones importantes en el manejo fiscal.

Además, ese mismo año se realizó una ampliación de las asignaciones fa-
miliares (af), un programa de transferencia monetaria condicionada que 
hasta el momento estaba principalmente dirigida hacia el sector formal. 
La reforma permitió una ampliación sustantiva de la cobertura del com-
ponente no contributivo de las af, a la vez que aumentó los montos de las 
asignaciones en comparación con las transferencias existentes (Failache, 
Giaccobasso y Ramírez, 2016).

Estas políticas evidencian que el fa intentó en su primer gobierno alcan-
zar un equilibrio en sus bases de apoyo desarrollando un portafolio de 
beneficios destinados a aumentar los niveles de bienestar de sus socios 
coalicionales. Esta arquitectura política buscó tres objetivos. Primero, be-
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neficiar a su núcleo duro de apoyo representado en trabajadores formales 
públicos y privados y sus organizaciones de representación de intereses. 
Las leyes laborales, la activación de la negociación sectorial tripartita, el 
aumento del salario mínimo fueron los principales pagos a estos socios 
coalicionales en este primer período. En segundo lugar, se desarrollaron 
políticas específicas hacia el sector informal y de bajo ingresos. La am-
pliación de las asignaciones familiares y la flexibilización en el acceso 
a las jubilaciones y pensiones y el aumento diferencial de las pensiones 
no contributivas y de menor valor fueron políticas que beneficiaron a los 
actores coalicionales más débiles y de menores ingresos. En tercer lugar, 
se implementaron políticas que buscaron integrar outsiders e insiders en 
el intento de evitar la dualización institucional entre estos sectores.4 Las 
medidas de aumento de la formalización y la ampliación de la cobertura 
de salud mediante el fonasa fueron políticas muy importantes en este 
aspecto. Estas políticas de integración entre outsiders e insiders son una 
pieza clave para el mantenimiento de una coalición de este tipo ya que 
permiten disminuir la segmentación de sus grupos de apoyo y facilitan 
la articulación de demandas en el armado de programas que favorezcan a 
distintos sectores sociales.

En el segundo gobierno del fa no existió un mix de políticas que busca-
ran solucionar los dilemas distributivos presentes en la coalición y bá-
sicamente se siguió con la estructura de bienestar heredada del primer 
gobierno, pero en un contexto económico con mayores restricciones. Más 
aún, en este gobierno el arreglo informal que alineaba el comportamiento 
fiscal del Estado desde el liderazgo del Ministerio de Economía y Finanzas 
(mef) y el comportamiento monetario del Banco Central (bcu) fue política-
mente dinamitado. Por un lado, se generaron dos equipos económicos en 
disputa entre la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (opp) y el mef, con 
todo lo que ello implica en materia de definición de pautas salariales y 
manejo de las empresas públicas. Por el otro, las políticas contractivas del 
bcu son cuestionadas por ambos equipos económicos, lo que genera una 
pérdida de credibilidad en la capacidad de tracción de los instrumentos 
del bcu y su capacidad de regular la oferta monetaria en forma autónoma 
de las presiones políticas. Esta pérdida de credibilidad se manifestará en 
el período posterior cuando comienza un cambio en los patrones de la 
negociación que podría evidenciar las dificultades de moderación salarial 
en sectores no transables expresado en la disminución de los acuerdos 

4	 Otra medida importante en este aspecto fue la creación del Instituto Nacional de Empleo y 
Formación Profesional (inefop) en 2008 con el objetivo de implementar políticas activas de 
empleo, aunque el impacto de sus programas parecería haber sido escaso sobre todo para 
dinamizar el mercado laboral.
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tripartitos (Bogliaccini y Queirolo, 2017). Como se observa en el gráfico 4, 
el principal cambio en las rondas 6 y 7 es el aumento de los convenios bi-
partitos entre trabajadores y empleadores. Sin embargo, no podemos con-
cluir directamente que el aumento de los acuerdos bipartitos evidencia 
aumentos salariales por fuera de la pauta del gobierno. En muchos casos 
el voto negativo del gobierno se debió a discrepancias con el calendario 
de ajuste y no con el porcentaje de aumento salarial. Pero, la disminu-
ción de los consensos en la negociación salarial en las rondas con mayor 
restricción económica coloca en evidencia las dificultades que impone el 
cambio de ciclo para compatibilizar los objetivos macroeconómicos con la 
negociación salarial centralizada.

Asimismo, la reforma del sistema de pensiones ya anuncia en este pe-
ríodo sus peores efectos. Si la incorporación de poblaciones vulnerables 
tuvo sus efectos virtuosos entre 2008 y 2012, menos visible era el déficit 
que desde el 2008 y agudizado de allí en más se manifiesta en forma cada 
vez más marcada tensionando las finanzas públicas. Ya en el año 2012 
el déficit de las contribuciones por invalidez, vejez y sobrevivencia (ivs) 
supera en valores constantes los valores del año 2002.

Gráfico 4: Tipos de convenios en los consejos de salarios (en porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con base en csb del mtss (uetss-dinatra).
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Gráfico 5: Déficit del sistema ivs y aportes de rentas generales  
e impuestos afectados al bps

Fuente: umad sobre datos del bps, 2019.

En el período final del segundo gobierno del fa, las tensiones distributivas 
al interior de la coalición emergieron fuertemente, expresadas en proble-
mas del déficit fiscal, la creación de empleo y las presiones inflacionarias. 
En el tercer gobierno, los conflictos distributivos se hicieron evidentes y 
el gobierno buscó algunas alternativas de políticas para intentar dismi-
nuir los trade-offs en su coalición de apoyo. Una de las más importantes 
fue la propuesta de cambio en la forma de negociación salarial. Desde la 
activación de la negociación colectiva la lógica de la negociación salarial 
suponía incrementos iguales a la inflación más un porcentaje de aumen-
to. En 2016, por iniciativa del mef, se cambia la propuesta de negociación 
hacia aumentos nominales de acuerdo con desempeños sectoriales más 
un porcentaje de aumento adicional para salarios sumergidos.5 El obje-
tivo del cambio era desindexar los salarios de la evolución de la inflación 
para moderar los aumentos y otorgar una mayor flexibilidad a los sec-
tores, reconociendo los problemas de empleo que se venían arrastrando 

5	 La propuesta de aumentos nominales ya estaba como opción en la quinta ronda de negocia-
ción salarial que comenzó en 2012, pero no fue tomada por la mayoría de los actores en la 
negociación. El cambio en 2016 fue imponerla como única propuesta del Ejecutivo.
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desde los años anteriores, al mismo tiempo que se procuraba proteger a 
los sectores con salarios más sumergidos. Si bien existió una moderación 
en el aumento salarial, en general los lineamientos se utilizaron como 
una base y los aumentos promedios siguieron la pauta de los sectores 
dinámicos con mejor desempeño.

Otra de las herramientas que se utilizaron para disminuir estos dilemas 
distributivos fue la política monetaria. En diferentes momentos durante 
los gobiernos del fa —especialmente después de 2007 y 2011— el Banco 
Central siguió una política monetaria no acomodaticia como herramienta 
de combate a la inflación6 y para enviar «señales» de moderación salarial 
a los actores en la negociación (Etchemendy, 2019). Sin embargo, esta mis-
ma política tendrá efectos sobre la actividad y sobre el empleo, al limitar la 
creación de puestos de trabajo para los sectores de menores recursos.

Las tensiones distributivas con las que se enfrentó la izquierda en su 
tercer período derivaron de la combinación de su llegada al gobierno 
con una base social heterogénea y un modelo económico que, si bien 
lograba distribuir recursos hacia esa base social amplia en momentos de 
expansión, se tensionaba entre los sectores más débiles de la coalición y 
los núcleos formales sindicalizados y el empleo público en los momentos 
bajos del ciclo económico.

5. Los ciclos de gobierno y los resultados socioeconómicos

El crecimiento económico y el aumento de la inversión en el Uruguay son 
muy marcados en la primera y, en menor medida, segunda etapa de los 
gobiernos del fa, no así en el tercer gobierno. Elementos del contexto in-
ternacional, así como problemas en los balances macro y de competitivi-
dad del país marcan un importante deterioro de la performance económi-
ca en el tercer gobierno frenteamplista. La tasa de empleo y desempleo en 
Uruguay presenta un comportamiento positivo en el primer gobierno del 
fa, una performance estancada en el segundo gobierno con excepción del 
primer año y un saldo negativo, que se agudiza sobre el final, en el tercer 
gobierno. Sin embargo, el salario real medido a través del índice medio 
de salarios (ims) y su deflactor avanza en los tres períodos considerados, 
aunque lo hace a ritmos y con tendencias público/privadas diferenciados 
(gráfico 6). Estos comportamientos disímiles entre salario y empleo cons-
tituyen uno de los cuellos de botella del modelo de crecimiento del país 

6	 También se recurrió a otras medidas más heterodoxas como los acuerdos de precios para una 
canasta de productos de primera necesidad.
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por muchas décadas, el fa no logra escapar a este trade-off en el tercer 
período y repite una pauta conocida en donde el salario de los trabajadores 
formales mantiene el crecimiento a costa del empleo. Este trade-off ya se 
manifiesta en el gobierno de Mujica, en el que el incremento del salario 
real se ve acompañado de una meseta en la generación de empleo. En el 
segundo gobierno de Vázquez el problema adquiere formas más extremas. 
La caída del empleo se combina con un leve aumento del salario real.

Gráfico 6: Evolución de empleo (arriba)  
y salario (abajo) durante los gobiernos del fa 

Fuente: ine, 2020.
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Estos problemas de trade-off se manifiestan finalmente en dos indicado-
res claves que operan sobre las preferencias de la población en materia 
de voto: el ingreso de los hogares y las dificultades de las personas para 
acceder a empleos remunerados. Como se observa en los gráficos 8 y 9, 
ambos indicadores presentan un comportamiento muy diferente en cada 
período de gobierno. El primer período del fa muestra una configuración 
virtuosa con fuerte crecimiento del ingreso de los hogares y caída del des-
empleo. El gobierno de Mujica mantiene valores positivos en la evolución 
de los ingresos de los hogares, pero no en materia de desempleo. El último 
gobierno presenta tendencias y valores negativos en ambos indicadores: 
estancamiento en el caso de los ingresos de los hogares y deterioro en lo 
que hace al desempleo abierto.

Gráfico 7: Ingreso per cápita de los hogares  
sin valor locativo ni aguinaldo

Fuente: ine, 2020.
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Gráfico 8: Desempleo abierto

Fuente: ine, 2020.

6. La derrota entendida: el voto castigo de  
los sectores populares en el 2019

Un contexto económico restrictivo impuso fuertes límites a las capacidades 
del gobierno de mantener la coalición de actores sociales que brindaron 
su apoyo en las tres instancias electorales anteriores. Las tensiones entre 
empleo y salario surgidas en el último período de gobierno generaron un 
impacto distributivo diferenciado entre los actores sociales al interior de la 
coalición distributiva y forzaron al gobierno a optar por el mantenimiento 
del salario en detrimento del empleo. Esta tensión distributiva en la coali-
ción de apoyo impactó en los sectores de bajos ingresos, las bases sociales 
que más recientemente se habían sumado a la coalición. Estos mismos 
sectores se habían beneficiado de los procesos de formalización —y con ello 
accedieron a garantías de indexación, salario mínimo y protección social— 
entre el 2005 y el 2013. Como se muestra en el gráfico 11, de allí en adelante 
la formalización de los quintiles 1 y 2 se mantendrá incambiada con casi un 
60 % de los trabajadores del quintil más pobre y un 35 % de los del quintil 
siguiente sin acceso a dichas protecciones.
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Grafico 9: Tasa de desempleo abierto  
por quintiles de ingreso per cápita

Fuente: umad con base en datos elaborados por Jimena Pandolfi.

Gráfico 10: Porcentaje de población ocupada no afiliada  
a la seguridad social

Fuente: umad con base en datos elaborados por Jimena Pandolfi.
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El fa recibe aproximadamente el 30 % de las intenciones de voto del 40 % 
más pobre de la población a poco menos de un año de las elecciones de 
1999, más de un 50 % en este mismo segmento en las elecciones del 2004 
y casi un 60 % en las elecciones del 2009 y 2014. En el año 2018 dicha 
preferencia por el fa cae al 30 % nuevamente. Si bien la fuerza política 
de izquierda pierde intención de voto en todos los sectores sociales, es en 
este segmento de la población donde la caída es más marcada. Es el voto 
de estos sectores lo que habilita el triunfo sucesivo del fa entre 2004 y 
2014. A su vez, es la caída importante de dicha preferencia en el mismo 
segmento lo que ayuda a entender su derrota en el año 2019.

Si observamos la evolución en la intención de voto al fa por quintiles 
de ingreso en 2019, si bien existe una menor intención de voto en todos 
los quintiles, la mayor caída se observa en los tres primeros quintiles de 
ingreso. En Montevideo se observa una caída pronunciada en la intención 
de voto en todos los quintiles, pero particularmente en los dos primeros 
tramos de ingreso. Este voto castigo de los sectores populares a la iz-
quierda puede entenderse desde las tensiones distributivas que surgen de 
la alianza coalicional con la que el fa se mantuvo en el gobierno. Pero 
las restricciones económicas impactaron además en un sector de la base 
social en donde la izquierda tenía menor capacidad de fidelización del 
voto. Desde sus orígenes el Frente Amplio fue un partido muy cercano al 
movimiento sindical, con el cual compartía cuadros políticos y una sinto-
nía programática (Doglio et al., 2004), y esta afinidad se mantuvo durante 
el ciclo de gobiernos de izquierda. Este fuerte vínculo con el movimiento 
sindical permitió el Frente Amplio ampliar sus perspectivas programá-
ticas y sus bases sociales en una estrategia catch-all sin una pérdida de 
apoyo en el sector de los trabajadores organizados. En los sectores de 
más bajos ingresos, sin embrago, el partido no cuenta con organizacio-
nes vinculantes que permitan establecer una fidelización del voto. Estos 
sectores son políticamente más volátiles y debido a su baja capacidad de 
organización están más expuestos a estrategias clientelares de captación 
del voto o simplemente al cambio de preferencias a partir de la evalua-
ción económica de su situación o la situación del país. En este sector de 
votantes menos fidelizado es justamente donde las tensiones del modelo 
distributivo comenzaron a impactar en el último período de gobierno de 
la izquierda.
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Gráfico 11: Evaluación del funcionamiento de la economía  
por quintiles de ingreso. Total, Montevideo e interior

Fuente: Elaboración propia.
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Los quintiles de ingreso más bajos son los sectores que tienen una evalua-
ción más negativa en comparación con los otros tramos. Si comparamos 
con otros períodos de gobierno, vemos que durante los ciclos de gobierno de 
izquierda este sector era quien realizaba una peor evaluación del funciona-
miento de la economía, particularmente en los años 2014 y 2019 (gráfico 12). 
De esta forma, la gradual pérdida de votos del fa en los sectores de menor 
ingreso puede ser entendida como una consecuencia de las tensiones que 
provocó el mantenimiento de una arquitectura coalicional policlasista que 
a medida que el ciclo económico fue cambiando, particularmente a partir 
de 2015, fue forzado a priorizar a los sectores sociales más integrados y 
organizados dentro de sus bases sociales. Sin embargo, también es cierto 
que en la segunda vuelta el fa logra recuperar una parte muy importante 
del voto perdido en la primera vuelta. Ello sugiere que si bien los votantes 
castigan al fa en primera vuelta, eligen dicha opción ante la alternativa 
de la coalición multicolor en la segunda vuelta. De hecho, si comparamos 
entre primera y segunda vuelta, la performance del fa es la mejor de todos 
los períodos electorales considerados. Ello sugiere que si bien el fa no logra 
fidelizar el voto de los dos quintiles más pobres en la primera vuelta, logra 
sí una fidelización «blanda», ya que entre dos alternativas dicotómicas, una 
parte importante estos retornan a la opción del fa.

Una hipótesis alternativa podría formularse enfatizando que el principal 
cambio en las elecciones de 2019 no fueron estas tensiones en la coali-
ción, sino un cambio en la oferta electoral con la aparición de un partido 
político nuevo que logró disputarle electorado al fa en los sectores de 
ingresos bajos. Frente a esta hipótesis en nuestro argumento enfatizamos 
que las particularidades de las restricciones económicas del partido de 
gobierno —menor desempeño de la economía con mayor impacto en los 
sectores menos fidelizados de la colación— fueron una condición funda-
mental para crear un electorado cautivo pasible de ser atraído por una 
ampliación de la oferta electoral que comenzó a disputarle las bases so-
ciales con mayor debilidad de su coalición de apoyo. Las limitaciones del 
partido de gobierno para resolver los problemas de empleo que se fueron 
agudizando sobre todo en estos sectores de ingreso con escasa fidelización 
de voto (véase el gráfico 10) generaron una oportunidad de apoyo electoral 
probablemente canalizado hacia un partido de derecha con un discurso 
populista centrado en los sectores populares que tuvo como consecuencia 
una ajustada derrota del fa.



102

7. Conclusiones

En este ensayo buscamos analizar la derrota del fa después de tres ciclos 
en el gobierno desde una perspectiva que coloca la mirada en los actores 
sociales que formaron parte de las bases de apoyo de la izquierda desde 
su triunfo en 2004. Si bien reconocemos la importancia de los análisis 
que colocan el énfasis en el ámbito electoral como un espacio autónomo, 
creemos que la mirada basada en actores funciona como un complemento 
necesario del análisis electoral ya que permite identificar los conflictos 
distributivos presentes en los ciclos de gobierno y las consecuencias elec-
torales de las decisiones de política pública que realizó la izquierda en los 
últimos 15 años.

Concretamente, aportamos evidencia estilizada y preliminar de cómo la 
izquierda llega al gobierno con base en una coalición con una base social 
amplia y lleva adelante un conjunto de políticas públicas que buscan el 
mantenimiento de esa coalición. Desde esta perspectiva, la derrota del fa 
puede explicarse como la acumulación de un conjunto de tensiones en 
sus bases sociales que recayeron en gran medida sobre los aliados con 
menor poder organizacional y que de forma reciente se habían sumado a 
la coalición. La debilidad organizacional y su arribo tardío a las bases so-
ciales de la izquierda tuvieron como consecuencia una menor capacidad 
de influencia sobre las políticas de adaptación al cambio de ciclo y una 
menor fidelización del voto de estos sectores. Si la ampliación de la oferta 
electoral con el surgimiento de nuevos partidos que buscaron cultivar 
apoyo en los sectores sociales más débiles de la coalición del gobierno fue 
una condición necesaria para la derrota del fa, el impacto del contexto 
económico más restrictivo sobre todo en esos sectores y que la izquierda 
presentara limitaciones para resolver esta tensión fueron condiciones su-
ficientes que permiten comprender el relativo éxito en la ampliación de 
la oferta electoral para explicar el fin del ciclo de gobiernos de izquierda.

Por otro lado, este análisis de la derrota del fa forma parte de una discu-
sión teórica más general acerca de las posibilidades de éxito de un pro-
yecto socialdemócrata en condiciones de debilidad estructural de la clase 
trabajadora, con la presencia de un amplio sector informal y la existencia 
de economías abiertas y duales en donde el sector no transable tiende 
predominar en la formación salarial debido a su mayor peso en térmi-
nos de empleo. En este contexto, la activación de políticas típicas de la 
socialdemocracia europea, como los impuestos progresivos sobre la renta, 
la negociación colectiva a nivel sectorial y la combinación de políticas 
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contributivas y no contributivas tanto a nivel asistencial como en la se-
guridad social, genera un conjunto de tensiones y conflictos distributivos 
entre sectores sociales que no son simples de resolver para un proyecto 
de izquierda socialdemócrata.

El análisis también muestra las dificultades para mantener apoyos socia-
les sostenidos en el contexto de la institucionalidad electoral uruguaya. El 
país presenta un sistema electoral extremadamente exigente para llegar 
al gobierno. La exigencia de mayoría absoluta de los votos emitidos en 
primera vuelta o mayoría relativa en segunda vuelta impone un umbral 
alto a los partidos que para ganar deberán mantener una coalición amplia 
y manejar las tensiones distributivas que este tipo de base social impone 
en conjunto con la estructura económica y de bienestar existente.

Si bien en este trabajo nos concentramos en las tensiones en el ciclo de 
gobiernos de izquierda, los dilemas distributivos también estarán pre-
sentes en la nueva coalición gobernante y sus bases sociales de apoyo. 
A mediano plazo, la combinación entre un sistema electoral exigente 
y una institucionalidad de bienestar segmentada podría volverse difícil 
de articular tanto para la coalición multicolor como para la coalición de 
izquierda.
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  Capítulo II.1:

Oferta electoral y elecciones  
presidenciales en Uruguay 2019:  
fragmentación, nuevos partidos  

y avance del personalismo

Diego Luján

1. Introducción

El ciclo electoral del año 2019 en Uruguay no solo marcó la alternancia 
de partidos en el gobierno, sino que las elecciones presidenciales fue-
ron las más fragmentadas desde la reforma electoral del año 1996, tanto 
en términos de precandidatos como de candidatos presidenciales. A su 
vez, la oferta electoral se vio multiplicada por la presencia de partidos y 
candidatos nuevos, sin trayectoria política previa. El declive electoral de 
los partidos consolidados —aunque moderado—, sumado a una creciente 
fragmentación y heterogeneidad en la oferta electoral, constituyen indi-
cios de un cambio sistémico luego de más de veinte años de equilibrio 
en el sistema de partidos. ¿Qué transformaciones se pueden apreciar en 
la conformación de la oferta de partidos y candidatos en las elecciones 
presidenciales? ¿Cuál es la profundidad de esas transformaciones y cuáles 
pueden ser sus explicaciones?

Este trabajo sostiene que los cambios en la oferta de partidos y candidatos 
en las elecciones presidenciales responden principalmente a dos factores. 
El primero de ellos es el carácter permeable de los procesos de nomina-
ción de candidatos presidenciales de los partidos uruguayos, que ha incen-
tivado, o al menos no ha constreñido, a políticos individuales a disputar 
la nominación dentro de dichos partidos. Esto ha dado lugar al mayor 
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número total de precandidatos desde que se utiliza el mecanismo de pri-
marias para la nominación del candidato único por partido, inaugurado 
en 1999. El segundo factor es un cambio en la composición de los vínculos 
entre políticos y votantes, con una creciente incidencia de los vínculos 
personalistas en desmedro de los vínculos programáticos. La creciente 
personalización de la competencia política y electoral se expresa en es-
trategias novedosas tanto de movilización y persuasión de votantes como 
de canalización de la ambición política. Estas estrategias no se oponen a 
la tradicional vía partidaria, ya que en Uruguay no están permitidas las 
candidaturas independientes, sino que suponen el surgimiento de parti-
dos nuevos que son fundamentalmente vehículos electorales al servicio 
de líderes políticos que hacen de sus características personales la principal 
herramienta de competencia electoral (Gunther y Diamond, 2003).

En conjunto, estos dos factores alteraron la fisonomía de la oferta electoral 
a nivel presidencial en comparación con procesos electorales anteriores, y 
dieron como resultado una sobreoferta de partidos, precandidatos y candi-
datos en la competencia por la presidencia. En muchos casos, la sobreoferta 
fue ajustada por mecanismos de demanda, básicamente mediante el voto 
estratégico, es decir, el abandono sistemático de candidatos no viables en 
favor de las candidaturas más fuertes. En otros casos la oferta fue convali-
dada por el electorado, lo que dio lugar a una fragmentación efectiva fuera 
del equilibrio inducido por las reglas electorales (Cox, 1997). Adicionalmen-
te, y dado que el sistema electoral uruguayo dispone de elecciones concu-
rrentes con voto fusionado, se verificó también el acceso al Parlamento de 
siete partidos políticos, fenómeno que no tiene antecedentes en la historia 
política del país. En este contexto, tres partidos no consolidados1 accedieron 
al Parlamento: Cabildo Abierto (ca), el Partido de la Gente (pg) y el Partido 
Ecologista Liberal Intransigente (peri). De estos, los dos primeros resultaron 
actores claves en la conformación de la Coalición Multicolor (cm) que acce-
dió al gobierno nacional liderada por el Partido Nacional (pn).

El resto del artículo se organiza de la siguiente forma. La siguiente sec-
ción repasa algunos determinantes de la oferta electoral y recoge aquellos 

1	 La distinción entre partidos políticos consolidados y no consolidados no es evidente. En este 
trabajo, seguimos un criterio similar al utilizado por otros autores como Lupu (2016), quien 
utiliza la etiqueta partidos establecidos para referirse a aquellas organizaciones que han lo-
grado adaptarse a cambios en el ambiente y han mantenido su competitividad electoral du-
rante un prolongado período, o Levitsky et al. (2016), quienes adoptan una combinación de un 
umbral de desempeño electoral y un requisito temporal durante el cual el partido se sostenga 
como tal. Por partidos no consolidados entendemos, en consecuencia, a aquellos que no tienen 
trayectoria electoral ni arraigo político sostenido y/o que han tenido desempeños electorales 
marginales.
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factores que la literatura comparada ha identificado como influyentes. 
A continuación, se estilizan los principales rasgos de la oferta de parti-
dos y candidatos en elecciones presidenciales en Uruguay a partir de la 
redemocratización, poniendo en una perspectiva comparada los cambios 
registrados en el ciclo electoral del año 2019. La cuarta sección propone 
algunas explicaciones que podrían dar cuenta de los cambios identificados 
a partir de un análisis de los mecanismos de nominación de los partidos y 
del cambio en el portafolio de mecanismos de vinculación a disposición 
de los partidos y candidatos. La última sección resume el argumento del 
artículo al tiempo que deja abiertas algunas cuestiones a modo de agenda 
de investigación.

2. Los determinantes de la oferta electoral: factores 
institucionales, socioestructurales y políticos

La oferta electoral está constituida por el conjunto de partidos y candi-
datos que están habilitados para competir en elecciones, y como tal es el 
resultado de un proceso dinámico que se inicia en el momento en que 
los partidos y candidatos comienzan a hacer públicas sus intenciones de 
competir electoralmente. En la medida en que esas intenciones empie-
zan a obtener apoyos se produce la convalidación de las candidaturas y 
se ingresa en un período marcado por retiros estratégicos que terminan 
conformando una oferta más o menos ajustada a la capacidad de carga del 
sistema (carrying capacity, Cox, 1997). Este proceso supone que una serie 
de candidaturas podrán quedar por el camino, produciéndose la reducción 
por coordinación estratégica del número de competidores (Luján, 2017).

El sistema electoral uruguayo presenta un conjunto de normas que regu-
lan la carrera electoral por la presidencia. La más importante es la fór-
mula de mayoría absoluta con doble vuelta para la elección presidencial, 
que además es de las más exigentes a nivel comparado ya que requiere 
obtener la mayoría sobre el total de votos emitidos y no sobre los votos 
válidos. Esta regla hace esperable un nivel de entrada mayor que en sis-
temas más restrictivos, ya que la capacidad de carga del sistema soporta 
hasta tres candidatos relevantes en la primera vuelta. Además, la elec-
ción para la presidencia se encuentra fuertemente vinculada a la elección 
legislativa, no solo por la concurrencia temporal de ambos niveles, sino 
fundamentalmente porque el voto está fusionado en una única hoja de 
votación. Esto impide al votante optar por partidos distintos para ambos 
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niveles. Adicionalmente, la existencia de elecciones primarias, abiertas, 
simultáneas y con voto voluntario supone el primer escalón del calen-
dario electoral, en la medida en que todo partido que aspire a presentar 
candidatos al Parlamento y una fórmula presidencial debe comparecer 
en las elecciones primarias. Estas son también elecciones internas para 
los partidos, pues implican la elección de órganos de conducción de los 
partidos (véase el capítulo II.2).

Finalmente, un aspecto muy importante del sistema electoral es que no 
están permitidas las candidaturas independientes. Los partidos políticos tie-
nen el monopolio de la nominación para cargos electivos. Esto hecho, su-
mado a las características que históricamente tiene el sistema de partidos en 
Uruguay, convierte a los partidos en los agentes centrales de todo el proceso 
electoral, lo que refuerza su centralidad, tal como ha registrado la literatura 
(Caetano et al., 1987). Al estar vedadas las candidaturas independientes, los 
procesos de nominación que los partidos siguen adquieren una centralidad 
que destaca en un ejercicio de comparación con otros países latinoamerica-
nos.2 Como se verá más adelante, los partidos políticos uruguayos disponen 
de procesos de nominación muy abiertos, lo que compensa el poder de los 
liderazgos partidarios para la selección de candidatos y la elaboración pro-
gramática. Adicionalmente, esta regla impide las vías alternativas para la 
canalización de la ambición política, forzando a los políticos a buscar vías 
partidistas para su nominación, ya sea disputando la primaria de los parti-
dos existentes o creando sus propios partidos.

Al inicio del ciclo electoral del 2019 la elección se encaminaba a tener dos 
contendientes principales, el Frente Amplio (fa) y el pn, tal como había 
sucedido en los tres ciclos electorales precedentes. El conjunto de encues-
tas disponibles en el momento en que tanto los partidos como los precan-
didatos toman sus decisiones de entrada mostraban un panorama similar: 
un decrecimiento en la intención de voto hacia el fa en comparación con 
la elección del 2014, pero estabilidad en el resto de los partidos tomados 
como un bloque.3 Por tanto, ambos elementos alentaban la expectativa 
de que el ciclo electoral del año 2019 tuviera rasgos sistémicos simila-
res a los anteriores. Adicionalmente, la posición del principal candidato 

2	 Varios países latinoamericanos permiten las candidaturas independientes a la presidencia, 
como México, Honduras, República Dominicana, Venezuela, Colombia, Ecuador, Chile y Para-
guay. En estos casos, se exigen requisitos variables como avales de organizaciones sociales o 
de un cierto número de ciudadanos.

3	 Véase por ejemplo https://ladiaria.com.uy/articulo/2019/10/la-evolucion-de-la-intencion-de-voto-
de-los-partidos/ y https://www.cifra.com.uy/index.php/2019/10/21/intencion-de-voto-en-las-elec-
ciones-nacionales-2/
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de oposición, Luis Lacalle Pou (pn), tempranamente anunciada,4 sobre 
la conformación de una amplia coalición electoral luego de la primera 
vuelta desalentaba el voto estratégico dentro del bloque opositor, ya que 
emitir un voto por los partidos menores permitía acumular votos hacia 
la conformación de la coalición en la segunda vuelta que parecía estar 
asegurada.

La oferta electoral también puede estar influida por factores socioestruc-
turales y territoriales (Bartolini, 2000; Lipset y Rokkan, 1967; Stoll, 2013). 
En este sentido, Uruguay presenta una de las sociedades más homogéneas 
de América Latina, sin clivajes socioestructurales políticamente activos. 
Lo mismo puede decirse desde el punto de vista territorial, ya que no 
existen clivajes regionales relevantes, con una oferta de partidos amplia-
mente nacionalizada. Esto contribuye a explicar por qué no han existi-
do en Uruguay partidos regionales o de minorías que hayan alcanzado 
relevancia electoral o que hayan sido capaces de sobrevivir durante un 
período considerable.

Por último, existen factores estrictamente políticos que afectan el nivel 
de entrada y, por tanto, contribuyen a modelar la oferta electoral. Entre 
ellos se encuentran la estabilidad del mercado electoral y el tipo de di-
ferenciación que predomine entre los actores centrales del sistema. Los 
mercados electorales estables y en los cuales predominan los vínculos 
programáticos suelen tener una oferta menos fragmentada que los mer-
cados electorales inestables y no programáticos (Luján, 2017, 2020). En 
Uruguay, tradicionalmente ambos factores han contribuido a mantener la 
fragmentación de la oferta en niveles moderados, ya que se han registrado 
niveles comparativamente bajos de volatilidad electoral y ha predominado 
la diferenciación programática entre los principales partidos del sistema.

4	 La voluntad de Lacalle Pou de procurar conformar una coalición «multicolor» entre cuatro 
o cinco partidos fue anunciada incluso con anterioridad a las elecciones primarias, todavía 
como precandidato nacionalista. Esta señal facilitó el armado posterior de su coalición de 
gobierno y alentó el voto sincero en la primera vuelta de octubre, ya que los votantes sa-
bían de antemano que no era necesario abandonar su primera preferencia. Véase https://www.
montevideo.com.uy/Noticias/Lacalle-Pou--Vamos-rumbo-a-un-gobierno-multicolor-de-cuatro-
o-cinco-partidos--uc720816
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3. La oferta presidencial en Uruguay  
desde la redemocratización

En la sección anterior se definió la conformación de la oferta electoral 
como un proceso dinámico que en Uruguay permite distinguir dos pe-
ríodos diferentes. El primero corresponde a las elecciones primarias de 
los partidos que se celebran en el mes de junio y redunda en una oferta 
de precandidatos presidenciales y partidos que disputan las primarias. 
En esta etapa, los políticos en tanto agentes individuales están sometidos 
al dilema de la entrada, tienen que medir apropiadamente los riesgos de 
entrar en una carrera muy costosa y de incierta recompensa. Este primer 
momento supone el pasaje de la ambición naciente a la ambición expre-
siva, para usar los términos de Lawless (2012), lo que requiere considerar 
no solo la estructura de oportunidades, sino también las características 
personales de los potenciales candidatos.

Habitualmente muchas figuras políticas anuncian su decisión de competir 
como precandidatos y con el tiempo la dinámica del proceso se encarga de 
regular el nivel de entrada, a partir de retiros estratégicos que terminan 
de conformar la oferta de precandidatos en el sistema.5 En las primarias 
también se juega la suerte de los partidos menores, dado que para poder 
comparecer en la elección presidencial deben reunir al menos 500 votos 
en estas elecciones. 

La segunda etapa corresponde a la primera vuelta presidencial (concu-
rrente con la elección legislativa) del mes de octubre, en la que se conso-
lida la oferta de partidos y de candidatos presidenciales. Eventualmente, 
una tercera etapa correspondería al balotaje entre los dos candidatos más 
votados en la etapa anterior, pero a los fines del análisis de la oferta elec-
toral esta tercera etapa no reviste demasiado interés.

En términos comparados, Uruguay ha presentado una oferta con una frag-
mentación moderada. El gráfico 1 muestra la variación del número total 
de candidatos presidenciales en dieciocho regímenes presidencialistas lati-
noamericanos. Puede observarse que Uruguay presentó un número relati-
vamente bajo de candidatos presidenciales y con una variación moderada 
alrededor de la mediana de ocho candidatos que coincide con la mediana 
general de la región (representada por la línea punteada vertical). A su vez, 

5	 A modo de ejemplo, a principios de abril de 2019 la por entonces senadora Verónica Alonso 
anunció su retiro como precandidata presidencial por el pn y decidió apoyar la precandida-
tura de Juan Sartori. Véase https://www.radiomontecarlo.com.uy/2019/04/07/nacionales/veroni-
ca-alonso-baja-su-precandidatura-y-se-une-a-sartori/
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el 50 % central de las observaciones (representado por el tamaño de la caja 
central) varió entre seis y once candidatos presidenciales.

Gráfico 1: Número total de candidatos presidenciales  
en América Latina, 1980-2016

Fuente: Elaboración propia con base en Luján (2020).

Pese a que en términos comparados Uruguay ha presentado una oferta 
de candidatos en línea con la mediana regional, esa tendencia general ha 
mostrado variación a través del tiempo. Una de las características más 
notorias del sistema político uruguayo hasta la reforma constitucional 
del año 1997 fue la posibilidad de que los partidos políticos presentaran 
múltiples candidaturas a la presidencia, aprovechando el sistema de doble 
voto simultáneo (dvs). Este sistema, que permitía dirimir la competen-
cia no solo entre los partidos, sino entre las distintas fracciones que los 
componían, fue un rasgo central de la política uruguaya durante casi 
todo el siglo xx (Buquet et al., 1998; González, 1993). En principio, el dvs 
alentaba una oferta con pocos partidos y muchos candidatos. Por un lado, 
la cantidad de partidos viables estaba limitada por la fórmula de mayoría 
simple a una sola vuelta. Por otro lado, la conveniencia de aprovechar las 
economías de escala de contar con una etiqueta partidaria fuerte dentro de 
la que lanzar una candidatura presidencial reforzaba la multiplicidad de 
candidatos dentro de los partidos consolidados. Con la reforma electoral 
del año 1997 se modificaron buena parte de los incentivos del anterior 
sistema electoral, al impedir el dvs para la elección presidencial. En la 
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elección inmediatamente posterior a la reforma (en 1999) se verificó un 
derrumbe en el número total de candidatos presidenciales (pasó de 20 a 
5, véase el gráfico 2), exhibiendo probablemente una sobrerreacción de 
los agentes políticos a las nuevas reglas. Más allá del posterior reajuste, el 
esquema de incentivos redujo la fragmentación de la oferta en el mercado 
electoral presidencial, que pasó a operar en un nuevo equilibrio de entre 
cinco y ocho candidaturas.

Gráfico 2: Evolución de la oferta electoral en elecciones  
presidenciales en Uruguay 1984-2019

Fuente: Elaboración propia.

A partir del año 2014 se verificó un aumento en la oferta de candida-
tos presidenciales, que se intensificó en 2019, que con once candidatos 
presidenciales volvió a ubicarse en valores similares a los de la etapa 
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prerreforma. Este cambio de tendencia fue acompañado por un aumen-
to considerable en el número total de precandidatos. Dado que desde la 
reforma de 1997 los partidos deben presentar una única candidatura a 
la presidencia seleccionada en elecciones primarias, el número de pre-
candidatos constituye el indicador más grueso de ambición política en el 
mercado presidencial. Este número permaneció estable entre 1999 y 2014, 
entre dieciséis y veinte precandidatos. Sin embargo, en la elección del 
año 2019 un total de veintiocho precandidatos disputaron la nominación 
de candidatos presidenciales, mostrando un aumento del 75 % en compa-
ración con 2014.

Cuando se analiza el comportamiento de los partidos políticos consolida-
dos se observan también continuidades y cambios. Por el lado del fa, la 
oferta de precandidatos ha sido sistemáticamente la más baja entre los 
partidos consolidados, pese a lo cual en 2019 presentó la oferta de precan-
didatos más fragmentada desde que el sistema de nominación por eleccio-
nes primarias entró en vigor, con cuatro precandidatos presidenciales. Su 
contracara es el pc, que durante el período analizado presentó la interna 
más fragmentada, con la única excepción de la elección del año 2004. 
Mientras, el pn ha presentado entre tres y cinco precandidatos presiden-
ciales durante el período de estudio, situándose en un nivel intermedio 
entre el fa y el pc. Otro aspecto destacable de la elección del año 2019 es 
que los tres partidos consolidados presentaron una oferta de precandidatos 
más fragmentada que en la elección inmediatamente anterior: el fa y el 
pc duplicaron su oferta de precandidatos (de dos a cuatro y de tres a seis, 
respectivamente) y el pn pasó de cuatro a cinco.

Finalmente, en las elecciones de 2019 la mayor fragmentación de la oferta 
electoral fue convalidada parcialmente por el electorado, lo que se refleja 
en el incremento del número efectivo de candidatos presidenciales, que 
ascendió a casi cuatro, ubicándose en valores incluso más altos que en la 
etapa previa a la reforma constitucional. Esto muestra un mercado electo-
ral presidencial más ineficiente, en el sentido de que se verifica un mayor 
número de votos desperdiciados, y señala que el incremento de la fragmen-
tación de la oferta no estuvo dado únicamente por candidatos testimoniales, 
sino que la ciudadanía convalidó parcialmente una oferta más heterogénea 
y fragmentada, que dejó al conjunto de partidos políticos consolidados con 
una votación menor en la comparación con la elección del año 2014.
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4. Explorando explicaciones: partidos permeables y 
cambios en los mecanismos de vinculación

De acuerdo con los determinantes de la oferta electoral repasados en la 
segunda sección, las transformaciones en la oferta de partidos y can-
didatos que comenzaron a despuntar en el ciclo electoral 2019 pueden 
obedecer a distintos factores. Por un lado, las reglas del juego electoral 
fijan un primer límite para la cantidad y las características de la oferta 
electoral. En ese sentido, la estabilidad en el conjunto de instituciones 
que regulan las elecciones en Uruguay hace difícil pensar que este factor 
pueda ser particularmente apto para explicar los cambios ocurridos, dado 
que el sistema electoral permaneció incambiado desde la reforma de 1997.

Algo similar sucede con la estructura social como factor determinante 
de la fragmentación. La estructura social es inelástica en el corto plazo, 
y no es posible atribuir a este factor los cambios registrados en la oferta 
electoral, ya que esta no ha sido impulsada por candidaturas que repre-
senten a minorías sociales o regionales. Antes bien, más allá de los én-
fasis temáticos diversos que recuerdan a partidos de nicho, el aumento de 
la fragmentación de la oferta ha estado basado en partidos creados como 
vehículo electoral por outsiders o políticos individuales de oposición. Ex-
periencias novedosas como el Partido Digital (pd), el peri o el Partido Verde 
Animalista (pva), o incluso más específicamente el caso de ca, son instan-
cias de este fenómeno, que contribuyó a fragmentar la oferta electoral.

El nivel de participación también podría afectar algunas características de 
la oferta electoral. Como ya se señaló, desde la reforma de 1997 los parti-
dos deben seleccionar a sus candidatos presidenciales mediante elecciones 
primarias abiertas, simultáneas y obligatorias, con voto voluntario. Este 
conjunto de reglas genera incentivos para que los candidatos seleccio-
nados sean más afines a la militancia de cada uno de los partidos, en la 
medida en que son los militantes y los adherentes más entusiastas los que 
presentan una mayor predisposición a votar en elecciones no obligatorias 
(Buquet y Piñeiro, 2011). Además, esto podría afectar la fragmentación de 
la oferta en el mediano y largo plazo, pues si determinado tipo de can-
didato es sistemáticamente subrepresentado por no encarnar fielmente 
las preferencias de la base militante de los partidos, puede perfectamente 
optar en la siguiente elección por crear su propio partido y competir en las 
elecciones nacionales, con el único escollo de superar el umbral reque-
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rido en las primarias.6 Como se observa en la gráfico 3, el nivel de par-
ticipación en elecciones nacionales se ubicó sistemáticamente en valores 
altos, oscilando en el 90 % de los votantes registrados durante el período, 
mientras que la participación en las elecciones primarias muestra, desde 
su adopción en 1999, una fluctuación mucho mayor.

Gráfico 3: Participación electoral en Uruguay 1984-2019

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

Ligado a lo anterior, un aspecto central de la conformación de la oferta 
electoral está dado por los procesos de nominación de precandidatos que 
sigue cada partido. Más allá de que la celebración de primarias supone un 
primer proceso de reducción que impone el sistema electoral al restringir 
a un candidato único por partido, la permeabilidad de los mecanismos de 
nominación de los partidos uruguayos favorece la multiplicación de las 
precandidaturas, en particular dentro de los partidos consolidados, que 
son los que presentan una mayor diversidad interna. Los requisitos y exi-
gencias para presentar una precandidatura dentro de los partidos varían 
de caso a caso, pero en líneas generales son escasos.

6	 Fundamentalmente la disposición que requiere que los partidos superen el umbral de 500 vo-
tos en las elecciones primarias para poder competir en la elección nacional. Si bien el umbral 
es bajo, en 1999 y 2004 dos partidos no lograran superarlo. En 2009 fueron tres los partidos 
que no alcanzaron el umbral, mientras que en 2014 fueron dos y en 2019 fueron cuatro.
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Probablemente, el caso paradigmático de la permeabilidad que caracteri-
za a los procesos de nominación sea el de José Gervasio González, quien 
disputó la nominación dentro del pc y obtuvo apenas tres votos en las 
elecciones primarias. Al tratarse de un absoluto desconocido en la política 
nacional, no es extraño el resultado que obtuvo en las urnas. Sin embargo, 
la pregunta es cómo es posible que una candidatura que no llega incluso 
a ser testimonial atraviese el proceso de nominación sin quedar por el 
camino. La respuesta es simple: cualquiera puede ser precandidato a la 
presidencia dentro de la mayor parte de los partidos políticos uruguayos. 
En el caso del pc, las reglas apenas requieren estar afiliado al partido y que 
una agrupación respalde la precandidatura.7

Algo similar sucedió en el pn con la precandidatura de otro desconocido 
(esta vez con la inestimable ventaja de ser un millonario) como Juan 
Sartori, quien finalizó en el segundo lugar en la primaria nacionalista. 
Sartori se afilió al pn en setiembre de 2018, apenas unos días antes de 
lanzar su precandidatura, apoyada por un sector sin demasiada actividad 
dentro del partido, Todo por el Pueblo. Al igual que el pc, el pn no cuenta 
con mayores requisitos para avalar una precandidatura, ni siquiera un 
tiempo mínimo como afiliado al partido.8 La permeabilidad de los meca-
nismos de nominación interna es identificada por los propios dirigentes 
nacionalistas como un asunto a revisar.9

Entre los partidos consolidados el fa es el que dispone de mayores re-
quisitos para avalar las nominaciones de precandidatos a la presidencia. 
En efecto, el procedimiento para nominar a sus precandidatos a la pre-
sidencia implica contar, en primer término, con el aval de al menos ¹/₅ 
de miembros del Plenario Nacional, y luego con la aprobación por 2/3 de 
los miembros del Congreso del partido.10 Con sus diferencias, en ambas 

7	 Según Adrián Peña, secretario general del pc, «cualquier persona que esté afiliada al partido 
y cumpla con los requisitos formales puede ser candidato». Tomado de El País, 3 de junio de 
2019, https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/momento-surgio-precandidato-partido-co-
lorado-trata.html, accedido por última vez 2 de julio de 2020.

8	 La Carta Orgánica del pn estipula en sus artículos 92 a 97 que es necesario contar con el aval 
de una agrupación nacional, la cual debe ser acompañada por el aval de quinientos miembros 
de dicha agrupación, los cuales deben estar al día con sus contribuciones al tesoro partidario. 
Con estos requisitos cumplidos, «el Directorio aprobará la nómina de candidatos presentada, 
autorizará el uso del lema, y lo comunicará a la Corte Electoral» (art. 97).

9	 La entonces presidenta del directorio del pn, Beatriz Argimón, sostuvo que «a raíz de las pers-
pectivas que surgieron en esta elección, tras el período electoral puede plantearse un cambio 
en el estatuto» para hacer más exigentes los procesos internos de nominación de precandida-
tos. Véase https://www.lr21.com.uy/politica/1400834-juan-sartori-partido-nacional-blancos-es-
tatutos-directorio, accedido por última vez el 2 de julio de 2020 a las 16:10.

10	  Artículo 89 de los Estatutos del fa.
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instancias colectivas están representadas las fracciones internas (sectores) 
y la militancia de base.

Además de la permeabilidad de los procesos de nominación, los cambios 
en la oferta electoral estuvieron marcados por una reconfiguración de los 
mecanismos de vinculación entre políticos y votantes. Según la literatura, 
existen tres tipos ideales de vínculos (linkages) entre políticos y ciudada-
nos: programáticos, clientelares (particularistas) y personalistas (Kitschelt, 
2000; Kitschelt et al., 2010). Empíricamente, los partidos y candidatos 
combinan de distinta forma estos vínculos ideales para obtener un por-
tafolio de estrategias de movilización y persuasión óptima, que da lugar a 
vínculos mixtos o segmentados (Kitschelt y Wilkinson, 2007; Luna, 2014).

Tradicionalmente, y en particular desde la redemocratización, en Uruguay 
han predominado los vínculos programáticos, en el marco de un sistema 
de partidos institucionalizado (Mainwaring, 2018; Piñeiro y Rosenblatt, 
2020). Dado que los vínculos pueden ser entendidos como mecanismos 
alternativos de diferenciación, al menos desde 1985 los partidos y los polí-
ticos uruguayos han mantenido un tipo de diferenciación principalmente 
programática. Esto se ha traducido en una considerable distancia ideoló-
gica, en particular entre el fa sosteniendo un claro posicionamiento de 
izquierda y el pn y el pc ubicándose en una posición de derecha, pese a que 
el electorado ha sido sistemáticamente moderado (Moraes y Luján, 2016).

Si bien la elección del año 2019 no ha implicado una ruptura drástica de 
esta tendencia, ha presentado algunas discontinuidades en la prevalencia 
de los vínculos entre políticos y votantes. El esfuerzo de los principales 
candidatos por diferenciarse ideológicamente parece haber decrecido, a la 
vez que han reducido la intensidad y el contenido ideológico en sus ape-
laciones. En cambio, las características personales de los candidatos han 
pasado a ocupar un rol central en los esfuerzos de movilización y per-
suasión del electorado. Si bien es difícil capturar estos cambios a través 
de un único indicador, el gráfico 4 muestra la suma de las distancias en 
el eje izquierda-derecha entre los partidos y candidatos que componen la 
oferta electoral presidencial. Como puede verse, las distancias agregadas 
se reducen entre el 2009 y el 2019. Si el nivel de diferenciación ideológica 
es un indicador de la prevalencia de vínculos programáticos, los datos 
muestran que estos pueden haber sufrido un desgaste en los últimos años.
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Gráfico 4: Diferenciación ideológica en la oferta electoral  
presidencial en Uruguay 2009-2019

Fuente: Elaboración propia con base en datos de cses e icp.

A su vez, cuando se repasan las diferencias programáticas entre los prin-
cipales partidos que componen la oferta electoral, se encuentra escasa di-
ferenciación. En efecto, el análisis cuantitativo de los programas partida-
rios muestra una convergencia entre los principales actores del sistema. 
El gráfico 5 muestra los resultados de dos métodos para el escalamiento de 
textos partidarios,11 y en ambos casos se observa que la diferenciación pro-
gramática entre los partidos es escasa. Dos prevenciones deben ser hechas al 
respecto: en primer lugar, estos datos no dicen si la diferenciación aumentó 
o no respecto a elecciones anteriores; en segundo lugar, no necesariamente 
los programas partidarios constituyen la mejor fuente de datos para estimar 
las verdaderas posiciones de los partidos. Pese a esto, los esfuerzos por di-
ferenciarse programáticamente deberían a priori traducirse en programas 
con distinto contenido. Esto no quiere decir que los partidos no hayan in-
currido en esfuerzos de diferenciación, sino que dichos esfuerzos estuvieron 
crecientemente asociados a apelaciones no programáticas.

11	 Tanto Wordscores (Laver et al., 2003; Lowe, 2008) como Wordfish (Slapin y Proksch, 2008) cons-
tituyen modelos alternativos de escalamiento de textos políticos, y su uso se encuentra muy 
extendido en la disciplina. La principal diferencia entre ambos es que mientras Wordscores 
requiere la identificación a priori de la posición de algunos textos políticos de referencia para 
lograr escalar el resto de los textos cuya posición es desconocida (para la figura 5 se utilizaron 
como referencias las ubicaciones promedio de ca, pi y up, de acuerdo con los datos del cses-icp), 
Wordfish es un método de escalamiento no supervisado, lo que significa que no requiere in-
formación a priori, sino que estima la posición de todos los textos a partir de las frecuencias 
observadas de las palabras contenidas en cada documento.
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Gráfico 5: Diferenciación entre programas de gobierno  
de partidos políticos, Uruguay 2019

Fuente: Elaboración propia.

Si bien la disputa por la presidencia lleva implícita una atención exacer-
bada a los atributos de los candidatos en comparación con lo que ocurre 
en elecciones legislativas, pues en última instancia el carácter uniperso-
nal del cargo lleva a concentrar la atención en los rasgos de los candi-
datos, en la elección del 2019 el fenómeno adquirió especial relevancia 
en comparación con el pasado.12 Algunos rasgos de la evolución política 
reciente en Uruguay contribuyen a entender el fenómeno de la irrupción 
del personalismo como estrategia de movilización y persuasión electoral.

Los partidos políticos atraviesan una crisis de legitimidad y capacidad 
para canalizar la participación ciudadana tanto en América Latina como a  
nivel global (Dalton y Wattenberg, 2002; Lupu, 2016; Webb, 2005). Aun 
en países como Uruguay, con una tradición de alta adhesión a los par-
tidos, esta tendencia comienza a habilitar nuevas vías para políticos con 
ambición electoral que observan que la desconfianza en los partidos sugiere 

12	 La distinción entre presidencialismo y parlamentarismo no es trivial en este aspecto, pues 
se ha sostenido que el presidencialismo exacerba el componente personal de la política. Sin 
embargo, la tendencia global hacia la política personal ha llevado a algunos investigadores a 
plantear la presidencialización de la política, incluso en regímenes parlamentarios (Poguntke 
y Webb, 2005).
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mecanismos alternativos en los cuales basar sus estrategias. Adicionalmen-
te, el hecho de que el fa haya gobernado durante tres períodos consecutivos 
lo vuelve responsable ante la ciudadanía de su gestión, privándolo de una 
fuente de diferenciación de la que disponía en la etapa previa al año 2005, 
cuando capitalizaba electoralmente, de forma casi exclusiva, el descontento 
que inevitablemente genera la gestión del gobierno. Así, los partidos conso-
lidados del sistema han ocupado el gobierno nacional, lo que en cierta for-
ma también habilitó el ingreso de nuevos partidos desafiantes que lograron 
capitalizar electoralmente lo que antes era exclusividad del fa.

Como se observa en el gráfico 6, en Uruguay el nivel de identificación parti-
daria ha permanecido relativamente estable en los años recientes, pero con 
una tendencia general hacia una reducción en la proporción de personas 
que simpatizan con algún partido. El porcentaje de ciudadanos identificados 
con algún partido ha rondado el 50 %, y en particular en el año 2019 ha 
llegado al 47 %, porcentaje particularmente bajo si se tiene en cuenta que se 
trata de un año electoral. Si bien a nivel comparado estos niveles de parti-
dismo son altos, en la trayectoria uruguaya constituyen un límite para las 
estrategias basadas en los partidos, pues al menos la mitad del electorado no 
se siente identificado con ninguno de los partidos existentes.

Gráfico 6: ¿Simpatiza usted con algún partido político?  
Uruguay 2007-2019

Fuente: Elaboración propia con base en datos de lapop.
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Gráfico 7: Confianza en partidos políticos en Uruguay 1995-2018

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro.

Además, como se observa en el gráfico 7, el nivel de confianza del electo-
rado en los partidos se encuentra en los niveles más bajos desde que exis-
ten mediciones sistemáticas, solo comparable con los registros de los años 
2002 y 2003, años de la profunda crisis social y económica. En particular, 
desde el año 2009 la confianza en los partidos ha registrado una caída 
sistemática entre quienes manifiestan «mucha» o «algo» de confianza, 
creciendo en la misma magnitud quienes manifiestan sentir «ninguna» 
confianza hacia los partidos.

En este contexto, no es extraño que la oferta electoral haya crecido en los 
niveles que se mencionaron en la sección anterior, impulsada por partidos 
nuevos y por candidatos de fuerte impronta personal que decidieron crear 
nuevos instrumentos partidarios para competir electoralmente. Estas trans-
formaciones en la conformación de la oferta tuvieron su correlato entre los 
votantes, quienes convalidaron la mayor importancia que han adquirido 
los candidatos presidenciales a la hora de decidir su voto. Como puede ob-
servarse en el gráfico 8, con la excepción del fa, entre los cuatro partidos 
más votados en el 2019 el candidato presidencial ha sido el principal factor 
determinante del voto, y en particular dentro de ca donde la figura de Mani-
ni Ríos parece haber sido casi el único factor relevante para sus votantes.13

13	 Más allá del aspecto gráfico, el análisis bivariado también señala que existe asociación esta-
dísticamente significativa entre las dos variables de la figura 8. La prueba de chi-cuadrado 
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Gráfico 8: Principal motivo del voto en elecciones 
 presidenciales Uruguay 2019

Fuente: Elaboración propia con base en datos de cses-icp.

La exacerbación del componente personalista afectó la centralidad de los 
partidos políticos, que han sido históricamente los principales protagonis-
tas de la política uruguaya. La creciente importancia de los candidatos, de 
sus características personales y de su estilo de liderazgo ha pasado a for-
mar una parte cada vez más relevante en la consideración de la opinión 
pública y del electorado. Esto también puede apreciarse en la selección 
que los distintos candidatos hicieron de las candidaturas a la vicepresi-
dencia, para completar la fórmula presidencial. La facultad de nombrar al 
candidato a vicepresidente recae teóricamente sobre los órganos colecti-
vos partidarios, elegidos en las mismas elecciones primarias, con la idea 
de que luego de la contienda interna la fórmula presidencial del partido 
se complete buscando el equilibrio interno entre los distintos sectores 
partidarios. Sin embargo, tanto en el caso de Lacalle Pou (pn) como de 
Daniel Martínez (fa) y de Ernesto Talvi (pc) la elección de sus candidatos 
a vicepresidente revela una estrategia diferente, no basada en equilibrios 
partidarios sino en preferencias personales.

El despunte del personalismo como estrategia electoral no se verifica 
únicamente entre los partidos consolidados. El propio Manini Ríos (ca), 
candidato presidencial de un novel partido creado pocos meses antes de 
las elecciones primarias, hizo de su figura de ex comandante del Ejército 

alcanza un valor de 76,47, significativo con un p-valor de 0,000 para 6 grados de libertad. A su 
vez, el coeficiente V de Cramer es de 0,202.
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Nacional uno de los principales elementos de su campaña. Si bien su 
posicionamiento ideológico era claramente identificado por el electorado 
como de derecha,14 su campaña no estuvo exclusiva ni principalmente 
centrada en el componente ideológico, sino en su condición de ex co-
mandante en jefe del Ejército, en un discurso antipolítico y de enfren-
tamiento a la política tradicional. Manini Ríos hizo campaña criticando 
a la «corporación política» e insistiendo en la honestidad y en valores 
artiguistas, elementos que funcionan como valence issues, compartidos por 
casi la unanimidad de la ciudadanía uruguaya.

5. Conclusiones

El ciclo electoral del año 2019 ha mostrado algunas novedades en cuanto 
a la conformación de la oferta electoral. Este trabajo repasa algunas de 
ellas, que podrían resumirse en una oferta más fragmentada y heterogé-
nea que en el pasado, especialmente impulsada por partidos y candidatos 
nuevos, sin trayectoria política previa. Si bien no se trata de cambios 
profundos que alteren por completo las pautas de comportamiento tradi-
cionales del sistema político uruguayo, han transformado suficientemen-
te algunos de los incentivos que regulan la canalización de la ambición 
política mediante estrategias alternativas a las utilizadas en el pasado. 
Este trabajo ha sostenido que al menos dos factores resultan relevantes 
para explicar estos cambios. En primer lugar, la relativa permeabilidad 
de los procedimientos de nominación de precandidatos a la presidencia 
de los partidos uruguayos. Con la parcial excepción del fa, los requisi-
tos para lanzar precandidaturas dentro de los partidos son de tan fácil 
cumplimiento que prácticamente no excluyen a nadie de la posibilidad 
de ser precandidato presidencial. Esto ha contribuido a un aumento sin 
precedentes de la oferta de precandidatos presidenciales y ha permitido 
a políticos sin experiencia ni trayectoria política competir dentro de los 
partidos consolidados.

En segundo lugar, una vez dirimida la competencia interna por la nomi-
nación, la oferta de candidatos presidenciales ha sido impulsada por una 
creciente personalización de la competencia política, y la consiguiente 
disminución de la diferenciación programática. La creciente importancia 
de la figura de los líderes y candidatos presidenciales ha estado impulsa-

14	 Según datos de cses, Cabildo Abierto era percibido por los votantes en el 7,7 en una escala que 
va del 0 al 10, donde 10 es extrema derecha.
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da por un declive en la identificación de los ciudadanos con los partidos 
políticos y la creciente desconfianza en ellos como instrumentos de parti-
cipación política. En este contexto, los partidos consolidados son crecien-
temente desafiados (en algunos casos con éxito) por partidos nuevos que, 
montados sobre la desconfianza hacia las formas tradicionales de acción 
política, presentan una oferta fragmentada basada en características per-
sonales de sus candidatos, en su trayectoria, su carisma o su dinero.

Finalmente, cabe destacar que la reforma de 1996 parece estar perdiendo 
buena parte de su efecto ordenador sobre la oferta electoral, que en la 
última elección se acercó a la oferta de candidatos previa a la reforma, y 
exhibiendo un notorio crecimiento en la oferta de precandidatos dentro 
de los partidos. La razón de esto es que la reforma ayudó a reducir la frag-
mentación con la introducción de elecciones primarias y del candidato 
único por partido, pero esa lógica funcionaba asumiendo que la oferta de 
partidos sería más o menos inelástica (es decir, que competirían siempre 
los mismos partidos). Pero ese supuesto comenzó a mostrarse equivo-
cado en los últimos años, pues nuevos partidos se sumaron a la oferta y 
lograron sortear el umbral legal para participar en la competencia presi-
dencial. En consecuencia, la reforma electoral, que fue muy exigente al 
limitar a una única candidatura presidencial en los partidos establecidos, 
con el tiempo se vio insuficiente para limitar la fragmentación de la 
oferta dada la permisividad con que los partidos políticos regularon el uso 
del lema para habilitar las precandidaturas, y la relativa facilidad para la 
creación de partidos nuevos. Es posible que próximamente asistamos a dos 
debates de carácter institucional: dentro de los partidos sobre la necesidad 
de reformar los procedimientos para el uso del lema partidario, colocando 
requisitos más exigentes; y a nivel del sistema político sobre la regulación 
para la creación de nuevos partidos y su financiamiento.



129

Bibliografía

Bartolini, S. (2000). The Class Cleavage: The Electoral Mobilisation of the Euro-
pean Left 1880-1980. Cambridge University Press.

Buquet, D., Chasquetti, D., y Moraes, J. A. (1999). Fragmentación política y go-
bierno en Uruguay: ¿Un enfermo imaginario? Montevideo: Instituto de 
Ciencia Política, fcs, Udelar.

Buquet, D., y Piñeiro, R. (2011). Participación electoral en las elecciones pri-
marias en Uruguay. Debates, 5(2): 79.

Caetano, G., Rilla, J., y Pérez, R. (1987). La partidocracia uruguaya: Historia y teoría 
de la centralidad de los partidos políticos. Cuadernos del claeh, 44(4): 37-62.

Cox, G. W. (1997). Making votes cont.: Strategic coordination in the world’s elec-
toral systems. Cambridge University Press.

Dalton, R., y Wattenberg, M. (Eds.). (2002). Parties without partisans: Political 
change in advanced industrial democracies. Oxford University Press.

González, L. E. (1993). Estructuras políticas y democracia en Uruguay. Montevideo: fcu.

Gunther, R., y Diamond, L. (2003). Species of political parties: A new typol-
ogy. Party Politics, 9(2): 167-199.

Kitschelt, H. (2000). Linkages between citizens and politicians in democratic 
polities. Comparative Political Studies, 33(6-7): 845-879.

Kitschelt, H., Hawkins, K., Luna, J., Rosas, G., y Zechmeister, E. (Eds.). (2010). 
Latin American party systems. Cambridge University Press.

Kitschelt, H., y Wilkinson, S. (2007). Patrons, clients and policies: Patterns of demo-
cratic accountability and political competition. Cambridge University Press.

Latin American Public Opinion Project (lapop). Universidad de Vanderbilt. 
Disponible en https://www.vanderbilt.edu/lapop/

Latinobarómetro, Opinión Pública Latinoamericana. Disponible en http://
www.latinobarometro.org/

Laver, M., Benoit, K., y Garry, J. (2003). Extracting policy positions from political 
texts using words as data. American Political Science Review, 97(2): 311-331.

Lawless, J. L. (2012). Becoming a candidate: Political ambition and the decision to 
run for office. Cambridge University Press.



130

Levitsky, S., Loxton, J., y Van Dyck, B. (2016). Introduction: Challenges of 
Party-Building in Latin America. En S. Levitsky, J. Loxton, B. Van 
Dyck y J. Domínguez (Eds.), Challenges of Party-Building in Latin 
America. Cambridge University Press.

Lipset, S. M., y Rokkan, S. (Eds.). (1967). Party systems and voter alignments: 
Cross-national perspectives. Free Press.

Lowe, W. (2008). Understanding Wordscores. Political Analysis, 16(4): 356-371.

Luján, D. (2017). El costo de coordinar: Número de candidatos presidenciales 
en América Latina 1993-2010. Revista de Ciencia Política, 37(1): 25-46.

Luján, D. (2020). Diferenciación ideológica y coordinación estratégica en eleccio-
nes presidenciales en América Latina. Colombia Internacional, 103: 29-55.

Luna, J. (2014). Segmented representation: Political party strategies in anaquel 
democracies. Oxford: Oxford University Press.

Lupu, N. (2016). Party brands in crisis: Partisanship, brand dilution, and the break-
down of political parties in Latin America. Cambridge University Press.

Mainwaring, S. (2018). Party system institutionalization in contemporary 
Latin America. En S. Mainwaring (Ed.), Party systems in Latin Amer-
ica: Institutionalization, decay, and collapse. Cambridge University 
Press, pp. 34-70.

Moraes, J., y Luján, D. (2016). Un centro vacío de candidatos: Evaluando 
modelos espaciales para las elecciones presidenciales en Uruguay. 
En A. Garcé y N. Johnson (Coords.), Permanencias, transiciones y rup-
turas: Elecciones en Uruguay 2014/15. Montevideo: Fin de Siglo, Ins-
tituto de Ciencia Política, pp. 73-92.

Piñeiro, R., y Rosenblatt, F. (2020). «Stability and incorporation: toward a 
new concept of party system institutionalization». Party Politics, 
26(2): 249-260.

Poguntke, T., y Webb, P. (Eds.). (2005). The Presidentialization of Politics: A 
Comparative Study of Modern Democracies. Oxford University Press.

Slapin, J., y Proksch, S. (2008). A scaling model for estimating time-series party 
positions from texts. American Journal of Political Science, 52(3): 705-722.

Stoll, H. (2013). Changing societies, changing party systems. Cambridge University 
Press.

Webb, P. (2005). Political parties and democracy: The ambiguous crisis. De-
mocratisation, 12(5): 633-650.



131

       Capítulo II.2:

Elecciones primarias obligatorias,  
simultáneas y muy abiertas

Daniel Buquet

1. Introducción

Las elecciones internas de junio de 2019 fueron las quintas realizadas 
desde su incorporación a la normativa electoral uruguaya a través de la 
reforma constitucional de 1997. Sus resultados mostraron varias noveda-
des, tanto por la presencia de precandidatos presidenciales imprevistos 
como por los desempeños de algunos de los participantes. La ausencia 
de las principales figuras del Frente Amplio (fa),1 el surgimiento de la 
candidatura de Ernesto Talvi en el Partido Colorado (pc), la irrupción 
de la figura de Juan Sartori en el Partido Nacional (pn) y la alta vota-
ción recibida por el nuevo partido Cabildo Abierto (ca) pueden contarse 
entre los principales acontecimientos llamativos del proceso. Pero esas 
novedades coyunturales se vinculan con procesos de más largo aliento y, 
especialmente, con las características institucionales del sistema electoral 
uruguayo. Para comprender las causas de estos emergentes resulta nece-
sario analizar la evolución electoral del país durante los últimos años y, 
especialmente, desde que se puso en práctica la reforma que incorporó las 
elecciones internas de los partidos políticos.

Desde 1999, Uruguay utiliza un sistema de primarias abiertas, simultá-
neas y obligatorias para designar a los candidatos presidenciales de las 
elecciones nacionales. La elección primaria se realiza en el contexto de 

1	 Además de que el presidente Tabaré Vázquez estaba impedido de competir, tampoco compa-
recieron como precandidatos ni Astori ni Mujica, los otros dos líderes principales del partido, y 
ni siquiera otros líderes que habían competido en internas anteriores como Marcos Carámbula 
y Constanza Moreira.
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las elecciones internas de los partidos políticos, en las que se eligen los 
organismos con facultades para designar algunas candidaturas nacionales 
(Órgano Deliberativo Nacional) y departamentales (Órgano Deliberativo 
Departamental). Además, la competencia por los cargos en esos organis-
mos, a partir de ciertas reglas informales que utilizan algunas fracciones 
partidarias, tiene efectos en la conformación de las listas para cargos en la 
Cámara de Representantes. En general, se trata de un sistema poco común 
y algunas de sus características lo hacen único en el mundo.2

Existen pocos estudios dedicados a las elecciones internas de los partidos 
políticos y, específicamente, a las primarias presidenciales en Uruguay, 
más allá de algunos análisis de coyuntura. En este trabajo se explorarán, 
por un lado, algunos efectos de las elecciones primarias que la literatura 
ha postulado sobre los partidos, y por otro, se propondrán algunas con-
secuencias que la obligación de realizar elecciones primarias abiertas y 
simultáneas genera sobre el sistema de partidos en su conjunto. El trabajo 
repasa las preguntas usuales sobre elecciones primarias presidenciales: 
por qué unos partidos las utilizan y otros no y qué efectos generan sobre la 
competencia interpartidaria. Adicionalmente, se busca establecer algunos 
de los efectos que la introducción de primarias obligatorias ha generado 
en el sistema de partidos, ya que todos los partidos políticos que preten-
dan participar en la elección presidencial y legislativa deben comparecer 
a la primaria para continuar en la competencia. Se trata de un primer 
intento por sistematizar las consecuencias del uso obligatorio de elec-
ciones internas en los partidos políticos y, en particular, de las elecciones 
primarias presidenciales, en el sistema de partidos uruguayo, a partir de 
los incentivos que generan las reglas y los resultados de las cinco ocasio-
nes en las que se han llevado a cabo. Más allá de que esta experiencia 
acotada no permite obtener conclusiones contundentes sobre sus efectos, 
pueden apuntarse algunas tendencias observadas a lo largo de las últimas 
dos décadas.

El resto del capítulo desarrolla, en primer lugar, una revisión de la litera-
tura sobre elecciones primarias presidenciales, considerando las princi-
pales líneas que pueden orientar el estudio de sus efectos en Uruguay. La 
sección siguiente presenta el análisis de los resultados de las elecciones 
internas realizadas en Uruguay entre 1999 y 2019, señalando las principa-

2	 El sistema de primarias abiertas simultáneas y obligatorias (paso) que rige en Argentina desde 
2011 es bastante similar, pero con algunas diferencias relevantes: el voto es obligatorio, en la 
primaria presidencial compiten fórmulas completas y se nominan todos los cargos electivos 
de modo que solo los que ganan las primarias continúan en carrera (Gallo, 2018).



133

les regularidades ocurridas y sistematizando los incentivos que genera el 
sistema. Finalmente, el capítulo concluye mostrando a través de la com-
paración con el sistema de primarias abiertas, simultáneas y obligatorias 
(paso) argentinas que el caso uruguayo es un sistema que contribuye a la 
estabilidad del sistema de partidos pero que, al mismo tiempo, fomenta, 
durante todo el ciclo electoral, la diversidad de opciones y favorece la 
renovación de las elites políticas.

2. El estudio de las elecciones primarias

La designación de candidatos para las elecciones es una de las principales 
funciones que cumplen los partidos políticos. Incluso podría considerarse 
su función principal (Schattschneider, 2009), si se asume que los partidos 
—en su versión minimalista— son grupos de individuos que se organi-
zan para presentar candidatos a las elecciones (Sartori, 1976).

Los diversos procedimientos de selección de candidatos pueden clasifi-
carse en un continuo en función de la cantidad de individuos que par-
ticipan en el proceso de selección, esto es, de acuerdo con el tamaño del 
«selectorado». El continuo abarca desde un único líder que designa a 
todos los candidatos del partido hasta la designación de los candidatos con 
la participación de la totalidad del electorado (Rahat y Hazan, 2001). Las 
elecciones primarias abiertas, como las uruguayas —en las que toda la 
ciudadanía está habilitada para votar—, son el sistema más inclusivo para 
seleccionar candidatos.

El sistema de primarias abiertas para la designación de los candidatos 
presidenciales comenzó a utilizarse en Estados Unidos a principios del 
siglo xx y se generalizó recién en la década de 1960, aunque las reglas 
difieren de uno a otro estado. En América Latina se usan desde la década 
de 1990, en general de forma voluntaria por parte de partidos y coalicio-
nes. Más tarde, se fue extendiendo su incorporación a las legislaciones 
electorales de los respectivos países (Freidenberg, 2015), convirtiéndolas, 
en algunos casos, en un paso obligatorio.

Algunos trabajos consideran que la incorporación de primarias abiertas fue 
un modo de adecuación de los partidos al terreno de la competencia electoral, 
estableciendo una nueva relación con los votantes, subsidiaria de su carácter 
catch all (Sandri y Seddone, 2012). Sin embargo, el estudio comparativo de las 
elecciones primarias es aún muy escaso (Sandri y Seddone, 2015).
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El estudio de los procedimientos de selección de candidatos es relevante 
porque el modo en que estos se designan puede incidir en los resultados 
electorales (Colomer, 2003), condicionando el comportamiento de los diri-
gentes elegidos una vez en el gobierno (Siavelis y Morgenstern, 2008) e in-
fluyendo en el funcionamiento del conjunto del sistema político (Gallagher 
y Marsh, 1988). Por consiguiente, varios autores consideran que los actores 
con capacidad de selección de candidatos y líderes poseen gran centralidad 
en el funcionamiento partidario (Gallagher y Marsh, 1988; Hazan y Rahat, 
2010). En definitiva, retomando a Schattschneider podemos decir que quien 
controla el proceso de nominación es el dueño del partido (2009, p. 64).

Los estudios sobre primarias se preguntan, en primer término, por qué los 
líderes partidarios deciden transferir al público su poder de designación. 
Esta línea de investigación busca identificar los incentivos estratégicos 
que tienen los líderes para tomar semejante decisión. Mayoritariamente 
se asume que las elites partidarias adoptan el sistema de primarias sobre 
la base de las ventajas que generan para el partido. Se ha argumenta-
do que las primarias contribuyen a resolver conflictos intrapartidarios 
(Kemahlioglu et al., 2009), disminuyen la influencia de los activistas y 
dirigentes intermedios en la designación de candidatos (Katz y Mair, 1995; 
Sandri y Seddone, 2015) y permiten que los partidos seleccionen mejores 
candidatos (Adams y Merril, 2008 y Serra, 2011, 2013). En particular, es 
más probable que un partido adopte elecciones primarias estando en la 
oposición o luego de una derrota electoral (Cross y Blais, 2012) y que se es-
tablezcan por la creciente personalización de la política y la disminución 
de la membresía de los partidos políticos (Barnea y Rahat, 2007).

Otra línea en la literatura se dedica a estudiar los efectos que produce 
la utilización de primarias para seleccionar candidatos presidenciales. 
Una primera aproximación propuso que las primarias conflictivas dañan 
al partido en la elección general (Kenney y Rice, 1987) porque ponen el 
acento en el conflicto intrapartidario (Hazan y Rahat, 2010). En general, 
las primarias competitivas pueden conducir a la realización de campa-
ñas desgastantes y negativas, lo que dificulta el posterior desarrollo de 
estrategias de colaboración intrapartidaria y fomenta, por otro, la fuga o 
migración de adherentes de los sectores derrotados en la interna (Kenney 
y Rice, 1987; Polsby, 1983). Aunque esta perspectiva es controvertida, exis-
ten algunos trabajos que ofrecen evidencia para confirmar la hipótesis  
(Atkeson, 1998; Johnson et al., 2010). Del mismo modo, como los votantes 
en las elecciones primarias suelen ser ideológicamente más extremistas 
que el electorado general (Key, 1956), los precandidatos tienden a radicali-
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zar sus propuestas para ganar la nominación (Polsby, 1983) y los ganado-
res se alejan del votante mediano. Sin embargo, estudios producidos para 
el contexto norteamericano cuestionan esta característica de los electo-
rados de primarias (Norrander, 1986; Ranney, 1968; Ranney y Epstein, 
1966). Finalmente, el uso de primarias abiertas puede disminuir la lealtad 
partidaria de los candidatos porque su fuente de legitimidad está fuera del 
partido (Siavelis y Morgenstern, 2008).

En América Latina desde principios de siglo se ha venido generalizando 
el uso de elecciones primarias para seleccionar candidatos presidenciales 
(Alcántara, 2002; Carey y Polga-Hecimovich, 2006; Colomer, 2003). La 
investigación sobre este tema en el continente —aunque escasa— ha pro-
piciado un interesante debate sobre los efectos de estos mecanismos de 
selección sobre los resultados electorales.

Algunos estudios tienden a verificar consecuencias negativas del uso de 
primarias en los casos latinoamericanos, ya sea por el grado de confron-
tación en la campaña (Altman, 2013; Buquet y Chasquetti, 2008) o por la 
radicalización de los ganadores (Altman, 2013; Buquet y Piñeiro, 2011; 
Colomer, 2003). Pero, por otro lado, Carey y Polga-Hecimovich (2006) 
han planteado que la utilización de primarias para seleccionar candidatos 
presidenciales otorga una ventaja a los partidos que las utilizan porque se 
muestran ante los electores como democráticos y transparentes y los vo-
tantes de las primarias no necesariamente seleccionan peores candidatos 
que los dirigentes partidarios. Trabajos posteriores han confirmado que, 
en ciertas condiciones, los partidos que seleccionan candidatos a través de 
primarias obtienen beneficios en la competencia interpartidaria (Aragón, 
2014; Hirano y Snyder, 2014), pero también que primarias muy compe-
titivas pueden dañar al partido en la elección general (Agranov, 2016; 
Grofman et al., 2019).

En Uruguay, el asunto que ha generado mayor atención académica tiene 
que ver con la participación electoral en una instancia con voto volun-
tario (Boidi y Queirolo, 2009) y sus consecuencias en el sesgo ideológico 
de los candidatos seleccionados (Altman, 2013; Buquet y Piñeiro, 2011). En 
otros trabajos sobre elecciones en Uruguay se han analizado las eleccio-
nes internas como parte del proceso de selección de candidatos (Buquet, 
2009; Buquet y Chasquetti, 2008; Buquet y Martínez, 2013; Johnson, 2010; 
Moraes, 2008), pero hasta ahora no se ha estudiado el conjunto de efectos 
que la introducción de este sistema ha generado en los partidos políticos y 
el sistema de partidos en Uruguay.
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3. La adopción de primarias en Uruguay

En Uruguay, desde que se puso en práctica la elección directa de presi-
dente de la República en 1919, se utilizó el peculiar sistema del doble voto 
simultáneo (dvs). Un mismo partido podía presentar más de un candidato 
presidencial y resultaba elegido el candidato más votado del partido más 
votado en una única elección. En los hechos esto funcionaba como un 
sistema en el que se realizaba una elección primaria de forma simultá-
nea con la elección presidencial. El sistema fue adoptado por los partidos 
tradicionales uruguayos (pc y pn) y resultaba funcional a sus estructuras 
abiertamente fraccionalizadas (Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998). Sin 
embargo, se trató también de un sistema fuertemente cuestionado, par-
ticularmente por intelectuales y partidos de izquierda, que lo acusaban 
de engañar a los electores que, votando a un candidato, propiciaban el 
triunfo de otro.

A partir de su creación en 1971, el fa, tercer partido relevante en el país, 
optó de forma principista por presentar un único candidato presidencial 
sobre la base de esa crítica. Luego de la restauración democrática, el fa 
fue creciendo electoralmente al punto de que en la elección de 1994 se 
produjo prácticamente un triple empate entre los dos partidos tradiciona-
les y la coalición de izquierda. Todos los pronósticos indicaban que en la 
siguiente elección el fa sería el partido más votado y, en consecuencia, el 
triunfador en la elección presidencial que se definía por mayoría relativa. 
Con esa motivación, los partidos tradicionales promovieron en 1996 una 
reforma constitucional que incorporó la segunda vuelta para la elección 
presidencial (Altman, Buquet y Luna, 2011; Buquet, 2000). Así, un even-
tual triunfo del fa en la primera vuelta podría ser revertido en la segunda. 
La introducción del balotaje requirió una cuidadosa reformulación del 
conjunto del sistema electoral, ya sea por razones de consistencia o de 
legitimación de la reforma. Con relación a la elección presidencial se 
hicieron dos modificaciones complementarias a la segunda vuelta: por un 
lado, se estableció que los partidos debían comparecer a la primera vuelta 
con candidatos únicos y, por otro, que esos candidatos únicos serían de-
signados en elecciones internas, abiertas, simultáneas y obligatorias para 
todos los partidos políticos.

Las elecciones internas de los partidos políticos en Uruguay cumplen dos 
funciones simultáneas. En primer lugar, constituyen una primaria pre-
sidencial, pero al mismo tiempo sirven para designar a las autoridades 
nacionales y departamentales de los partidos, denominados en la Cons-
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titución como órganos deliberativos y corrientemente llamados conven-
ciones partidarias. El proceso de selección del candidato presidencial se 
realiza de acuerdo a las siguientes reglas: 1) resulta designado candidato 
presidencial de un partido el precandidato más votado, siempre que haya 
obtenido la mayoría absoluta o haya superado el 40 % de los votos y, al 
mismo tiempo, supere a su competidor inmediato en más de 10 puntos 
porcentuales; 2) en caso contrario, al Órgano Deliberativo Nacional del 
partido —elegido en la misma instancia— le corresponde designar el 
candidato por mayoría absoluta de sus integrantes. Adicionalmente, en 
cualquiera de las dos situaciones, a la Convención Nacional le cabe la res-
ponsabilidad de designar al compañero de fórmula, es decir, al candidato 
a vicepresidente del partido.

Más allá de estos aspectos formales, la primera constatación que corres-
ponde hacer es que la incorporación de las primarias presidenciales en 
Uruguay no responde a ninguna de las motivaciones que maneja la litera-
tura para explicar su proliferación a partir de la década de 1990. Aunque 
su adopción en Uruguay coincide temporalmente, la regla fue establecida 
como una forma de adaptación del sistema preexistente del dvs promo-
vida por los partidos tradicionales e impuesta al fa. La adopción del dvs a 
principios del siglo xx puede explicarse como un mecanismo para dirimir 
conflictos internos en los partidos tradicionales (Kemahlioglu et al., 2009), 
que funcionaban como coaliciones y cuyas fracciones actuaban con inde-
pendencia (Buquet y Moraes, 2018).

4. Dos décadas de primarias presidenciales en Uruguay

Desde que se incorporó el régimen de elecciones internas en la reforma 
constitucional de 1997, se realizaron cinco elecciones primarias con com-
petencia por la candidatura presidencial en más de un partido. Aunque 
se trata de un número reducido de casos, el análisis de sus resultados 
permite observar algunas de sus características y regularidades.

En primer término, las elecciones primarias en Uruguay han estimulado 
su utilización efectiva para designar el candidato presidencial de los par-
tidos principales. La cuestión no es baladí, porque las primarias obliga-
torias no fuerzan a los partidos a presentar competencia y perfectamente 
pueden comparecer con candidato único, como ocurre con los partidos 
menores y en la mayoría de los casos de las paso en Argentina.3 Por un 

3	 Solo en 2015 hubo competencia en dos alianzas electorales importantes y, en ambos casos, fue 
más bien simbólica.
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lado, explicar que los partidos tradicionales utilizan las primarias para 
competir por la nominación presidencial no tiene sentido porque fueron 
promovidas por ellos con esa finalidad. Pero la utilización de primarias 
presidenciales en el fa requiere una explicación, ya que siempre criticó 
la multiplicidad de candidaturas presidenciales y promovió el consenso 
interno para su designación. De hecho, el Estatuto del fa no habilita la 
competencia en las primarias, sino que establece que le corresponde a su 
Congreso designar al candidato presidencial del partido.4 Además, el prin-
cipal antecedente no resultaba auspicioso: en 1989 algunos sectores del fa 
promovieron la candidatura presidencial de Hugo Batalla, en contra del 
líder histórico, Líber Seregni. Aunque se manejó la opción de utilizar el 
dvs con fórmulas cruzadas,5 el fa no lo aceptó y el conflicto derivó en la 
escisión de los partidarios de Batalla y la formación de un nuevo partido. 
Sin embargo, desde la implantación de las elecciones internas, el fa ha 
optado por «autorizar»6 a los postulantes que surgieron a participar de 
la primaria abierta, a pesar de que el Congreso del partido designó un 
candidato «oficial» hasta 2014. Finalmente, para las elecciones de 2019, 
el Congreso del fa aprobó la presentación de cuatro aspirantes en igual-
dad de condiciones, asumiendo de forma definitiva el procedimiento de la 
competencia abierta para la nominación. Corresponde explicar entonces 
por qué el fa terminó habilitando la competencia abierta por la nomina-
ción en contra de su concepción y su normativa.

La búsqueda de mejores candidatos, como sostienen algunos autores 
(Adams y Merril, 2008; Serra, 2011, 2013), no parece ser el motivo que 
condujo a estas decisiones, ya que el candidato «oficial» ofrecía esa ven-
taja. Por el mismo motivo, tampoco el objetivo sería el «bonus» que 
proporcionan las primarias, como sostienen otros (Carey y Polga, 2006), 
aunque en este caso el argumento podría funcionar al revés: dada la obli-
gatoriedad de las primarias y su utilización por los rivales, la prohibición 
de la competencia podría constituir un factor que deslegitimara la desig-
nación, creando así para el fa un «descuento» en lugar de un «bonus». 
Por otra parte, algunos sectores del fa que no suelen conformar las ma-
yorías dentro de los congresos están claramente interesados en disminuir 

4	 Artículo 89. Véase https://www.frenteamplio.uy/documentos-institucionales/down-
load/7/37/34

5	 En una boleta iría Seregni como candidato a presidente y Batalla como candidato a vicepresi-
dente y en la otra boleta irían en el orden inverso.

6	 «… el III Congreso Extraordinario del fa de 1998 entendió que, a pesar de que Tabaré Vázquez 
había sido designado como Candidato a la presidencia y, “atento a la nueva realidad surgida 
de la reforma constitucional”, Danilo Astori tenía “el derecho” de competir con Vázquez en las 
elecciones internas del año siguiente» (Acuña, 2019, pp. 56-57).
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el peso de los militantes y apoyarse en simpatizantes más lejanos del 
partido (Sandri y Seddone, 2015). Finalmente, a medida que la nomina-
ción se vuelve cada vez más competitiva, cabe ratificar la idea de que las 
primarias ofrecen una fórmula atractiva para resolver conflictos internos 
(Kemhalioglu et al., 2009) que el fa ha decidido adoptar.

En definitiva, el carácter obligatorio de las elecciones primarias y la diná-
mica política interna del fa condujeron a que el partido terminara adap-
tándose para aceptar la selección de su candidato presidencial a través de 
la competencia interna abierta. La existencia de primarias abiertas y obli-
gatorias de un lado y la competencia interna del otro, constituyen sendos 
incentivos para dilucidar la candidatura a través del voto popular y para 
que los liderazgos emergentes busquen posicionarse frente al público. De 
esta forma, las características de los tres grandes partidos uruguayos han 
ido convergiendo ya que, por un lado, los partidos tradicionales compiten 
con candidato único en la elección general como siempre hizo y predicó 
el fa y, por otro, el fa define su candidatura a través de una competencia 
electoral abierta como siempre hicieron los partidos tradicionales.

Aquí se puede señalar una primera consecuencia del sistema, ya que la 
inclusión de la elección primaria obligatoria en Uruguay ha generado un 
nuevo mecanismo para la promoción de liderazgos emergentes. Varios de 
los precandidatos presidenciales que se han presentado a la competencia 
no esperaban ganar la nominación, sino que buscaban aprovechar la visi-
bilidad que proporciona la precandidatura para iniciar o subir un escalón 
en su carrera política. Aunque en la mayoría de los casos el emprendi-
miento no resultó exitoso, en las dos últimas primarias frenteamplistas 
se presentaron precandidatos presidenciales con escasa chance de triunfo, 
pero que luego formaron su propia fracción interna: Constanza Moreira 
en 2014 y Mario Bergara en 2019 crearon los movimientos Casa Grande 
y Fuerza Renovadora, respectivamente, y ambos fueron elegidos como 
senadores en la elección siguiente. Algo similar ocurrió con Juan Sartori 
en el pn en 2019, que formó el sector Todo por el Pueblo y también obtuvo 
una banca en el Senado.

Aunque el sistema de dvs en todos los niveles siempre fue un mecanismo 
que favoreció la renovación de las elites políticas en los partidos uru-
guayos, la primaria presidencial constituye una instancia que favorece 
especialmente ese proceso, ya que pone a los líderes emergentes en un 
escenario que les brinda especial protagonismo ante la opinión pública. 
En esta misma línea se deberían anotar el triunfo de Larrañaga en la 
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primaria del pn de 2004, el de Bordaberry en la del pc en 2009 y el de 
Talvi de 2019 en el mismo partido. Todos ellos postularon su candidatura 
presidencial y, al mismo tiempo, encabezaron un nuevo sector político 
que luego accedió al Poder Legislativo. Si revisamos las elecciones previas 
a la reforma constitucional de 1997 solo encontramos dos casos similares, 
es decir, debutantes como candidatos presidenciales que lideran un nuevo 
sector político que accede a representación parlamentaria: Zelmar Miche-
lini en 1962 (Por el Gobierno del Pueblo, lista 99) y Alberto Volonté en 
1994 en el pn (Manos a la Obra).

El dvs para la elección presidencial permitía la emergencia de estos lide-
razgos, pero la vinculación con la elección legislativa ponía escollos para 
su acceso al Parlamento, ya que dependía de su votación presidencial en 
un régimen de mayoría relativa. Con el nuevo sistema, los liderazgos 
emergentes pueden ser derrotados en la primaria, pero sus listas legis-
lativas no encuentran obstáculos para competir en la elección general en 
la que se aplica la representación proporcional. La incorporación de las 
elecciones primarias obligatorias terminó reforzando los instrumentos 
del sistema electoral uruguayo, que siempre promovieron la circulación y 
renovación de las elites políticas, a través de la adaptación de los agentes 
a la nueva regla. La literatura sugiere que estos candidatos, que deben su 
nominación al público en general, podrían ser menos leales a sus parti-
dos (Siavelis y Morgenstern, 2008). Los casos mencionados no muestran 
claramente semejante comportamiento, aunque la temprana renuncia de 
Talvi a la política podría coincidir con el argumento.

Un segundo aspecto relevante es que el voto en las elecciones internas 
uruguayas es voluntario7 y desde 1999 (primer año en que se realizaron) la 
participación electoral se ha ido reduciendo paulatinamente, aunque en la 
última ocasión el porcentaje mostró un pequeño repunte (tabla 1). Tal vez el 
nivel de participación de la última instancia pueda representar una «nor-
malización» de la concurrencia, dados ciertos factores de contexto también 
normales. En definitiva, el nivel de concurrencia a este tipo de elecciones en 
Uruguay no puede considerarse bajo, aunque participa menos de la mitad 
del electorado. Pero además del nivel general de participación, corresponde 
señalar que los resultados de las internas no han sido buenos predictores 
de los resultados de la elección nacional, ni entre los partidos ni dentro de 
ellos. Aquí se observa una nueva diferencia con las paso argentinas, que, con 
voto obligatorio, anticipan el resultado de la elección general. En las últimas 

7	 A diferencia de las paso argentinas, en las que el voto es obligatorio.
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cinco elecciones nacionales el fa fue el partido más votado, sin embargo, 
solo en las internas de 2004 fue el que recibió la mayor votación. El más 
votado en 1999 fue el pc, luego segundo en la primera vuelta y finalmente 
ganador en el balotaje. En las restantes tres elecciones primarias, el más 
votado fue el pn y luego fue siempre el segundo más votado en la primera 
vuelta y triunfador en el balotaje de 2019.

Hay diferentes factores que están asociados al nivel de participación elec-
toral. Por ejemplo, para Cox y Munger (1989), cuando las elecciones son 
más competitivas hay mayor participación porque las elites desarrollan 
mayores esfuerzos por movilizar a los votantes. En esa línea, Aldrich 
(1993) sostiene que los políticos invierten más en competencias cerradas 
y que esa inversión se ve reflejada en mayores niveles de participación. 
Pero la evidencia uruguaya no muestra una relación entre la competitivi-
dad por la nominación presidencial y la concurrencia. En 1999 la nomina-
ción presidencial en el pc mostró la competencia más cerrada y ese partido 
fue el que recibió la mayor votación, de forma consistente con la teoría. 
Pero en la siguiente ocasión (2004), el partido con la mayor votación en 
la interna fue el fa, que compareció con candidato único. Luego el pn fue 
el partido más votado en las siguientes tres elecciones internas, pero en 
2009 la competencia más cerrada fue la del fa y en 2014, cuando el pn tuvo 
su competencia más ajustada, redujo su votación con respecto a la de cin-
co años antes. Finalmente, las primarias en 2019 mostraron un pequeño 
aumento en la participación total, aunque los triunfos fueron en general 
abultados. Pero solo los partidos tradicionales tuvieron un incremento 
significativo de la votación, mientras que el fa, que tuvo la competencia 
más cerrada, mostró el menor nivel de concurrencia de toda la serie.

Tabla 1: Participación electoral en elecciones primarias 
en porcentajes (1999-2014)

Elección 1999 2004 2009 2014 2019

Participación 53,7 45,9 44,5 37,3 40,9

Frente Amplio 30,6 39,8 37,6 30,9 22,8

Partido Nacional 29,3 38,2 41,8 42,8 40,1

Partido Colorado 37,4 14,6 10,9 14,3 16,2
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de umad, fcs, Udelar,  
y de la Corte Electoral de Uruguay.
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En definitiva, el nivel de competitividad por la nominación presidencial 
no muestra ser un factor que explique la concurrencia a votar en las 
internas uruguayas. Pero hay que tener en cuenta que la elección simul-
tánea de las convenciones partidarias y, particularmente, el uso que hacen 
de esa votación diversas fracciones partidarias para armar sus listas de 
candidatos a diputado pueden ser un factor que explique mejor la diversa 
concurrencia a votar en las internas desde el punto de vista del esfuerzo 
que realizan las elites partidarias para movilizar a sus electores (Acuña, 
2019; Buquet y Martínez, 2013). Adicionalmente, al mismo tiempo se eli-
gen las convenciones departamentales de los partidos, que tienen la po-
testad de designar hasta tres candidatos a intendente departamental que 
competirán en la subsiguiente elección subnacional. Al tratarse de in-
ternas nacionales y subnacionales al mismo tiempo, tenemos que agregar 
el esfuerzo de movilización que realizan las elites locales para asegurar 
la nominación del candidato a intendente como factor que incentiva la 
participación en esos comicios (Cardarello, 2011; Vairo, 2008). El hecho de 
que en las últimas tres instancias el pn haya sido el partido más votado en 
las internas y que ese mismo partido sea el que controla el mayor número 
de intendencias en el país y que, por lo tanto, es el que tiene mayores 
incentivos para interesarse en la nominación de candidatos a intendente 
podría explicar su desempeño diferencial en materia de concurrencia 
(Boidi y Queirolo, 2009).

La cuestión más relevante, sin embargo, no es calificar el nivel general 
de participación ni la votación relativa de los partidos, sino identificar las 
características específicas de este selectorado que lo diferencian del elec-
torado general y, por lo tanto, el sesgo que genera en los resultados. Se 
ha observado que en elecciones primarias los que presentan mayor pro-
pensión a votar son los electores que tienen posiciones ideológicas más 
radicales, son más educados y tienen mayores ingresos. Buquet y Piñeiro 
(2011), estudiando las elecciones internas de 2009 en Uruguay, muestran 
cómo quienes concurren a votar en estas elecciones tienen un perfil dife-
rente al del electorado general. En general, a medida que la participación 
en estas elecciones se reduce, las diferencias entre el electorado de las 
internas y el de las elecciones nacionales son mayores. En particular, Bu-
quet y Piñeiro (2011) muestran que en las internas de 2009 los votantes 
frentistas eran más izquierdistas y los votantes blancos más derechistas 
que el conjunto del electorado. En consecuencia, los postulantes que se 
ubicaron en posiciones más radicales fueron los triunfadores de la pri-
maria de los dos principales partidos. Mujica triunfó sobre Astori en el fa 
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y Lacalle sobre Larrañaga en el pn. También puede especularse con que en 
las primarias de 1999 los triunfadores de los tres grandes partidos (Batlle, 
Vázquez y Lacalle) fueron los candidatos más radicales en comparación 
con los que quedaron en segundo lugar (Hierro, Astori y Ramírez).

En definitiva, las primarias con voto voluntario, aunque reducen el peso 
de las elites y la militancia, privilegian la influencia de los electores más 
politizados y con mayor adhesión a los partidos, de tal forma que el candi-
dato ganador tiende a reflejar las preferencias del simpatizante promedio 
dentro de cada partido. De todas formas, no puede decirse que esta ca-
racterística genere siempre el triunfo del precandidato más radical. Por 
ejemplo, Larrañaga le había ganado con amplia ventaja a Lacalle en 2004, 
y Vázquez en 2014 triunfó holgadamente sobre Constanza Moreira, que 
mostró un perfil mucho más radical. En definitiva, la evidencia con la que 
contamos hasta ahora, aunque muestra que los votantes de las primarias 
son más politizados y extremistas que el promedio, no permite inferir un 
patrón estable en cuanto al tipo de candidato que resulta triunfador de 
las primarias.

Independientemente del sesgo ideológico u otros atributos del candidato 
elegido, la literatura también ha mostrado que la competencia en elec-
ciones primarias puede perjudicar al partido que las lleva adelante. El 
caso uruguayo no muestra muchos ejemplos de elecciones primarias con-
flictivas; en general los precandidatos se han contenido en el manejo de 
críticas a sus oponentes. Sin embargo, la competencia nacionalista de 1999 
fue particularmente virulenta, con el uso de munición gruesa de parte de 
Ramírez hacia Lacalle y la votación del pn en la elección general fue la 
peor de su historia (Chasquetti y Garcé, 2000). Posiblemente esa temprana 
experiencia negativa haya redundado en un aprendizaje generalizado que 
condujo al estilo de baja confrontación que suele imperar. De todas for-
mas, la competencia interna es la naturaleza de las elecciones primarias 
y cierto grado de conflicto es inevitable, como los enfrentamientos entre 
Mujica y Astori en 2009, entre Larrañaga y Lacalle Pou en 2014 o entre 
Talvi y Sanguinetti en 2019.
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Tabla 2: Porcentaje de votación del primer y segundo candidato, 
diferencia y número efectivo de candidatos en 

 las elecciones primarias (1999-2019)

1999  2004 2009 2014 2019

Partido  
Colorado

Batlle 54,9 % Stirling 91 ,0% Bordaberry 72,20% Bordaberry 74,2 % Talvi 53,8 %

Hierro 44,1 % Iglesias 7,0% Amorín 14,7 % Amorín 25,6% Sanguinetti 32,8 %

DIF 10,8 % DIF 84,2 % DIF 57,5 % DIF 48,6% DIF 21,0 %

NEC 2,0 NEC 1,2 NEC 1,8 NEC 1,6 NEC 2,4

Partido 
Nacional

Lacalle 48,3% Lacalle 34,0 % Lacalle 57,1 % Lacalle Pou 54,4 % Lacalle Pou 53,9 %

Ramírez 32,3% Larrañaga 66 ,0% Larrañaga 42,8 % Larrañaga 45,5 % Sartori 20,7 %

DIF 16,0% DIF 33,0 % DIF 14,3% DIF 8,9% DIF 33,1 %

NEC 2,8 NEC 1,8 NEC 2,0 NEC 2,0 NEC 2,7

Frente  
Amplio

Vázquez 82,4 % Vázquez 100 % Mujica 52,0 % Vázquez 82,1 % Martínez 42,0 %

Astori 17,6%   Astori 39,7% Moreira 17,9 % Cosse 25,6 %

DIF 64,8 % DIF 100 % DIF 12,4% DIF 64,3% DIF 16,5 %

NEC 1,4 NEC 1,0 NEC 2,3 NEC 1,4 NEC 3,3
 

Fuente: Buquet y Piñeiro (2014) y elaboración propia con base  
en datos de la Corte Electoral.

De lo anterior se deduce que el efecto que puede apreciarse con claridad 
en Uruguay es el esfuerzo que realizan las elites para reunificar al par-
tido hacia la elección general. En buena medida, las reglas específicas de 
la elección primaria no establecen obstáculos para ese proceso. Por un 
lado, su carácter inclusivo hace que los perdedores puedan continuar en 
carrera en diferentes espacios políticos.8 Por otro lado, se ha adoptado un 
mecanismo que ha operado con regularidad: los partidos con internas 
competitivas entre dos candidatos principales tienden a armar su fórmula 
presidencial con el ganador como presidente y el segundo como vice-
presidente (Batlle-Hierro en 1999, Lacalle Herrera-Larrañaga en 2009, 
Mujica-Astori en 2009 y Lacalle Pou-Larrañaga en 2014). Este fenómeno 
ocurrió en todos los partidos y en todos los casos en que la diferencia entre 
el primero y el segundo (dif) fue inferior a quince puntos porcentuales 
(tabla 2). Esta estrategia pretende compensar el posible efecto perjudicial 
mencionado más arriba. Se da un lugar preponderante al sector del par-
tido que quedó en segundo lugar, para indicar a sus potenciales votantes 

8	 Esta es la otra principal diferencia de las internas uruguayas con las paso argentinas, en las 
que los perdedores en cualquier nivel de la competencia quedan fuera del resto del proceso 
electoral.
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que estarán representados en la competencia. En particular, en los cuatro 
casos mencionados, el compañero de fórmula tenía un perfil ideológico 
más moderado que el del candidato presidencial, lo que además de reuni-
ficar al partido sirve para reposicionarlo en una ubicación más próxima 
al votante mediano. Como contracara de esa estrategia, en los casos en 
los que la fórmula presidencial no incluyó al segundo más votado o al 
sector derrotado en la interna, el partido tuvo un desempeño negativo en 
la elección general posterior (pn en 1999, pc en 2014 y 2019 y fa en 2019).

Por otra parte, la naturaleza mayoritaria de la elección primaria (más allá 
de los umbrales establecidos) genera incentivos para que la competencia 
se concentre entre dos competidores principales. Como se muestra en la 
tabla 2, todos los candidatos presidenciales resultaron designados directa-
mente como resultado de la votación y no se tuvo que acudir a la conven-
ción. En 13 de las 15 competencias el ganador superó la mayoría absoluta 
de los votos y en las otras dos el triunfador obtuvo más de 10 puntos de 
diferencia sobre el segundo. A pesar de que no se utiliza un sistema de 
mayoría relativa, se puede asumir que operan los mismos incentivos pre-
vistos en la Ley de Duverger. De forma consistente, la evolución del nú-
mero efectivo de candidatos (nec) muestra altos niveles de concentración 
como consecuencia de los procesos de coordinación electoral previstos 
por la ley de Duverger para los sistemas mayoritarios (véase la tabla 2). 
Observando las cifras, vemos que el nec se redujo para todos los partidos 
en 2004 con respecto a 1999, luego se ubicó en valores aproximados a 
2 para todos los partidos en 2009 y volvió a reducirse en 2014 (en todos 
salvo en el Partido Nacional). Finalmente, los tres partidos mostraron un 
incremento de la fragmentación de la competencia por la nominación en 
2019, pero manteniendo valores moderados. En resumen, el nec promedio 
para las 15 contiendas es prácticamente igual a 2; la competencia por la 
nominación presidencial dentro de los partidos ejerce una influencia para 
que sus estructuras internas se organicen en torno a dos grandes grupos 
o corrientes principales. Este incentivo tiende a ordenar la fraccionaliza-
ción interna y a reforzar a las corrientes históricas de los partidos.

Por último, la incorporación de las primarias al sistema electoral debería 
generar consecuencias en el conjunto del sistema de partidos. Uruguay 
tiene, en realidad, un sistema de elección presidencial de tres vueltas: la 
primaria que genera la nominación de candidatos, la primera vuelta (si-
multánea con la elección legislativa) donde se exige una mayoría absoluta 
de votos para ganar la presidencia y la eventual segunda vuelta entre los 
dos candidatos más votados en la primera (Bottinelli, 2000; Gallo, 2017). 
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Todos los partidos políticos que pretendan participar de la elección pre-
sidencial y legislativa deben comparecer a la primaria para continuar en 
la competencia. En consecuencia, debemos esperar que la introducción 
de internas obligatorias haya generado algunos efectos en el sistema de 
partidos, en particular, que deberían haber favorecido a los partidos esta-
blecidos, estabilizando la configuración del sistema.

El sistema de primarias obligatorias debería favorecer la estabilidad en 
el sistema de partidos porque la incorporación de las elecciones internas 
incrementó los costos de entrada a la competencia electoral por varias ra-
zones. En primer lugar, simplemente porque exige a los partidos compa-
recer en una instancia adicional, desarrollando el conjunto de actividades 
de una elección normal. Por más que algunos busquen minimizar esos 
costos adicionales, el incremento es inevitable. En segundo lugar, el me-
canismo de internas terminó implicando un mecanismo de habilitación 
de los partidos para competir en la elección general al exigir un mínimo 
de 500 votos en esa instancia para continuar en la competencia. Aunque 
la exigencia parezca mínima, en todas las ocasiones quedó fuera de com-
petencia algún partido por no haber logrado superar ese umbral. En las 
cinco elecciones internas participaron un total de 26 partidos diferentes. 
Entre ellos solo nueve se presentaron a más de una instancia, es decir que 
tenemos 17 partidos, la gran mayoría, que solo concurrieron a una única 
elección en el período. Y de esos 17 partidos, 11 no lograron alcanzar los 
500 votos exigidos para poder competir en la elección nacional. Las in-
ternas obligatorias efectivamente restringen el acceso al menú electoral, 
por más iniciativas que surjan desde la oferta.

Fuera de estos aspectos restrictivos, el sistema es bastante permisivo. 
Aunque la interna haya establecido algunos obstáculos, ellos no han sido 
lo suficientemente voluminosos como para impedir el surgimiento rei-
terado de nuevas alternativas políticas viables; el Partido Independiente 
en 2004, Asamblea Popular en 2009, el Partido Ecologista Radical Intran-
sigente en 2014 y Cabildo Abierto en la última ocasión. El que ninguno 
de estos últimos haya logrado una plena consolidación9 no obedece al 
obstáculo que generan las primarias ni al resto de las reglas electorales 
uruguayas que no fomentan la coordinación electoral, sino al grado de 
institucionalización del sistema de partidos que desincentiva el voto por 

9	 El pi es el más longevo y siempre logró representación parlamentaria, aunque redujo signifi-
cativamente su votación en 2019. ap participó en todas las elecciones desde su formación en 
2009, sin embargo, en la última elección perdió su única banca lograda en 2014. El peri compi-
tió por primera vez en 2014 y logró acceder a la Cámara de Representantes en 2019.
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las opciones fuera del sistema. La gran incógnita que ofrece el resultado 
del último ciclo electoral es si Cabildo Abierto caerá dentro de esta gene-
ralización. El sorprendentemente alto porcentaje de votación que obtuvo, 
tanto en las internas como en la elección general, permite suponer su 
continuidad. En todo caso, su aparición y eventual consolidación con-
firman la idea de que el sistema de internas obligatorias no impide el 
surgimiento de nuevos partidos que desafíen a los establecidos.

5. Conclusiones

En este trabajo se buscó sistematizar las consecuencias que ha generado la 
incorporación de las elecciones primarias presidenciales en el sistema de 
partidos uruguayo, a partir de los incentivos que generan las reglas y los 
resultados de las cinco ocasiones en las que se han llevado a cabo.

En primer lugar, se ha mostrado que la regla se estableció como una 
adaptación del sistema de dvs utilizado por los partidos tradicionales, por 
lo que la explicación de su adopción y su utilización efectiva por esos par-
tidos no responde a las causas que maneja la literatura comparada. Pero 
esa explicación no responde la pregunta de por qué el fa también decidió 
utilizarlas. En este caso se intentó mostrar que el carácter obligatorio de 
las elecciones internas y la dinámica política interna del Frente Amplio 
son los factores institucionales y políticos que lo condujeron a utilizarlas. 
Así, los tres grandes partidos uruguayos han ido convergiendo en un pro-
ceso adaptativo que resulta funcional a sus características.

En cuanto al nivel de participación global en las internas, se puede pensar 
que en las últimas instancias se ha alcanzado una «normalización» de la 
concurrencia, en torno al 40 %, que puede considerarse muy razonable. 
Más allá de la participación total, el nivel de concurrencia de cada partido 
podría estar relacionado con los incentivos que tienen diferentes grupos 
políticos internos para movilizar electores, en tres niveles diferentes: la 
nominación presidencial que se define en las internas, la conformación 
de listas para diputados y la designación de candidatos a intendente que se 
define en las convenciones departamentales. Claramente la competitividad 
de la nominación presidencial no es un factor que explique la concurren-
cia a votar en las internas uruguayas.

La principal discusión en la literatura comparada se relaciona con los 
posibles impactos de la competencia primaria en la elección general, en 
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particular los perjuicios para los partidos con primarias conflictivas y la 
nominación de candidatos radicales. En este sentido el efecto que puede 
apreciarse con claridad en Uruguay es el esfuerzo que realizan las elites 
luego de las internas para reunificar al partido hacia la elección general. 
La evidencia es bastante contundente: en competencias ajustadas entre 
los dos principales candidatos se ha designado al segundo como compa-
ñero de fórmula del primero, siempre con un perfil más moderado. En 
esos casos el partido ha logrado un buen desempeño en la elección general 
siguiente y en la mayoría de los casos en los que no se hizo el partido no 
logró un buen resultado.

Esa estrategia tiene soporte, por otra parte, en la influencia que ejerce la 
regla de nominación por primarias para concentrar la competencia entre 
dos competidores. Cuando la competencia es entre dos tendencias diferen-
ciadas ideológicamente, el sistema incentiva, por un lado, que gane el más 
extremista y, por otro, que el partido ubique al más moderado como can-
didato a vicepresidente, para unir y moderar al partido al mismo tiempo 
en la perspectiva de la elección general.

Si consideramos al conjunto del sistema, la incorporación de las prima-
rias obligatorias, ceteris paribus, debería haber favorecido la estabilidad 
en el sistema de partidos, al elevar los costos de entrada. Pero como esos 
costos adicionales son bajos y tanto las internas como el resto de las 
reglas electorales son permisivas (doble vuelta presidencial y representa-
ción proporcional legislativa), el sistema favorece la rotación de las elites 
y la renovación de los liderazgos partidarios mediante el surgimiento de 
alternativas viables dentro y fuera de los partidos establecidos.
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 Capítulo II.3:

Cabildo Abierto:  
oportunidades y desafíos  

para la construcción partidaria  
en un sistema de partidos 

 institucionalizado

Felipe Monestier, Lihuen Nocetto y Fernando Rosenblatt

1. Introducción

El partido Cabildo Abierto (ca) fue creado formalmente en enero de 2019. 
En las elecciones de octubre de ese año obtuvo 11 % de los votos y se 
convirtió en un actor central de la coalición de partidos liderada por Luis 
Lacalle Pou que derrotó al candidato del Frente Amplio (fa) en la segunda 
vuelta electoral del mes de noviembre y formó un gobierno con mayoría 
parlamentaria.

Este capítulo busca explorar y describir en qué medida ca cumple las 
funciones básicas que definen a un partido político. Además, analiza la 
presencia de los factores que la literatura considera necesarios para la 
construcción exitosa de partidos (relevantes y perdurables). Para ello, el 
capítulo se basa en un trabajo que incluye entrevistas en profundidad a 
los principales dirigentes partidarios, la revisión de fuentes primarias 
(estatutos, códigos de ética, declaración de principios), fuentes secundarias 
(revisión sistemática de prensa) y análisis de datos electorales.

Los estudios sobre procesos de construcción de partidos en América Latina 
(Levitsky et al., 2016) enseñan que se necesitan períodos relativamente 
largos para saber si un partido llegará a convertirse en un componente 
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estable y relevante de un sistema de partidos. Por esa razón, no es posible 
afirmar si ca será un partido fugaz o permanente (Mustillo, 2007), o cuál 
puede ser su desempeño electoral futuro. Sin embargo, la consolidación y 
estabilidad partidaria en el largo plazo está condicionada por las caracte-
rísticas que se establecen en el período de formación (Panebianco, 1988).

La evidencia presentada en el capítulo permite sostener que ca cumple 
las funciones centrales que definen a un partido político: es un ámbito de 
coordinación horizontal de políticos ambiciosos y de agregación vertical 
de intereses (Luna et al., 2020). Además, cumple esas funciones en el 
sistema de partidos más institucionalizado de América Latina (Piñeiro 
Rodríguez y Rosenblatt, 2020), disputando espacios a tres partidos políticos 
fuertemente establecidos. Por último, aunque el capítulo presenta eviden-
cia que permite reconocer en ca algunos de los factores que la literatura 
considera necesarios para el éxito de los procesos de construcción parti-
daria, también identifica algunas características que abren interrogantes 
sobre el futuro del partido.

El capítulo se organiza de la siguiente manera. En la sección 2 se discu-
te brevemente la literatura sobre formación y reproducción de partidos. 
En la sección 3 se reseñan las raíces históricas de ca. En la sección 4 se 
analiza en qué medida ca cumple las funciones básicas que definen a un 
partido político. En la sección 5 se analiza el desempeño electoral de ca y 
el peso del voto militar. En la sección 6 se analiza a ca desde el punto de 
vista de los factores claves en los procesos de construcción partidaria. En 
la última sección se presentan las conclusiones.

2. Los partidos, sus funciones y las claves  
para una reproducción exitosa

Este capítulo discute dos preguntas clásicas de la literatura sobre partidos: 
qué es un partido político y cuáles son los factores que explican el éxi-
to de los procesos de formación partidaria. Los partidos políticos son un 
tipo de vehículos electorales que cumplen algunas funciones específicas 
(Luna et al., 2020). En consecuencia, en el análisis de cualquier proceso de 
construcción partidaria es pertinente intentar establecer en qué medida la 
nueva organización cumple las dos funciones propias de un partido político: 
coordinación horizontal de políticos ambiciosos en los períodos electorales 
e interelectorales, y agregación vertical de intereses y demandas colectivas.
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La capacidad de los partidos para sobrevivir a su etapa fundacional y 
reproducirse a lo largo del tiempo ha sido un componente central de la 
literatura sobre la formación de partidos (Anria, 2018; Art, 2011; Kalyvas, 
1996; Kitschelt, 1989; Levitsky et al., 2016; Lipset y Rokkan, 1967; Norris, 
2005; Rosenblatt, 2018; Tavits, 2013; Van Biezen, 2003; Van Cott, 2005). 
Autores como Aldrich (1995) han afirmado que la estabilidad democrática 
tiende a generar incentivos para que algunos políticos canalicen su am-
bición individual mediante la creación de organizaciones partidarias. En 
la misma tradición, los enfoques institucionalistas convencionales han 
destacado el rol de las reglas electorales y el régimen de gobierno para 
explicar la consolidación de sistemas de partidos estables (Carey, 2007; 
Mainwaring, 1999; Piñeiro Rodríguez y Rosenblatt, 2020). Otras perspec-
tivas han conceptualizado la reproducción partidaria como el desarrollo 
de una etiqueta partidaria reconocible por los electores, capaz de producir 
diferenciación entre partidos y cohesión a su interior (Lupu, 2016). Final-
mente, otros autores han explicado la formación de partidos por procesos 
históricos y factores contextuales o estructurales (LeBas, 2011; Loxton y 
Mainwaring, 2018; Van Biezen, 2003). Más allá de las diferencias, la lite-
ratura tiende a coincidir en que los partidos que logran establecerse son 
una pequeña minoría (Levitsky et al., 2016; Mustillo, 2007).

Refiriéndose a América Latina, Levitsky et al. (2016) han definido la cons-
trucción exitosa de partidos como «el proceso en el que nuevos partidos 
se desarrollan como actores políticos estables y electoralmente significati-
vos» (p. 35)1 y han identificado tres factores principales que favorecen el 
éxito de estos procesos. En primer lugar, la construcción de una identidad 
partidaria fuerte, que en buena medida se corresponde con la noción de 
marca planteada por Lupu (2016). En segundo lugar, la existencia de una 
organización territorial consolidada y ampliamente extendida. En tercer 
lugar, la importancia de fuentes generadoras de cohesión organizacional.

La construcción de una marca es un factor clave para estimular la iden-
tificación de los ciudadanos con los partidos (Lupu, 2016). Los partidos no 
pueden sobrevivir en el tiempo si no tienen ciudadanos que se sienten 
identificados con ellos. Para Lupu, la marca partidaria se construye a par-
tir de votantes que se sienten próximos a los partidos que consideran más 
parecidos a ellos. La identificación varía según lo que los partidos hacen y 
dicen y la persistencia de la identificación se asegura mediante la consis-
tencia entre las preferencias de los votantes y las percepciones que ellos 

1	  Traducción de los autores.
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construyen sobre el partido (Lupu, 2014, pp. 567-568). Al mismo tiempo, 
la marca partidaria cumple una función central en la diferenciación de 
un partido respecto a sus competidores.

Aunque los cambios tecnológicos diversificaron los medios y redujeron 
los costos para la comunicación y movilización de votantes, la literatura 
ha resaltado la importancia de la construcción organizacional en el te-
rritorio para el éxito de la formación y reproducción de partidos (Pérez, 
Piñeiro y Rosenblatt, 2020; Ziblatt, 2017). La institucionalización (o con-
solidación) de un partido nuevo, entendida como supervivencia a largo 
plazo, éxito electoral y capacidad de mantenerse unido, depende de la 
fortaleza organizacional (Tavits, 2013).

La capacidad de supervivencia de los partidos depende también de la in-
tensidad de su cohesión interna. Un partido fuertemente cohesionado es 
menos proclive a sufrir fracturas y deserciones en tiempos difíciles. Las 
fuentes que estimulan la cohesión interna pueden ser diversas y entre 
ellas la literatura destaca el rol de eventos críticos o entornos hostiles 
que intensifican los lazos de lealtad y compromiso entre los miembros 
del partido (LeBas, 2011; Rosenblatt, 2018; Tavits, 2013; Van Dyck, 2016).2

3. Las raíces históricas de Cabildo Abierto

El 10 de enero de 2019 el partido Movimiento Social Artiguista (msa) se 
registró en la Corte Electoral de Uruguay. Restricciones respecto al uso de 
menciones a José Artigas en el nombre de los partidos políticos llevaron 
a que el partido cambiara su nombre por el de Cabildo Abierto. Más allá 
de esta instancia formal, el partido había comenzado a gestarse bastante 
tiempo atrás. Varios de los entrevistados para este capítulo establecieron 
que al menos desde comienzos de 2018 venían considerando la posibili-
dad de crear un partido político o una nueva fracción al interior del Parti-
do Colorado (pc) o el Partido Nacional (pn). Sin embargo, la duda principal 
era si el nuevo vehículo electoral debía competir en las elecciones de 
2019 o esperar a las elecciones nacionales de 2024. Esta incertidumbre se 
despejó cuando se produjo el cese del comandante en jefe del Ejército, ge-
neral Guido Manini Ríos, luego de varios conflictos con el presidente de la  

2	 La literatura específica sobre la formación de partidos de derecha ha presentado un conjunto 
específico de factores explicativos que enfatiza, entre otros, el rol de los diseños institucio-
nales y el rechazo de ideas y políticas de la agenda posmaterialista (Art, 2011; Gibson, 1996; 
Ignazi, 1992; Luna y Rovira Kaltwasser, 2014; Norris, 2005; Norris e Inglehart, 2018; Ziblatt, 
2017).
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República, Tabaré Vázquez. Inmediatamente después de su destitución, Ma-
nini Ríos se convirtió en el candidato a la presidencia del nuevo partido.

Guido Manini Ríos pertenece a una familia con una larga y destacada 
trayectoria en la política uruguaya. Su abuelo, Pedro Manini Ríos, fue un 
estrecho colaborador de José Batlle y Ordóñez a comienzos del siglo xx. En 
1913 se distanció de él y formó la principal fracción opositora al batllis-
mo dentro del Partido Colorado. En pocos años, Pedro Manini Ríos viró 
hacia posiciones políticas conservadoras, se convirtió en vocero de las 
principales organizaciones de los grandes propietarios rurales y estableció 
alianzas con otros sectores colorados y blancos.

Aunque la fracción liderada por Pedro Manini Ríos fue perdiendo peso 
electoral y desapareció luego de la muerte de su fundador, sus hijos conti-
nuaron editando el diario La Mañana y el vespertino El Diario, que fueron 
voceros de los sectores más conservadores del pc y de la élite terrateniente, 
y formaron parte de los sectores que apoyaron el golpe de Estado de 1973.3

Esta tradición conservadora tuvo manifestaciones electorales relevantes 
en diferentes fracciones de los dos partidos tradicionales uruguayos (pc 
y pn) a lo largo del siglo xx. Todas fueron organizaciones relativamente 
estables, con redes de locales y adherentes arraigados en el territorio, 
medios de prensa y dirigentes profesionales. Además fueron organizacio-
nes con un electorado socialmente heterogéneo, con arraigo en sectores 
populares urbanos y rurales, en cuyas estructuras convivieron políticos 
profesionales e integrantes de la élite terrateniente, industrial y finan-
ciera del país.

ca representa una continuidad con una parte de la tradición conservadora 
uruguaya que tiene al menos un siglo de historia. Sin embargo, es un 
fenómeno político original porque nace fuera de los partidos tradicionales 
y obtiene el mejor resultado electoral de una cuarta fuerza política desde 
el restablecimiento de la democracia en 1985.

3	 Luego de varias décadas sin editarse, La Mañana volvió a publicarse en formato electrónico al 
anunciarse la creación de ca. Es dirigido por Hugo Manini Ríos, hermano del líder de ca.
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4. Cabildo Abierto y las funciones que definen  
a un partido político

Poco más de un año después de su creación formal, ca cumple las dos 
funciones centrales que definen a un partido político: genera coordinación 
horizontal de políticos ambiciosos y agrega verticalmente intereses desde 
la sociedad (Luna et al., 2020).

Para que un partido cumpla la función de coordinación horizontal, Luna et al. 
(2020) sostienen que debe existir coordinación en los períodos electorales 
y entre elecciones. En elecciones, la coordinación horizontal implica que 
los partidos monopolizan la selección de candidatos y la coordinación 
de la estrategia electoral y utilizan una etiqueta partidaria común. Entre 
elecciones, la coordinación horizontal requiere una actuación concertada 
de los representantes del partido a nivel nacional y subnacional.

Desde el punto de vista de la coordinación horizontal en elecciones, las 
autoridades partidarias encabezadas por Guido Manini Ríos controlaron 
y centralizaron la nominación de candidatos y la formación de agrupa-
ciones en todas las instancias y todos los niveles del ciclo electoral. A 
diferencia del pn y el pc, que resolvieron el orden de las listas a diputados 
en función de los resultados de las elecciones internas, ca admitió la com-
petencia entre fracciones para los cargos de la Cámara de Diputados, pero 
la decisión final sobre la cantidad de agrupaciones y sobre la integración y 
el orden de los candidatos en las listas estuvo en manos de la cúpula par-
tidaria. En este sentido, el coronel retirado Rivera Elgue,4 responsable de 
organización de ca y actual subsecretario del Ministerio de Defensa Na-
cional, informó que establecieron reglas para impedir que las autoridades 
partidarias de nivel departamental pudieran «obstaculizar la formación 
de nuevas agrupaciones», por lo que su responsabilidad se limitó a in-
formar de nuevas agrupaciones a las autoridades nacionales, que fueron 
las encargadas de resolver.

Por otra parte, ca no aceptó la formación de fracciones en la elección para 
integrar la Cámara de Senadores, y tanto la integración como el orden de 
la lista de candidatos fueron definidos directamente por Guido Manini. 
Según Guillermo Domenech,5 fundador de ca y actual senador, Guido Ma-
nini Ríos puso la condición «de armar el Senado con gente de su más ab-

4	  Entrevista personal, 27/5/2020.

5	  Entrevista personal, 10/6/2020.
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soluta confianza […] porque le pareció que era la llave del movimiento». 
A pesar de la simultaneidad de los procesos de construcción partidaria y 
selección de candidatos y la casi nula visibilidad pública de la mayoría de 
sus dirigentes departamentales y nacionales, la evidencia disponible per-
mite afirmar que los resultados fueron aceptados sin conflictos relevantes.

La coordinación de la estrategia electoral también fue monopolizada por 
la dirección de ca. El sistema electoral uruguayo permite compatibilizar 
la competencia interna con la competencia entre partidos. Más allá de 
esta ventaja del diseño institucional para facilitar el cumplimiento de 
este atributo de la coordinación horizontal, ca también logró controlar 
centralmente la competencia entre candidatos y arbitrarla evitando con-
flictos mayores. Describiendo el proceso del armado de la lista de diputa-
dos de su agrupación, la actual diputada por Montevideo Elsa Capillera6 
sostuvo que «nosotros dimos los nombres sugiriendo algún orden, alguna 
prioridad, pero el partido fue quien armó la lista y me dejó primera».

Cabildo Abierto logró rápidamente instalar una etiqueta partidaria. Los 
diferentes candidatos utilizaron los colores amarillo, rojo y azul y el logo 
de ca. El partido tuvo una propaganda electoral común y facilitó material 
centralmente, en especial para su distribución en redes sociales. Según 
Martín Tolmeo,7 consultor contratado como jefe de la campaña comu-
nicacional de ca, a partir de las elecciones internas y hasta el final de la 
campaña del balotaje fue una prioridad que todos los candidatos y agru-
paciones de todos los departamentos utilizaran los símbolos del partido. 
Se formó un equipo para asegurar que quienes se integraran pudieran 
contar de inmediato con los materiales de la propaganda oficial. Además, 
se prohibió modificar localmente la identidad gráfica de la campaña pre-
sidencial. Si los candidatos o agrupaciones a nivel departamental querían 
crear materiales que les permitiesen diferenciarse, el partido les ofrecía 
las imágenes necesarias para que ellos pudieran armarlos sin alterar la 
marca partidaria.

La capacidad de ejecutar estos tres atributos de la coordinación horizontal 
electoral estuvo fuertemente pautada por el peso del liderazgo de Guido 
Manini Ríos. Al mismo tiempo que el partido desarrollaba una estructura 
organizacional incipiente, el liderazgo de Manini operaba como un factor 
crucial en la cooperación electoral entre dirigentes, candidatos y militan-
tes de ca. Como surge de las entrevistas realizadas, el liderazgo de Guido 

6	  Entrevista personal, 22/6/2020.

7	  Entrevista personal, 17/7/2020.
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Manini era indiscutido en el núcleo original que creó el partido. Como 
afirma Marcos Methol,8 fundador de ca y responsable del área programá-
tica del partido, había un núcleo de civiles «maninistas» incluso antes de 
que Manini llegara a ser comandante del Ejército. Fue su liderazgo el que 
articuló el partido y su peso dentro de la organización se reforzó duran-
te la campaña electoral. El senador Guillermo Domenech9 lo manifiesta 
cuando sostiene que los votos que le permitieron obtener su banca «son 
de Guido Manini».

La otra dimensión necesaria que define la capacidad de coordinación ho-
rizontal de los partidos es la coordinación entre elecciones. Al momento 
de desarrollar este estudio, ca estaba recorriendo el primer año de su 
primer período interelectoral. Por lo tanto, las evaluaciones sobre su ca-
pacidad de coordinación en el Parlamento y a nivel departamental o local 
son necesariamente provisorias. Sin embargo, durante este período ca ha 
mantenido los niveles de coordinación observados durante la campaña 
electoral. Por ejemplo, todos los diputados y senadores siguieron los li-
neamientos del partido en la tramitación y votación de la Ley de Urgente 
Consideración (luc).10

La agregación vertical de intereses es la otra función básica que define a 
un partido político (Luna et al., 2020). Esto implica la capacidad para mo-
vilizar electoralmente intereses colectivos y para intermediar y canalizar 
demandas colectivas. La plataforma electoral de ca incluyó una serie de 
demandas generales de militares activos y pasivos y sus familias, sectores 
populares conservadores del área metropolitana de Montevideo, Canelo-
nes y zonas urbanas del interior del país y productores rurales vinculados 
a sectores que habían perdido rentabilidad en los últimos años de gobier-
no del Frente Amplio (fa). Más allá de estos sectores sociales, el partido 
tiene una base electoral políticamente definida formada por adherentes 
identificados con ideas nacionalistas y conservadores en lo valórico que 
cuestionan algunos aspectos de la globalización.

El senador y vicepresidente de ca coronel retirado Raúl Lozano11 entiende 
que en el sistema de partidos uruguayo anterior a 2019 predominaba cier-

8	  Entrevista personal, 15/5/2020.

9	  Entrevista personal, 10/6/2020.

10	  La luc es una ley ómnibus que incluyó 476 artículos referidos a decenas de temas y se trans-
formó en el proyecto de ley emblemático del gobierno de coalición de centroderecha del pre-
sidente Luis Lacalle Pou.

11	  Entrevista personal, 16/6/2020.
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ta convergencia ideológica entre los principales partidos del sistema (fa, 
pn y pc), por ejemplo, en torno a la llamada nueva agenda de derechos. A 
su juicio, los matices entre los partidos eran relativamente pequeños y no 
representaban las preferencias de una parte de la ciudadanía que rechaza 
estas ideas y las políticas públicas implementadas en esta área por los 
gobiernos del fa.

En el mismo sentido, los dirigentes de ca coinciden en señalar que los 
otros partidos del sistema promovieron o toleraron un modelo de secu-
larización del Estado y la sociedad que desconoció la importancia de la 
tradición católica. Desde esta perspectiva, ca reivindica la existencia de 
una identidad nacional de raíz cristiana y promueve una agenda política 
afín a la de la Iglesia católica y diversos sectores evangélicos de fuerte 
arraigo popular. Para Marcos Methol,12 los integrantes del núcleo funda-
cional de ca siguieron con atención procesos globales que empezaron a 
fortalecerse a partir de 2016, como el «resurgir de los nacionalismos que 
[de] alguna manera generaron una respuesta a un discurso hegemónico 
en lo cultural». Entre ellos «lo que pasaba con Trump, pero también lo 
que pasaba con Putin o lo que pasaba en Francia con Marine Le Pen, o 
lo que empezaba a surgir en España, en India». Un movimiento «que 
empezaba a instalar el tema de lo nacional» y que permitía suponer «que 
un artiguismo social, un nacionalismo de raíz popular, cristiana y guara-
nítica, podía tener un espacio».

La función de agregación vertical de intereses también requiere la in-
termediación y canalización de demandas colectivas. Esto es importante 
porque asegura la incorporación permanente de demandas de la sociedad 
civil y reproduce la capacidad de los partidos de ser agentes de represen-
tación democrática. Para que ello ocurra, deben existir vínculos formales 
o informales con organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, las deci-
siones del partido deben estar alineadas con los intereses de su electorado 
principal.

Los vínculos formales o informales con organizaciones de la sociedad 
civil son importantes porque favorecen el desarrollo de raíces en la socie-
dad y en el territorio. La creación de estos vínculos supone una inversión 
de recursos muy grande para una organización en proceso de formación. 
En muchos casos esto se ve facilitado por la existencia de vínculos pre-
existentes con movimientos sociales de distinto tipo, por ejemplo sindica-
tos o iglesias. En el caso de ca, no existían vínculos fuertes con ese tipo de 

12	  Entrevista personal, 15/5/2020.
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organizaciones. Sin embargo, los lazos del partido con las Fuerzas Arma-
das, sus servicios de bienestar y otras organizaciones sociales de activos y 
pasivos militares facilitaron desde el origen la generación de capilaridad. 
Los vínculos de ca con las Fuerzas Armadas facilitan la generación de 
lazos más o menos permanentes con diversos sectores de la sociedad en 
todo el territorio. La mayoría de los entrevistados reconocieron la im-
portancia de la actuación de Guido Manini, primero como director de los 
servicios de salud militar y luego como comandante en jefe del Ejército 
en la construcción partidaria. Pero la importancia de la presencia militar 
en la formación de ca no se agota en la figura de su líder. Los entrevista-
dos también reconocen que la construcción de organización que permitió 
el primer despliegue en el territorio se facilitó por la visibilidad pública 
y el prestigio de los militares en muchas localidades del país en las que 
desempeñan diversas tareas en contacto con la sociedad civil.

Para la intermediación y canalización de demandas colectivas también 
es importante que las decisiones partidarias estén alineadas con las pre-
ferencias de su principal núcleo de apoyo electoral. En el breve período 
transcurrido desde su creación, ca parece actuar en línea con las pre-
ferencias de un núcleo de adherentes con un perfil ideológico definido. 
Ejemplos elocuentes de este alineamiento fueron, por un lado, las inter-
venciones de las legisladoras del partido en los debates parlamentarios so-
bre los factores que explican la violencia de género. En esa oportunidad, 
las posiciones de las diputadas de ca contrastaron notoriamente con las 
del resto de las representantes de los otros partidos y responsabilizaron 
al feminismo del aumento de la violencia hacia las mujeres y de sembrar 
la división en las familias.13 En el mismo sentido, pueden interpretarse 
las frecuentes intervenciones de los legisladores de ca para cuestionar 
la actuación del Poder Judicial en los casos de violaciones a los derechos 
humanos cometidas por personal militar durante la dictadura (1973-1985). 
Esta decisión se ajusta a las expectativas del electorado partidario vincu-
lado a la llamada familia militar.14 Finalmente, ca ha impulsado iniciati-
vas legislativas y judiciales contra la instalación de la segunda planta de 
procesamiento de pasta de celulosa (upm 2). Esta posición está alineada  
 

13	 La Diaria, 8 de junio de 2020, «Diputada de Cabildo Abierto dijo que la figura de femicidio 
“profundiza la brecha de desigualdad”». Recuperado el 18/8/2020 de https://ladiaria.com.
uy/politica/articulo/2020/6/diputada-de-cabildo-abierto-dijo-que-la-figura-de-femici-
dio-profundiza-la-brecha-de-desigualdad/

14	 El Observador, 6 de agosto de 2020, «Jueces, fiscales y funcionarios cuestionan intromisión de Manini 
Ríos en la Justicia». Recuperado el 18/8/2020 de https://www.elobservador.com.uy/nota/jueces-fis-
cales-y-funcionarios-cuestionan-intromision-de-manini-rios-en-la-justicia-202086121855
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con los intereses de una parte de su electorado vinculado a la producción 
rural y específicamente al movimiento Un Solo Uruguay.15

5. El desempeño electoral de Cabildo Abierto 
y el voto militar

En el ciclo electoral del año 2019, ca logró el mejor desempeño de un 
partido nuevo desde el retorno a la democracia (1984). En las elecciones 
primarias obligatorias de junio de 2019, con voto voluntario y sin disputa 
por la selección del candidato presidencial, ca obtuvo 4,4 % de los votos 
emitidos (tabla 1). En la primera vuelta electoral, realizada en octubre 
del mismo año, ca obtuvo 11 % de los votos. Hasta ese momento, el par-
tido nuevo que había obtenido el mejor resultado electoral había sido el 
Partido por el Gobierno del Pueblo (pgp) en 1989 (8,6 %). Sin embargo, 
en el caso del pgp se trataba de un desprendimiento de fracciones del fa 
encabezado por líderes de larga trayectoria. En cambio, ca es un partido 
completamente nuevo, creado sin aportes de fracciones o líderes impor-
tantes de otros partidos.

Desde el inicio, la campaña electoral ca se alineó con el resto de las fuerzas 
de oposición con el objetivo de derrotar al fa, que gobernaba desde 2005 
(Nocetto, Piñeiro y Rosenblatt, 2020). Las mediciones de opinión pública 
registraron el rápido y sostenido crecimiento de la intención de voto de ca.

Tabla 1: Distribución del voto en la elección interna 2019 
en porcentaje

Partido Porcentaje

FA 23,7 

PN 41,6 

PC 16,8 

CA 4,4 
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

15	 El País, 14 de mayo de 2020, «Cabildo Abierto llamará a sala a cuatro ministros por el contrato 
con upm». Recuperado el 18/8/2020 de https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/ca-
bildo-abierto-llamara-sala-cuatro-ministros-upm.html
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Gráfico 1: Evolución de la intención de voto 2019  
según partido, en porcentaje

Fuente: Elaboración propia con base en datos de consultoras Opción,  
Factum, Equipos y Cifra sistematizada por umad, fcs, Udelar.

 
Tabla 2: Resultados de la elección nacional 2019 

 por partido, en porcentaje

Partido Porcentaje

FA 39,0

PN 28,6 

PC 12,3 

CA 11,1 

PI 1 ,0

PG 1,1 

PERI 1,4 

UP 0,8 
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.
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El desempeño electoral de ca en la primera vuelta de la elección nacional 
registró variaciones importantes en las diferentes circunscripciones. En la 
figura 1 se muestra la distribución del voto a ca en los 19 departamentos. El 
partido tuvo mejor desempeño en los departamentos fronterizos del norte y 
el este del país. ca fue el tercer partido más votado en nueve departamentos: 
Artigas, Canelones, Cerro Largo, Durazno, Maldonado, Rivera, Rocha, Ta-
cuarembó y Treinta y Tres. En Rivera, bastión tradicional del pc, fue donde 
obtuvo su mejor votación (24,5 %). Los peores resultados los obtuvo en los 
departamentos de Colonia (7,6 %) y Montevideo (8,6 %). En términos ge-
nerales, la votación de ca fue más alta en los departamentos con menores 
niveles de desarrollo relativo (mides. 2015; Miranda y Menéndez, 2020).

Figura 1: Proporción de votos a ca por departamento (octubre 2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

Estos resultados permitieron a ca convertirse en un socio necesario para 
la conformación de una coalición opositora capaz de disputar efectiva-
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mente el gobierno en la segunda vuelta electoral. Así lo entendió Luis 
Lacalle Pou, candidato presidencial del pn y rival del fa en el balotaje de 
noviembre de 2019. El domingo 26 de octubre, cuando se conocieron los 
resultados de la primera vuelta de la elección nacional, Guido Manini 
Ríos anunció su apoyo a la candidatura de Lacalle Pou y su voluntad de 
integrar un gobierno de coalición. La coalición opositora, integrada ade-
más por el pc y otros partidos menores, triunfó en la segunda vuelta elec-
toral con 48,9 % de los votos emitidos contra 47,4 % del candidato del fa.

En el Parlamento, ca aportó 20 % de las bancas de la coalición gober-
nante en la Cámara de Representantes y 17 % de las bancas oficialistas en 
la Cámara de Senadores. En la compleja negociación que distribuyó los 
principales cargos de gobierno entre los socios de la coalición triunfante, 
ca recibió dos ministerios (Vivienda y Salud Pública), varios cargos de 
viceministros (entre ellos el de Defensa) y de directores de empresas pú-
blicas y otros organismos estatales.

Tabla 3: Distribución de bancas y ministerios entre  
partidos de la coalición de gobierno

Partidos Diputados Senadores Ministerios

PN 30 10 8

PC 13 4 3

CA 11 3 2

PI 1 0 1

PG 1 0 0
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral  
y Poder Ejecutivo.

Como surge de las entrevistas realizadas, el vínculo entre ca y las Fuerzas 
Armadas parece haber sido un factor importante para explicar la capaci-
dad de organización y movilización electoral del partido. El análisis cuan-
titativo de los datos electorales muestra la existencia de una relación entre 
la concentración de militares en el territorio y el desempeño electoral de 
ca. A los efectos de testear esa relación, se modeló la proporción de votos a 
ca en una localidad i, como función de la presencia de una unidad militar 
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en cada localidad.16 17 Considerando que el personal militar debe votar en 
la circunscripción electoral a la que pertenece su unidad militar,18 el aná-
lisis del comportamiento electoral a nivel de localidades permite captar 
parte de la variación asociada al voto militar.19

Como se muestra en la tabla 4, el porcentaje de votos a ca es casi seis pun-
tos porcentuales más alto (en promedio) en localidades que cuentan con 
una unidad militar. Esta asociación es significativa al 99,9 % en diversas 
especificaciones y es robusta a efectos fijos por departamento (modelo 3).

Tabla 4: Determinantes del voto a ca a nivel de localidad

Variable dependiente

Proporción de votos de CA

Modelo 1 
MCO

Modelo 2 
MCO

Modelo 3 
Efecto fijo por departamento  

(coeficientes omitidos)

Tiene cuartel (dummy) 0,058*** 0,053*** 0,048***

(0,011) (0,011) (0,009)

Nivel educativo promedio 0,0002*** 0,0002***

(0,0001) (0,0001)

NBI promedio 0,009 –0,019**

(0,008) (0,007)

Tasa de empleo 0,369*** 0,429***

(0,124) (0,126)

Proporción de pobres 0,515*** 0,155

(0,138) (0,140)

Constante 0,117*** –0,118 –0,046

16	 Se agruparon los resultados electorales según localidad a la que pertenece cada serie electoral 
(circunscripción) según datos de la Corte Electoral. Las variables de control fueron construidas a 
partir de datos del Censo Nacional de 2011 y Encuesta Continua de Hogares 2019. Las localidades 
de la Corte que no se parearon con los nombres de las localidades censales fueron omitidas.

17	 Batallones, brigadas, escuelas de las tres armas de las Fuerzas Armadas. Se excluyeron pre-
fecturas y subprefecturas navales.

18	 Orden del Comando General del Ejército 9237, 27 de marzo de 1993.

19	 Aunque esta estimación tiene los problemas característicos de inferencia ecológica.
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(0,004) (0,084) (0,079)

Observaciones 279 278 278

R2 0,087 0,175 0,486

R2 ajustado 0,084 0,154 0,437

Estadístico F 26,441***  
(df = 1; 277)

8,179*** 

 (df = 7; 270)
9,965***  

(df = 24; 253)
 

Nota: *p < 0,1; **p < 0,05; ***p < 0,01.

Otra manera de aproximarse al voto militar consiste en comparar la pro-
porción de votos a ca entre series electorales comunes y observadas. Los 
funcionarios custodias de las urnas (tropa de las Fuerzas Armadas) votan 
observado y representan casi el 20 % de los votos observados.20 Como se 
ve en la tabla 5, el voto de ca crece 9 puntos porcentuales en series obser-
vadas, significativo al 99,9 %.

Tabla 5: Efecto del tipo de serie electoral en voto a ca

Variable dependiente

Proporción de votos a CA

Efectos fijos por departamento  
(coeficientes omitidos)

Serie de votos observados  
(dummy) 0,093***

(0,014)

Constante 0,145***

(0,012)

Observaciones 737

R2 0,351

R2 ajustado 0,334

Estadístico F 20,434*** (df = 19; 717)
 
Nota: *p < 0,1; **p < 0,05; ***p < 0,01.

En síntesis, a partir del análisis del comportamiento agregado de los votos 
existen indicios robustos para vincular la organización militar con el 

20	 Votan fuera de su circuito debido a que normalmente trabajan como custodias en las elecciones.
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desempeño electoral de ca. Los datos y la evidencia presentada indican la 
importancia del voto militar en los resultados obtenidos por ca.

6. Cabildo Abierto y los factores claves para el éxito  
de la construcción partidaria

Como se ha mencionado, la literatura que explica los procesos exitosos de 
construcción partidaria ha identificado tres factores causales principales: 
la existencia de una marca o etiqueta partidaria fuerte, fuentes de cohe-
sión interna y una organización arraigada en el territorio y la sociedad 
(Levitsky et al., 2016). ca es una organización en formación y no alcanza 
los umbrales temporales que la literatura comparada establece para cali-
ficar como exitoso o fallido el proceso de construcción de un partido. Sin 
embargo, es posible analizar en qué medida está presente cada uno de los 
tres factores mencionados.

Respecto a la construcción de una marca o etiqueta, ca avanzó rápida-
mente y logró definir y utilizar un conjunto de símbolos partidarios de 
forma consistente a lo largo de toda la campaña. El jefe de campaña del 
partido destacó la importancia que asignó a ese objetivo y la «comple-
jidad» de alguna de las decisiones que fue necesario tomar para alcan-
zarlo.21 El partido había adoptado una de las banderas utilizadas por las 
fuerzas artiguistas durante el período de la independencia, cuyos colores 
están actualmente presentes en el escudo del Ejército uruguayo. Sin em-
bargo, la similitud con los colores utilizados tradicionalmente por el fa 
hizo deseable buscar alternativas que asegurasen la diferenciación con el 
partido de gobierno. Cambiar los colores de la bandera implicaba otra re-
nuncia a las referencias al artiguismo,22 por lo que la decisión fue inicial-
mente resistida por el núcleo fundador de ca. Sin embargo, el cambio de 
los colores partidarios fue finalmente aceptado e implementado de forma 
centralizada por la dirección de ca y el equipo de conducción de campaña.

La consolidación de una etiqueta partidaria que cumpla la función de di-
ferenciación con otros partidos y facilite la identificación de los votantes 
también se favorece por la existencia de una identidad programática. Des-
de el inicio de la campaña electoral ca manifestó posiciones ideológicas 
muy definidas sobre diversos asuntos. Al igual que otras experiencias re-

21	  Martín Tomeo, entrevista personal, 17/7/2020.

22	  Como ya fue mencionado, la Corte Electoral había prohibido utilizar la denominación Movi-
miento Social Artiguista como nombre del partido.
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cientes de formación de partidos de derecha radical, y como fuera señalado 
anteriormente, ca buscó diferenciarse del resto del sistema de partidos 
mediante una retórica de confrontación. En el pasado ningún otro partido 
uruguayo había definido su identidad cuestionando la imparcialidad y le-
gitimidad de las actuaciones del Poder Judicial respecto a las violaciones a 
los derechos humanos cometidas durante la última dictadura. En el mismo 
sentido, hasta la llegada de ca al Parlamento, ningún partido uruguayo 
había realizado un cuestionamiento tan genérico, frontal y sistemático 
al movimiento feminista y a toda la agenda de derechos con perspectiva 
de género que, como muchos partidos de derecha radical y populistas de 
Europa, considera fruto de la acción de organizaciones internacionales.

El segundo factor determinante en los procesos exitosos de construcción 
partidaria es la existencia de algún tipo de fuente de cohesión interna. Los 
partidos exitosos son aquellos que encuentran incentivos para permanecer 
unidos, especialmente en los momentos de mayor incertidumbre (Levits-
ky et al., 2016). A lo largo de su corta existencia, ca no ha registrado 
fracturas importantes y su bancada parlamentaria ha tenido un compor-
tamiento disciplinado al votar en bloque todas las leyes importantes. Los 
dirigentes de ca identifican algunas ideas fuerza que estarían operando 
como fuente de cohesión partidaria. Entre ellas, la visión compartida por 
un grupo reducido de militares y civiles que integran la dirección del 
partido respecto al papel que deben cumplir las Fuerzas Armadas en la 
política uruguaya y la importancia de su intervención en el desarrollo 
del país. Para Marcos Methol,23 una seña de identidad programática de ca 
es la relevancia estratégica que atribuye a la participación de las Fuerzas 
Armadas en el diseño de planes para desarrollar «la soberanía nacional» 
pensando en clave geopolítica, algo que a los políticos les costaría hacer 
porque suelen estar «presos del corto plazo», preocupados por «cómo 
ganar la próxima elección o cómo sacar un proyecto de ley».

Como se ha mencionado, los líderes del partido también aparecen fuerte-
mente cohesionados en el objetivo de poner fin a las actuaciones judicia-
les sobre las violaciones a los derechos humanos cometidas por personal 
militar durante la dictadura. En la misma clave corporativa, la conduc-
ción partidaria aparece cohesionada por la protección de algunos intere-
ses materiales concretos. Entre ellos, el nivel de los salarios, las políticas 
focalizadas de salud y vivienda para el personal militar y, especialmente, 
el régimen especial de jubilaciones y pensiones militares. En este sentido, 

23	  Entrevista personal, 15/5/2020.
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algunos entrevistados aseguraron que ca representa una respuesta a las 
políticas seguidas por los últimos gobiernos del fa, que luego de la muerte 
del ministro de Defensa Eleuterio Fernández Huidobro habrían iniciado 
un «enfrentamiento total con las Fuerzas Armadas» que implicaba «ir 
en contra de la nación» y la amenaza de «dejar de ser un Estado-Nación 
[para] convertirse en una sucursal».24

Sin embargo, ca enfrenta el desafío de asegurar la cohesión interna en-
tre sus líderes y su núcleo principal de adherentes, que trasciende los 
límites de la corporación militar. Esa es la función que cumplen algunas 
características programáticas que fueron mencionadas al referirnos a la 
marca partidaria. En este sentido una de las fuentes de cohesión de ca es 
la adhesión a lo que Ignazi (1992) llamó la «contrarrevolución silencio-
sa», refiriéndose a Europa occidental en los años setenta y ochenta. La 
idea refiere al rechazo de la opinión pública a cambios valóricos de la 
modernidad y su correlato político, que más recientemente ha sido con-
ceptualizado como reacción cultural o proteccionismo cultural frente a los 
valores posmaterialistas (Norris, 2005; Norris y Inglehart, 2018). Desde 
esta perspectiva, los valores y actitudes predominantes en las sociedades 
posmaterialistas empujaron a los sectores más conservadores a la pérdida 
de confianza en la eficacia de las instituciones, al pesimismo sobre el 
futuro, y en última instancia, a la derecha política. Estos sectores deman-
daron orden, rechazaron los movimientos que consideraban causantes de 
conflictos artificiales y reivindicaron la existencia de un orden jerárquico 
natural (Ignazi, 1992). En la dimensión económica, rechazaron algunos 
aspectos del liberalismo y promovieron lo que Mudde (2007) identificó 
como «nacionalismo y bienestar chovinista».

Todos estos factores aparecen en ca, que promueve una reacción frente a 
lo que percibe como un nuevo orden social y político hegemónico progre-
sista que habría sido implantado en Uruguay en el transcurso de las úl-
timas décadas, principalmente durante los gobiernos del fa. La necesidad 
de una reacción opera como estímulo y fuente de cohesión para la acción 
política organizada ante la percepción de un conjunto de amenazas que 
estarían comprometiendo la supervivencia de la comunidad nacional. En 
este sentido se inscriben las intervenciones de los voceros partidarios que 
reclaman salvaguardar la tradición cristiana, las configuraciones familia-
res tradicionales, la jerarquización de las Fuerzas Armadas como supues-
ta reserva de la identidad nacional y los valores artiguistas, y también los 

24	  Marcos Methol, entrevista personal, 15/5/2020.
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cuestionamientos a los organismos multilaterales y la influencia de los 
capitales trasnacionales. Para Araceli Desiderio,25 fundadora de Cabildo 
Abierto y exmilitante del Partido Nacional y del movimiento Un Solo 
Uruguay, el núcleo fundacional del partido comparte la idea «de volver a 
viejos valores, la bandera, el himno, tradiciones familiares que se habían 
ido perdiendo».

La existencia de una organización fuerte, extendida en el territorio y 
arraigada en la sociedad es el tercer factor clave para el éxito de los 
procesos de construcción partidaria. ca nació para competir en un ciclo 
electoral y desarrolló la organización indispensable para cumplir ese ob-
jetivo. Sin embargo, la rapidez con la que se produjo la extensión de la 
presencia de ca en el territorio fue facilitada por los vínculos del partido 
con las Fuerzas Armadas, en especial con el Ejército. Los testimonios que 
surgen de las entrevistas, así como el análisis de los datos sobre el desem-
peño electoral de ca en las diferentes circunscripciones dan cuenta de la 
importancia de los nexos entre el partido y la presencia de las Fuerzas Ar-
madas. En este contexto, si la capacidad de construcción y reproducción 
organizacional de ca depende de la capilaridad que le ofrece la estructura 
de las Fuerzas Armadas, sus posibilidades de éxito estarán supeditadas en 
el mediano plazo a un recurso que no controla.

Es muy difícil anticipar qué ocurrirá con la organización de ca hasta el 
próximo ciclo electoral. Mantener el funcionamiento permanente de una 
organización partidaria desplegada en el territorio es un desafío particular-
mente difícil, altamente demandante en términos de recursos económicos y 
humanos. Al mismo tiempo, el desmantelamiento de la organización parti-
daria en los ciclos interelectorales representa un costo considerable en tér-
minos de pérdida de canales de vinculación con los activistas y la sociedad 
en general. En cualquier caso, para conocer la capacidad organizacional de 
ca será necesario esperar que transcurra un poco más de tiempo.

25	  Entrevista personal.
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7. Conclusiones

En este capítulo hemos explorado los rasgos principales de ca. A partir del 
repaso de la literatura sobre formación de partidos y del modelo teórico de 
Luna et al. (2020) sobre atributos de los partidos políticos, propusimos una 
mirada sistemática sobre esta organización. Aunque ha transcurrido muy 
poco tiempo entre la creación de ca y esta investigación, pudimos obtener 
piezas de evidencia que nos permitieron identificar que en ca se cumplen 
las funciones que definen a un partido y la presencia de los factores que la 
literatura identifica como causas del éxito de la construcción de partidos 
en América Latina.

ca podría ser clasificado como un partido político porque es una organiza-
ción en la que existe coordinación horizontal entre políticos en elecciones. 
Al momento de escribir este trabajo ca estaba transitando su primer ciclo 
interelectoral por lo que resulta imposible evaluar su capacidad de coordi-
nación horizontal entre elecciones. Además, ca es una organización que en 
la campaña electoral agregó verticalmente intereses de la sociedad, movili-
zó colectivos y canalizó sus demandas. Una vez más, es una interrogante si 
logrará seguir desempeñando esa función hasta la próxima elección.

La campaña electoral de ca estuvo fuertemente controlada y coordinada 
desde el nivel central. El liderazgo de Guido Manini Ríos y la adhesión de 
miembros de las Fuerzas Armadas dieron a ca los recursos organizacio-
nales necesarios para el despliegue territorial de una campaña electoral, 
un recurso muy importante y costoso para cualquier campaña electoral, 
especialmente para un partido nuevo que pretendía ser competitivo en 
un sistema altamente institucionalizado. Desde su fundación, ca cons-
truyó su primer núcleo de apoyo en torno al personal activo y pasivo 
de las Fuerzas Armadas y sus familiares directos. Sobre esa base logró 
capilaridad en buena parte del interior del país y algunas zonas del área 
metropolitana de Montevideo en las que recogió el apoyo de sectores con-
servadores preocupados por el avance de la llamada nueva agenda de 
derechos y empresarios opuestos a regulaciones estatales y algunos efectos 
de la globalización económica.

Uruguay tiene un sistema de partidos muy institucionalizado (Piñeiro 
y Rosenblatt, 2020). El nivel de identificación partidaria es uno de los 
más altos de las Américas. Por lo tanto, las posibilidades de éxito de un 
nuevo partido dependen de su capacidad para insertarse en un contexto 
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competitivo, disputando el voto con organizaciones longevas que poseen 
marcas establecidas en el electorado y estructuras consolidadas en todo el 
territorio. El sistema de partidos uruguayo no puso un «cordón sanita-
rio» como reacción al surgimiento de ca. Por el contrario, rápidamente 
los sectores más conservadores de los partidos tradicionales vieron en 
esta nueva fuerza política un potencial aliado en su competencia con el 
fa. ca además se mostró favorable a la formación de una coalición mul-
tipartidaria para enfrentar al oficialismo en lo que se vislumbraba como 
un inevitable balotaje entre un candidato de la oposición y el del fa. De 
esta forma, ca demostró una rápida capacidad de adaptación a la lógica de 
competencia entre bloques programáticos que se consolidó en Uruguay a 
partir de la reforma constitucional de 1996 (Buquet y Piñeiro, 2014). En 
este proceso de adaptación ca incorporó la capacidad de diferenciarse de 
sus socios mediante una retórica ajena a los registros habituales de la 
política uruguaya y la adopción de posiciones extremas y marcadamente 
opuestas a la de los gobiernos del fa.

Aún es muy pronto para determinar si estamos ante un caso de construc-
ción partidaria exitosa. Sin embargo, en ca se pueden reconocer los fac-
tores que Levitsky et al. (2016) identifican como causas de la construcción 
partidaria exitosa en América Latina. Por un lado, ca desarrolló muy tem-
pranamente una marca partidaria clara que le ha permitido diferenciarse 
de sus competidores y proveer una identidad común a sus adherentes. En 
segundo lugar, ca es una organización partidaria presente en todo el país. 
Sin embargo, no ha desarrollado aún una estructura densa y todavía es 
muy dependiente de los recursos organizacionales y los liderazgos territo-
riales que le han aportado sus nexos con las Fuerzas Armadas. En tercer 
lugar, ca parece contar con algunas fuentes de cohesión organizacional. 
Tiene una base social de apoyo muy cohesionada, tanto por la confluen-
cia de intereses corporativos como por una marcada afinidad ideológica 
basada en el rechazo a los valores posmaterialistas. El futuro de ca depen-
de en gran medida de su capacidad de trascender el liderazgo de Guido 
Manini Ríos y los recursos organizacionales que le aportaron en su etapa 
fundacional los vínculos con las Fuerzas Armadas. ca debería construir 
recursos materiales y simbólicos propios para consolidarse como una or-
ganización política establecida.
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 Capítulo III.1:

Las elecciones de 2019: 
¿continuidad o desalineamiento? 

Un repaso a la evolución de la  
fragmentación partidaria  
y la volatilidad electoral

Daniel Buquet y JaimeYaffé

1. Introducción

El sistema de partidos uruguayo se destaca en América Latina por su 
alto nivel de institucionalización. Sin embargo, en la elección de 2019 
se produjo un cambio significativo en las preferencias electorales de la 
ciudadanía, lo que generó un pico de volatilidad y un récord de fragmen-
tación. La derrota del Frente Amplio y su sustitución por un gobierno de 
derecha «multicolor» responde a factores de corto plazo, como una mala 
evaluación del desempeño del gobierno y una percepción negativa de la 
evolución de la economía (Nocetto, Piñeiro y Rosenblatt, 2020). Pero los 
valores extremos de volatilidad y fragmentación no son el reflejo de la 
alternancia en el gobierno. La pregunta principal que interesa respon-
der es si estos resultados constituyen un evento inesperado o si, por el 
contrario, continúan tendencias preexistentes. Mostraremos en particular 
que reflejan los incentivos que producen las reglas electorales vigentes 
que comenzaron a aplicarse en 1999, específicamente el sistema de doble 
vuelta para la elección presidencial.

Hace unos veinte años, analizando las reglas electorales establecidas por 
la reforma constitucional de 1997, los autores de este artículo señalaron 
algunas consecuencias que esos cambios podrían generar. Buquet (1998) 
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anticipó que existían incentivos para que el país tuviera un «mayor nú-
mero de partidos, niveles más altos de fraccionalización interna y una 
reducción del peso legislativo del presidente» (p. 22). Por su parte, Yaffé 
(2000) apuntó que el nuevo sistema electoral creaba «condiciones más 
propicias para el incremento del número de partidos» (p. 38). Algunos 
aspectos de este fenómeno se pudieron constatar parcialmente en la elec-
ción siguiente, en la que se inauguró el nuevo sistema, como por ejemplo 
la condición de Jorge Batlle de ser «el presidente uruguayo políticamente 
más débil en más de medio siglo» (Buquet, 2000, p. 138).

Sin embargo, el triunfo del fa en 2004 y los quince años de la era progre-
sista hicieron olvidar estos vaticinios, al tiempo que se frenaron las ten-
dencias que se venían manifestando en ese sentido, mientras el sistema 
de partidos encontraba un nuevo equilibrio (Buquet y Piñeiro, 2014). En 
aquel momento, Yaffé (2000) también advertía que los efectos esperados 
del nuevo sistema electoral «solo podrán observarse a mediano plazo, 
cuando la sucesión de instancias electorales permita acumular el número 
suficiente de casos para constatar(los)» (p. 38). Ese momento ha llegado: 
tal como si se tratara de un proceso subterráneo, la derrota del fa en 2019 
dejó un mapa político que aparece como continuador de aquellos procesos 
incentivados por las reglas electorales.

En este capítulo se describen y analizan los resultados de las eleccio-
nes nacionales de octubre y noviembre de 2019. El foco del texto está 
puesto en la conformación de la oferta electoral y en la distribución de 
las preferencias de los votantes entre los partidos que compitieron por 
bancas parlamentarias y por la Presidencia de la República. Asimismo, 
se desarrolla un argumento que permite integrar este fenómeno dentro 
de los procesos de cambio que ha experimentado el sistema de partidos 
en el largo plazo. Para explicar estas transformaciones, se analizan la 
evolución electoral del país y sus expresiones en materia de volatilidad 
electoral y fragmentación partidaria como reflejo de los incentivos que 
genera el sistema electoral.

Luego de desarrollar el argumento teórico en el primer apartado, el texto 
se completa con otras tres secciones. En la primera se observa la evolución 
de la fragmentación del sistema de partidos. En la segunda se describe la 
evolución de la volatilidad electoral. En ambos apartados se cotejan los 
resultados de la última elección con los de la secuencia completa iniciada 
en 1942-1946, con el propósito de evaluar en qué medida los que podrían 
considerarse llamativos datos de 2019 efectivamente representan un punto 
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de inflexión o si, por el contrario, son una confirmación de tendencias 
preexistentes. En la tercera y última parte se analizan los resultados pre-
sentados en las dos anteriores, se evalúa la medida en que se ajustan a 
las predicciones que se pueden formular a partir de las reglas electorales 
inauguradas tras la reforma constitucional de 1997 y se discute la evidencia 
empírica relevada a la luz del argumento teórico presentado al comienzo.

2. Marco analítico

2.1. El sistema electoral y el número de partidos

La relación entre sistemas de partidos y sistemas electorales es un tópico 
relevante de la ciencia política contemporánea desde las formulaciones 
pioneras de Duverger (1950), luego reformuladas por Sartori (1986) y for-
malizadas por Cox (1997). De acuerdo con la ley de Duverger, el uso del 
sistema de mayoría absoluta con dos vueltas para la elección presidencial 
favorece la fragmentación del sistema de partidos en comparación con 
el sistema de mayoría relativa. En Uruguay, diversos estudios realizados 
luego de la recuperación democrática de 1985 y del consiguiente reestre-
no del viejo sistema electoral, cuyos orígenes se remontaban a los años 
treinta, abordaron la cuestión desde perspectivas teóricas y constataciones 
empíricas diversas (Bottinelli, 1991; Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998; 
González, 1991; Mieres, 1997; Monestier, 1999; Vernazza, 1988, entre otros). 
En términos generales, estos trabajos coincidieron en considerar la frag-
mentación política como una variable dependiente del sistema electoral.

Las regularidades observadas por Duverger hace setenta años siguen 
siendo casi consensualmente aceptadas en los estudios electorales, más 
allá de que han sido criticadas y reformuladas. Nos interesan aquí dos de 
aquellas regularidades, conocidas como leyes de Duverger, por su signi-
ficación en el caso uruguayo. La primera: la mayoría relativa o mayoría 
simple (mr) a una sola vuelta en circunscripciones uninominales tiende a 
la producción de un formato bipartidista. La segunda: la mayoría absoluta 
(ma) con doble vuelta en circunscripciones uninominales, así como la 
representación proporcional (rp) para la asignación de cargos legislativos 
promueven el multipartidismo.

Las diferentes reglas generan estímulos diversos para la coordinación 
electoral. Los procesos de coordinación se verifican tanto del lado de la 
oferta generada por los partidos que ponen candidatos a disposición de 
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los votantes como de la demanda de los ciudadanos que eligen entre los 
distintos candidatos que les proponen los partidos. En ambos casos se 
produce alguna forma de coordinación, entre partidos y candidatos por un 
lado, y entre los votantes o grupos de votantes por el otro. La coordinación 
puede ser explícita, cuando median acuerdos, resultado de algún tipo de 
intercambio beneficioso para las partes. Pero también puede ser implícita 
o espontánea, cuando simplemente cada actor involucrado opera según 
sus cálculos sin que necesariamente medien negociaciones o intercam-
bios de beneficios.

En el caso de los partidos y sus candidatos, pueden producirse entradas o 
salidas estratégicas de la competencia según las chances que crean tener 
de obtener algunos de los cargos en disputa. En el caso de los ciudadanos, 
buscan que su voto sea útil para dirimir la competencia que está plantea-
da y, por tal motivo, deciden apoyar a alguno de los partidos o candidatos 
con posibilidades de ganar y descartan a aquellos que no visualizan como 
potenciales ganadores, aun cuando en primera instancia estuviesen más 
predispuestos a votarlos por su cercanía ideológica u otro tipo de motivos. 
Estas decisiones de los votantes son por lo general individuales, pero pue-
den ser también fruto de procesos de decisión colectiva que involucran a 
grupos de votantes que coordinan tratando de obtener el resultado más 
conveniente o de evitar uno peor.

Estos procesos decisorios, primero del lado de los partidos que proponen 
candidatos y luego del de los electores que los votan, están fuertemente 
constreñidos por las reglas electorales. Tanto los candidatos como los vo-
tantes realizan sus cálculos y toman sus decisiones a partir de las normas 
que regulan la competencia electoral (Cox, 1997). Allí reside el fundamen-
to de las tendencias señaladas por Duverger acerca de la propensión de 
los sistemas de mr a una vuelta a generar formatos bipartidistas y la de la 
regla de rp a propiciar el multipardismo, porque cuando se compite por un 
único cargo por mr es mucho más difícil obtenerlo que cuando los cargos 
en disputa son muchos y se asignan proporcionalmente.

Ahora bien, ¿qué sucede cuando ambos mecanismos (mr y rp) operan 
simultáneamente? En tales casos el efecto de las reglas electorales sobre 
la configuración del sistema de partidos es el resultado de la combinación 
e interacción entre ambos mecanismos. En tanto tienen efectos contra-
dictorios en términos de concentración o fragmentación partidaria, el 
resultado final de su acción combinada dependerá de cuál de ellos opere 
con mayor fuerza sobre las decisiones de los políticos que compiten y de 
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los electores que los votan. Dado que en regímenes presidencialistas como 
el uruguayo en la elección presidencial se disputa el premio mayor, cuan-
do se realiza simultáneamente con la elección parlamentaria se produce 
un efecto arrastre de la primera sobre la segunda. Como resultado, si la 
primera se dirime por la regla de mr, su efecto concentrador termina pri-
mando sobre la tendencia fragmentadora que es propia de la rp aplicada 
a la elección parlamentaria y tendería a producirse un sistema de dos o 
tres partidos (Shugart y Carey, 1992). Empíricamente se ha verificado que 
en los regímenes presidencialistas latinoamericanos en los que la elección 
presidencial se dirimía por mayoría simple a una vuelta, realizada en 
forma simultánea con las elecciones parlamentarias, se registraba una 
mayor concentración que en los sistemas de doble vuelta (Mainwaring y 
Shugart, 1997).

En el caso uruguayo, las elecciones parlamentarias y presidenciales, en 
las que operan reglas diferentes, no solo se realizan en forma simultánea, 
sino que además están forzosamente vinculadas a través del voto conjunto 
a ambas instancias en una misma hoja de votación. Esto significa que en 
la primera vuelta de la elección presidencial el elector no tiene la libertad 
de votar a los candidatos de un partido para la presidencia y a los de otro 
para el Parlamento. A ello debe agregarse la acción de un tercer meca-
nismo: el doble voto simultáneo (dvs). Se trata de un mecanismo de voto 
preferencial intrapartidario que habilita y facilita la convivencia de diver-
sas fracciones dentro de un mismo partido. Técnicamente, el dvs permite 
que dentro de un mismo lema compitan diferentes listas de candidatos. 
Si bien está directamente vinculado a la competencia intrapartidaria, se 
trata de un dispositivo que también tiene efectos sobre la fragmentación 
del sistema de partidos en su conjunto. Esto es así porque, al facilitar la 
convivencia de fracciones, reduce la eventualidad de fracturas o escisio-
nes que pueden dar lugar a la formación de nuevos partidos. De este modo, 
el dvs contribuye a contener la fragmentación partidaria.

Sin embargo, los efectos del sistema electoral sobre la fragmentación del 
sistema de partidos no pueden evaluarse considerando el impacto de cada 
mecanismo por separado, sino a partir de su combinación. El efecto frag-
mentador de la rp es contenido por el uso del dvs y amortiguado por la 
regla de la mr aplicada al pleito presidencial. Dado el predominio indis-
cutible de la disputa presidencial, tanto para los partidos como para los 
votantes, el sistema electoral favorecería un formato caracterizado por 
un número reducido de partidos. Al mismo tiempo, el dvs en combina-
ción con la rp a nivel parlamentario y la mr para la elección presidencial  
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explicarían que estos partidos estén internamente fraccionalizados aun-
que en niveles moderados (Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998).

La reforma constitucional de 1997 eliminó uno de esos rasgos del siste-
ma electoral y alteró otro. En primer lugar, al imponer la candidatura 
única por partido a la presidencia, el dvs dejó de aplicarse en la elección 
presidencial. Con ello eliminó un dispositivo que reducía fuertemente el 
riesgo de fuga de las fracciones partidarias perdedoras de la competencia 
presidencial dentro de su partido. Sin embargo, esto se vio compensado 
por dos de las innovaciones aprobadas en la misma reforma: por un lado, 
la disposición que impide que un candidato que participa de las elecciones 
internas de un partido se presente como candidato de otro lema partida-
rio durante el mismo ciclo electoral. Por otro, el propio formato de las 
elecciones primarias, que habilita alianzas entre ganadores y perdedores. 

En segundo lugar, se sustituyó la regla de mr para la elección presidencial 
por la mayoría absoluta a dos vueltas (ma). La exigencia de mayoría abso-
luta para ganar en primera vuelta reduce para los electores los incentivos 
a votar estratégicamente y redimensiona el interés por las legislativas. 
La coordinación estratégica pierde relevancia cuando no se puede incidir 
directamente en el resultado, ya sea que algún candidato supere la ma-
yoría absoluta y gane de todos modos o que ninguno alcance el umbral 
porque el cargo se dirime en la segunda vuelta. Se incrementaron de este 
modo las chances electorales de partidos pequeños que, aunque no tienen 
ninguna posibilidad de disputar la presidencia, se juegan un lugar en el 
armado del tablero político parlamentario que se configura en la elección 
legislativa. Nuevos partidos tienen mayores incentivos para entrar en la 
competencia y sus electores no tienen motivos para abandonarlos estra-
tégicamente.

Desde la elección de 1999, el efecto combinado de ambos cambios (elimi-
nación del dvs y de la regla de mr a una vuelta en la elección presidencial) 
habría creado condiciones más propicias para el incremento del número 
de partidos. Sin embargo, dada la simultaneidad de la elección legislativa 
con la primera vuelta de las presidenciales, el efecto fragmentador de la rp 
que la rige no queda totalmente liberado. Al perder su carácter definitorio, 
la primera ronda de la elección presidencial se vuelve en los hechos la 
instancia en que son elegidos los dos competidores que pasarán a la se-
gunda vuelta. De acuerdo con las predicciones de Cox (1997), esto tendería 
a producir en equilibrio un número máximo de tres candidatos viables en 
la primera vuelta de la elección presidencial. Dada la simultaneidad de esta 
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primera vuelta con las legislativas, lo anterior sigue planteando un límite a 
la proliferación de partidos, aunque superior al del régimen anterior.

2.2. La institucionalización del sistema de partidos

Analizando los resultados de la elección del año 2009, Buquet y Piñeiro 
(2014) concluyeron que en esa instancia se habría consolidado un nuevo 
equilibrio que había sustituido al viejo bipartidismo tradicional. Una lar-
ga y gradual transición (en gran parte prolongada por el quiebre de la de-
mocracia y la instauración de una dictadura entre 1973 y 1985) iniciada en 
1971 con la emergencia del fa habría culminado en 2004 con su triunfo 
electoral en primera vuelta sobre los dos partidos tradicionales. Los resul-
tados de 2009 habrían confirmado la consolidación de una nueva norma-
lidad en el sistema de partidos uruguayo, caracterizada por la convivencia 
de un formato pluralista moderado (dos partidos grandes, uno mediano y 
otro pequeño) junto a una articulación en dos espacios ideológicos (con el 
fa del centro a la izquierda, y el pc y el pn del centro a la derecha).

El nuevo equilibrio, del mismo modo que los anteriores, estaba asocia-
do al alto nivel de institucionalización que ha caracterizado al sistema 
de partidos uruguayo. La institucionalización de los sistemas partidarios 
(isp) ha sido definida por Mainwaring y Scully (1995) a partir de cuatro 
dimensiones: la estabilidad de la competencia electoral, las raíces de los 
partidos en la sociedad, la legitimidad de los partidos y las elecciones, y 
la organización de los partidos. Uruguay ha tenido —y mantiene aún— 
valores altos en esas cuatro dimensiones, así como en otras propuestas 
operativas del concepto de institucionalización, constatados por sucesi-
vas mediciones realizadas luego de la formulación original (Jones, 2007; 
Mainwaring, 2018; Piñeiro y Rosenblatt, 2020). Aunque tanto su concep-
tualización como su medición han generado controversias (Luna, 2014), 
la volatilidad electoral, que mide el cambio en la competencia electoral, 
es un dato objetivo que permite observar el grado de estabilidad de un 
sistema partidario (Mainwaring y Torcal, 2006).

Si bien no puede afirmarse que un sistema con baja volatilidad sea  
—por esa sola razón— un sistema institucionalizado (Piñeiro y Rosen-
blatt, 2020), un sistema de partidos institucionalizado debe tener bajos 
niveles de volatilidad. La estabilidad electoral es una condición necesaria, 
aunque no sea suficiente, de la institucionalización de los sistemas de 
partidos (Luna, 2014). Pero el principal atributo de los sistemas de partidos 
institucionalizados no puede ser la mera estabilidad de la competencia 
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electoral, ni tampoco la estabilidad en las posiciones ideológicas de los 
partidos (Mainwaring, 2018), sino su capacidad de adaptación (Buquet, 
2016; López, 2005; Piñeiro y Rosenblatt, 2020).

La identificación de la institucionalización con la estabilidad constituye 
una visión estática de los sistemas de partidos, porque no permite apre-
ciar su capacidad de reaccionar frente a un shock externo. Un sistema 
de partidos puede tener una volatilidad mínima durante un período y 
derrumbarse en la siguiente elección. Otro sistema puede mostrar mayor 
volatilidad en el corto plazo, pero lograr continuidad en el mediano pla-
zo como consecuencia de su capacidad de absorber desafíos emergentes. 
La continuidad de las pautas de interacción en el sistema de partidos 
depende crucialmente de su capacidad de adaptación en un mundo cada 
vez más cambiante. La adaptación del sistema se produce mediante la 
modificación de las reglas electorales y el ajuste de las estrategias de los 
partidos y los electores a las reglas. Un sistema de partidos instituciona-
lizado es aquel que logra recuperar el equilibrio luego de un período de 
inestabilidad. Este punto de vista permite sustituir la visión estática de 
la institucionalización por una visión dinámica, propone que la principal 
característica de un sistema institucionalizado, más que la estabilidad, es 
su capacidad de adaptación.

La idea es que un sistema de partidos institucionalizado necesariamente 
debe tender al equilibrio porque la estabilidad es la característica principal 
de ambos. Cuando un sistema se encuentra en equilibrio, la fragmentación 
y la polarización (las dos dimensiones por excelencia de Sartori para el 
estudio de los sistemas de partidos) se vuelven estrategias utilizadas por 
los partidos políticos, es decir que son endógenas. La cantidad de partidos 
relevantes y las posiciones ideológicas que adopten dependen de las reglas 
electorales y de la distribución de preferencias de la ciudadanía. Las reglas 
electorales restringen el número de partidos viables (Cox, 1997) y la disper-
sión o concentración ideológica de los electores genera incentivos para la 
radicalización o moderación de las posiciones de los partidos (Downs, 1957).

De esta forma, la institucionalización es la capacidad de un sistema de 
partidos para transitar de un equilibrio a otro a lo largo de un proceso 
de adaptación tanto de las elites políticas como del electorado. Un equili-
brio se define como una situación en la cual ni el electorado ni las elites 
políticas tienen incentivos para modificar sus estrategias en el marco de 
un sistema de reglas establecido. Esto significa que los mismos partidos 
vuelven a competir ocupando las mismas posiciones ideológicas y que los 
ciudadanos vuelven a votarlos en proporciones similares. En ausencia de 
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shocks externos, el equilibrio tiende a autorreforzarse a lo largo del tiempo. 
Sin embargo, pueden ser más o menos vulnerables según el tipo de equili-
brio y los factores externos que pueden promover cambios en el compor-
tamiento electoral. Un sistema de partidos institucionalizado puede sufrir 
un shock externo que conduzca a una elección crítica en la que se produzca 
una alta volatilidad. En esas condiciones, un sistema de partidos institucio-
nalizado debería poder restaurar el equilibrio mediante la incorporación/
exclusión de sus componentes y/o el cambio de las reglas electorales. En 
el caso uruguayo esta adaptación ocurrió, como consecuencia de la apari-
ción y crecimiento del fa, a través de la reforma constitucional de 1997 y la 
posterior adaptación de los partidos y fracciones a los incentivos del nuevo 
sistema electoral (Acuña, 2019).

3. La fragmentación del sistema de partidos

Además de haber puesto fin, o al menos haber interrumpido momentá-
neamente, la «era progresista» iniciada en 2005 (Garcé y Yaffé, 2004), 
la elección de octubre de 2019 dejó otros resultados significativos para la 
historia uruguaya contemporánea. Entre ellos, como puede observarse en 
la tabla 1, las 130 bancas en disputa quedaron distribuidas entre siete de los 
once partidos que comparecieron a la disputa1, el mayor número de parti-
dos con representación parlamentaria que se haya registrado en la histo-
ria electoral uruguaya desde 1942 hasta nuestros días (gráfico 1). Además, 
la de 2019 fue una de las elecciones en las que comparecieron a la disputa 
parlamentaria un mayor número de partidos, solo superado en las de 1994 
(quince partidos, el máximo histórico) y en las de 1966 (doce partidos). Con 
independencia de los pesos relativos de cada uno de estos partidos, que 
como veremos más adelante no es un asunto menor, el ingreso de siete de 
ellos al Parlamento nacional es un hecho sumamente significativo. Esto va 
en la dirección de lo planteado en el primer apartado acerca del efecto que 
las reglas electorales inauguradas en 1999 podrían tener sobre la fragmen-
tación del sistema de partidos y la situación legislativa del presidente. Con 
elección presidencial por ma simultánea a la legislativa con rp, los partidos 
nuevos tienen incentivos para ingresar a la competencia y los votantes no 
tienen incentivos para descartarlos estratégicamente, al menos si esperan 
que puedan obtener una banca legislativa, como ha venido ocurriendo 
desde 2004.

1	 Por orden descendente de bancas obtenidas: Frente Amplio, Partido Nacional, Partido Colo-
rado, Cabildo Abierto (ca), Partido Independiente (pi), Partido Ecologista Radical Intransigente 
(peri), Partido de la Gente (pg).
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Tabla 1: Partidos que accedieron al parlamento 1989-2019
Votos en porcentaje sobre total de válidos (v)  

y número de bancas obtenidas (b)

1989 1994 1999 2004 2009 2014 2019

V B V B V B V B V B V B V B

PC 31,2 39 32,3 43 33,7 44 10,6 13 17,5 22 13,3 17 12,8 17

PN 39,8 52 31,2 41 22,3 29 35,1 47 29,9 39 31,9 42 29,7 41

FA 21,2 28 30,6 40 40,1 52 52,6 69 49,3 67 49,4 66 41,4 55

NE 9,0 11 5,2 6 4,6 5

PI 1,9 1 2,6 2 3,2 4 1,0 1

UP 1,2 1

CA 12,4 14

PERI 1,4 1

PG 1,1 1

OTROS 0,6 0 0,7 0 0,2 0 0,7 0 0,7 0 0,9 0 2,0 0

TOTAL 100 130 100 130 100 130 100 130 100 130 100 130 100 130
 

Fuente: umad, fcs, Udelar.

A la luz de la distribución de votos entre partidos verificada tras las elec-
ciones de 2019, puede decirse que el formato del sistema de partidos ha 
quedado configurado con dos partidos grandes que obtienen aproximada-
mente entre el 30 y 40 % de los votos cada uno (el pn y el fa), dos partidos 
medianos que obtienen entre el 11 y el 13 % de la votación (ca y el pc) y tres 
partidos pequeños, que apenas superan el 1 % del electorado, con lo que 
de todos modos llegan a obtener una de las 130 bancas en disputa cada 
uno de ellos (el peri, el pg y el pi). Podría decirse que son cinco los partidos 
pequeños, ya que dos de los cuatro que no lograron acceder al Parlamento 
(la Unión Popular y el Verde Animalista) obtuvieron votaciones muy si-
milares a las del pi. Los restantes dos (el Digital y el de los Trabajadores) 
son partidos electoralmente insignificantes, que quedaron muy lejos de la 
posibilidad de ingresar al Parlamento.

La irrupción de un cuarto partido con relevancia electoral no es algo 
completamente nuevo pues ya había sucedido en 1989, cuando emergió 
el Nuevo Espacio (ne). Sin embargo, el hecho de que debieran transcurrir 
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treinta años para que este fenómeno se reiterase constituye otra de las 
novedades de la elección de 2019. Además, ca, por su origen, integración 
y ubicación ideológica, se presenta como un caso muy peculiar. En pri-
mer lugar, se trata de un partido completamente nuevo, que no nace ni 
de escisiones de otros partidos ni de uniones entre partidos o fracciones 
preexistentes.2 En segundo lugar, está encabezado por un líder militar 
sin antecedentes políticos directos. Por último, se ubica a la derecha del 
espectro político como un competidor directo de los partidos tradicionales 
que hasta ahora habían acaparado ese espacio. Este conjunto de factores lo 
vuelven un fenómeno mucho más novedoso de lo que fuera el ne treinta 
años atrás (véase el capítulo II.3). Probablemente el exitoso estreno de ca 
sea una parte importante de la explicación de la imposibilidad del pc de 
recuperar su viejo sitial, perdido en 2004, como uno de los partidos ma-
yores del sistema. De este modo, en vez de producir el fortalecimiento del 
tercer partido, la elección de 2019 dio lugar a la emergencia de un cuarto 
actor con una votación muy similar a la del tercero. Agréguese a todo lo 
anterior, el hecho de que, a diferencia de lo ocurrido con el ne en 1989 y 
las siguientes elecciones en que participó, los votos de ca resultan decisi-
vos para asegurar el apoyo parlamentario del presidente que emergió de 
las elecciones de 2019.

Retornando a la consideración del nivel de fragmentación del sistema 
de partidos, si bien el aumento del número de partidos que alcanzan un 
apoyo electoral suficiente o cercano a la barrera que les permite ingresar 
al Parlamento es un dato importante en sí mismo, también corresponde 
hacer una evaluación del fenómeno que considere sus tamaños relativos 
en función del apoyo electoral que efectivamente reciben. En tal sentido, 
en 2019 el número efectivo de partidos (nep) subió de 2,7 a 3,5. Como puede 
verificarse en el gráfico 1, se trata del valor más alto registrado por este 
indicador desde 1942. Como contrapartida de esa fragmentación, el par-
tido de gobierno cuenta con la menor bancada propia de todo el período 
analizado y se vio impulsado a formar la coalición de gobierno más frag-
mentada y heterogénea en la historia del país.

2	  Más allá de que recibió incorporaciones de dirigentes de otros partidos.



194

Gráfico 1: Fragmentación electoral del sistema 
 de partidos 1942-2019 (número total de partidos,  
de partidos parlamentarios y efectivo de partidos)

Fuente: umad, fcs, Udelar.

Aunque el número de partidos con representación parlamentaria aumen-
tó, como también lo hizo la fragmentación efectiva o ponderada del siste-
ma, la elección de 2019 confirmó que el sistema mantiene una dinámica 
de competencia entre bloques. Esta se estructura en torno a la disputa por 
la Presidencia de la República y el correspondiente control del Poder Eje-
cutivo. Se trata de una bipolaridad fuertemente apoyada en la dimensión 
ideológica, con un partido grande ubicado del centro a la izquierda (el 
fa) y el otro partido grande (el pn desde 2004) liderando una coalición de 
partidos que cubren del centro a la derecha del espectro ideológico. En tal 
sentido, es contundente el dato de que en 2019 cinco de los siete partidos 
que en la primera vuelta de la elección presidencial obtuvieron bancas se 
alinearon en la segunda vuelta en una coalición liderada por el pn para 
vencer al fa (véase el capítulo IV.2). Como puede observarse en la tabla 2, 
los resultados de 2019 confirman además que, tal como había ocurrido en 
los balotajes de 2009 y 2014, el electorado se distribuye aproximadamente 
en dos partes de tamaños muy similares. Además, en 2019 la distribución 
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entre estas partes fue casi exactamente a la mitad, siendo la distancia 
entre las dos fórmulas presidenciales la mínima que se ha registrado en 
la breve historia de los balotajes en Uruguay (apenas 1,5 % sobre el total 
de los votos emitidos). Al mismo tiempo, y sorprendentemente, la fórmula 
presidencial del fa logró el mayor incremento de votos entre la primera y 
la segunda vuelta desde 1999.

Tabla 2: Resultados electorales en segunda vuelta 1999-2019
Porcentaje de votos obtenidos sobre total de votos emitidos

1999 2009 2014 2019

FÓRMULA FA

Vázquez-Nin 44,5

Mujica-Astori 52,4

Vázquez-Sendic 53,5

Martínez-Villar 47,4

FÓRMULA PN-PC-OTROS

Batlle-Hierro 52,5

Lacalle-Larrañaga 43,5

Lacalle Pou-Larrañaga 41,2

Lacalle-Argimón 48,9

En blanco 1,9 2,3 2,7 1,6

Anulados 1,0 1,8 2,6 2,2

TOTAL 100 100 100 100

Distancia entre fórmulas 8,0 8,9 12,3 1,5
 

Fuente: umad, fcs, Udelar.

Como se observa en el gráfico 2, la elección de 2019 también confirmó 
el fin del ciclo de crecimiento electoral del fa que culminó en 2004. Co-
mentando los resultados de 2009, primera elección en que el fa no creció 
desde su primer gran salto electoral verificado en 1994, como fue dicho, 
Buquet y Piñeiro (2014) señalaban que para entonces se había configurado 
un nuevo equilibrio, distinto del que había sido propio del viejo biparti-
dismo imperante hasta 1971. En esa perspectiva, la elección del 2019, por 
un lado, confirma el pronóstico, pero por otro podría estar marcando el 
inicio de una modificación de ese nuevo equilibrio. Tras dos elecciones 
en las que no creció pero se mantuvo cercano al 50 % del total, la de 2019 
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no solo es la tercera consecutiva en que no registra crecimiento, sino que 
es además la primera ocasión en la que experimenta una pérdida impor-
tante de apoyo electoral. La magnitud de este retroceso es muy similar a 
cada uno de los incrementos que experimentó entre 1989 y 2004 (tabla 1).

Gráfico 2: Resultados Electorales 1971-2019. 
Frente Amplio vs. Partidos Tradicionales y otros (en porcentajes)

Fuente: umad, fcs, Udelar.

En resumen, considerando el período comprendido entre 1942 y 2019 en 
toda su extensión, resulta claro que el formato bipartidista, con dos par-
tidos grandes (el pc y el pn) que reunían el apoyo aproximado de un 90 % 
del electorado y convivían con un número variable de partidos pequeños 
que se repartían el restante 10 %, se mantuvo relativamente estable entre 
1942 y 1966, salvo en las dos únicas ocasiones en que un tercer partido (el 
pni en 1942 y 1946) rondó el 10 %. En 1971 la emergencia de un tercer par-
tido relevante (el fa) inició la transición hacia una nueva configuración 
partidaria, que se fue definiendo como un multipartidismo moderado, con 
tres partidos grandes y alguno pequeño y una dinámica de competencia 
bipolar en la dimensión izquierda-derecha. Esta transición culminaría 
recién en 2004, cuando el proceso de crecimiento del fa y el consiguiente 
declive de los partidos tradicionales antes dominantes llegaron a su punto 
máximo.
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Durante ese largo período, que calificamos como realineamiento secular 
(Key, 1954) con alineamiento programático (Roberts, 2014), la peculiar 
combinación de rasgos que configuraron el sistema electoral uruguayo 
hasta la elección de 1994 habría sido un factor clave en la contención de 
la fragmentación del sistema de partidos en niveles moderados, que osciló 
entre dos y tres partidos relevantes. A partir del estreno de nuevas reglas 
electorales en 1999, se consolidó la articulación en dos bloques ideológi-
cos, pero no se produjo un incremento de la fragmentación, que había 
llegado a su máximo valor entre 1989 y 1994. El nuevo sistema electoral 
parecía adecuarse eficazmente a un formato en torno a tres partidos efec-
tivos y a un nuevo equilibrio con muy baja volatilidad electoral.

Las elecciones de 2019 dejan abierta una interrogante en esta trayectoria. 
Por un lado, el sistema retoma la tendencia a una mayor fragmentación al 
alcanzarse un récord de siete partidos parlamentarios y también el récord 
de un nep de 3,5. Por otro lado, la posición legislativa del partido del presi-
dente es la más débil de la historia. Finalmente, el fa sufre una caída muy 
significativa de su apoyo electoral por primera vez en su trayectoria que, 
a su vez, no se compensa con un crecimiento de los partidos tradicionales. 
La cuestión entonces es saber si la elección de 2019 es el punto de partida 
de una nueva reconfiguración del sistema de partidos uruguayo.
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4. Volatilidad electoral

Si bien el sistema de partidos uruguayo es reconocido en la literatura com-
parada por sus altos niveles de institucionalización, una mirada de más lar-
go plazo —que cubre más de medio siglo— no ofrece un panorama de total 
estabilidad. Ciertamente los principales partidos son longevos y no suelen 
ocurrir cambios drásticos y repentinos en las preferencias electorales, pero 
la evolución electoral del período luce relativamente accidentada. Por un 
lado, los cambios en las reglas electorales —a pesar de la continuidad de al-
gunas características— son relativamente frecuentes y, por otro, los niveles 
de volatilidad muestran picos recurrentes. No es el objetivo de esta revisión 
cuestionar el nivel de institucionalización del sistema de partidos uruguayo. 
Por el contrario, intentamos mostrar que esa institucionalización no con-
siste en la mera estabilidad del sistema, sino en su capacidad de adaptación 
al enfrentar diferentes coyunturas críticas, y observar los resultados de las 
elecciones de 2019 desde esa perspectiva.

La institucionalización partidaria está asociada a bajos niveles de volatili-
dad electoral y ese resultado es el producto de una situación de equilibrio 
político competitivo (Buquet, 2016; Lago y Torcal, 2020). Como la evolu-
ción electoral de largo plazo en Uruguay no muestra niveles estables de 
volatilidad, sino variaciones relativamente importantes con picos y valles, 
se intentará mostrar que los picos reflejan elecciones críticas de cambio 
político y los valles, los momentos en que el sistema tiende al equilibrio. 
En este sentido podemos identificar elecciones críticas y distinguir proce-
sos de desalineamiento y realineamiento partidario.

Uruguay muestra una «relativa estabilidad electoral pero acumulativo 
o progresivo realineamiento del sistema de partidos» (Roberts, 2014, p. 
138). Un realineamiento puede ser definido como un cambio significativo 
en las bases electorales de los partidos, fundamentalmente cuando mucha 
gente que no adhería a ningún partido o adhería a alguno de ellos pasa a 
adherir a otro. Key (1959) distinguió entre dos tipos de realineamiento: un 
lento realineamiento «secular» y un brusco cambio de preferencias que 
llamó «realineamiento crítico». Un desalineamiento ocurre cuando las 
bases electorales de los partidos establecidos se reducen significativamen-
te. Así, es posible distinguir períodos de alineamiento estable, realinea-
miento y desalineamiento (Beck, Dalton, Beck y Flanagan, 1984).

Entonces los cambios electorales ocurridos en Uruguay medidos a través 
de la volatilidad pueden clasificarse en diferentes categorías: períodos de 
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estabilidad y momentos de realineamiento y de desalineamiento. La vola-
tilidad representa el cambio neto de votos entre partidos o bloques de una 
elección a otra. Uruguay presenta, en general, valores moderados en este 
indicador, pero en el gráfico 3 se puede apreciar claramente una serie de 
picos que están asociados a sendas elecciones críticas, de recomposición 
del sistema: los más importantes refieren a la reunificación y triunfo na-
cionalista de 1958, a la formación del fa en 1971 y a su triunfo en 2004. A 
continuación de esos picos siempre se produce una caída significativa de 
la volatilidad, lo que sugiere que el sistema, luego de esa reconfiguración, 
tiende a la estabilidad. El alto nivel de volatilidad representado por un 
pico en el gráfico nunca se reproduce en la elección siguiente. En cambio, 
en algunos casos, los valles que le siguen se mantienen, aunque nunca 
más allá de dos elecciones seguidas.

Gráfico 3: Volatilidad electoral 1942-1946, 2014-2019

Fuente: umad, fcs, Udelar.

El período que va hasta 1966 corresponde al viejo equilibrio bipartidista. 
Sin embargo, las dos primeras elecciones consecutivas de baja volatilidad 
(1950 y 1954) no responden estrictamente a un equilibrio bipartidista, 
sino más bien a la condición predominante del pc que se sustentaba en el 
éxito económico y social de su modelo. La elección de 1958 constituyó un 
realineamiento crítico de la competencia electoral, con la unificación del 
pn y su triunfo. Luego, el equilibrio bipartidista alentado por el anterior 
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sistema electoral uruguayo se puede apreciar en el segundo valle de la 
gráfica correspondiente a las elecciones de 1962 y 1966, cuando se podría 
hablar con propiedad de una normalización bipartidista con alternancia y 
de estabilidad en la competencia electoral. Esa situación no duró mucho 
porque se produjo en medio de una escalada de la conflictividad social y 
política alentada por la crisis económica de mayor duración en nuestro 
país. En la siguiente elección se produjo un claro desalineamiento crítico 
del electorado, que se expresó en la alta votación del fa cuando surgió y 
el consecuente salto en la volatilidad.

La volatilidad entre bloques3 (línea punteada) hasta 1971 era muy poco 
significativa ya que los principales cambios se producían entre y dentro de 
los partidos tradicionales. En cambio, esta se incrementó a partir de 1971, 
llegando por momentos a ser casi igual a la volatilidad total, porque en 
ese período los principales cambios de votos se produjeron de un bloque al 
otro. El período que va de 1971 hasta 2004, que se caracterizó por un flujo 
más o menos permanente de votos desde los partidos tradicionales hacia 
el fa, se puede caracterizar como un proceso de progresivo realineamiento 
del sistema de partidos en términos ideológicos (Roberts, 2014).

Luego, la volatilidad que arrojaron las dos elecciones siguientes se redujo 
significativamente con respecto a la anterior y los valores correspondien-
tes se ubican entre los menores de toda la serie, muy por debajo del pro-
medio. En particular, es importante subrayar el bajo nivel de volatilidad 
entre bloques porque es la que está asociada al proceso de largo plazo de 
crecimiento de la izquierda en el país, que culminó en 2004. En defini-
tiva, las elecciones de 2009 y 2014 tienen las características de las que 
se realizan dentro de un período de estabilidad en la configuración del 
sistema de partidos y no de las que ocurren en un período de transforma-
ciones, por lo que habrían configurado el nuevo equilibrio multipartidista 
(Buquet y Piñeiro, 2014).

Finalmente, la elección de 2019 ofreció un nuevo pico de volatilidad. La 
volatilidad de la última elección se explica casi totalmente por la caída 
en la votación del fa, por un lado, y por la irrupción de un nuevo partido 
con una votación muy significativa, por otro. En principio se trata de un 
nuevo desalineamiento del sistema de partidos uruguayo. Ante esto, la 
interrogante es si se trató de un desalineamiento coyuntural, similar al de 
1989, que será reabsorbido en el equilibrio multipartidista, o del comienzo 
de un nuevo proceso de realineamiento secular.

3	 Como bloque consideramos, por un lado, a los dos partidos tradicionales y, por el otro, al resto 
de los partidos.
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Si un sistema de partidos institucionalizado es un sistema en equilibrio, 
las elecciones deberían ofrecer relativamente baja volatilidad y, al mismo 
tiempo, estabilidad en el número de partidos. No se trata en realidad de 
dos variables completamente independientes entre sí. Si la volatilidad es 
baja, la fragmentación no puede ofrecer variaciones importantes, pero 
puede haber alta volatilidad con poco cambio en la fragmentación. El 
gráfico 4 representa las elecciones uruguayas a través de la volatilidad 
y la variación en el número efectivo de partidos que se produjo en cada 
una de ellas. Se observa gran dispersión a la derecha (alta volatilidad), 
pero muy poca a la izquierda (baja volatilidad). Si observamos la relación 
entre volatilidad y variación en el número de partidos en las elecciones, 
los períodos de equilibrio deberían aparecer próximos al extremo inferior 
izquierdo del gráfico. Si establecemos límites razonables, como una vola-
tilidad inferior a 12 puntos y una variación de la fragmentación menor a 
las cinco décimas de partido, la mayoría de las elecciones uruguayas cum-
plen con esa condición. Las seis elecciones que quedan fuera de ese rango 
son los momentos en los que se produjeron reconfiguraciones del sistema.

Gráfico 4: Volatilidad electoral y  
fragmentación partidaria 1946-2019

Fuente: umad, fcs, Udelar.
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Si no consideramos el caso de 1946, que corresponde al inicio de la serie 
y al momento de normalización del viejo sistema electoral uruguayo, 
tenemos dos tipos de situaciones. Por un lado, los realineamientos de 1958 
y 2004, que corresponden a elecciones críticas con picos de volatilidad 
«endógena» en las que se produce la alternancia en el gobierno por el 
triunfo de un «viejo» opositor y, por otro, los desalineamientos de 1971, 
1989 y 2019, que corresponden al surgimiento de un nuevo partido exi-
toso con picos de volatilidad «exógena».4 El de 1971 generó el inicio de 
un realineamiento secular, mientras que el de 1989 fue coyuntural y un 
reducido nuevo espacio electoral. Entonces, ¿cómo podemos clasificar el 
desalineamiento de 2019? 

La respuesta no puede ser sino provisoria, dado lo cercano del acon-
tecimiento. Por lo pronto, la exitosa aparición de ca puede haber sido 
facilitada por la «congestión» de los demás partidos en el centro (Hug, 
2001). En este sentido, ca se parece más al fa que al ne, al ocupar un espa-
cio ideológico abandonado por los partidos establecidos. Sin embargo, la 
dinámica del sistema no le ofrece las mismas condiciones para prosperar 
desde esa posición, porque los partidos tradicionales tienen más incentivos 
para recuperar ese espacio que para avanzar hacia la izquierda. Asimis-
mo, varios estudios también muestran que los nuevos partidos de derecha 
que se integran al gobierno pagan un costo electoral (Kitschelt, 2018), por 
lo que su futuro también dependerá del posicionamiento que adopte res-
pecto del gobierno que hoy integra y, particularmente, del desempeño de 
ese gobierno. Finalmente, su suerte también dependerá de su capacidad 
de crear estructuras organizativas que le permitan un funcionamiento 
orgánico y construir lazos estables con su electorado, cuestión que hasta 
ahora no ha logrado a escala nacional, dado su pobre desempeño en las 
elecciones subnacionales y las dificultades que muestra para construir 
ámbitos colectivos de conducción. Por el momento no parece haber indi-
cios poderosos para pensar que estamos en el inicio de un nuevo proceso 
de realineamiento. Pero solo la evolución futura del comportamiento del 
electorado uruguayo podrá dar una respuesta a esta interrogante.

4	 La volatilidad endógena es la que ocurre entre partidos que están en equilibrio y la volatilidad 
exógena es la que surge de la transferencia de votos hacia partidos nuevos o que no eran via-
bles en la elección anterior (Lago y Torcal, 2020).
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5. Conclusiones

Los resultados de las elecciones de 2019 verifican algunas de las predic-
ciones que se derivan del marco analítico planteado en la primera sección 
de este trabajo y también dejan abiertas algunas interrogantes al respecto. 
En primer lugar, el sistema de partidos uruguayo se mantiene como uno 
de los de más alto grado de institucionalización de América Latina. Ello 
se evidencia en la confirmación de uno de sus atributos fundamentales: 
su estabilidad, o su tendencia a reproducir o recuperar en forma más o 
menos rápida y pacífica alguna forma de equilibrio competitivo. El pn, el 
pc y el fa han sido los protagonistas fundamentales de la contienda política 
desde el restablecimiento de la democracia hace ya casi cuatro décadas, y 
lo siguen siendo. El sistema se mantiene dentro de los parámetros de un 
multipardismo moderado, con dos partidos mayores, dos medianos y cinco 
de tamaño muy menor. La estructura de la competencia sigue mostrando 
una configuración en torno a dos bloques ideológicos que se articulan 
desde el centro hacia la izquierda y hacia la derecha del espectro político: 
de un lado el Frente Amplio, del otro una amplia coalición liderada por 
el Partido Nacional.

Sin embargo, este sistema altamente institucionalizado ha experimentado 
cambios importantes y la elección de 2019 representa un hito significativo 
en ese sentido. Como se ha argumentado, que un sistema partidario tenga 
altos niveles de institucionalización y, por tanto, de estabilidad no signi-
fica que esté congelado. Por el contrario, lo que garantiza la estabilidad 
a mediano y largo plazo es la capacidad de los sistemas para adaptarse 
transformándose funcionalmente ante las tensiones y los desafíos a los 
que se enfrentan. Precisamente, uno de los atributos fundamentales que 
el sistema partidario uruguayo ha mostrado a lo largo de su historia ha 
sido su gran capacidad adaptativa. Probablemente allí resida una de las 
razones fundamentales de su estabilidad en el tiempo. La fragmentación 
partidaria y la volatilidad electoral, cuya evolución y relación hemos con-
siderado a lo largo de las páginas precedentes, son dos buenos indicadores 
para observar esta característica del sistema político uruguayo.

Si por sistema de partidos entendemos la interacción funcional de actores 
partidarios entre sí y con los ciudadanos de acuerdo con ciertas reglas, en 
el caso uruguayo tanto los actores como los dispositivos institucionales 
que regulan su interacción han evidenciado rasgos duraderos, pero tam-
bién cambios recurrentes. En particular, la reforma constitucional vigente 
desde 1997 implicó un cambio significativo en algunos de los dispositivos 
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que caracterizaban al sistema electoral uruguayo desde mediados del siglo 
xx. En este texto hemos sostenido que esos cambios favorecen una mayor 
fragmentación del sistema de partidos, que, si bien no se hizo visible 
durante el prolongado período de predominio del Frente Amplio, podría 
estar finalmente evidenciándose en los resultados de la elección de 2019.

Esta elección ha representado un pico en los niveles de fragmentación 
partidaria y de volatilidad electoral, tanto si se los coteja con los resultados 
de los últimos treinta años como si se los coloca en la perspectiva más 
larga de la serie histórica que se inicia en las elecciones de 1942. Por un 
lado, el nivel de la volatilidad verificada en 2019 es el cuarto más alto de 
las quince elecciones nacionales realizadas a lo largo de las siete décadas 
transcurridas desde 1946, solo superada en elecciones críticas como fue-
ron las de 1958, 2004 y la de 1971, que inició el tránsito hacia el actual 
sistema de partidos. Por otra parte, el número de partidos que ingresaron 
al Parlamento y el número efectivo de partidos son los más altos que se 
hayan registrado en cualquiera de las elecciones consideradas en este tra-
bajo. Se trata de la fragmentación política más alta que registra el sistema 
político uruguayo desde que se configuró como una democracia plena en 
los años cuarenta.

En una perspectiva más corta, la de 2019 fue la primera ocasión en que el 
fa experimentó una caída significativa de su votación. Al mismo tiempo, 
la aparición de ca representa la emergencia de un cuarto partido rele-
vante completamente nuevo, con una votación muy similar a la caí-
da sufrida por el fa. Estas novedades podrían configurar un episodio de 
desalineamiento coyuntural entre partidos y electores o el inicio de un 
realineamiento conducente a un equilibrio diferente del actual. Si en fu-
turas instancias electorales ese fenómeno se consolidara, la elección de 
2019 podrá ser señalada como un hito que habrá marcado el inicio de una 
nueva transformación en el sistema de partidos uruguayo. De lo contra-
rio, si el fa y, especialmente, los partidos tradicionales recuperan al menos 
parcialmente el apoyo perdido, esta elección habrá de ser vista como una 
mera fluctuación dentro del nuevo equilibrio alcanzado en 2004. Pero 
para ello habrá que esperar para ver qué sucede en 2024 y en las siguien-
tes instancias electorales.
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 Capítulo III.2:

La pecera rebelde: explicando el trasiego 
de votos de octubre a noviembre

Nicolás Schmidt y Rafael Porzecanski

1. Introducción

La oferta contemporánea del sistema de partidos uruguayo se caracteriza 
por dos grandes bloques de peso electoral similar (Buquet y Piñeiro, 2015; 
González, 2015). Uno de los bloques, el Frente Amplio (fa), es un partido 
surgido de un acuerdo electoral en 1971 entre partidos y movimientos de 
izquierda preexistentes. El otro bloque (al que llamaremos «tradicional») 
es una coalición de partidos, originalmente integrada por los partidos fun-
dacionales, hoy devenida en coalición multipartidaria (Coalición Multicolor 
[cm]) integrada por tres socios mayores (Partido Nacional, [pn], Partido Colo-
rado [pc] y Cabildo Abierto [ca]) y dos socios menores (Partido Independiente 
[pi] y Partido de la Gente [pg]) (véase el capítulo IV.2). El correlato ciudadano 
de esos bloques son dos grandes segmentos de electores, bien diferenciados 
en términos de su autoidentificación ideológica y sus preferencias políticas 
(González, 2004; Moreira y Delbono, 2016; Zuasnábar, 2018).

La anatomía dispar de los bloques tiene consecuencias electorales directas 
y profundas (Chasquetti y Garcé, 2005). Para el bloque tradicional, la lógica 
consiste en competir primero y cooperar después. Mientras en octubre sus 
partidos integrantes disputan el acceso al balotaje y los cargos parlamen-
tarios, en noviembre cooperan para vencer al bloque de izquierda. Para el 
bloque frentista, por su naturaleza unipartidaria, la lógica cooperativa en 
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la carrera presidencial se instala una vez definida su candidatura única 
en las elecciones internas.1

Además de ser multipartidario, el bloque tradicional presenta una divi-
sión de fuerzas bastante importante. Su partido mayoritario (el pn) ha 
votado en primera vuelta entre 28 % y 32 % en las cuatro elecciones en 
que hubo balotaje. En tanto, sus partidos secundarios han sumado entre 
12 % y 25 % del electorado. Con esta configuración, el bloque tradicional 
enfrentó en cada instancia electoral un desafío importante: de cara al 
balotaje su candidato presidencial necesitó apelar a una captación masiva 
del electorado «propio pero ajeno» para tener posibilidades competitivas. 
Hablamos de los votantes que se inclinaron en primera vuelta por uno de 
los partidos del bloque que no lograron acceder al balotaje.2

Esta clase de votantes son el núcleo mayoritario de la «pecera» (me-
táfora acuñada originalmente por Fernando Esponda),3 es decir, de los 
votantes que no eligieron a ninguno de los dos candidatos presidenciales 
que accedieron al balotaje. A la pecera deben agregarse los votantes de 
partidos no alineados con ningún bloque, así como quienes sufragaron en 
blanco o anulado.4 Según la elección, este segundo subgrupo de la pecera 
ha representado entre 6 y 8 puntos del electorado total. En este trabajo, a 
los votantes integrantes de la pecera los denominaremos votantes exter-
nos. Como se observa en la tabla 1, estos votantes alcanzaron su máximo 
histórico en el balotaje de 2019, representando 32 % del electorado. A di-
ferencia del artículo de Esponda (2019), que excluye de la pecera a quienes 
votaron en blanco o anulado en primera vuelta, nuestro análisis toma a 
este segmento como pasible de modificar su voto en segunda vuelta. Más 
adelante mostraremos evidencia que cuestiona la validez de asumir que 
los votantes en blanco o anulado de primera vuelta repiten masivamente 
este voto en noviembre.

1	 El caso de 1999 es especial. El entonces candidato presidencial del Nuevo Espacio, Rafael 
Michelini, declaró su apoyó al fa en el balotaje luego de concluida la competencia de octubre. 
Sin embargo, el Nuevo Espacio como partido dio libertad de acción a sus votantes, por lo que 
la lógica aquí descrita se mantuvo.

2	 Es posible incluso que en algunas circunstancias ni siquiera una captación perfecta del elec-
torado multicolor en el balotaje asegure la victoria: la suma del bloque multicolor (en ese 
entonces blanco-colorado) de 2009 y 2014 fue menor que la votación del fa en octubre, lo que 
obviamente prefiguró segundas vueltas con victorias aseguradas para el fa.

3	 https://ladiaria.com.uy/articulo/2019/11/la-pesca-de-noviembre-resultados-llamati-
vos-de-la-segunda-vuelta-mas-competitiva-de-la-historia/

4	 Teóricamente, también electores que no votaron en primera vuelta pero sí lo hicieron en el ba-
lotaje integran la pecera. Este segmento de electores, sin embargo, ha sido marginal. En 2009 
y 2014 sí existió un núcleo importante de votantes externos de primera vuelta que desistieron 
de participar en segunda vuelta, factiblemente desestimulados por la baja atractividad de 
ambos balotajes.
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En 2009 y 2014, el fa arañó la mayoría absoluta en primera vuelta. Por 
ello, su triunfo en el balotaje estaba asegurado; solo precisaba una por-
ción mínima de votantes externos para acceder a la presidencia. Previ-
siblemente, en ambas instancias el fa ganó por cómoda diferencia en el 
balotaje. En 1999 y 2019, en cambio, el comportamiento de los votantes 
externos fue crucial para definir el resultado del balotaje. En ambas elec-
ciones, el fa obtuvo el 39 % de los votos en primera vuelta, por lo que 
necesitaba en el entorno de 9 o 10 puntos adicionales para triunfar. Por el 
lado del bloque tradicional, Jorge Batlle precisaba 17 puntos adicionales a 
los obtenidos por el pc para triunfar en el balotaje de 1999, mientras que 
Luis Lacalle Pou (pn) en 2019 necesitaba en el entorno de 20 puntos más 
que los obtenidos por su partido en primera vuelta.

Tabla 1: Distribución de los votantes externos  
en el balotaje, en porcentaje (1999-2019)*

1999 2009 2014 2019

Bloque tradicional 22 17 13 25

Partidos no alineados 5 4 5 4

En blanco o anulado 2 2 3 3

Total (*) 29 23 21 32
 
Nota: * Porcentaje respecto al total del electorado.

Las elecciones de 1999 y 2019 tienen otra similitud fundamental: la distri-
bución de fuerzas por bloque en octubre fue prácticamente idéntica, con 
15 puntos de ventaja para el bloque tradicional (54 % a 39 %). Además, 
dentro de las peceras de 1999 y 2019, el peso de los electores alineados con 
el bloque tradicional fue similar: tres de cada cuatro votantes externos 
eran «multicolores». Sobre esta base, los resultados de octubre de 2019 
anunciaban una ventaja importante de partida para Lacalle Pou: si el 
actual presidente lograba captar en el balotaje una proporción similar de 
la pecera a la que había logrado captar Jorge Batlle en 1999, la cm llegaría 
al poder tras 15 años de gobierno frentista mediante una cómoda victoria.

Vistos los resultados, el «modelo 1999» funcionó a medias en 2019. Laca-
lle Pou efectivamente ganó la presidencia y se confirmó que los 15 puntos 
de ventaja en octubre para el bloque multicolor configuraban un punto de 
arranque favorable para un cambio de gobierno. Sin embargo, en lugar de 
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holgada, la victoria fue exigua. Lejos de los 8 puntos de ventaja que Jorge 
Batlle había obtenido ante Tabaré Vázquez en 1999, esta vez Lacalle Pou 
superó por apenas 1,5 puntos porcentuales a Daniel Martínez (alrededor 
de 37.000 votos). Esta vez, el fa logró convocar el voto de un 26 % de los 
votantes externos, 7 puntos por encima de su captación en el balotaje de 
1999. De los cuatro balotajes disputados hasta ahora, el de 2019 fue aquel 
en que el fa creció más respecto a su votación de octubre, tanto en votos 
absolutos como proporcionalmente (gráfico 1).

Gráfico 1: Resultados del balotaje, en porcentaje (1999-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Schmidt et. al (2020) y Corte Electoral.

El resultado del balotaje sorprendió a propios y extraños.5 La noche de 
la elección de octubre, al conocerse los resultados, el clima era festivo al 
interior de la dirigencia multicolor y de desazón entre la frenteamplista. 
En ambas tiendas políticas, se estimaba que el fa necesitaría como mínimo 

5	 La principal excepción fue Fernando Esponda, que, terminada la primera vuelta, argumentó 
que el balotaje sería el más reñido de los disputados en la historia electoral uruguaya y es-
timó un rango de votación de entre el 48 % y 52 % para el ganador. https://ladiaria.com.uy/
articulo/2019/11/el-balotaje-y-la-pecera-proyecciones-de-la-segunda-vuelta-mas-com-
petitiva-de-la-historia/
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entre 42 y 43 puntos para llegar con chances competitivas a la segunda 
vuelta.6 Las encuestas de opinión pública de noviembre afianzaron la 
hipótesis de un claro triunfo para el bloque multicolor; estas encuestas 
mostraban entre 5 y 8 puntos de distancia a favor de Lacalle Pou y un 
panorama de fuerte estabilidad (gráfico 2). No hubo, por otro lado, hechos 
políticos de amplio impacto mediático que pudieran hacer pensar en un 
giro significativo del electorado a favor del fa. Mientras los cinco partidos 
del bloque multicolor rápidamente firmaron un compromiso programá-
tico que daría mayoría parlamentaria al bloque en caso de acceder al 
gobierno y realizaron activa campaña en favor de Lacalle Pou (véase el 
capítulo IV.2), el fa no logró convocar apoyos externos significativos de 
ninguna fuerza política como tampoco de dirigentes políticos relevantes.

Gráfico 2: Comportamiento de los votantes externos  
en el balotaje, en porcentaje (1999-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Schmidt et. al (2020) y Corte Electoral.

6	 https://www.180.com.uy/articulo/81636_la-noche-del-frente-amplio-del-numero-magi-
co-al-repecho-empinado-del-balotaje&ref=delsol
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¿Qué sucedió entonces el domingo 24 de noviembre de 2019? ¿Por qué la 
distancia entre bloques en primera vuelta fue casi idéntica a la de 1999, 
pero la correlación de fuerzas resultante del balotaje fue bien distinta? 
¿Por qué esta paridad no fue prevista por las encuestas difundidas antes 
de la veda? ¿Hubo un error de estimación o se produjeron cambios en las 
preferencias electorales de último momento? ¿De dónde provinieron los 
inéditos 8 puntos adicionales que obtuvo el fa?

Este trabajo procura responder estas preguntas a partir de un análisis del 
trasiego de votos de octubre a noviembre sobre la base de la información 
por circuitos que arroja el escrutinio final de la Corte Electoral. El obje-
tivo será establecer, mediante modelos de regresión ecológica (Duncan y 
Davis, 1993; Goodman, 1953, 1959; King, 1997; King et al., 2004; Rosen et al., 
1999), cómo se comportaron los diferentes votantes externos en el balo-
taje. Esta metodología ha sido ampliamente aplicada en otros contextos 
(Calvo y Escolar, 2005; Johnston y Pattie, 2000; Park, 2008a, 2008b; Park, 
2014) y también cuenta con antecedentes en el caso uruguayo (Esponda 
et al., 2016). Nuestro análisis retoma y profundiza algunas estimaciones 
basadas en modelos lineales por circuito realizadas inmediatamente des-
pués del balotaje.7 El trabajo se divide en cuatro secciones adicionales: 
en la segunda sección detallaremos la metodología y las fuentes de datos 
utilizadas; en el tercer apartado presentaremos los principales resultados; 
finalmente, discutiremos las implicancias de los resultados obtenidos y se 
sugerirán futuras líneas de investigación.

2. Metodología y datos

La obtención de datos para responder a preguntas de investigación no es 
una tarea sencilla. En muchas oportunidades los datos que es posible ob-
tener son datos agregados que agrupan el valor individual. En el caso de 
este trabajo el problema no viene dado por una dificultad de acceso a los 
datos, sino por un problema más sustantivo: no existe registro de datos 
individuales a nivel electoral. El mínimo nivel de desagregación que se 
puede obtener es el resultado de una elección a nivel de mesa o circuito de 

7	 Hay tres antecedentes, una estimación realizada por el equipo de proyección de escrutinio 
de La Diaria (https://ladiaria.com.uy/articulo/2019/11/daniel-martinez-recogio-mas-adhe-
siones-entre-votantes-de-cabildo-abierto-que-del-partido-colorado/), otra de Fernando 
Esponda (https://ladiaria.com.uy/politica/articulo/2019/11/la-pesca-de-noviembre-resul-
tados-llamativos-de-la-segunda-vuelta-mas-competitiva-de-la-historia/) y otra de Ra-
fael Porzecanski (https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/cuatro-votantes-mani-
ni-rios-apoyo-daniel-martinez-balotaje.html).
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votación. En promedio, los circuitos en una elección regular en Uruguay 
tienen poco menos de 400 habilitados para votar.

Si fuera posible obtener (en un escenario hipotético) el registro real de 
una votación, sería muy sencillo identificar el comportamiento individual 
de una elección a la otra como es el caso de una elección presidencial a 
dos vueltas. Es decir, en una elección a dos vueltas tenemos un conjunto n 
de partidos que compiten por la presidencia y por cargos en el Parlamen-
to, pero en el caso en que ninguno de los partidos que compiten llegue a 
un umbral determinado (en el caso uruguayo a la mayoría absoluta) es 
necesario realizar una segunda elección, pero esta vez entre los dos can-
didatos más votados en la primera elección.

Este sistema electoral, por tanto, habilita al elector a transferir su voto de 
un candidato en la primera vuelta a otro candidato en la segunda. Esto es 
muy relevante ya que los dos candidatos que siguen en carrera tienen dos 
tareas principales por delante: mantener sus votos de la primera vuelta y 
conseguir la mayor cantidad de votos entre los votantes que no lo votaron 
en la primera vuelta (los peces que conforman la pecera, es decir, los vo-
tantes externos). Este escenario es sustantivo para comprender el funcio-
namiento de los partidos políticos en procesos electorales y el desarrollo 
de estrategias políticas para la maximización de votos (Calvo y Escolar, 
2005; Chasquetti, 2008).

Si fuera posible tener el registro individual, sería sencillo observar cómo 
se desarrolla el trasiego de votos de la primera a la segunda vuelta que 
permite a uno de los dos candidatos ganar. Pero como esto no es posible, 
para analizar el trasiego de votos de una elección a otra es necesario 
recurrir a técnicas estadísticas que permitan estimar el comportamiento 
individual a partir del comportamiento agregado (en este caso, a nivel de 
circuito). Esta técnica estadística lleva el nombre de inferencia ecológica y 
en los últimos años ha sido un campo muy prolífico dentro de la inferen-
cia estadística. Desde la aparición del libro de Gary King (1997), y el debate 
que esta obra inició (Freedman et al., 1998, 1999; King, 1999), hasta nues-
tros días, es un área en constante desarrollo que se ha ido perfeccionando 
y complejizando (Jiang et al., 2020).

El objetivo principal de la inferencia ecológica es obtener proporciones 
de interés en niveles de agregación inferiores a los disponibles. Esta in-
ferencia es desafiante y presenta limitaciones ya que los niveles de in-
certidumbre y de pérdida de información que hay en la agregación de 
datos vuelven su estimación muy compleja en términos de precisión.  
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El problema principal que enfrenta la inferencia ecológica es asumir que 
una correlación entre unidades agrupadas (ecológicas) puede ser extra-
polada a nivel individual. Cuando se demuestra que una correlación a 
nivel de grupos no se corresponde con una correlación similar a nivel de 
subgrupos o individual, es, justamente, que hablamos de falacia ecológica.

El método de Goodman (1959) dominó el área hasta mediados de los noven-
ta, cuando aparecen las incorporaciones y modificaciones a este modelo por 
parte de King (1997). El modelo de Goodman sostiene que es posible obtener 
una estimación a partir de la variación de las marginales de una tabla de 
contingencia. Este método, que se conoce como regresión ecológica, utiliza 
una regresión lineal. Esta estimación asume que las proporciones en las 
unidades se mantienen constantes. Si este supuesto se cumple, el estimador 
por mínimos cuadrados que provee la regresión lineal es insesgado. Dado 
que este supuesto es el principal foco de problema que tiene este método 
(véase por ejemplo Calvo y Escolar, 2004), King (1997) intenta resolverlo in-
corporando el rango límite de Duncan y Davis (para ello en el paquete ei de 
R se desarrolló el grafico de tomografía, que permite identificar la cantidad 
de información perdida) y dentro de ese rango estimar la proporción para 
cada unidad. Esta estimación puede ser por mínimos cuadrados y también 
se pueden utilizar métodos más complejos y costosos computacionalmente 
como el recurrir a mcmc o Gibbs Sampling (Rosen et al., 2001).

Para este trabajo la estimación que se necesita es la de una tabla más grande 
que la tradicional 2 × 2 con la que comúnmente se trabaja en inferencia eco-
lógica. La «tabla» sobre la que se va a estimar es de 5 × 3 (filas y columnas 
respectivamente), que se obtiene de la información disponible de las dos elec-
ciones que componen la última etapa del ciclo electoral de la última elección 
presidencial (octubre y noviembre). La tabla 2 presenta el resultado agregado 
por partido de la primera vuelta. Esta es la información agregada disponible.

Tabla 2: Cantidad de votos según partido, octubre de 2019 
Partido Votos

Frente Amplio 949.826

Partido Nacional 685.141

Partido Colorado 295.417

Cabildo Abierto 261.009

Otros 201.176
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Schmidt et. al (2020) y Corte Electoral.
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La tabla 3 presenta el resultado de la segunda elección.

Tabla 3: Cantidad de votos según candidato, octubre de 2019
Candidato Votos

Luís Lacalle Pou 1.166.893

Daniel Martínez 1.138.547

Blanco/anulado 89.217
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Schmidt et. al (2020) y Corte Electoral.

De las dos tablas anteriores surge la matriz que se quiere estimar (tabla 4).

Tabla 4: Incógnitas a estimar en modelo ecológico

  Lacalle Pou Martínez Blanco/anulado

Frente Amplio X1,1 X1,2 X1,3

Partido Nacional X2,1 X2,2 X2,3

Partido Colorado X3,1 X3,2 X3,3

Cabildo Abierto X4,1 X4,2 X4,3

Otros X5,1 X5,2 X5,3

Lo anterior implica que tenemos los valores marginales (tablas 2 y 3), pero 
no tenemos los valores centrales (tabla 4). Lo que se busca obtener es, por 
ejemplo, la proporción de votantes de Cabildo Abierto de la primera vuel-
ta que votaron a Martínez (fa) en la segunda vuelta (X4,2). Obviamente, los 
datos no se tienen en este nivel de agregación, sino, como ya se dijo, en 
el nivel de circuito.

Los datos con los que se estimaron los modelos corresponden al escrutinio 
final de la Corte Electoral por circuito de votación tanto de la elección 
de octubre como de la de noviembre. La elección y los datos electorales 
tienen ciertas peculiaridades. En primer lugar, la cantidad de personas 
habilitadas para votar de una elección a la otra es la misma y hay muy 
pocas variaciones de una a otra elección respecto a quienes concurrieron 
y no concurrieron a sufragar. En segundo lugar, la cantidad de circuitos 
también es la misma. Estas dos características configuran una situación 
de panel de los datos a nivel de circuito que es clave para la realización 
de este análisis y para minimizar posibles fuentes de error provenientes 
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del dislocamiento de subunidades o universos entre las dos elecciones. Sin 
embargo, existen pequeñas variaciones en la distribución territorial de 
algunos circuitos. No obstante, estos cambios de localización de circuitos 
no tienen impacto ya que se mantiene incambiada la zona del circuito y 
no cambia su población habilitada de una a otra ronda de votación.

3. Resultados

Como ya fue anunciado, los estudios de inferencia ecológica trabajan con 
múltiples modelos para poder comparar y detectar posibles inconsisten-
cias. En este trabajo se optó por estimar el trasiego de votos utilizando dos 
modelos. Por un lado, el modelo de regresión ecológica de Goodman (1953) 
y por otro lado el modelo de King et al. (2004).

Para el caso de la regresión ecológica de Goodman se realizó una mo-
dificación para minimizar el problema relativo al supuesto de homoge-
neidad de las unidades (circuitos). Este supuesto, como ya fue detallado, 
es problemático ya que asume que el comportamiento de los electores es 
constante en todos los circuitos. Esto quiere decir, entre otras cosas, que 
el comportamiento no varía territorialmente, supuesto particularmente 
problemático como detallan Calvo y Escolar (2004). Una manera de paliar 
este problema es ajustar regresiones locales y luego agrupar las matrices 
de resultado en vez de realizar una regresión general.

Tabla 5: Distribución de votantes externos según  
modelos de Goodman ajustado, King y ols*

Modelo 1 
(Goodman ajustado)

Modelo 2 
(King et al., 2004)

Modelo 3 
(OLS - Crecimiento)

Lacalle 
Pou Martínez Blanco- 

nulo
Lacalle 

Pou Martínez Blanco- 
nulo

Lacalle 
Pou Martínez Blanco- 

nulo

Partido  
Colorado 89,1 6,2 4,7 87,0 11,6 1,4 88,8 7, 7 11,2

Cabildo  
Abierto 65,3 25,7 9,1 71,4 26,8 1,8 69,6 25,4 5,0

Otros/
BA 25,4 53,0 21,6 28,0 62,5 9,5 19,6 49,9 30,5

 
Nota: * Los valores están en porcentajes.
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En la tabla 5 se presentan las estimaciones de tres modelos. El primer 
modelo es un modelo de Goodman «ajustado» (realiza regresiones locales 
para ajustar el peso global de los estimadores) y el segundo modelo es el de 
King et al. (2004). Cada modelo estima cómo se comportaron los votantes 
externos en segunda vuelta. Por ejemplo, en el caso del modelo 1 se apre-
cia que 89 % de los votos del pc en octubre fueron para la candidatura de 
Lacalle Pou en noviembre, 6 % para Martínez y casi 5 % votó en blanco o 
anulado. Los resultados por fila para cada modelo suman 100 ya que los 
votos de octubre fueron a parar a alguno de los candidatos o fueron votos 
en blanco o anulados.

Antes de continuar es necesario aclarar la posible discrepancia entre la 
cantidad de votantes de una elección a la otra. En cada circuito hay un 
conjunto de habilitados para votar. Ese es el total de votantes posibles 
que tiene una elección en un circuito determinado. Pero los votantes que 
realmente votan pueden ser menos y puede variar la cantidad de votantes 
entre octubre y noviembre. Para poder estimar estos modelos es necesario 
que los totales sean los mismos en una elección y la otra (ya sea que se 
trabaje con proporciones o con cantidad de votos). Por esto, se genera una 
categoría de «ausentes», pero dado que esta tiene un efecto muy margi-
nal, fueron incorporados a la categoría «otros». De esta manera, como se 
decía en el párrafo anterior, las filas suman 100 ya que los votantes de la 
primera vuelta indefectiblemente fueron a alguna de las categorías de la 
segunda vuelta («Lacalle Pou», «Martínez», «Otros-blanco-anulado»).

Si se comparan los resultados de los modelos 1 y 2, se puede apreciar 
que hay una gran convergencia. Esto permite avanzar en la idea de que 
la regresión ecológica (que es un modelo lineal estimado por mínimos 
cuadrados ordinarios) es una herramienta que es consistente con modelos 
más complejos como el de King et al. (2004). Esta convergencia permite, 
razonablemente, indagar en estimaciones más interesantes sobre la base 
de un modelo lineal con las virtudes de interpretación y versatilidad que 
trae aparejado este modelo. Por esto, se estimó un tercer modelo de regre-
sión en el que se intenta explicar el aporte de cada partido al crecimiento 
de cada candidato. Es decir, otra manera de evaluar el trasiego de votos es 
observar cómo fue la distribución en el balotaje de los votos externos (vo-
tos que en octubre se inclinaron por opciones diferentes al fa y pn). Esta 
estrategia facilita la estimación y la vuelve más intuitiva. El supuesto que 
está detrás de este modelo es que los votos del fa de octubre fueron en su 
totalidad para Martínez en noviembre y que lo mismo sucedió con los vo-
tantes del pn respecto al voto en segunda vuelta por Lacalle Pou. Esto es, 
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100 menos la suma de los votos al fa y al pn da por resultado la pecera en 
la que estos partidos debían pescar votos para la elección de noviembre.

Este tercer modelo utiliza la metodología de Goodman (ols), pero cam-
biando el foco de la estimación. Ahora se utiliza como variable depen-
diente el crecimiento en puntos porcentuales de cada candidato y las va-
riables independientes son la proporción de votos de cada partido que 
en conjunto conforman la pecera (votantes de todos los partidos que no 
disputaron el balotaje más quienes sufragaron en blanco o anulado en 
primera vuelta). Esperamos que este modelo converja con los resultados 
de Goodman (modelo 1) y de King et al. (modelo 2).

En términos generales, los tres modelos son muy similares en sus estima-
ciones. Esto es un primer hallazgo que en la literatura sobre inferencia 
ecológica se sugiere obtener: dado que la inferencia ecológica es sensible 
a la estimación y al nivel de agrupación de los datos, es recomendable 
realizar distintas estimaciones y comparar modelos. En este caso, si bien 
los modelos no son estrictamente comparables, se puede decir que los 
resultados, a partir de la estructura de datos disponible, son consistentes.

En términos sustantivos nuestro análisis arriba a una conclusión que 
no es del todo sorprendente, pero sobre la que hasta ahora solo existían 
estimaciones preliminares basadas en modelos lineales: ca fue el partido 
multicolor del que más captó votantes el fa en noviembre. Entre un 25 % 
y 27 % de los votantes de ca habrían votado por el bloque de izquierda en 
noviembre, porcentaje que supera largamente al rango estimado para el pc 
(entre 6 % y 12 %, según el modelo considerado). Así, aunque la primera 
vuelta de 2019 replicó el resultado por bloques de la elección de 1999, la 
novedad de ca como actor protagónico (con un peso interno del 20 % den-
tro del bloque multicolor) supuso un cambio importante en el resultado 
de noviembre.

ca es un partido nuevo que emergió al comienzo de la larga campaña 
electoral que culminó en noviembre. Este partido logró alcanzar un im-
pactante 11 % en la primera vuelta al nutrirse de múltiples votantes de 
los tres partidos principales (Porzecanski, 2019). Como veremos en la 
próxima sección, es factible que un segmento muy definido de cabildantes 
(compuesto principalmente por exvotantes del fa) haya «regresado» al 
bloque de izquierda en segunda vuelta. Por otro lado, el caso del pc resulta 
de interés por la relativa estabilidad respecto a elecciones previas. Si bien 
con la victoria en las internas y candidatura presidencial de Ernesto Talvi 
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el pc tuvo un giro hacia el centro en términos de la composición de su 
electorado (aunque votara muy similar a 2014), no parece haber cambiado 
sustancialmente la «fidelidad» colorada hacia el voto por el bloque tra-
dicional.8 La especulación de un importante contingente de voto batllista 
o talvista hacia el fa en el balotaje no encuentra sustento empírico en 
nuestros modelos, así como tampoco lo tenía en las mediciones de opi-
nión pública preelectorales.

3.1. El voto en blanco o nulo en noviembre: igual pero diferente

En los modelos de estimación de trasiego optamos por colapsar los votan-
tes de partidos pequeños junto a los votantes en blanco o anulado (dado 
que los resultados que arrojan son más robustos que si se subdividen 
estos dos grupos de la pecera). Sin embargo, en un análisis adicional 
comprobamos que la similitud de porcentajes de votos en blanco o anula-
do de ambas rondas esconde una discrepancia importante entre los tipos 
de votantes de una y otra elección. Como se observa en el gráfico 3, la 
correlación por circuitos entre proporción de votos en blanco/anulados 
en cada instancia dista de ser perfecta (el coeficiente r de Pearson es de 
0,45). Al desagregar el análisis, se detecta que el voto blanco o nulo se 
redujo sensiblemente en varios circuitos donde el fa creció por encima 
de la media. Allí destacan varios circuitos de la zona metropolitana oeste 
de Canelones, de Ciudad de la Costa y de diversos barrios de la periferia 
montevideana. En cambio, el voto en blanco o anulado creció sensible-
mente en circuitos montevideanos de la franja costera y central, donde 
resaltan varios precintos comprendidos en el municipio CH de Monte-
video. En estos circuitos, el crecimiento de votos en blanco o anulados 
factiblemente se explica por el comportamiento de votantes colorados y 
de partidos pequeños.

En suma, aunque no es posible determinar la magnitud exacta del fenó-
meno, la evidencia indica que en noviembre se produjo un trasiego que 
favoreció al fa por encima de lo proyectado por las encuestas: votantes en 
blanco o anulado de octubre que sufragaron por Martínez. El porcentaje 
de votos en blanco o anulados, sin embargo, se mantuvo estable porque se 
nutrió de votantes externos de primera vuelta, tanto de votantes multico-
lores como de otros partidos pequeños. Así, en lugar del rango del 5 %-7 % 
proyectado de votación en blanco o anulado, esta vez hubo un proceso de 

8	 Sobre el perfil del voto talvista véase por ejemplo https://www.elpais.com.uy/informacion/
politica/recoge-talvi-nuevos-votos-colorados.html
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«entrada y salida» que arrojó un saldo nulo de crecimiento, pero que 
contribuyó a acortar la brecha entre los bloques.

Gráfico 3: Proporción de votos en blanco o anulados de noviembre 
según proporción de votos en blanco o anulados de octubre*

Nota: *Para una mejor visualización, se excluyen unos pocos circuitos con votación en 
blanco o anulado superior al 10 %.
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4. Discusión

Las peculiares características del bibloquismo uruguayo sistemáticamente 
han generado que el bloque de izquierda incremente su votación en el 
balotaje a costa de una votación menor al candidato tradicional respecto 
a la suma del bloque tradicional en octubre. En otras palabras, aunque el 
grueso del electorado «tradicional» uruguayo ha apoyado al candidato de 
su bloque en el balotaje, siempre ha existido un segmento «rebelde» que 
se inclina por el candidato de izquierda.

Este trabajo sugiere que el pasaje de votos del bloque tradicional al bloque 
frentista fue especialmente importante en 2019. Nuestros modelos de re-
gresión por circuitos estiman que cerca de 90.000 personas (casi 4 puntos 
del electorado uruguayo) que votaron por uno de los socios mayores del 
pn en octubre (pc y ca), en noviembre votaron al candidato del fa. A estos 
votos, el fa agregó el apoyo de otros 110.000 votantes que sufragaron en 
blanco o anulado en octubre o que apoyaron a partidos pequeños como 
el pi, el pg, el peri y Unidad Popular. Con todos estos votos, el fa cristalizó 
un inédito crecimiento, superior a los 8 puntos, respecto a su votación 
de octubre.

4.1. La fuga cabildante

La aparición de ca le dio al bloque tradicional un complemento potente 
para captar en octubre un segmento de votantes con pasado frentista. Con 
un candidato presidencial bien diferente al de los partidos fundacionales 
y un aparato de militancia potente en zonas tradicionalmente débiles de 
los partidos fundacionales, ca disputó exitosamente votos al fa en una 
multiplicidad de territorios, casi todos ellos integrados por poblaciones de 
bajos ingresos y nivel educativo bajo. No es casualidad, por ejemplo, que 
los tres distritos electorales montevideanos donde ca votó mejor fueran 
los mismos tres donde el fa perdió más votantes respecto a 2014.

La novedad ventajosa de octubre se convirtió, sin embargo, en un dolor 
de cabeza en noviembre para el bloque multicolor: la fidelización del voto 
cabildante fue mucho menor que la del voto colorado. La razón, factible-
mente, se debe al segmento minoritario pero relevante de cabildantes 
con cercanía al fa. Como se observa en la tabla 6, en ca hay dos grandes 
grupos de electores. De un lado, hay una mayoría compuesta por votantes 
con valores conservadores, autoidentificados de derecha y declaradamente 



224

antifrentistas. Estos son, básicamente, votantes con antecedentes de vota-
ción al pn y al pc; 7 de cada 10 cabildantes se aproximan a este perfil. Del 
otro lado, hay un segmento de cabildantes con bajo interés en la política, 
antecedentes de votación al fa, simpatía hacia algunas figuras frentistas y 
resistencia a la figura de Lacalle Pou (al menos durante el ciclo electoral 
2019). Este es, seguramente, el segmento de donde provino el grueso de la 
«fuga» cabildante hacia el fa en noviembre.

Tabla 6: Características del electorado de Cabildo Abierto  
según voto en el balotaje 2014

Lacalle Pou 2014 Vázquez 2014

Interesados en política 54 % 32 %

Promedio escala ideológica 7,9 5,3

Aprobación gestión Vázquez 3 % 22 %

Desaprobación gestión Vázquez 79 % 38 %

Simpatía hacia Daniel Martínez 4 % 33 %

Antipatía hacia Daniel Martínez 66 % 33 %

Simpatía hacia Lacalle Pou 68 % 25 %

Antipatía hacia Lacalle Pou 11 % 44 %
 

Fuente: Encuestas de opinión pública 2019 de Opción Consultores.

Además de la relativa afinidad de este segmento con el fa, la campaña de 
noviembre pudo haber surtido efecto. Como es sabido, el fa desarrolló una 
fuerte y personalizada movilización («voto a voto») en la que se privi-
legiaron territorios en los que el fa y ca habían tenido una competencia 
directa en octubre (por ejemplo, varias zonas de los municipios monte-
videanos F y G).9 En esos territorios, según la expresión de un impor-
tante líder político del bloque multicolor, «los militantes del fa parecían 
mormones»,10 en alusión a la perseverante metodología y el infatigable 
proselitismo con que los militantes del fa visitaban los hogares en busca 
de nuevos adherentes.

9	 La estrategia del voto a voto está muy bien resumida en un informe de En Perspectiva: https://
www.enperspectiva.net/en-perspectiva-programa/informes-radio/voto-a-voto-entretelo-
nes-de-una-estrategia-que-contribuyo-a-la-remontada-del-fa/

10	 Entrevista de los autores. Se preserva el anonimato a solicitud del entrevistado.
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Hubo, simultáneamente, una gira de José Mujica en noviembre por de-
partamentos11 donde el fa había perdido significativa votación en octubre 
respecto a cinco años atrás. Nuevamente, esta gira privilegió zonas espe-
cíficas donde ca había votado exitosamente en octubre (como barrios ale-
daños a los cuarteles, donde comúnmente vive la «familia militar»)12 y 
donde la movilización del aparato y la militancia frentista «de a pie» era 
menor. Dados los múltiples vasos comunicantes entre los estilos de lide-
razgo de Manini y Mujica, esta gira también podría haber ayudado a recu-
perar algunos votos cabildantes. Vale recordar que la tasa de crecimiento 
del fa en noviembre fue particularmente alta en aquellos departamentos 
del noreste donde más había caído en primera vuelta respecto a 2014.

La intensidad de la campaña frentista en zonas con fuerte proporción 
de votantes cabildantes quedó reflejada en la decisión de Guido Manini 
Ríos de publicar una serie de videos a pocos días del balotaje. En el más 
conocido de esos videos, con tono firme y semblante severo, Manini alude 
explícitamente a la campaña frentista puerta a puerta en busca del voto 
cabildante y mandata a la «familia militar» (especialmente a los solda-
dos) a evitar el voto por el bloque de izquierda:

Me dirijo a los integrantes de las Fuerzas Armadas, a los soldados de to-
das las jerarquías. En estos días vemos que aquellos que desde el gobierno 
sistemáticamente han atacado a la institución armada, hoy les piden su 
voto […] son los mismos que no se han cansado de insultar a quienes 
visten uniforme […] Hoy les piden su voto, pintan muros frente a las 
unidades militares […] A ellos, esta vez, los soldados les contestamos que 
ya los conocemos.13

Luego de conocerse el apretado resultado en favor de Lacalle Pou, mu-
cho se especuló sobre el efecto de estos videos. ¿Hubo votantes batllistas 
o socialdemócratas que interpretaron el discurso de Manini como una 
amenaza autoritaria velada y cambiaron su voto a último momento?  

11	 Según un dirigente del Frente Amplio consultado para este trabajo, la gira de Mujica fue de 
hecho pensada como una medida de compensación de la relativa debilidad del aparato terri-
torial del fa en esas zonas del país.

12	 https://ladiaria.com.uy/articulo/2019/11/jose-mujica-sale-a-recorrer-el-area-metropoli-
tana-y-el-interior-del-pais/

13	 https://www.youtube.com/watch?v=DR_CHMgNMhU Manini reafirmó sus dichos del video el 
día de la elección señalando: «Durante varios días se hizo campaña puerta a puerta con per-
sonal militar, se pintaron muros frente a unidades militares, se pusieron stands frente al 
Hospital Militar alentando el enfrentamiento entre personal subalterno y personal superior». 
https://www.180.com.uy/articulo/81952_manini-rios-sobre-su-video-viral-todo-lo-que-di-
je-es-exactamente-asi&ref=delsol
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Según la evidencia, el video difícilmente haya sido causa de una pérdida 
significativa de votos. La información circuital confirma que la votación 
colorada y de otros partidos a Lacalle Pou y a Martínez estuvo dentro de lo 
proyectado por las encuestas antes de conocerse los videos. ¿Ayudaron los 
videos a atenuar la fuga de votos cabildantes? No es posible saberlo con 
la evidencia disponible.

Lo que sí sabemos es que ca visualizó una fuerte amenaza electoral sobre 
el final de la campaña y buscó mitigarla apelando al liderazgo de Manini 
y a su ascendencia sobre la base que conforma la pirámide de la «familia 
militar». Más allá del debate sobre los efectos del video, importan los 
fundamentos de su génesis: una contraofensiva de campaña en el marco 
de una intensa batalla electoral por uno de los segmentos más atractivos 
de noviembre: el voto cabildante volátil y/o con pasado frentista.

¿Qué fue más importante para explicar la fuga cabildante? ¿La campaña 
voto a voto, las afinidades previas de esos cabildantes hacia el fa y algu-
nos de sus referentes o sus resistencias hacia la candidatura de Lacalle 
Pou? Esta es una pregunta que merece ser retomada en futuros estudios. 
Nuestra hipótesis es que todos estos factores jugaron un papel relevante, 
probablemente con diferentes acentos regionales. Por ejemplo, el voto a 
voto resultó más significativo en el área metropolitana, mientras que las 
afinidades previas hacia el fa y a sus grandes referentes tuvieron especial 
importancia para explicar el trasiego cabildante en el noreste del país.

4.2. Los datos agregados y las encuestas

Los datos por circuito aquí analizados tienen algunas coincidencias im-
portantes con los provenientes de las encuestas electorales. En ambas 
fuentes de datos, el porcentaje de votantes colorados se distribuye en for-
ma similar: algo menos de 9 de cada 10 votaron a Lacalle Pou y algo 
menos de 1 de cada 10 a Martínez. A juzgar por la evidencia de segundas 
vueltas anteriores, en 2019 el candidato del pn habría mejorado sensible-
mente la captación del voto colorado, dado que se redujeron tanto el por-
centaje de colorados que votaron en blanco o anulado como el que apoyó 
al candidato frentista en segunda vuelta.14

Encuestas previas y regresiones por circuitos arriban a una conclusión simi-
lar en otro punto crucial: fueron muy marginales los casos de frentistas que 

14	 Datos sobre el comportamiento de los votantes colorados en la segunda vuelta de 2009 y 2014 
pueden consultarse en González (2010), Moreira y Delbono (2010), Moreira y Delbono (2016) y 
Esponda et al. (2016).
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no votaron por Martínez en el balotaje, así como los de votantes al pn en oc-
tubre que no votaron por Lacalle Pou en noviembre. Esta fidelidad partidaria 
de una ronda a otra es una continuidad respecto a las tres ediciones previas 
del balotaje (Canzani, 2000; Esponda et al., 2016; González, 2010; Moreira y 
Delbono, 2015). Sin embargo, hay dos diferencias centrales entre los datos de 
las encuestas previas a la veda y el análisis de regresiones por circuitos.

En primer lugar, las proyecciones previas a la veda estimaron que los 
votantes no alineados y de los dos socios menores de la coalición multi-
color (pi y pg) aportarían en total unos 3 puntos al crecimiento del fa. En 
cambio, las regresiones por circuito arrojan un aporte al fa cercano a 4,5 
puntos de este electorado. Factiblemente, el fa logró captar parte impor-
tante de un voto que hasta último momento se mantuvo indeciso o que se 
inclinaba por el voto en blanco o nulo. En la encuesta de proyección final 
de Opción Consultores, por ejemplo, un 33 % de quienes habían declarado 
votar en blanco/anulado en octubre y un 21 % de quienes lo habían hecho 
por partidos pequeños se mantenían indecisos.

La otra gran diferencia entre los datos individuales y agregados está en el 
comportamiento estimado de ca. Mientras las encuestas previas a la veda 
marcaron proporciones de cabildantes que votarían por Martínez en el en-
torno de 5 % a 15 %, los modelos de regresión por circuitos indican que 
esa proporción fue mayor. Asumiendo la validez de nuestras estimaciones, 
¿por qué no registraron las encuestas la magnitud de la fuga cabildante? 
Creemos que hay tres explicaciones no excluyentes. La primera apela al 
argumento del late swing: el grueso del voto cabildante hacia el fa se decidió 
posteriormente a la veda. Esta explicación tiene a su favor los datos de la 
única encuesta posterior a la veda disponible, que registró un acortamiento 
sensible de la ventaja a favor de Lacalle Pou. Además, esta encuesta mos-
tró un incremento del peso de votantes de ca hacia Daniel Martínez.15 Hay 
actores políticos que comparten la hipótesis del late swing sobre la base de 
sus propias experiencias militantes durante la campaña. Pocos días después 
de la elección de noviembre, por ejemplo, el senador del fa Óscar Andrade 
(que había participado de la campaña voto a voto en buena parte del litoral 
y área metropolitana del país) declaró en una entrevista radial:

De cada tres o cuatro casas que golpeabas, encontrabas un vecino que te 
decía «no tengo decidido el voto» […] y era alguien que no nos había 
votado. En mi opinión estaban bien las encuestas, pero el 42-43 que le 

15	 https://equipos.com.uy/comparacion-de-resultados-y-analisis-de-las-elecciones-en-se-
gunda-vuelta-con-nuestras-encuestas/ Véase especialmente la entrevista a Ignacio Zuasná-
bar en Subrayado disponible en el link.
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daban a Martínez era de hierro, que solo podía crecer, y el 49-50-51 que 
le daban a Lacalle era no seguro […] No tengo dudas [de que donde más 
captó el fa fue en ca]. El día que empezaba la veda me pasó con una mu-
chacha que vende panchos que me dice «yo voté a Manini, porque era 
nuevo… pero ahora los acompaño».16

Una segunda explicación alude al voto vergonzante: los cabildantes que 
votaron por Martínez tuvieron más propensión a ocultar su voto, sabien-
do que desde el liderazgo de ca se había exhortado muy firmemente a 
sufragar por Lacalle Pou. Hay que destacar, en ese sentido, que en las en-
cuestas previas a la veda cerca de un 10 % de cabildantes se declaró inde-
ciso y otro porcentaje importante declaró que votaría blanco o nulo (en la 
encuesta de proyección de Opción representaba otro 10 %).17 Quizá, estos 
segmentos de cabildantes, presuntamente indefinidos, estaban inclinados 
hacia Martínez, pero no lo reportaron en las encuestas y dificultaron el 
trabajo de proyección.

Finalmente, la tercera posibilidad es que las encuestas no hayan captura-
do adecuadamente al segmento de cabildantes con cercanía al fa, sea por 
un problema de diseño muestral o por una menor tasa de respuesta de di-
cho segmento. Si fuera así, quedaría por responder por qué las encuestas 
proyectaron correctamente, tan solo unas pocas semanas antes, el peso de 
ca en la votación de octubre y por qué registraron a lo largo de todo el ci-
clo electoral un porcentaje significativo de votantes cabildantes con pasa-
do electoral frentista. Además, esta explicación no permite entender por 
qué la única encuesta realizada durante la veda sí se aproximó bastante al 
comportamiento del electorado cabildante. De las tres explicaciones, esta 
es la menos convincente.

16	 https://delsol.uy/facildesviarse/entrevista/andrade-si-hay-una-formula-que-garanti-
ce-crecimiento-salarial-la-voy-a-acompanar

17	  https://www.opcion.com.uy/opinion-publica/intencion-final-de-voto-balotaje-2019/
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5. Conclusiones

En este trabajo se estimó la procedencia partidaria del inesperado creci-
miento de poco más de 8 puntos porcentuales del candidato del fa en el 
balotaje. Los distintos métodos utilizados exhiben que el fa se nutrió de un 
contingente significativo de votantes no alineados, que habían sufragado 
por partidos pequeños que no integran ninguno de los bloques o que habían 
anulado su voto o votado en blanco en octubre de 2019. Al mismo tiempo, 
nuestras estimaciones abonan la hipótesis de una fuerte fuga de votos de 
ca hacia Martínez, notoriamente mayor que la colorada. Las entrevistas 
realizadas para este capítulo, así como las declaraciones de diversos prota-
gonistas durante y después de la elección permiten entender mejor la im-
pactante captación de votos cabildantes por el fa. Una parte del electorado 
de ca, de bajo nivel educativo, políticamente volátil y con nexos electorales 
previos con el fa, estaba territorial y hasta personalmente identificado y fue 
el principal objetivo de la campaña del fa. Esta estrategia territorial de bús-
queda de votos desplegada por la estructura territorial del fa a través de sus 
comités de base, permite dar sentido y confirmar el objetivo de la aparición 
del video de Manini Rios a pocos días de la elección: un intento de llamar al 
orden a su tropa electoral en medio de una batalla por el voto que se estaba 
disputando en diversos territorios, casa por casa, persona por persona.

ca fue, por tanto, una triple sorpresa en el ciclo electoral 2019. Primero, 
consiguió cerca de 50.000 votos en las elecciones internas a pesar de 
presentar un candidato presidencial único y tener unos pocos meses de 
vida. Después, en su debut absoluto en la competencia interpartidaria (y 
sin constituir un desprendimiento de otro partido) obtuvo un 11 % de los 
votos en la primera vuelta, transformándose en el quinto partido más 
votado de la historia y posicionándose como un socio indispensable para 
dar mayoría parlamentaria al bloque multicolor. Finalmente, desde ca 
viajó un inesperado contingente de votantes hacia el fa en el balotaje, que 
acortó fuertemente la distancia proyectada entre los candidatos de cada 
bloque. Este último fenómeno confirma que detrás de la preeminencia 
de dos bloques identitarios compactos se esconden segmentos electorales 
volátiles que pueden ser decisivos para el resultado electoral. Además, la 
fuga cabildante atestigua que, pese al habitual enfrentamiento entre las 
dirigencias del fa y ca, hay importantes vasos comunicantes entre ambos 
electorados, tema que merece retomarse en futuros abordajes.

Respecto a las implicancias sobre el sistema de partidos, el comporta-
miento de los votantes externos en el balotaje atestigua que la actual 



230

variedad de oferta partidaria del bloque tradicional supone un beneficio 
y un costo. El beneficio es que en octubre puede presentar una oferta de 
candidaturas variada para disputarle el electorado inseguro al fa. El costo 
es que, al ser un bloque multipartidario, en noviembre el candidato del 
bloque tradicional corre indefectiblemente un mayor riesgo de fuga. El 
gran aprendizaje de la elección de 2019 es que de cara a la estimación del 
balotaje no solo importa considerar la votación de cada bloque en primera 
vuelta, sino sus respectivos niveles de fragmentación interna.
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 Capítulo III.3:

Las mujeres en las  
elecciones nacionales de 2019*

Gimena Albarenga, Santiago Acuña y Verónica Pérez Bentancur

1. Introducción

Uruguay es un país elogiado por el desempeño de sus instituciones po-
líticas. No solo es una de las democracias más consolidadas y estables 
de América Latina, sino que también tiene uno de los sistemas de par-
tidos más institucionalizados del continente, que ha demostrado capaci-
dad de adaptación a los cambios sociales y nuevas demandas ciudadanas 
(Mainwaring, 2018; Piñeiro Rodríguez y Rosenblatt, 2018). Sin embargo, 
este buen desempeño no se mantiene cuando se consideran indicadores 
de inclusión política de las mujeres (Htun, 2016).

Mientras en la llamada tercera ola democrática varios países latinoame-
ricanos tuvieron mujeres presidentas y vicepresidentas, en Uruguay nin-
guna mujer había integrado una fórmula presidencial competitiva hasta 
las elecciones de 2019. Desde el retorno de la democracia el número de 
legisladoras elegidas aumentó elección tras elección. Sin embargo, luego 
de las últimas elecciones, segunda vez en que se aplicó la llamada ley de 
cuotas2 y primera vez en que un partido usó voluntariamente la paridad 
(el Frente Amplio [fa]), las mujeres elegidas como titulares representan 
tan solo el 21 % del Parlamento (considerando ambas cámaras). Esto con-
trasta con países similares a Uruguay, como Argentina o Costa Rica, cuyos 

*	 Los datos de este capítulo provienen del proyecto de investigación i+d csic «Mujeres y repre-
sentación política en las elecciones de 2019 en Uruguay y Argentina» (id de proyecto: 238), 
coordinado por Niki Johnson y Verónica Pérez.

2	 La ley de cuotas se usó por primera vez para la elección del Parlamento en 2014.
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congresos están compuestos por alrededor de 40 % de mujeres desde hace 
más de una década. Este desempeño incluso es magro en comparación 
con países más desiguales que Uruguay como México, Bolivia, Ecuador o 
Nicaragua cuyos poderes legislativos son, desde hace algunos años, pari-
tarios o cuasiparitarios. En el ranking de la Unión Interparlamentaria, 
que clasifica a los países en orden descendente según el porcentaje de 
mujeres en las cámaras bajas o únicas, los resultados de las elecciones de 
2019 colocan a Uruguay en la posición 101 de 188 lugares y en el lugar 15 
de 19 países de América Latina (solo por encima de Honduras, Colombia, 
Brasil y Paraguay).

Este capítulo analiza en profundidad la participación de las mujeres en 
las elecciones legislativas en Uruguay en 2019. El artículo estudia la apli-
cación, por segunda vez, de la ley de cuotas y se pregunta por qué la pre-
sencia de mujeres aumentó solo marginalmente respecto a las elecciones 
de 2014. El artículo tiene dos objetivos específicos. Por un lado, analiza 
la tendencia de los partidos a no colocar mujeres en lugares salibles de 
las listas electorales. Por otro lado, a la luz de la literatura comparada, se 
estudian los factores específicos que impactan en la subrepresentación 
de mujeres en cargos parlamentarios en Uruguay. El artículo destaca la 
influencia de las reglas electorales, en especial el tamaño del distrito y el 
doble voto simultáneo (dvs), como factores que restringen el efecto de la 
cuota. Más específicamente, el capítulo muestra cómo el incremento de la 
apertura de listas electorales en las elecciones de 2019 (en parte explicado 
por el sistema electoral) impactó negativamente en la elección de muje-
res. La principal fuente de información del capítulo es una base de datos 
de los lugares que ocuparon hombres y mujeres en la oferta electoral, 
construida a partir de la totalidad de listas electorales (1040) presentadas 
por los partidos políticos uruguayos a las elecciones nacionales de 2019.

Este capítulo se organiza de la siguiente manera. En la segunda sección se 
discute la literatura comparada sobre las causas de la subrepresentación 
de mujeres en política. En la tercera sección se describen los principales 
rasgos de la conformación por sexo del Parlamento uruguayo con énfasis 
en los resultados de las elecciones de 2019. En la sección siguiente se ex-
plican las razones del escaso crecimiento del número de legisladoras en 
2019. En la última sección se extraen algunas conclusiones y se discute el 
desempeño de Uruguay en perspectiva comparada.
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2. Los obstáculos para la inclusión política  
de las mujeres

La subrepresentación de mujeres en política es un fenómeno mundial y 
expresa un problema de inclusión política. Este término está basado en 
una noción formal de ciudadanía que implica que individuos desventaja-
dos obtuvieron los derechos de ciudadanía política, pero pese a ello conti-
nuaron subrepresentados en los cargos políticos con relación a su peso en 
la población (Htun, 2016). En enero de 2020 solo el 6,3 % de los puestos 
electivos de jefes de Estado y/o gobierno en el mundo estaban integrados 
por mujeres. Además, para marzo de ese año, las mujeres ocupaban solo 
un cuarto de los escaños parlamentarios a nivel mundial (Unión Inter-
parlamentaria y onu Mujeres, 2020). No obstante, este fenómeno muestra 
variaciones entre regiones y países. Por ejemplo, en América Latina, Ar-
gentina y Costa Rica han sido líderes en la inclusión política de las muje-
res desde la década del 90, aunque más recientemente también integran 
este grupo Bolivia, Ecuador, México y Nicaragua (Htun, 2016; Schwin-
dt-Bayer, 2010, 2018). Otros países, entre los que se encuentra Uruguay, 
presentan desempeños deficitarios.

Las causas de la exclusión política de las mujeres han sido extensamente 
estudiadas. Trabajos previos destacaron factores de diferente naturaleza 
que operan a nivel tanto de la oferta como de la demanda de candida-
turas (Cherif, 2015; Fox y Lawless, 2014; Fulton et al., 2006; Hinojosa, 
2012; Inglehart y Norris, 2003; Jones, 2009; Lawless y Fox, 2005; Norris 
y Lovenduski, 1995; Thames y Williams, 2010, 2015). Sin embargo, existe 
consenso en que los factores más importantes para explicar la subrepre-
sentación de mujeres en cargos electivos están en este último nivel, y en 
particular, en las formas de reclutamiento de los partidos políticos. En los 
procesos de nominación, comúnmente controlados por líderes varones o 
cúpulas masculinizadas, operan mecanismos de discriminación implícita 
o explícita (Norris, 2004; Norris y Lovenduski, 1995). Estos mecanismos 
benefician a los incumbentes (candidatos que buscan la reelección) o a 
personas con características similares a los incumbentes, por lo general 
hombres blancos. La ventaja del incumbente en los procesos de selección 
de candidaturas limita las posibilidades de nominación (y hasta de finan-
ciamiento) de los nuevos sujetos que quieren entrar a la política, entre 
ellos las mujeres (Fouirnaies y Hall, 2014; Golder et al., 2017; Johnson, 
2018, 2016; Norris y Lovenduski, 1995; Wylie, 2018).
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Otras investigaciones señalaron que este fenómeno se acentúa o atenúa en 
función de los incentivos que generan los sistemas electorales. Las reglas 
electorales proporcionales tienden a producir resultados más diversos en 
la composición de los órganos legislativos que las reglas mayoritarias 
(Amorim Neto y Cox, 1997) y esta tendencia se aplica a la composición 
por género de los parlamentos. En general, los países con sistemas electo-
rales proporcionales (de listas cerradas y bloqueadas) están asociados con 
tasas más altas de mujeres en sus poderes legislativos que los países con 
sistemas electorales mayoritarios (Thames y Williams, 2010). Este hecho 
obedece a dos razones. Los sistemas proporcionales generan incentivos 
para producir nóminas de candidaturas socialmente balanceadas, pues la 
exclusión de un sector significativo de la sociedad de las listas electora-
les podría ser considerada por la ciudadanía como una señal de discri-
minación. En cambio, los sistemas mayoritarios de voto personalizado 
acentuarían las ventajas del incumbente, generando mayores incentivos 
al statu quo (Meserve, Pemstein y Bernhard, 2020; Norris, 2004; Schmidt, 
2009; Thames y Williams, 2010). Además, los sistemas electorales propor-
cionales facilitan el uso de leyes de cuota de género, considerada la «vía 
rápida» para aumentar la presencia de mujeres en cargos legislativos al 
obligar a los partidos a ubicar candidatas en lugares salibles de las listas 
(Tripp y Kang, 2008). Diversos estudios han mostrado que las cuotas son 
más efectivas cuando se combinan con listas cerradas y bloquedas, mag-
nitudes de distritos grandes y reducida fragmentación partidaria (Caul, 
2001; Htun, 2016; Jones, Alles y Tchintian, 2012; Rosen, 2017; Thames y 
Williams, 2010; Tripp y Kang, 2008). Los primeros dos elementos están 
asociados con sistemas electorales proporcionales.

En el caso uruguayo existen dos grandes fuentes de obstáculos para el 
acceso de las mujeres a cargos de representación política. En primer lu-
gar, los mecanismos de selección de candidaturas de los partidos políticos, 
en particular de sus fracciones, son poco sensibles a la incorporación de 
criterios de género (Johnson, 2010, 2018). Empíricamente esto se observa 
en una muy desigual distribución de hombres y mujeres en los lugares 
salibles de las listas electorales (Johnson, 2015; Johnson y Pérez, 2010; 
Pérez, 2015) y en mecanismos de discriminación implícitos y explícitos, 
aún persistentes luego de la aplicación de la ley de cuotas (Johnson, 2016).

En segundo lugar, los obstáculos que encuentran las mujeres se refuerzan 
por la combinación de dos características del sistema electoral: el doble 
voto simultáneo (dvs) y el tamaño de las circunscripciones (Johnson, 2015; 
Johnson y Pérez, 2010; Pérez, 2015). Los partidos políticos uruguayos son 
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fraccionalizados y las normas que regulan la competencia electoral reco-
nocen esta característica en el dvs (véase el capítulo III.1). El dvs permite a 
los partidos presentar múltiples listas electorales que compiten entre sí a 
su interior (Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998; Piñeiro Rodríguez, 2007). 
Esta regla opera como un reductor del tamaño real de los distritos para 
las listas que presentan las fracciones de los partidos. Esto implica, por 
ejemplo, que si el partido X obtiene 10 bancas en un distrito, esas bancas 
no se asignarán a una sola lista del partido, sino que se repartirán entre 
las listas presentadas por ese partido según la votación que obtuvo cada 
una de ellas.

Este formato de competencia representa un obstáculo para las mujeres (y 
para el éxito de la ley de cuotas y de la paridad) pues en los distritos pe-
queños para ganar se debe encabezar la lista, y en los distritos más gran-
des se debe ocupar alguno de los primeros lugares. Si los partidos hacen 
un uso minimalista de la cuota (o de la paridad), ubicando a las mujeres 
en el último lugar permitido, cuanto mayor sea la cantidad de listas que 
ganan bancas, menor será la cantidad de lugares que obtenga cada lista y 
menor la cantidad de mujeres elegidas (Johnson, 2015; Pérez, 2015).3

3. El Parlamento uruguayo tras las elecciones de 2019

Desde el retorno a la democracia en 1985 hasta las elecciones de 2019, el 
porcentaje de mujeres legisladoras creció sistemáticamente en el Parla-
mento uruguayo, aunque a tasas variables. Un punto relevante en esta 
serie fueron las elecciones de 2014, primera vez en que se aplicó la ley de 
cuotas.4 Como se observa en el gráfico 1, la ley de cuotas hizo «saltar» el 
porcentaje de mujeres en el Senado, donde la presencia de parlamentarias 
había sido históricamente más baja que en la Cámara de Representantes.

3	 Otro obstáculo que encuentran las mujeres está en el diseño de la ley de cuotas, que no esta-
blece que las mujeres titulares tengan que ser sustituidas por otras mujeres. En las elecciones 
de 2014 se perdieron «dos lugares de cuotas» en la Cámara de Representantes debido a la 
renuncia de dos mujeres para pasar a ejercer como senadoras (Pérez, 2015).

4	 La ley de cuotas (ley 18.476) establece que de cada terna de titulares y suplentes de las listas 
electorales por lo menos uno debe ser de diferente sexo que los otros dos. La ley 18.476 fue 
aprobada en 2009 y estableció que la cuota se aplicaría por única vez en las elecciones de 2014. 
En 2017, el Parlamento votó otra ley de cuotas (ley 19.555) que no tendría límite de tiempo. 
Esta ley rigió para el proceso electoral 2019-2020.
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Gráfico 1: Evolución del porcentaje de mujeres  
en el Parlamento (1984-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

Tras las elecciones de 2019 Uruguay se ubicó en el lugar 101 (de un total de 
188 lugares) de la Clasificación Mundial de Mujeres en los Parlamentos que 
elabora la Unión Interparlamentaria. En América Latina, Uruguay ocupa 
el lugar 15 de 19 países, solo por encima de Honduras, Paraguay, Brasil y 
Colombia, y muy por debajo de países con niveles de desarrollo comparables 
al de Uruguay como Argentina (40,9 %) o Costa Rica (45,6 %).5

Como resultado de las elecciones de 2019, el número de legisladoras elegi-
das como titulares creció marginalmente respecto a las elecciones de 2014 
(gráfico 1). En 2019 fueron elegidas ocho senadoras (26,7 %) y diecinueve 
diputadas (19,2 %). En la Cámara de Representantes podrían haber sido 
elegidas dos diputadas más si el Partido Nacional (pn) no hubiese repetido 
a dos candidatas en lugares salibles de sus listas a ambas cámaras. Dado 
que la legislación uruguaya no permite que una misma persona sea ele-
gida para dos cargos, estas candidatas debieron optar y eligieron asumir 
en el Senado. Como los suplentes de ambas a la Cámara de Representantes 
eran hombres, se perdieron dos lugares para mujeres.

5	 Clasificación Mundial de Mujeres en los Parlamento, uip, 1/10/20 (https://data.ipu.org/wo-
men-ranking?month=10&year=2020).
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Iniciada la nueva legislatura, el Senado cuenta con dos mujeres más (ti-
tulares) que no están incluidas en los gráficos 1 y 2: la vicepresidenta de 
la República, Beatriz Argimón (pn), y la senadora Carmen Asiaín, del pn. 
Ellas no fueron contabilizadas porque, en primer lugar, la vicepresidencia 
de la República es elegida en la fórmula presidencial y no en una lista 
al Senado. En segundo lugar, Asiaín era la segunda suplente del primer 
titular de la lista al Senado de la fracción Aire Fresco del pn. Dado que el 
titular era Lacalle Pou (elegido presidente) y que su primer suplente (José 
Luis Falero) renunció a su banca, Asiaín asumió como senadora titular. 
Al contabilizar a estas dos senadoras, el porcentaje de mujeres en el Se-
nado asciende a 32,2 % y en ambas cámaras a 22,3 %.

Como se observa en el gráfico 2, existen diferencias en la presencia de 
mujeres según el tamaño de los distritos: en los dos distritos grandes (el 
Senado y la Cámara de Representantes por el departamento de Montevi-
deo) el porcentaje de mujeres elegidas como titulares en 2019 es signifi-
cativamente mayor que en los distritos mediano y pequeños. Hasta 2009 
el Senado era un distrito con muy pocas legisladoras (al igual que los 
distritos chicos); nunca se eligieron más de cuatro senadoras a la vez. No 
obstante, luego de la aplicación de la ley de cuotas (2014) el Senado pasó a 
tener un desempeño más parecido al de Montevideo.6 Los distritos chicos 
(en su conjunto), en tanto, siguieron siendo lugares con menor propor-
ción de mujeres elegidas, dado que en esos departamentos las mujeres no 
suelen encabezar listas, posición que se debe ocupar para ser elegido/a.

6	 Debido a la concentración de la población uruguaya en la capital del país, Montevideo es el 
distrito más grande en la Cámara de Diputados. En las elecciones de 2019 repartió 39 bancas, 
mientras el distrito que le sigue en tamaño (Canelones) repartió 15.
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Gráfico 2: Mujeres elegidas por tamaño de distrito y cámara  
como porcentaje de elegidos por los distritos (2009-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

También existen diferencias según partido político: del total de legislado-
ras elegidas en 2019, el 66,6 % (18) pertenecen al fa. El resto pertenecen 
a los partidos de la Coalición Multicolor (cm) y se dividen de la siguiente 
manera: 7,4 % (2 legisladoras) son del Partido Colorado (pc), 11,1 % (3 le-
gisladoras) pertenecen al pn y 14,8 (4 legisladoras) a Cabildo Abierto (ca), 
un partido de derecha radical (véase el capítulo II.3). El fa es además el 
partido con mayor presencia de mujeres en su bancada: el 34,6 % de los 
legisladores del fa son mujeres. Al fa le sigue ca con un 30,7 % de mujeres, 
y muy alejados el pc y el pn con 11,1 % y 9,3 % de mujeres, respectivamente.

El mejor desempeño del fa respecto al resto de los partidos obedece a 
dos factores: por un lado, a una mejor ubicación histórica relativa de las 
mujeres de la izquierda en los lugares de las listas electorales (Johnson, 
2015; Johnson y Pérez, 2010; Pérez, 2015). Pero en especial, a la aplicación 
voluntaria del principio de paridad (alternancia de hombres y mujeres en 
las duplas) en las listas electorales que presentó a las elecciones de 2019.7 

7	 Resolución del Plenario Nacional del fa, 2018. La excepción a esta regla fueron las listas del 
sector liderado por Fernando Amado y una lista minoritaria en el departamento de Canelones 
que aplicaron la ley de cuotas pero no la paridad. Ninguna de estas listas obtuvo bancas en el 
Parlamento.
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Esta decisión fue adoptada por un plenario nacional en 2018, producto 
del lobby que ejercieron las mujeres del fa en todos los niveles de la 
estructura del partido. Antes de la paridad, en abril de 2017 el Congreso 
del partido había declarado que el fa era un partido antipatriarcal. Esta 
decisión también había sido impulsada por las mujeres frenteamplistas, 
quienes en una reunión nacional en 2016 habían decidido impulsar esta 
resolución en el Congreso. Para las mujeres del fa la declaración de la 
fuerza política como antipatriarcal requería «traducción práctica» y por 
ello decidieron presionar para promover la paridad en las listas. Estas 
decisiones no fueron sencillas de impulsar y tuvieron oposición de al-
gunos sectores del partido. Sin embargo, la particular estructura del fa, 
descentralizada y con varios puntos de acceso, permitió a las mujeres ser 
exitosas, conseguir múltiples aliados y presionar en varios niveles.8 El fa 
es el único partido grande en América Latina que ha adoptado la paridad 
de forma voluntaria.

Más allá del desempeño del fa por la adopción de la regla de paridad, tam-
bién destaca el desempeño de ca. La alta presencia relativa de mujeres en 
la bancada de este partido es una novedad respecto al desempeño general 
de los partidos uruguayos y en particular respecto al desempeño de los 
otros partidos de centroderecha en Uruguay. Como se verá en la sección 
siguiente, la composición de las listas electorales de ca incorporó a muje-
res en lugares relevantes en una proporción significativamente superior 
a la del resto de los partidos de la coalición gobernante.

4. La «difícil combinación» para las mujeres en 2019: 
magnitud de distrito y apertura de listas

El escaso crecimiento de la presencia de legisladoras titulares tras las 
elecciones de 2019 obedece a tres factores interrelacionados: a) los lugares 
que ocupan las mujeres en las listas electorales; b) la existencia de distri-
tos chicos para la elección de más de un tercio de la Cámara de Represen-
tantes, y c) algunas características de la competencia política uruguaya, en 
particular el dvs y el aumento del número de listas, ya sea por el aumento 
de la fragmentación partidaria (aparición de ca como cuarto partido rele-
vante en esta elección) como por la tendencia creciente de las fracciones 
de los partidos políticos a abrir listas.

8	 Entrevistas a integrantes de la Unidad Temática de Derechos del fa: 23/10/2020,  28/10/2020 y 
31/10/2020. Las personas entrevistadas fueron activas impulsoras de la declaración de partido 
antipatriarcal y la resolución sobre la paridad.
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Respecto al primer punto, es común que los partidos políticos uruguayos 
(y sus fracciones) tiendan a ubicar a las mujeres en lugares poco salibles 
y/o hagan un uso minimalista de la ley de cuotas, esto es, ubiquen a las 
mujeres en el último lugar permitido por la ley, es decir, el tercero de cada 
terna de candidatos titulares (Johnson, 2015, 2018; Johnson y Pérez, 2010).9 
Estas tendencias se replicaron en las elecciones de 2019 salvo por el hecho 
de que el fa aplicó la paridad en sus listas. Esto hizo que los lugares de las 
candidatas frenteamplistas mejoraran respecto a las elecciones de 2014. 
Sin embargo, el efecto de la paridad sobre la cantidad de mujeres elegidas 
solo fue apreciable en los distritos grandes (el departamento de Monte-
video y el Senado) y en el distrito mediano (departamento de Canelones). 
En los distritos chicos, en cambio, la paridad no tuvo efectos porque, en 
general, el fa la utilizó también de forma minimalista, es decir, colocando 
a las mujeres en el segundo lugar de sus listas.

Con relación al segundo punto, se debe tener presente que los lugares 
salibles de las listas para las mujeres son distintos en función del tama-
ño de los distritos (Johnson, 2015; Johnson y Pérez, 2010; Pérez, 2015). 
En Uruguay, en los distritos chicos (todos los departamentos del interior 
salvo Canelones) el único lugar relevante es el primero. Debido al dvs y a 
la existencia de partidos nacionalizados y fraccionalizados, es improbable 
que una lista obtenga más de un escaño en estos distritos, en tanto, en 
los distritos más grandes para ser elegido/a se debe ocupar alguno de los 
primeros lugares.10

A continuación, se presenta un análisis de los lugares que ocuparon hom-
bres y mujeres en la oferta electoral de 2019 considerando las listas de los 
partidos grandes, es decir, de aquellos que obtuvieron al menos una banca 
en el Senado y más de una banca en la Cámara de Representantes: el fa, el 
pn, el pc y ca. En las elecciones de 2019 solo el 13 % de las listas al Senado 
y el 20 % de las listas a la Cámara de Representantes fueron encabezadas 
por mujeres. No obstante, estos promedios esconden diferencias según el 
partido, la competitividad de la lista y el tamaño de los distritos.

El gráfico 3 muestra que, en general, las mujeres encabezan proporcional-
mente más listas perdedoras (listas que no obtienen ningún escaño) que 
listas ganadoras (listas que ganaron al menos un escaño). Esto es parti-

9	 La ley de cuotas de Uruguay establece que de cada terna de candidatos titulares y suplentes 
por lo menos uno debe ser de diferente sexo que los otros dos.

10	 La lista que individualmente obtuvo más bancas en las elecciones de 2019 fue la 609 en Mon-
tevideo, con 9 representantes elegidos.



245

cularmente visible en el Senado y en Canelones, donde ninguna lista ga-
nadora fue encabezada por una mujer. El pn y pc tampoco tuvieron listas 
ganadoras encabezadas por mujeres en Montevideo. En los distritos chicos 
también se verifica que las listas perdedoras estuvieron más encabezadas 
por mujeres que las ganadoras.

Gráfico 3: Porcentaje de listas encabezadas por mujeres según 
competitividad de la lista, tamaño de distrito y  

partido político (elecciones 2019)

Nota: ca presento una única lista al Senado, por lo que no tiene listas perdedoras; el 
Partido Nacional tampoco tiene listas perdedoras al Senado.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

La escasa presencia de mujeres encabezando listas es un dato sistemático 
en Uruguay (véanse Johnson, 2015; Johnson y Pérez, 2010; Pérez 2015). El 
gráfico 4 muestra el porcentaje de listas encabezadas por mujeres según 
partido en las últimas tres elecciones nacionales (se excluye a ca por ser 
un partido creado en 2019). Pese a la aplicación de la ley de cuotas en las 
elecciones de 2014 y 2019, se observa un aumento moderado del porcenta-
je de mujeres cabeza de lista. Las listas encabezadas por mujeres pasaron 
de representar el 11,6 % del total de la oferta electoral de los tres princi-
pales partidos en 2009 a representar el 18,5 % en 2019. Asimismo, no se 
observa un aumento sustantivo en el porcentaje de listas encabezadas por 
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mujeres dentro del fa luego de la aplicación de la paridad en la última 
elección. Esto es, la paridad o la cuota, si bien aumentan el porcentaje de 
mujeres en el total de las listas electorales y mejoran la posición de las 
mujeres en los primeros lugares de las listas respecto a la situación sin 
cuota o paridad (Johnson, 2015; Pérez, 2015), no impactan sobre la pre-
sencia de mujeres como cabeza de lista.

Los obstáculos que enfrentan las mujeres para encabezar listas en Uru-
guay están asociados a su dificultad para liderar fracciones. En Uruguay, 
la confección de las listas está en manos de las fracciones (Buquet, Chas-
quetti y Moraes, 1998). Los líderes de las fracciones nacionales se presen-
tan como candidatos y encabezan listas a la Cámara de Representantes 
por Montevideo y/o listas al Senado, mientras en el interior del país las 
listas suelen ser encabezadas por los líderes de fracciones departamenta-
les (Piñeiro Rodríguez, 2007). Por lo tanto, si las mujeres no lideran una 
fracción o no forman parte del círculo pequeño que rodea al líder y que 
confecciona las listas, es muy difícil que puedan aspirar al primer lugar.

Gráfico 4: Porcentaje del total de listas encabezadas por mujeres 
según tres grandes partidos políticos (elecciones 2009, 2014 y 2019)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.
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Como ya se mencionó, en los distritos grandes y en el mediano es rele-
vante analizar quiénes ocupan los primeros lugares de las listas (no solo 
observar el primer titular). El gráfico 5 muestra la forma en que el pn, el 
pc y ca aplicaron la ley de cuotas a sus listas y el gráfico 6 hace lo mismo 
con la paridad en el fa. En ambos gráficos se consideran los primeros seis 
lugares de las listas en los distritos grandes (Senado y el departamento de 
Montevideo) y mediano (departamento de Canelones).

Se entiende que los partidos y sus fracciones hacen una aplicación mini-
malista de la ley de cuotas cuando incluyen una mujer por terna y esta 
se ubica en el último lugar de esa terna. De forma similar, la aplicación 
minimalista de la paridad implica que las listas incluyen una mujer por 
dupla y esta es ubicada en el segundo lugar de la dupla. Ambos gráficos 
también distinguen estos indicadores según competitividad de las listas, 
es decir, las que ganaron al menos una banca (listas ganadoras) versus las 
listas que no ganaron ninguna (listas perdedoras).

Como muestra el gráfico 5, la totalidad de las listas ganadoras del pc usa-
ron la ley de cuotas de forma minimalista. Dentro de los partidos de 
centroderecha, ca está en el otro extremo, pues en las listas ganadoras es 
el partido con el menor porcentaje de aplicación minimalista de la ley de 
cuotas. Este hecho es destacable tanto si se tienen en cuenta los magros 
desempeños de los otros partidos de centroderecha uruguayos en términos 
de incorporación de mujeres a su oferta electoral en esta elección y en el 
pasado (Johnson, 2015, 2016) como por el rasgo conservador de este parti-
do (véase el capítulo II.3). Entrevistas realizadas a miembros de ca mues-
tran que este partido no consideró criterios de género para la confección 
de sus listas más allá de la aplicación de la ley de cuotas como establece 
la ley. En cambio, para algunas autoridades y candidatos elegidos de ca la 
presencia de mujeres en lugares destacados de las listas fue algo natural y 
espontáneo. En este sentido, una de las personas que estuvo directamente 
involucrada en el armado de las listas del partido señaló:

En varios departamentos todos los candidatos nuestros eran mujeres. 
En Rivera, por ejemplo. En Colonia. En Lavalleja la única candidata era 
mujer. No fue un tema premeditado, sino que naturalmente eran aquellas 
que demostraban y que elegían sus agrupaciones, nosotros no teníamos 
ningún inconveniente. Al contrario, nos parecía perfecto que hubiera 
mujeres.11

11	  Entrevista personal a fundador ca, 15/5/2020
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La estructura de ca es vertical y centrada en su líder, Manini Ríos (véase 
el capítulo II.3), rasgo que diferencia poco a este partido de los partidos  
tradicionales (el pc y el pn). No obstante esto, en tanto estructura en for-
mación, ca no tenía una estructura de líderes intermedios, en particular 
en el interior del país. Todo debía armarse y el partido necesitaba con-
formar rápidamente su oferta electoral en todo el país. Este rasgo proba-
blemente haya beneficiado a las mujeres y explica los lugares que estas 
tuvieron en las listas electorales, en particular en las presentadas a la 
Cámara de Representantes:

Simplemente se le dio oportunidad a todo el que estuviera interesado. 
Quizás en otros partidos justamente por ser tradicionales, se les da más 
la tradición a los políticos que son hombres. Acá como somos distintos, y 
se le dio la oportunidad al que quisiera participar y hacer algo, de repente 
por eso puede haber más mujeres.12

Gráfico 5: Porcentaje de listas con aplicación minimalista de la 
 ley de cuotas en los primeros seis lugares, según competitividad 

de la lista, partido político y tamaño del distrito, pn, pc y ca

Nota: ca presentó una única lista al Senado por lo que no tiene listas perdedoras; el Par-
tido Nacional tampoco tiene listas perdedoras al Senado.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

12	 Entrevista personal a diputada ca, 29/7/2020.
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El gráfico 6 muestra la aplicación del principio de paridad en el fa. El 
gráfico permite observar que la mayoría de las listas ganadoras del fa 
ubicaron a las mujeres en el segundo lugar de las duplas, algo que es 
menos apreciable en las listas perdedoras. Es decir, la paridad logró una 
mejor ubicación de las mujeres de la izquierda en la oferta electoral 
con relación a las posiciones que tuvieron las mujeres de los partidos de 
centroderecha, en la medida en que estos solo aplicaron la ley de cuotas. 
Sin embargo, el uso de la paridad en el fa sigue mostrando la tendencia a 
la aplicación de las medidas de acción afirmativa de forma minimalista.

Gráfico 6: Porcentaje de listas del fa con aplicación minimalista de 
la paridad en los primeros seis lugares, según competitividad de la 

lista, partido político y tamaño del distrito

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

Otro de los factores que influyeron en la presencia de legisladoras en el 
Parlamento conformado luego de las elecciones de 2019 fue el aumento 
de la cantidad de listas que ganaron bancas: en 2019 hubo 88 listas que 
ganaron al menos una banca frente a 78 en 2014 y 2009. Este aumento 
se explica principalmente por el incremento de las listas ganadoras en 
las circunscripciones mediana y grandes (gráfico 7) y por la irrupción de 
un nuevo partido exitoso como ca (véase el capítulo II.3). Dadas las ca-
racterísticas del sistema electoral uruguayo, estas circunscripciones son las 
únicas donde puede esperarse que aumente la cantidad de listas ganadoras. 
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En cambio, en los distritos chicos, la cantidad de listas ganadoras es rígida 
y se correlaciona con las bancas en disputa.13

Gráfico 7: Cantidad de listas que ganaron bancas versus 
 cantidad de listas que ganaron dos bancas o menos y cantidad  

de listas que ganaron una sola banca.  
Todo el país versus Montevideo, Canelones y Senado14

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

El incremento de la cantidad de listas ganadoras en el Senado, Montevideo 
y Canelones perjudicó las posibilidades de las mujeres de ser elegidas. La 
competencia por bancas en las circunscripciones más grandes del país en 
2019 fue entre más listas. Por lo tanto, esto disminuyó en términos reales 
la probabilidad de que más mujeres accedieran a cargos en el Parlamento. 
Como se observó más arriba, la mayoría de las fracciones ubican a las 
mujeres en el tercer lugar de las listas o en el segundo de las duplas en el 
caso del fa. En consecuencia, si las listas obtienen menos de tres bancas 
(o menos de dos en el caso del fa) no se eligen mujeres.

13	 Debido a la competitividad del sistema en estos departamentos, se espera que ninguna lista 
gane más de una banca. Además, dada la poca movilidad de la población en el territorio, la 
cantidad de bancas asignadas a cada departamento tiende a ser la misma elección tras elec-
ción. Esto implica que, aunque aumente el número de listas que compiten en estos departa-
mentos, no es posible que aumente el número de listas ganadoras de bancas.

14	 Se consideran todos los partidos políticos que obtuvieron bancas en las circunscripciones re-
feridas.
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El gráfico 8 muestra dos fenómenos que merecen ser destacados. Por un lado, 
a excepción del fa, en el resto de los partidos aumentó la cantidad de listas 
que ganaron dos bancas o menos respecto a elecciones de 2014 en la circuns-
cripción mediana y las dos grandes. A la vez, se mantuvo estable la cantidad 
de listas con mujeres en los primeros dos lugares. Por otro lado, en el fa se 
mantuvo la cantidad de listas que obtuvieron dos bancas o menos, pero, por 
efecto de la aplicación de la paridad, la cantidad de listas con mujeres en los 
primeros dos lugares aumentó significativamente respecto a 2014.

Esto implica que si el fa no hubiera aplicado el principio de paridad, la 
cantidad de mujeres en el Parlamento sería aún menor. Bajo el supuesto de 
que las mujeres que lideran fracciones mantienen sus lugares y que, de no 
operar la paridad, las fracciones del fa hubiesen aplicado la ley de cuotas 
de forma minimalista, como lo hicieron en 2014 (Johnson, 2015), puede 
estimarse que en 2019 hubiesen sido elegidas ocho legisladoras menos.15

Gráfico 8: Listas ganadoras de dos bancas o menos y mujeres  
en los primeros dos lugares según partido político  

(Senado, Montevideo y Canelones)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.

15	 En Canelones la lista 609 hubiese perdido una mujer. En Montevideo lo mismo ocurriría con la 
2121, la 1001, la 609 y la 90. En el Senado el mpp perdería una senadora, al igual que el sector 
liderado por Mario Bergara y la Vertiente Artiguista.
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En la circunscripción mediana y en las grandes, el fa tiene un nivel 
de fraccionalización más alto que el resto de los partidos. Por lo tanto, 
para entender el efecto de la paridad es importante comparar este dato 
con el de cabeza de lista. La aplicación del principio de paridad, si bien 
asegura que al menos haya una mujer en el segundo lugar de cada lista, 
no garantiza una mayor representación de las mujeres cuando la cantidad 
de listas ganadoras es tan alta que solo los cabezas de lista acceden a las 
bancas. Esto tiene efectos a la hora de analizar la implementación de una 
futura ley de paridad en Uruguay. El aumento del número de listas que 
compiten por bancas en los distritos mediano y grandes debilita las posi-
bilidades de las mujeres de ser elegidas si no encabezan listas. Esto es, si 
a la larga las dificultades de coordinación de las fracciones de los partidos 
llevan a que las 129 bancas del Parlamento se repartan entre 129 listas, 
entonces la paridad (o la cuota) aplicada en forma vertical no tendrá efec-
tos. Aunque este es un caso extremo, el análisis aquí realizado permite 
inferir que resultados intermedios de descoordinación creciente dentro de 
las fracciones no son compatibles con el diseño actual de la ley de cuotas o 
del principio de paridad tal como lo aplicó el fa en las últimas elecciones.

5. Conclusiones

Este capítulo analizó el desempeño de las mujeres en las elecciones uru-
guayas de 2019, la segunda vez que se aplicó la ley de cuotas en el país y 
la primera vez que un partido (el fa) usó la paridad de forma voluntaria. 
El capítulo mostró que el porcentaje de mujeres legisladoras aumentó 
marginalmente respecto a las elecciones de 2014. Los resultados de las 
elecciones de 2019 volvieron a colocar a Uruguay en una de las peores 
posiciones en América Latina en la Clasificación Mundial de Mujeres en 
los Parlamentos que elabora la Unión Interparlamentaria, y por debajo de 
la posición intermedia del ranking si se consideran todos los países del 
mundo. La escasa presencia de mujeres en ámbitos políticos electivos es 
un rasgo de larga duración de la democracia uruguaya.

Junto con investigaciones anteriores (en especial Johnson y Pérez, 2011 
y Johnson, 2015), este capítulo ha mostrado que algunos elementos del 
sistema electoral uruguayo y del formato de la competencia entre frac-
ciones y partidos dificultan el acceso de las mujeres al Parlamento. En 
particular, la combinación de distritos chicos y la fraccionalización de los 
partidos políticos uruguayos incentivada por el dvs es un obstáculo para la 
aplicación de la ley de cuotas (y también de la paridad), pues para acceder 



253

al Parlamento por estos distritos se debe encabezar las listas, un lugar al 
que difícilmente llegan las mujeres. Ni la cuota ni la paridad aplicadas 
en sentido vertical, como actualmente se usa en Uruguay, tienen efectos 
en los distritos chicos. Pero además, en las elecciones de 2019 los obstá-
culos para las mujeres aumentaron debido a la mayor fragmentación de 
la oferta electoral, expresada en el aumento del número de partidos con 
representación parlamentaria y del número de listas que obtuvieron al 
menos una banca.

Este último punto debe llamar la atención de los actores políticos. Si los 
partidos políticos están preocupados por promover la presencia equitativa 
(o por lo menos balanceada) de mujeres y varones en los ámbitos legisla-
tivos, deberían prestar atención al aumento de la apertura de listas a su 
interior. Como ha mostrado este capítulo, no es compatible aplicar una ley 
de cuotas o el principio paritario y, a la vez, no contener el aumento del 
número de listas.

Los resultados del análisis presentado en este capítulo se enmarcan en la 
literatura que destaca el papel de los partidos políticos y las reglas elec-
torales en los problemas de inclusión política de las mujeres. Más allá de 
las diferencias culturales entre sociedades y de los niveles de moderni-
zación socioeconómica alcanzados por los países, los partidos cumplen 
un rol crucial en el acceso de las mujeres a altos cargos electivos (Wylie, 
2018). La evidencia comparada muestra que los sesgos en los procesos de 
reclutamiento de los partidos solo son subsanados cuando se usan reglas 
para tal fin, es decir, cuando se aplican cuotas de género o paridad en las 
candidaturas. Sin embargo, el resultado de aplicar estas medidas no es 
mágico, sino que interactúa con las reglas electorales de cada contexto y 
con las dinámicas específicas de los sistemas de partidos. Estos factores 
deben ser considerados por los actores preocupados por lograr un mejor 
balance de género en los órganos de representación política de modo que 
las reglas que se adopten con este fin sean eficaces.
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Capítulo III.4:

Claves territoriales del cambio:  
geografía y comportamiento electoral  

en las elecciones nacionales de 2019

Antonio Cardarello, Isaac Cisneros y Martín Freigedo

1. Introducción

En las elecciones de octubre de 2004, el Frente Amplio (fa) ganó en siete 
departamentos, ese número aumentó a once en las elecciones de octubre 
de 2009 y escaló aún más en octubre de 2014 al ganar en catorce de los 
diecinueve departamentos. Esto marca que, más allá de otros factores, el 
crecimiento geográfico de voto del fa ha sido relevante para comprender 
la evolución del voto a favor del bloque de izquierda en las tres elecciones 
pasadas (Garcé y Johnson, 2016). Más allá de la relevancia electoral en la 
capital y su área metropolitana, el fa logró atraer votos en el interior del 
país. Sin embargo, este crecimiento electoral constante a nivel territorial 
se desmoronó en las últimas elecciones de la primera vuelta de 2019, en 
que la coalición de izquierda ganó solamente en nueve departamentos. 
Tomando en cuenta este nuevo escenario, este artículo busca responder 
algunas preguntas claves que dan cuenta de la transformación de la geo-
grafía electoral en el país. ¿Dónde se dieron esos cambios? ¿Hacia quiénes 
fueron los votos del fa en cada departamento? ¿Qué factores pudieron 
incidir en el cambio en el apoyo al fa comparando las elecciones presi-
denciales de 2014 y 2019 a nivel territorial?

El argumento de este artículo es que el cambio electoral está asociado 
fundamentalmente a características estructurales de los territorios, pero 
de cualquier forma, la evidencia también muestra que el voto temático 
asociado a la seguridad tuvo incidencia aunque en menor medida. En la 
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literatura sobre comportamiento electoral que propone diferentes expli-
caciones asociadas al voto se consideran factores que pueden haber juga-
do un rol en el proceso electoral de octubre de 2019.16 El artículo pone a 
prueba tres teorías y su relevancia a nivel territorial: factores estructura-
les, voto económico y voto temático.

El documento se estructura en cuatro secciones. En la segunda se pre-
sentan las teorías asociadas al comportamiento electoral. En la tercera se 
analizan los cambios que ocurrieron a nivel territorial entre 2014 y 2019 
y su magnitud en cada departamento, entre ellos el voto a cada partido, 
las diferencias absolutas en el sufragio, la tasa de volatilidad electoral de-
partamental, el número efectivo de partidos resultante y la fragmentación 
partidaria departamental. En la cuarta sección se analiza, a nivel depar-
tamental, los factores asociados a esas transformaciones, considerando la 
literatura sobre comportamiento electoral. Por último, se concluye y se 
discuten de manera general las implicaciones de la evidencia expuesta.

2. Las teorías asociadas al cambio del comportamiento 
electoral a nivel departamental

Las teorías que explican el comportamiento electoral pueden agruparse 
en cuatro grandes tipos: explicaciones sociológicas del apoyo electoral 
(Lipset y Rokkan, 1967), teorías que podrían aglutinarse dentro de un en-
foque sociopsicológico (Campbell et al., 1960),17 aquellas que parten de fun-
damentos racionales para explicar el comportamiento individual (Downs 
1957/1973; Fiorina, 1981) y otras que ponen el acento en las características 
temáticas de la contienda electoral (Carmines y Stimson, 1980).

16	 Si bien las elecciones nacionales se desarrollaron en dos vueltas, los incentivos de los votantes 
son diferentes en una y otra elección. Para analizar los factores que pudieron incidir en el 
proceso electoral se tomaron en cuenta solamente los resultados de la primera vuelta, dado 
que se considera que la oferta electoral es más amplia y se puede evaluar el escenario com-
pleto. De cualquier forma, los resultados que se presentan fueron evaluados también para la 
segunda vuelta de noviembre de 2019, y la evidencia es sustantivamente la misma que en la 
primera vuelta de octubre. En el apéndice del capítulo se presenta la tabla de correlaciones de 
las elecciones de noviembre de 2019.

17	 Dentro del enfoque sociopsicológico, la teoría de la identificación partidista surgida de la Escue-
la de Michigan señala que la decisión electoral es producto de la identidad partidaria del indi-
viduo, la cual es una orientación afectiva hacia un grupo en específico (partido político), que se 
desarrolla a través de un proceso de socialización política en la familia, donde se transmiten los 
valores e ideas que generan una lealtad hacia un partido política que es estable y se refuerza con 
el tiempo (Campbell, et al., 1960). Esta teoría es una de las más influyentes dentro del compor-
tamiento político y, por supuesto, ha sido tanto reafirmada (Greene et al., 2004) como criticada 
(Fiorina, 1981). Para poner en juego esta explicación es necesario contar con información de nivel 
individual, cuestión de la que se carece en el caso uruguayo, por lo que esta dimensión ha sido 
descartada en el presente análisis.
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En las teorías sociológicas se enfatiza el acento en los clivajes sociales 
(Lipset y Rokkan, 1967). Este enfoque sugiere que el voto refleja las divi-
siones estructurales económicas y sociales que existen en una sociedad 
y que generan alineaciones de largo plazo entre partidos y electores. Esta 
conexión encontró fundamento en las posiciones de clase social como 
componente principal de la decisión electoral. De hecho, este enfoque 
identifica una relación entre los partidos de izquierda y la clase traba-
jadora y los partidos de derecha y la clase media (Lipset, 1959). Más re-
cientemente, las teorías señalan cambios importantes en las valoraciones 
materiales y posmateriales que han alterado el sentido de las conexiones 
planteadas por Lipset (Inglehart, 1977, 1997). Estos trabajos sugieren que 
es posible encontrar clases medias con valores progresistas vinculadas a 
partidos de izquierda, mientras que los sectores de menor nivel socioeco-
nómico18 estarían asociados a principios y partidos conservadores (Mair, 
2010). La hipótesis (H1) que se desprende de este enfoque señala que los 
departamentos menos desarrollados serían menos propensos a votar por el fa y, 
en esa medida, con mayores posibilidades de haber cambiado su apoyo político.

Desde la perspectiva de la elección racional, autores clásicos como Downs 
(1957) han señalado que el sufragio es producto de un cálculo que reali-
zan los electores sobre los costos y los beneficios de su voto el día de las 
elecciones. Esta perspectiva, mejor conocida como voto económico, argu-
menta que el voto refleja la evaluación de los electores de las condiciones 
económicas no solo del país sino personales, por lo que, si la evaluación 
es positiva se apoyará al partido que ha producido dichos beneficios, mien-
tras que si la evaluación es negativa los electores tenderán a votar por un 
partido distinto (Key, 1966). Es posible identificar diferentes ramificacio-
nes de esta teoría como el voto retrospectivo (evaluación del desempeño 
económico pasado), el voto prospectivo (cálculo de desempeño económico 
futuro), el voto de bolsillo (evaluación del beneficio económico personal 
durante el período de gobierno del partido actual) y el voto sociotrópico 
(evaluación del beneficio económico nacional durante el período de go-
bierno del partido actual) (Lewis-Beck y Stegmaier, 2000).19 La hipótesis 
(H2) que se desprende de este enfoque es que el cambio en el apoyo electoral 
al fa será mayor en los departamentos donde la economía ha empeorado en el 
período de gobierno de este partido.

Finalmente, una perspectiva adicional enfatiza las características de la con-
tienda electoral asociada con los temas de la campaña; a esta perspectiva 

18	 Se tomarán en cuenta factores económicos y sociales que miden el desarrollo a nivel territorial.

19	  En el artículo se pone acento en el voto retrospectivo.
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se la conoce como voto temático (issuevoting) (Carmines y Stimson, 1989). 
Esta literatura ha distinguido entre temas de posición y temas de valencia 
(Aardal y Van Wijnen, 2005). Los primeros se refieren a aquellos issues que 
dividen entre proponentes y oponentes, mientras que los temas de valencia 
son aquellos en los que hay un acuerdo en los fines pero no en los medios 
para alcanzarlos. Lo anterior permite distinguir entre teorías temáticas po-
sicionales (Downs, 1957) y teorías temáticas direccionales (Rabinowitz y 
Macdonald, 1989). Asimismo, se destaca que los temas de valencia pueden 
ser tratados desde una visión retrospectiva o a partir de la capacidad de los 
candidatos de lidiar con dicho problema temático destacado en la contienda 
(issueownership) (Aardal y Van Wijnen, 2005). Considerando que durante 
el último período de gobierno y, principalmente, en la campaña electoral 
de 2019 el tema de la seguridad ciudadana fue un problema central en la 
discusión política, la hipótesis (H3) que se desprende de este argumento es 
que en aquellos departamentos donde la incidencia del problema seguridad se hizo 
más relevante el cambio electoral puede haber sido ser mayor.

3. La geografía electoral en las elecciones nacionales

En esta sección se presentan los principales resultados a nivel territorial 
de las elecciones nacionales de 2019, en las que participaron los tres par-
tidos históricos (el fa, el Partido Nacional [pn] y el Partido Colorado [pc]), 
más Cabildo Abierto (ca) y algunos partidos menores, tomando como eje 
de análisis los 19 departamentos del país. El gráfico 1 presenta el resulta-
do de las elecciones nacionales de primera vuelta a nivel departamental, 
mostrando los porcentajes obtenidos por los principales partidos políticos 
de la contienda. El pn y el fa fueron los partidos más votados a nivel de-
partamental, cada uno de ellos obtuvo el mayor porcentaje de votos en 
nueve departamentos, mientras que el pc fue el partido más votado en el 
departamento restante (Rivera).
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Gráfico 1: Votos válidos según partido, en porcentaje (octubre de 2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

Con relación a las características de los departamentos en donde cada 
partido obtuvo su mejor desempeño (gráfico 1), el fa obtuvo su mejor 
votación en el litoral y el sur del país, luego de Montevideo y Canelones, 
únicos departamentos donde superó el 40 %. Su mejor desempeño estuvo 
en Paysandú, Salto, Soriano y Río Negro, pese a que en Salto y Soriano 
registró una caída importante respecto a 2014. Por su parte, el pn reafir-
mó su fuerte votación en los departamentos del centro del país, mientras 
que el pc fue votado solamente en dos departamentos por encima del 
20 % (Rivera y Salto). Un análisis particular merece ca. Este partido tuvo 
su mejor votación en los departamentos del norte y noreste del país, se 
destacan particularmente altas votaciones por encima de 15 % en ocho 
departamentos de estas regiones del país.

Los resultados del balotaje no hacen sino mostrar de nuevo la reducción 
de la votación del fa en ciertos distritos ya observada en octubre. Si bien 
el resultado final fue muy ajustado, la fórmula del fa solo triunfó en 
Montevideo y Canelones, un escenario muy similar al de 1999, y perdió 
votos en todos los departamentos en comparación con su desempeño en 
las elecciones de 2014 (tabla 1).
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Tabla 1: Diferencia en votos válidos según candidatura presidencial 
en balotaje, en porcentaje (noviembre de 2019) 

Departamento Martínez-Villar Lacalle Pou-Argimón Diferencia 
(Lacalle-Martínez)

Rivera 31,3 68,7 37,4

Lavalleja 34,5 65,5 31,0

Flores 34,8 65,2 30,4

Artigas 36,2 63,8 27,6

Tacuarembó 37,3 62,7 25,4

Treinta y Tres 37,4 62,6 25,2

Maldonado 39,7 60,3 20,6

Durazno 39,9 60,1 20,2

Cerro largo 40,7 59,3 18,6

Río Negro 43,2 56,8 13,6

Florida 43,4 56,6 13,2

Rocha 44,0 56,0 12,0

Colonia 44,6 55,4 10,8

San José 46,6 53,4 6,8

Soriano 47,0 53,0 6,0

Salto 47,4 52,6 5,2

Paysandú 48,0 52,0 4,0

Canelones 53,4 46,6 –6,8

Montevideo 56,9 43,1 –13,8

Total 49,2 50,8 1,6
 

Fuente: Elaboración propia con base enSchmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

Durante muchos años, superar el clivaje Montevideo-interior se conside-
ró una de las «asignaturas pendientes» de la izquierda (Cardarello, 2013; 
Cardarello y Guerrini, 2004). Esto había sido una traba que poco a poco el 
fa fue superando hasta obtener en la segunda vuelta del 2014 la mayoría 
de los votos en territorios con fuerte arraigo nacionalista como Cerro Lar-
go, Soriano, Colonia o Rivera. Sin embargo, como muestra la tabla 2, en 
la segunda vuelta de 2019 nuevamente el fa no logró alcanzar la mayoría 
de votos en ninguno de estos departamentos (tabla 2).
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Tabla 2: Desempeño electoral segun candidaturas del Frente Am-
plio, en porcentaje (2014-2019)

Departamento Martínez-Villar Vázquez-Sendic Saldo 
(Vázquez-Martínez)

Rivera 31,3 49,95 –37,42

Artigas 36,2 50,95 –29,03

Cerro Largo 40,7 54,91 –25,95

Treinta y Tres 37,4 48,55 –22,98

Tacuarembó 37,3 48,12 –22,58

Salto 47,4 60,70 –21,99

Lavalleja 34,5 43,53 –20,73

Flores 34,8 42,48 –18,11

Maldonado 39,7 48,20 –17,72

Río Negro 43,2 52,22 –17,20

Durazno 39,9 47,77 –16,43

Paysandú 48,0 56,90 –15,59

Rocha 44,0 51,86 –15,20

Soriano 47,0 53,97 –12,89

San José 46,6 53,40 –12,65

Florida 43,4 49,28 –11,97

Colonia 44,6 50,53 –11,74

Canelones 53,4 59,52 –10,27

Montevideo 56,9 61,30 –7,14

49,2 56,50 –12,91
 

Fuente: Elaboración propia con base enSchmidt et. al 2020 y Corte Electoral.
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3.1. Volatilidad electoral a nivel departamental

Tomando en cuenta este nuevo mapa político territorial, es necesario ana-
lizar la volatilidad electoral20 entre las elecciones de octubre de 2014 y 
2019. Vale destacar que, tomando en cuenta las elecciones desde 1942 a 
la fecha, Uruguay exhibe una volatilidad moderada que explica en buena 
medida la estabilidad del sistema de partidos. La media de volatilidad en-
tre 1942 y 2019 es de 10,6 %, esto es, uno de cada diez electores cambia de 
preferencia de una elección a la siguiente (gráfico 2).

Gráfico 2: Volatilidad del sistema de partidos (1946-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

El pico de mayor volatilidad tuvo lugar en 2004 (24,7 %). Esto se explica 
más por la drástica caída del pc (perdió 22 puntos porcentuales respecto 
a 1999) que por el crecimiento del fa y su ascenso al gobierno en esa 
elección. La menor volatilidad se registró en 2014 con 4,2 %. En 2019 la 
volatilidad del sistema fue de 13,9 %, explicada en gran medida por la 
irrupción de ca y muy similar al 13,5 % que se produjo en 1971 cuando 
surgió el fa. En definitiva, los picos de volatilidad surgen, o bien en mo-
mentos de alternancia (1958, 2004 y 2019) o cuando surgen nuevos actores 
(1971 y 2019) y/o una combinación de ambos (2019). El antecedente de 

20	 La volatilidad electoral refleja el porcentaje de votantes que cambiaron su voto entre dos elec-
ciones, y usualmente se aplica para dos elecciones de ciclos electorales distintos (intercíclica). 
Es un indicador útil que permite observar la estabilidad de un sistema de partidos. Esta se mide 
mediante el índice de Pedersen (1979), que se obtiene como resultado de sumar el cambio neto 
en el porcentaje de votos que cada partido gana o pierde entre una elección y otra y luego divi-
dirlo entre dos.
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mayor cantidad de partidos con representación parlamentaria, que databa 
de 1946 (seis), fue superado en 2019 con siete.

A efectos de este trabajo importa ver cómo se comportan los electores en 
cada uno de los departamentos, lo que se evidencia en los gráficos 3 a 5.

Gráfico 3: Volatilidad por departamento, en porcentaje (2004-2009)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.
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Gráfico 4: Volatilidad por departamento, en porcentaje (2009-2014)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

En términos generales, al comparar los niveles de volatilidad observados 
en ciclos anteriores puede destacarse que los departamentos que mos-
traron un índice mayor entre 2014 y 2019 no necesariamente son los 
que habían registrado mayores cambios en 2004-2009 y 2009-2014. Casi 
lo mismo vale para los que tienen menores valores, con la excepción 
de Canelones, que en las tres observaciones registra poca variación. Por 
esto, parece que la elección de 2019 fue especial en lo concerniente a la 
volatilidad.

Al comparar los casos para esta última elección (gráfico 5), Rivera en-
cabeza la tasa de volatilidad con 25,5 %. Esto implica que uno de cada 
cuatro votantes cambió de preferencia respecto a 2014. Siguen a Rivera 
otros siete departamentos donde la volatilidad se ubicó entre un cuarto y 
un quinto de los electores. En todos ellos, ca tuvo una votación destacada. 
Las volatilidades más bajas se registraron en el sur y litoral, donde el fa 
tuvo mayor capacidad para retener a sus votantes. Tomando en cuenta 
este fuerte escenario de volatilidad en varios departamentos del país, el 
gráfico 5 permite observar cuáles son los departamentos donde la caída 
del fa fue más pronunciada.
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Gráfico 5: Tasa de volatilidad por departamento,  
en porcentaje (2014-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

El gráfico 6 refleja la pérdida de votos experimentada por el fa en 2019 
respecto a 2014 por departamento. Pese a existir diferencias, vale consignar 
que el fa perdió votos en todos ellos, incluso en sus principales bastiones 
electorales, Montevideo y Canelones. Como ya se mencionó, desde 1994 el 
fa registraba una tendencia creciente: en 1999 fue el partido más votado 
en cuatro departamentos, en 2004 en siete, en 2009 en once y en 2014 en 
catorce. En octubre de 2019 experimentó un retroceso y fue el partido más 
votado en nueve departamentos.21 En Rivera perdió casi la mitad de su 
electorado de 2014 y aproximadamente un tercio en Artigas, Cerro Largo y 
Treinta y Tres (ubicados en las regiones norte y noreste del país).

Desde sus inicios el fa se concentró electoralmente en la capital del país 
(Montevideo), donde fue la segunda fuerza en 1971 y 1984, hasta 1989 
cuando no solo se transformó en el partido más votado en las elecciones 
nacionales en el departamento, sino que obtuvo el gobierno departamen-
tal por primera vez. En cuanto al interior del país, el crecimiento del 
fa se dio a un ritmo más lento, que se aceleró luego de 1994 en los de-
partamentos del sureste y en el litoral (los que muestran indicadores de 

21	 Dejó de serlo en Artigas, Cerro Largo, Florida, Maldonado y Rivera.
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modernización más favorables). Durante muchos años, superar el clivaje 
Montevideo-interior se consideró una de las «asignaturas pendientes» 
de la izquierda y pareció haberlo logrado, sobre todo a partir de 2004 
cuando Montevideo representó el 50,3 % de sus votos contra el 49,7 % del 
interior. En 2009, si bien por primera vez dejó de crecer en general, fue 
la primera ocasión en que el apoyo recibido en el interior (52,8 %) superó 
al de la capital (47,2 %). En cambio, en octubre de 2019 experimentó un 
marcado retroceso, como se muestra en el gráfico 6, si bien en términos 
del clivaje mencionado Montevideo representó el 46,2 % y el interior el 
53,8 % de los votos obtenidos por el fa.

Gráfico 6: Apoyo Electoral del Frente Amplio segund departamento, 
en porcentaje (2014-2019)departamento de 2014 a 2019

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

El pn pasó de ser la fuerza más votada en cinco a nueve departamentos y 
tuvo su mejor desempeño en Artigas, Cerro Largo, Treinta y Tres, Maldo-
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nado y Lavalleja. Pero solo exhibió crecimiento respecto al 2014 en cuatro 
distritos: Artigas, Maldonado, Salto y Cerro Largo. Llama la atención que 
su mejor resultado y crecimiento sea en Artigas, departamento históri-
camente colorado, si bien últimamente el pn (2005 y 2015) y el fa (2010) 
también han ganado ese gobierno departamental. Asimismo, es llamativa 
la disminución de su caudal electoral en departamentos de la llamada 
«diagonal blanca»: Flores, Durazno, Treinta y Tres y Tacuarembó. En 
Rivera su pérdida de apoyos es notoria. Este fenómeno, sumado al declive 
del fa, permite explicar el triunfo del pc en ese departamento y sobre todo 
la extraordinaria votación de ca.

En el caso del pc, su mejor desempeño fue en Rivera, donde fue el par-
tido más votado, hecho de por sí relevante, ya que en las tres elecciones 
anteriores el pc no había obtenido la mayoría de votos en ningún depar-
tamento. La realidad marca que el pc perdió votos respecto a 2014 y su 
triunfo en Rivera se debe a que su descenso fue bastante menos pronun-
ciado que los del fa y el pn, que son quienes «pagan» el surgimiento de ca. 
En resumen, el pc creció en seis departamentos, pero retrocedió en once, y 
se destaca el caso de Artigas, donde su electorado se reduce prácticamente 
a la mitad. Otros retrocesos importantes se producen en Cerro Largo y en 
Rocha, donde pierde un tercio de sus votos, y en Maldonado, donde pierde 
un cuarto. Paradójicamente, su mayor tasa de crecimiento es en Flores, 
histórica y predominantemente un departamento afín al pn.

Parece evidente que la irrupción de ca en la escena política tuvo un rol 
importante en el aumento de la volatilidad. La tabla 3 muestra el com-
portamiento electoral de ca a nivel departamental, en comparación con 
la diferencia de los tres partidos principales entre la contienda de 2014 y 
2019. De la tabla se desprende que Rivera fue el departamento donde ob-
tuvo el mayor apoyo, con uno de cada cuatro votantes, mientras que el fa 
muestra su mayor caída. En otros cinco departamentos obtuvo alrededor 
de un quinto de los votos: Treinta y Tres, Cerro Largo, Rocha, Artigas y 
Durazno, y en todos ellos también se puede apreciar una caída signifi-
cativa del fa. Por el contrario, ca tuvo una menor presencia (debajo de 
su promedio nacional de 11,5 %) en los departamentos que forman parte 
del área metropolitana (Montevideo, Canelones, San José, Florida), en el 
litoral (Río Negro y Paysandú) y en Colonia.
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Tabla 3: Votación de Cabildo Abierto, en porcentaje (2019)

Departamento
2019 Diferencia 2019 respecto a 2014

Cabildo Abierto FA PN PC

Rivera 24,5 –17,6 –6,3 –0,2

Treinta y Tres 20,8 –13,4 –7,5 –0,8

Rocha 19,1 –10,1 –4,6 –4,6

Cerro Largo 18,8 –15,6 0,7 –4,1

Artigas 18,3 –14 4,6 –8,3

Durazno 18,0 –9,1 –9,0 0,0

Tacuarembó 17,3 –12 –6,2 –0,4

Lavalleja 15,2 –10,1 –5,9 0,6

Flores 14,2 –8,3 –11,9 5,5

Maldonado 12,7 –10,7 1,4 –4,3

Salto 12,5 –14,7 1,3 0,7

Soriano 11,7 –11,4 –2,6 1,8

Río Negro 11,4 –9,5 –2,1 –0,1

Florida 10,8 –7,6 –2,5 –0,6

San José 10,6 –7,4 –2,5 –1,2

Canelones 10,0 –8,2 –1,1 –1,3

Montevideo 8,6 –6,1 –2,5 0,0

Paysandú 8,3 –10,9 –0,7 2,3

Colonia 7,6 –7,2 –3,7 3,1

Total general 11,5 –8,9 –2,2 –0,5
 

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.
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3.2. Fragmentación y número efectivo de partidos

En un breve repaso de las últimas elecciones nacionales, se observa que 
en octubre de 2004 el número efectivo de partidos (nep) promedio de todo 
el país fue de 2,5, en gran medida debido a la estrepitosa caída del pc. En 
octubre de 2009 el nep se situó en 2,8, en 2014 en 2,7 y en 2019 en 3,5, 
escenario muy similar al observado entre 1989 y 1994, se retorna a un 
formato de multipartidismo con tres partidos y medio (gráfico 7).

Gráfico 7: Evolución del número efectivo de partidos (1984-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

Pero resulta interesante ver qué pasa con este índice cuando bajamos de 
nivel, lo que puede observarse de la fragmentación en cada uno de los 
diecinueve departamentos. Si bien podría esperarse que el fa haya perdi-
do más apoyos en los departamentos donde se observa mayor fragmenta-
ción, Rivera y Tacuarembó, por ejemplo, también es cierto que en algunos 
casos la pérdida de votos fue importante pese exhibir menores niveles de 
fragmentación como es el caso de Artigas (gráfico 8).
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Gráfico 8: Número efectivo de partidos según departamento (2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

3.3. Nacionalización

Jones y Mainwaring (2003) definen nacionalización como «el grado en 
que las unidades subnacionales se asemejan a los patrones de votación 
nacionales» (p. 67). Por tanto, en un sistema de partidos altamente na-
cionalizado, «la proporción de votos de los partidos más importantes no 
difiere mucho entre las provincias» (ibíd.). Se tienen, entonces, dos in-
dicadores: el índice de nacionalización de partidos (inp)22 y el índice de 
nacionalización del sistema de partidos (insp). El primero permite ver la 
evolución de un partido en el tiempo y compararlo con partidos dentro y 
fuera del sistema; el segundo resulta útil para comparar sistemas.

Para observar los niveles de nacionalización también se puede utilizar el 
índice de nacionalización de partidos ponderado23 (Boschler, 2010). Me-
todológicamente este índice24 permite, por un lado, ponderar las varia-
ciones de electores entre los distintos distritos electorales, de modo tal 
que la concentración de importantes cantidades de votos hacia un partido 

22	 Se utiliza el índice de Gini invertido (1–Gini) para que un valor alto indique alta nacionalización.

23	 Bochsler (2010) introdujo la ponderación por la magnitud de la circunscripción (número de 
votantes) y resolvió el problema del número de los distritos.

24	 El índice de nacionalización, que es un índice de dispersión basado en el coeficiente de Gini 
(Boschler, 2010), oscila entre 0 a 1, donde valores más cercanos a 1 se corresponden con sis-
temas de partidos altamente nacionalizados en los que los partidos obtienen exactamente los 
mismos niveles de apoyo electoral relativo en cada uno de los distritos.
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en particular en aquellas circunscripciones pequeñas con pocos electores 
(en especial rurales) afecte igualitariamente los resultados de los distritos 
grandes en cantidad de electores.

En el caso uruguayo, se verifican las explicaciones que Jones y Maiwa-
ring (2003) manejan para el período que analizan (1984-1999). En pri-
mer término, existe un alto nivel de nacionalización asociado a sistemas 
unitarios, lo que se confirma al observar un promedio de 0,87 entre 1984 
y 2019 (gráfico 9). Uruguay se ubica entre los sistemas de partidos más 
nacionalizados de las Américas.

Gráfico 9: Nacionalización del sistema de partidos (1984-2019)

Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

En segundo lugar, parece apreciarse un comportamiento similar entre 
la baja fragmentación y la alta nacionalización del sistema de partidos.25 
Tercero, también se verifica la relación inversa entre volatilidad y nacio-
nalización;26 en ese sentido, en 2019 se apreció un leve retroceso en la 
nacionalización junto con una mayor volatilidad. Por último, en el último 
ciclo electoral se observa que desde 2004 el pn y el fa son los partidos 
que ostentan las tasas más altas del sistema, en el marco de una alta  
 

25	 Jones y Mainwaring (2003) sostienen que los sistemas de partidos más fragmentados tienden 
a ser los menos nacionalizados y la correlación entre el insp y el nep es un notable –0,87.

26	 Jones y Mainwaring (2003) también mencionan que existe una relación inversa entre volatili-
dad electoral y nacionalización de partidos. Sin embargo, estiman que muy probablemente la 
fuerza impulsora detrás de esto sea la correlación entre fragmentación y nacionalización.
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nacionalización de todos sus componentes, y los partidos más nacionali-
zados, en general, son los que obtienen mayor respaldo electoral.27

Tabla 4: Grado de nacionalización de los partidos  
y del sistema de partidos (2019)

Partido INP INP ponderado Territorio cubierto

FA 0,84 0,88 100

PN 0,85 0,89 100

PC 0,8 0,85 100

CA 0,76 0,82 100

PERI 0,73 0,79 100

PG 0,79 0,84 100

PI 0,74 0,8 100

AP 0,7 0,77 100

PVA 0,72 0,79 100

PD 0,76 0,81 100

PT 0,73 0,8 95,5

INSP (total sistema) 0,82 0,87
 

 Fuente: Elaboración propia con base en Schmidt et. al 2020 y Corte Electoral.

A modo de resumen, en este apartado se puede ver que se produjeron 
cambios significativos en la estabilidad del sistema político uruguayo y 
en el comportamiento electoral de 2019 respecto al ciclo electoral ante-
rior. La volatilidad se comporta en el mismo sentido observado en otros 
puntos de inflexión, como alternancias (1958 o 2004) o surgimientos de 
actores relevantes (1971 o 2019). Si bien hay una disminución de la vola-
tilidad, también se pueden apreciar una alta nacionalización del sistema 
de partidos y un nivel moderado de fragmentación, similar al registrado 
en 1989 y 1994.

Asimismo, este cambio no se produjo en forma homogénea en todo el 
territorio, sino que los fenómenos más singulares, esto es, el descenso 
en el apoyo electoral al fa y el surgimiento de ca, tienen como escenario 
principal algunos departamentos en particular. La cuestión que intenta-

27	 Jones y Mainwaring (2003) destacan la variación entre partidos individuales. En este sentido 
los partidos pequeños tienden a tener puntuaciones de nacionalización más bajas. En tanto los 
partidos más grandes del sistema (por encima del 30% de los votos) casi siempre compiten, y 
ganan escaños, en prácticamente todas las unidades subnacionales.
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remos develar a continuación es qué factores podrían ayudar a explicar 
este cambio en las preferencias políticas de los uruguayos.

4. El comportamiento electoral del territorio

Este apartado tiene como cometido poner a prueba las teorías sobre com-
portamiento electoral para explicar el cambio electoral expuesto en el 
apartado anterior. En relación con los retos metodológicos que se en-
frentaron para alcanzar los resultados propuestos, es necesario aclarar 
que los datos con los que se cuenta están agregados a nivel territorial y es 
a partir de allí que se intenta poner a prueba los argumentos señalados. 
Vale aclarar que esta literatura enfatiza el comportamiento individual, 
sin embargo, como en Uruguay no se cuenta con datos de opinión pú-
blica representativos a nivel departamental, se limita la posibilidad de 
realizar un análisis que abarque el total de las dimensiones asociadas al 
comportamiento electoral de los individuos. Por lo anterior, cabe hacer 
dos advertencias: a) la evidencia que se presenta no puede extrapolarse 
a nivel individual para no caer en el problema de falacia ecológica, b) se 
limita la posibilidad de explorar algunas dimensiones que esta literatura 
enfatiza, como por ejemplo analizar la percepción de los individuos sobre 
algunos aspectos claves como la seguridad ciudadana o el funcionamiento 
de la economía.

En relación con el diseño operativo de los conceptos, la variable depen-
diente es el cambio en el voto a nivel territorial del fa. Para ello, se tomó 
en cuenta el cambio en el apoyo entre las elecciones de 2014 y 2019 al fa 
partiendo de la base de que fue el partido gobernante hasta 2019. Anali-
zando el cambio del voto de este partido podemos identificar argumentos 
que permitan asociarse con la pérdida del gobierno. Por tanto, se toma en 
cuenta la diferencia porcentual de votos a este partido entre 2014 y 2019 
a nivel departamental. Esta variable fue estandarizada para establecer un 
punto analítico en el que se pueda determinar dónde el fa perdió más y 
menos votos. Al mismo tiempo, esta estandarización permite contrastar 
las asociaciones que se establecen con los factores explicativos del com-
portamiento electoral.

Para operacionalizar las hipótesis se procedió de la siguiente manera. En 
relación con la H1 se consideran como factores estructurales de desarrollo 
el nivel educativo, el nivel de ingresos y complementariamente el índice 
de desarrollo humano por departamento (idh). En relación con H2 se toma 
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en cuenta la tasa de desempleo a nivel departamental. Finalmente, con 
respecto a H3, que evalúa el factor temático, se considera la proporción de 
homicidios y de rapiñas por departamento. Tanto en la variable desem-
pleo como en las variables asociadas a la seguridad ciudadana (homicidios 
y rapiñas) se elaboró un promedio de la tasa de cambio anual para anali-
zar la varianza en los cinco años, buscando observar el comportamiento 
de las variables en el período de gobierno.

Las variables se estandarizaron para comparar el comportamiento de los 
casos entre sí y se presenta el análisis de dos maneras: primero en mapas 
que permiten visualizar la distribución de cada uno de los departamentos 
y posteriormente se correlacionan los factores señalados con el cambio de 
voto. El primer análisis permite observar el comportamiento de cada caso 
y compararlos entre sí, mientras que el segundo muestra la magnitud que 
tuvieron los diferentes factores analizados en la disminución del apoyo 
al fa a nivel territorial.

Con relación al análisis del comportamiento de cada caso, a continuación 
se presentan los cuatro gráficos asociados a los factores seleccionados. En 
el eje y se presenta el cambio del voto al fa. En todos los casos, valores 
más grandes significan mayor pérdida de votos en 2019 con respecto a 
2014. En el eje x se presenta cada indicador a evaluar. Los gráficos mues-
tran cuatro cuadrantes en donde se distribuyen los 19 departamentos. En 
el cuadrante superior derecho se muestran los casos donde hay mayor 
pérdida de votos del fa (eje y) y mayor magnitud del indicador respectivo 
(eje x). En el cuadrante inferior izquierdo se presentan la menor pérdida 
(eje y) y la menor magnitud (eje x). Por su parte, en los cuadrantes supe-
rior izquierdo e inferior derecho se presentan relaciones inversas.

En relación con la H1 se espera que el fa pierda menos votos en aquellos 
departamentos cuya población presenta, en promedio, mayor nivel edu-
cativo. En el gráfico 10 se observa que 12 de los casos se comportan de 
acuerdo a la teoría, mientras que en 7 de ellos no ocurre de esa manera. 
Vale destacar que se presentan casos con comportamientos polares de 
acuerdo con lo propuesto en la teoría, como por ejemplo Montevideo, 
donde la pérdida de votos es la más baja y la escolaridad es la más alta en 
promedio, y en el polo opuesto, Rivera y Cerro Largo, donde se presen-
tan las mayores pérdidas de votos y los niveles educativos más bajos. Sin 
embargo, también se destacan casos como los de San José y Flores, que se 
comportan en el sentido contrario al predicho, ya que el fa perdió compa-
rativamente menos votos y el nivel educativo es el más bajo.
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Gráfico 10: Efecto del nivel educativo en el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral.

Con relación a los niveles de desarrollo medidos por ingreso, los resulta-
dos del gráfico 11 muestran un patrón similar al anterior, donde 13 casos 
se comportan de acuerdo con lo que propone la teoría, mientras que el 
resto no. Al igual que en el caso de la variable nivel educativo, se presen-
tan casos extremos28 que se comportan acorde con lo esperado (Rivera, 
Cerro Largo y Montevideo), pero, a diferencia de lo que ocurre con esa 
variable, no hay casos polares que contradigan la teoría.

28	 Por casos extremos o polares se entenderán aquellos que presentan en las dos dimensiones 
los puntajes más bajos o más altos en comparación con el resto: pérdida de votos y diferentes 
variables explicativas.
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Gráfico 11: Efecto del ingreso en el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral.

En relación con la última variable vinculada a los niveles de desarrollo, el 
gráfico 12 muestra el comportamiento del idh. De acuerdo con los resul-
tados, no existen variaciones importantes en comparación con el ingreso 
medio y el nivel educativo. Se observa un patrón similar a lo mostrado 
previamente.
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Gráfico 12: Efecto del índice de desarrollo humano en 
 el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral.

Con respecto al desempleo, se esperaría que en los departamentos donde 
el desempleo fue mayor el fa haya perdido más votos. En este sentido, del 
gráfico 13 se desprende que 10 casos se comportan acorde con lo esperado, 
mientras que los nueve restantes no. A diferencia de lo mostrado en los 
gráficos anteriores, aumenta la cantidad de casos que no se acoplan al 
patrón.
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Gráfico 13: Efecto del desempleo en el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral.

En relación con los homicidios (variable asociada al voto temático), se 
esperaría que en aquellos departamentos donde este fenómeno fue mayor 
en el período, el fa haya perdido más votos. En este sentido, del gráfico 
14 se desprende que 10 casos se comportan de acuerdo con la teoría, 
mientras que los demás no lo hacen. Con respecto a los casos polares, 
Montevideo se comporta de acuerdo a lo esperado, mientras que Rivera 
es un caso atípico.
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Gráfico 14: Efecto de los homicidios en el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral.

Por su parte, en relación con las rapiñas (gráfico 15), el comportamiento 
es similar al ocurrido con respecto a los homicidios, ya que 10 casos se 
comportan según lo esperado por la teoría, existe un comportamiento 
homogéneo en el cambio, y los casos polares son Montevideo, Salto y 
Artigas.
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Gráfico 15: Efecto de las rapiñas en el cambio de voto al fa

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Instituto Nacional  
de Estadística y la Corte Electoral

Por último, para comparar el efecto de cada una de las dimensiones, se 
realizó un análisis de correlación con la variable dependiente. Los re-
sultados de la tabla 5 muestran una relación negativa entre el ingreso, la 
escolaridad y el idh, lo cual quiere decir que cuando aumentaron cada una 
de estas variables la pérdida de votos al fa fue menor. Mientras que en 
el caso de los homicidios, la tasa de desempleo y las rapiñas, el sentido es 
opuesto, pues a mayor aumento de estas variables, mayor incremento de 
la pérdida de votos.
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Tabla 5: Correlaciones: cambio de voto al fa y 
 dimensiones de explicación territorial

Dimensión de explicación territorial Correlación (r)

Homicidios (2014-2019) 0,08

Tasa de desempleo (2014-2019) 0,19

Rapiñas (2014-2019) 0,44*

Ingreso (2018) –0,73***

Escolaridad (2018) –0,43*

Índice de desarrollo humano –0,73***

P-valor significativo al 0,1* y 0,05*

 
Cabe señalar que si bien se está trabajando con el universo completo 
de departamentos (19), un análisis más robusto estadísticamente debe-
ría reunir un mayor número de unidades. Aun así, se pueden destacar 
dos apreciaciones: la primera es que las variables estructurales depar-
tamentales tuvieron una relación negativa con el cambio, mientras que 
las variables coyunturales establecieron una relación positiva, como se 
mencionó previamente.

Lo anterior sugiere que la derrota del fa estuvo relacionada, principal-
mente, con los factores estructurales asociados a la hipótesis 1, aunque el 
tema de la seguridad expresado en las rapiñas tuvo un efecto relevante, 
lo que podría abonar a la explicación de la incidencia del voto temático 
en los resultados electorales. En particular, la magnitud de los coeficientes 
de las relaciones entre la dimensión de ingreso (–0,73**), nivel educativo 
(–0,43*) e idh (–0,73***) con la variable dependiente, respectivamente, se 
muestra alta y es significativa estadísticamente, lo que da indicios de que 
el comportamiento del electorado se encuentra estructurado a partir de los 
elementos socioeconómicos. Este no es el caso de los homicidios (0,08), el 
desempleo (0,19) y las rapiñas (0,44*), donde las asociaciones son de menor 
magnitud y, salvo las rapiñas, carecen de significancia estadística.
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5. Conclusiones

El artículo analizó los resultados electorales de las elecciones nacionales 
de 2019 con base en el comportamiento territorial de los votantes. En este 
sentido, en primer lugar se analizaron de forma descriptiva los resultados 
electorales dando cuenta del rendimiento de cada partido político en los 19 
departamentos, destacando la caída electoral del fa en algunos territorios 
en comparación con elecciones anteriores y la importancia del surgi-
miento de ca para comprender la distribución territorial de los votos.

En segundo lugar, se presentó evidencia que muestra las diferencias en 
el comportamiento electoral a nivel territorial en las elecciones de 2019 
en comparación con las elecciones de 2014. Se resalta que, dentro de las 
teorías que analizan este fenómeno, los aspectos estructurales y temáticos 
tuvieron una mayor incidencia en contraste con la dimensión asociada al 
voto económico. De esa manera se observa que los departamentos menos 
modernos (medido por ingreso, nivel educativo e idh) fueron más propen-
sos a modificar su voto, apoyando una opción diferente al fa.

Si bien los hallazgos de este capítulo dan un indicio importante sobre 
lo ocurrido en las elecciones de 2019, habría que tener en cuenta dos 
elementos. En primer lugar, la información utilizada en términos de la 
evaluación del voto económico y temático refiere a datos objetivos y no 
subjetivos. En ese sentido, las percepciones pueden haber tenido un peso 
diferente del que se presenta en este documento. Es por eso que se puede 
decir que, a nivel territorial y con información de lo sucedido direc-
tamente en los departamentos, el ingreso, el nivel educativo, el índice 
de desarrollo y las rapiñas (medidos objetivamente) explican el cambio 
electoral.

En segundo lugar, y relacionado con el punto anterior, la evidencia aquí 
presentada invita a evaluar estos factores a nivel individual para confir-
mar lo encontrado en el territorio o contrastar cómo diferentes niveles 
analíticos pueden haber tenido un peso estructural distinto en los resul-
tados electorales de 2019. La evidencia presentada aquí sugiere que tanto 
los recursos (ingreso y escolaridad) como el contexto de inseguridad en 
los departamentos influyeron en la derrota del fa.

Este hallazgo sugiere que el nivel de desarrollo de los territorios está 
asociado a la estructura de valores que está presentes en ellos, y en 
este sentido, como se mencionó, los valores conservadores suelen estar  
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asociados a territorios con menor desarrollo. Ahora bien, cabría pregun-
tarse qué otros factores pueden haber influido para que los territorios con 
valores más conservadores hayan cambiado su voto. En este sentido, hay 
dos posibles argumentos a tener en cuenta y que exceden la capacidad de 
este trabajo.

Por un lado, se pueden plantear argumentos asociados al liderazgo parti-
dario. El Frente Amplio presentó un candidato que fue cuestionado por su 
fuerte identificación con la capital (tras haber sido intendente de Monte-
video) y la falta de llegada de la fórmula presidencial a los territorios del 
interior del país. A su vez, se podría asociar a una escasa presencia en la 
campaña de actores que habían tenido un fuerte impacto en el territorio 
en campañas electorales anteriores, sobre todo referidos a sectores como 
el Movimiento de Participación Popular y su líder (José Mujica), que im-
pulsaron un discurso con fuerte entrada en los sectores más vulnerables 
del interior del país. En segundo lugar, los cambios en el sistema de par-
tidos, y especialmente la aparición de ca, parecen ser un factor relevante. 
Este partido, con valores conservadores, ha tenido su mejor rendimiento 
en el interior del país.
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Apéndice

Estadísticos descriptivos

Variable Observ. Media Desviación 
estándar Mínimo Máximo

Cambio  
de voto al FA 
2019-2014

19 –10,73 3,15 –17,63 –6,14

Homicidios 
2014-2019 19 0,006 0,003 0,003 0,013

Rapiñas 
2014-2019 19 1,29e-09 0,133 –0,499 0,192

Tasa de  
Desempleo  
promedio 
2014-2019

19 7,51 1,38 5,16 10,83

Ingreso  
promedio  
2018

19 7715,96 1447,94 5648,52 12181,47

Nivel educativo  
2018 - 19 8,49 0,69 7,79 10,85



287

Operacionalización de variables

Variable Operacionalización

Cambio de 
voto al FA 
2019-2014

Para la elaboración de esta variable se calcula la diferencia entre el por-
centaje de votos obtenidos por el Frente Amplio en 2014 con los que obtuvo 
en 2019. La fuente de los datos es la Corte Electoral. Para la presentación 
de los datos se estandarizó la variable.

Homicidios 
2014-2019

El cálculo de homicidios por departamento se hizo a partir de la propor-
ción del número de homicidios en el departamento con respecto al total 
de la población. A partir de lo anterior se calculó la tasa de cambio anual 
y se promedió entre 2014 y 2019. La fuente de los datos es el Instituto 
Nacional de Estadística. Para la presentación de los datos se estandarizó 
la variable.

Rapiñas

2014-2019

El cálculo de las rapiñas por departamento se realizó a partir de la pro-
porción del número de rapiñas en el departamento con respecto al total 
de la población. A partir de lo anterior se calculó la tasa de cambia anual 
y se promedió entre 2014 y 2019. La fuente de los datos es el Instituto 
Nacional de Estadística. Para la presentación de los datos se estandarizó 
la variable.

Tasa de  
desempleo 
2014-2019

La tasa de desempleo se retoma de los datos del Instituto Nacional de Es-
tadística. Se hace un promedio simple de 2014 a 2019. Para la presentación 
de los datos se estandarizó la variable.

Ingreso 2018 El ingreso de 2018 se retoma de los datos del Instituto Nacional de Esta-
dística. Para la presentación de los datos se estandarizó la variable.

Nivel  
educativo 
2018

El nivel educativo de 2018 se retoma de los datos del Instituto Nacional de 
Estadística. Para la presentación de los datos se estandarizó la variable.

Índice de 
desarrollo 
humano

El índice de desarrollo humano se retomó del Observatorio Territorio Uru-
guay, OPP.
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Correlaciones: cambio de voto al FA y dimensiones de explicación territorial  
(segunda vuelta de noviembre de 2019) 

Dimensión de explicación territorial Correlación

Homicidios (2014-2019) 0,008

Tasa de desempleo (2014-2019) 0,105

Rapiñas (2014-2019) 0,421*

Ingreso (2018) –0,753**

Escolaridad (2018) –0,473**

Índice de desarrollo humano (2018) –0,707***

P-valor significativo al 0,1** y 0,05** 
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 Capítulo IV.1:

El Parlamento de la alternancia:  
examen de la 49.a legislatura

Daniel Chasquetti y Esteban García Ortiz

1. Introducción

Si bien la elección de 2019 determinó la primera alternancia de gobierno 
en quince años, la competencia legislativa no introdujo cambios dramá-
ticos en la composición del Parlamento. Las principales novedades son el 
aumento de la fragmentación partidaria en virtud de la emergencia de un 
cuarto partido relevante, Cabildo Abierto (ca), la reducción del tamaño del 
Frente Amplio (fa) y del Partido Independiente (pi) y la reconfiguración 
del universo de los partidos menores (ingresan dos nuevos y otro sale al 
perder su única banca). Esos cambios afectaron levemente las tasas de 
reelección, en particular en el Senado, pero no alteraron los rasgos es-
tructurales del cuerpo legislativo. Aun así, estudiar las características de 
la nueva legislatura resulta un ejercicio imprescindible para comprender 
el nuevo escenario político, sobre todo porque el Parlamento ocupa un 
lugar central en el esquema institucional de gobierno.

A diferencia de sus pares de la región, el presidente uruguayo cuenta con 
poderes legislativos moderados para crear o modificar las políticas pú-
blicas, pues debe necesariamente enviar sus iniciativas a un parlamento 
institucionalizado y dotado de poderes de interpelación y censura sobre 
los ministros. Estas reglas de juego empujan a los presidentes a diseñar 
gabinetes que garanticen mayorías parlamentarias con el fin de aprobar 
sus iniciativas legislativas, proteger a sus ministros y designar cargos de 
conducción del Estado (Chasquetti y Buquet, 2017). Por tanto, la configu-
ración institucional transforma al Parlamento en lo que Nelson W. Polsby 
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(1975) considera una arena político-institucional relevante dominada por 
partidos políticos institucionalizados capaces de evaluar y revisar la legis-
lación propuesta por el Poder Ejecutivo. En ese marco, las principales dis-
putas entre el gobierno y la oposición tendrán a las cámaras como esce-
nario privilegiado y a los líderes partidarios como sus actores principales.

Este capítulo tiene dos objetivos principales. Por un lado, busca analizar 
las características del Parlamento de la «alternancia», y por otro, descri-
bir cuáles son los desafíos que enfrentan los partidos que apoyan al go-
bierno para cumplir con sus metas legislativas. En la primera sección se 
describen los rasgos generales de las nuevas cámaras, poniendo especial 
atención en los cambios en la composición partidaria, el aumento del ni-
vel de fragmentación y de la tasa de reelección en el Senado. También allí 
se evalúan algunos atributos relevantes de los miembros del Parlamento, 
como la antigüedad, la edad, el sexo y el nivel educativo. En la segunda 
sección, se repasan los retos de la coalición parlamentaria en materia 
institucional, considerando al sistema de comisiones y las condiciones 
de supervivencia de la coalición parlamentaria. En la tercera sección se 
presentan unas breves conclusiones.

2. Composición, fragmentación y atributos de  
los parlamentarios

La literatura especializada en Uruguay ha señalado que el Poder Legislati-
vo ocupa un rol relevante en el funcionamiento del sistema político. Mc-
Donald (1971) consideraba que en los años sesenta el Parlamento contaba 
con «una autoridad sustancial en el desarrollo de los procesos de gobier-
no». Más tarde, Astiz (1973) afirmó que el Poder Legislativo de Uruguay 
lograba una «participación efectiva en el proceso de toma de decisiones», 
al igual que los congresos de Chile y Costa Rica. En su clásico trabajo The 
Functions of Legislatures in the Third World, Michael Mezey (1983) confir-
maba ese juicio al considerar que el Poder Legislativo uruguayo era una 
«legislatura reactiva con importantes capacidades institucionales y una 
legitimidad relevante». Cox y Morgenstern (2002) también destacaron el 
atributo reactivo del Poder Legislativo uruguayo porque su principal ac-
tividad sería la de modificar, aprobar o rechazar las iniciativas que envía 
el Poder Ejecutivo. Saiegh (2010) dio un paso más sobre esta dimensión 
al concluir que el Parlamento uruguayo es una legislatura reactiva-cons-
tructiva con altas capacidades institucionales para influir en el proceso 
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de políticas públicas. Palanza et al. (2016) consideran al Parlamento uru-
guayo como una asamblea legislativa institucionalizada pero con escasa 
capacidad para imponer al gobierno el rumbo de la administración. Desde 
su perspectiva, el principal atributo sería su capacidad para modificar las 
iniciativas del Poder Ejecutivo.

El Parlamento uruguayo es además una legislatura bicameral congruente 
y simétrica (Lijphart, 1999). Congruente porque presenta dos cámaras con 
una misma forma de elección y, por tanto, con una misma base de re-
presentación, y simétrica porque ambas cámaras cuentan con las mismas 
facultades en el proceso legislativo. Este diseño genera dos consecuencias: 
por un lado, el resultado de la elección nacional tiende a afectar en forma 
homogénea a las dos cámaras (la distribución de bancas entre los partidos 
será muy similar). Por otro, los desacuerdos entre el Senado y la Cámara 
de Representantes serán relativamente pocos.

La literatura comparada de los Legislative Studies brinda una idea bastante 
clara respecto a la relevancia del Parlamento en la política uruguaya, 
pero informa poco sobre la razones que transforman a esta institución 
en una arena política importante. La literatura local ha propuesto algunas 
explicaciones centradas en el diseño institucional y en los incentivos que 
las reglas de juego generan sobre los actores (Chasquetti y Buquet, 2004; 
Chasquetti y Moraes, 2000).

La Constitución establece que las principales decisiones de gobierno de-
ben ser adoptadas por ley. Esa definición determina y ordena las formas 
que debe adoptar el juego político. Al no contar el Ejecutivo con poderes 
especiales de legislación, como sí sucede en otros casos latinoamericanos, 
el presidente uruguayo debe necesariamente adoptar estrategias de cons-
trucción de mayorías. Para alcanzar esa meta, los presidentes diseñan 
gabinetes que garantizan el apoyo mayoritario en las cámaras, condición 
sine qua non para aprobar el programa legislativo del gobierno, proteger 
a los ministros de posibles intentos de censura y designar autoridades en 
diferentes organismos del Estado (entes autónomos, servicios descentrali-
zados, ascensos militares, magistrados, embajadores, etc.). Si el partido del 
presidente obtiene mayorías en las urnas, el gabinete deberá representar 
a todas sus fracciones. Pero si el partido presidencial no alcanza una 
mayoría, el presidente deberá negociar no solo con las fracciones de su 
partido, sino también con todos aquellos partidos dispuestos a participar 
del gobierno a cambio de políticas y/o cargos ministeriales. En uno u otro 
caso, el gobierno en Uruguay se transforma en un emprendimiento co-
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lectivo gestionado por el presidente y los partidos que ingresen al Consejo 
de Ministros. Los actores copartícipes del gabinete gestionarán los víncu-
los visibles e invisibles con el Parlamento a los efectos de que el gobierno 
alcance las metas legislativas acordadas.

A partir de esta perspectiva teórica, la presente sección describe las ca-
racterísticas más importantes de la nueva legislatura, así como algunos 
atributos individuales de sus miembros. Los cambios más relevantes se 
observan en la composición de ambas cámaras, el aumento del grado de 
fragmentación y la caída en las tasas de reelección del Senado. Estas mo-
dificaciones transforman a la legislatura en una arena política de riesgo 
para el gobierno, con dilemas de acción colectiva que solo podrán ser 
superados mediante una estrategia de coordinación parlamentaria de los 
partidos y fracciones que integran el gabinete.

2.1. Composición partidaria de las cámaras

El resultado de la elección de octubre de 2019 modificó la correlación 
de fuerzas dentro del Parlamento. Concretamente, la integración de las 
cámaras muestra tres cambios sustantivos. En primer lugar, se redujo el 
tamaño de la bancada del fa luego de quince años de predominio con una 
mayoría absoluta en ambas cámaras (perdió 3 senadores y 8 diputados). 
En segundo lugar, surgió un cuarto partido relevante, ca, con una repre-
sentación de 3 senadores y 11 diputados. En tercer lugar, se produjo una 
reconfiguración de la representación de los partidos menores. Mientras 
el pi se encogió al mínimo (perdió su banca en el Senado y dos bancas 
de diputados), el Partido de la Gente (pg) y el Partido Ecologista Radical 
Intransigente (peri) obtuvieron una banca en la cámara baja, y la Unidad 
Popular (up) perdió su único escaño.

Como muestra la tabla 1, los partidos fundacionales mantuvieron práctica-
mente el mismo número de bancas que tenían en la legislatura anterior. 
El Partido Colorado (pc) cuenta con la misma representación, en tanto el 
Partido Nacional (pn) perdió dos bancas en la cámara baja, pero ganó una 
en el Senado gracias al triunfo en la elección presidencial (el cargo de la 
Vicepresidencia).
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Tabla 1: Distribución de bancas en el Parlamento  
(48.a y 49.a legislaturas)

Partidos 2015-2020 2020-2025 Diferencia

Cámara de Senadores

Frente Amplio 16 52 % 13 42 % –3

Partido Nacional 10 32 % 11 35 % +1

Partido Colorado 4 13 % 4 13 % 0

Cabildo Abierto - - 3 10 % +3

Partido Independiente 1 3 % - - –1

Cámara de Representantes

Frente Amplio 50 51 % 42 43 % –8

Partido Nacional 32 32 % 30 30 % –2

Partido Colorado 13 13 % 13 13 % 0

Cabildo Abierto - - 11 11 % +11

Partido Independiente 3 3 % 1 1 % –2

Partido de la Gente - - 1 1 % +1

PERI - - 1 1 % +1

Unión Popular 1 1 % - - –1

 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  

Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

2.2. Fragmentación parlamentaria

Los cambios en la composición partidaria de las cámaras provocaron un 
aumento en el nivel de fragmentación parlamentaria. El gráfico 1 mues-
tra la evolución del número efectivo de partidos (nep) desde 1985 a la 
fecha1 (véase también el capítulo 7). La fragmentación parlamentaria en 
el Senado pasó de 2,64 en la pasada legislatura (2015-2020) a 3,31 en la 
actual (2020-2025), en tanto en la cámara baja pasó de 2,57 a 3,26. Como 
podrá apreciarse, estos niveles son muy similares a los observados en el 
período 1990-1995, cuando surgió un cuarto partido relevante, el Nuevo 
Espacio (ne), liderado por Hugo Batalla. Por tanto, parece evidente que la 

1	 El nep es un indicador estándar para evaluar el grado de fragmentación de los sistemas de 
partidos. Los valores se obtienen calculando el inverso de la sumatoria de los cuadrados de los 
porcentajes obtenidos por los partidos a nivel electoral o a nivel de una cámara.
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emergencia de ca, también como cuarto partido importante, coloca al Par-
lamento en un escenario bastante parecido al observado en la 43.a legis-
latura, con la diferencia de que en aquella oportunidad la fragmentación 
afectaba básicamente a la oposición y en la actual afecta principalmente 
a la coalición de gobierno.

Gráfico 1: Número efectivo de partidos parlamentarios

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

2.3. Reelección legislativa y renovación de las cámaras

Si bien los cambios en la composición del Parlamento no fueron dramáti-
cos, el análisis de la composición nominal del cuerpo legislativo muestra 
algunos fenómenos interesantes. En la elección de octubre de 2019 se 
registró una de las proporciones más altas de senadores que buscaban su 
reelección. Sin embargo, las tasa de éxito observada ha sido muy modesta. 
O sea, muchos senadores quisieron ser reelegidos y muy pocos lo lograron.

El gráfico 2 muestra que un 71 % de los senadores buscó la reelección, 
pero solo el 39 % alcanzó esa meta.2 En términos de renovación, el nuevo 

2	 Un 29 % de los miembros del Senado de la legislatura previa se retiraron de la vida pública o 
no fueron nominados en las listas de candidatos, y un 32 % compitieron, pero no lograron la 
reelección.
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Senado se parece al elegido en 1989, cuando también surgiera un cuarto 
partido relevante. No obstante, no todos los nuevos senadores son fres-
hmen (debutantes), pues casi la mitad (26 % sobre el total de la cámara) 
ya habían ejercido como parlamentarios titulares o suplentes en pasadas 
legislaturas (Beatriz Argimon, Sergio Botana, Julio María Sanguinetti, 
Carmen Sanguinetti, Enrique Rubio, Liliam Kechichián, Sandra Lazo y 
Charles Carrera).

En la Cámara de Representantes también hubo un aumento en la bús-
queda de reelección, pero la tasa de éxito mantuvo el nivel de las dos 
últimas elecciones (2009 y 2014). El gráfico 3 muestra que un 75 % de los 
diputados elegidos del período 2015-2020 persiguió la reelección y que un 
49 % alcanzó el éxito (diez puntos por encima del Senado).3 Por tanto, la 
actual Cámara de Representantes presenta una renovación importante y, 
a diferencia del Senado, predominan los freshmen (43 %) sobre los exle-
gisladores que retornan al ruedo (7 %).

Gráfico 2: Reelección. Cámara de Senadores

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

3	 Un 25 % de los diputados de la legislatura anterior se retiraron de la vida pública o no fueron 
nominados en las listas de candidatos, y un 26 % compitieron, pero fracasaron en el intento.
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Gráfico 3: Reelección. Cámara de Representantes

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

El proceso de renovación no alcanza por igual a todos los partidos (tabla 
2). Entre los principales partidos del sistema, la mayor renovación se 
produjo en el pc (47 %), seguido por el fa (35 %) y finalmente el pn (27 %). 
Asimismo, las nuevas formaciones políticas presentan lógicamente una 
proporción altísima de legisladores novatos (peri con un 100 % y ca con 
un 93 %).

Tabla 2: Nuevos legisladores según cámara y partido

FA PN PC CA PERI Total

Senadores 4 1 1 3 - 9

Representantes 15 10 7 10 1 43

Total de novatos 19 11 8 13 1 52

Tasa de renovación 35 % 27 % 47 % 93 % 100 % 41 %
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.
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2.4. Antigüedad de los miembros

Los altos índices de renovación pueden ser vistos como un desafío para la 
nueva legislatura, pues un 30 % de los senadores y un 43 % de los diputa-
dos deberán aprender el oficio de legislar, debatir, supervisar y represen-
tar a sus votantes. Sin embargo, este fenómeno no es nuevo en el Parla-
mento uruguayo, sino más bien una regularidad de larga duración. Si se 
compara la antigüedad promedio (seniority) de la presente legislatura con 
la de las anteriores, podrá concluirse que los niveles de experiencia no 
constituyen una novedad y tampoco deberían representar un problema.4 
El seniority del actual Parlamento es algo menor que el de las dos anterio-
res, pero sensiblemente mayor que cualquier otro del período 1985-2005. 
Mientras en la nueva legislatura un senador promedio cuenta con algo 
más de 10 años de experiencia y un diputado promedio con más de 5, en 
el Parlamento de la última alternancia un senador promedio tenía 7 años 
de experiencia y un diputado algo más de 4.

Gráfico 4: Seniority en el Parlamento (1985-2020)

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

4	 El seniority se calcula como el promedio de legislaturas en las que participó cada miembro de 
la cámara.
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2.5. Edad de los legisladores

La comparación de las edades promedio de los miembros de las últimas 
dos legislaturas tampoco ofrece cambios importantes (tabla 3). Mientras 
en el primer año de la pasada legislatura (2015) la edad promedio de un 
parlamentario era de 53 años, en la actual la edad promedio es de 52 
años.5 No obstante, los promedios generales encubren un relativo enve-
jecimiento del Senado (pasa de 58 a 62 años) y un leve rejuvenecimiento 
de la Cámara de Representantes (pasa de 52 a 50 años). Los tres grandes 
partidos acompañan los movimientos inversos de ambas cámaras, aunque 
el rejuvenecimiento de los diputados del fa y el envejecimiento de los 
senadores del pn son algo más pronunciados que la media.

Tabla 3: Promedios de edad de los parlamentarios:  
48.a  y 49.a legislaturas

Cámara de  
Representantes Senado

2015 2020 2015 2020

Frente Amplio 54 51 62 66

Partido Nacional 51 50 51 58

Partido Colorado 48 48 56 61

Todo el Parlamento* 52 50 58 62
 
Nota: En el total de la columna Senadoras 2020 se incluye a la senadora elegida de 
Cabildo Abierto.

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

2.6. Nivel educativo de los parlamentarios

Los miembros de la actual legislatura tampoco lucen muy diferentes de sus 
antecesores si se considera su nivel educativo promedio (tabla 4). Mientras 
en 2015 un 49 % de los legisladores contaban con un título terciario, en 
2020 esa proporción se ubica en 50 %. La situación sin embargo no es 
homogénea. Los diputados de la presente legislatura están un poco más 
formados (los titulados pasan de 45 % al 48 %), pero los senadores bastante 

5	 De acuerdo con los datos del ine, el promedio de edad de los votantes mayores de 25 años (edad 
mínima para ser elegido diputado) es de 50, en tanto el promedio de edad de los votantes 
mayores de 30 años (edad mínima para ser senador) es de 53. Por tanto, existe una perfecta 
congruencia entre representados y representantes en el caso de los diputados (50 contra 50 
años), pero no en el de los senadores (53 contra 62 años).
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menos (pasan de un 65 % a 50 %). El fa presenta valores muy similares en 
ambas legislaturas, pero los partidos tradicionales muestran una importan-
te caída en el Senado y una mejora sustantiva entre sus diputados. En el Se-
nado los tres partidos presentan valores muy parecidos y en la cámara baja 
el Partido Nacional aparece con valores superiores a los de los otros partidos.

Tabla 4: Parlamentarios con título terciario: 48.a y 49.a legislaturas

Cámara de  
Representantes Senado

2015 2020 2015 2020

Frente Amplio 48 % 48 % 56 % 54 %

Partido Nacional 50 % 60 % 70 % 55 %

Partido Colorado 31 % 46 % 75 % 50 %

Todos* 45 % 48 % 75 % 55 %
 
Nota: En el total de la columna Senadoras 2020 se incluye a la senadora elegida de 
Cabildo Abierto.

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

2.7. Distribución por sexo

Si se compara la actual legislatura con la anterior (2015-2020), podrán 
observarse una leve mejora de la representación de las mujeres en la Cá-
mara de Representantes (de 18 % a 19 %) y un incremento sustantivo en el 
Senado (31 % a 38 %). Estos avances se sustentan en la decisión del fa de 
confeccionar listas paritarias para la elección legislativa, lo cual le permi-
tió mantener el número absoluto de mujeres en su bancada pese a haber 
perdido algunas bancas como se explicó arriba. En términos porcentuales, 
el fa incrementó en siete puntos la participación de las mujeres en ambas 
cámaras, mostrando así que la selección de candidatos es uno de los fac-
tores principales para explicar el sesgo de género del Parlamento. La otra 
cara de la moneda la constituyen los partidos fundacionales. En el Partido 
Nacional la representación de las mujeres empeoró dramáticamente en 
la cámara baja, pero mejoró mucho en el Senado. El pc redujo a la mitad 
la proporción de mujeres en la cámara baja y perdió su representación 
femenina en el Senado (véase el capítulo III.3). La tabla 4 presenta la 
comparación entre las dos últimas legislaturas según cámara y filiación 
partidaria de las mujeres.
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Tabla 5: Mujeres en el Parlamento. 48.a y 49.a legislaturas

Diputadas Senadoras

2015 2020 2015 2020

Frente Amplio 12 24 % 13 31 % 5 31 % 5 38 %

Partido Nacional 2 6 % 1 3 % 2 20 % 4 36 %

Partido Colorado 4 31 % 2 15 % 1 25 % 0 0%

Todo el Parlamento* 18 18 % 19 19 % 8 26 % 10 32 %
 

Nota: En el total de la columna Senadoras 2020 se incluye a la senadora elegida de 
Cabildo Abierto.

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

Por tanto, el nuevo parlamento presenta una integración partidaria un 
tanto diferente a la anterior, con un mayor nivel de fragmentación, dada 
la aparición de un cuarto partido relevante (véase el capítulo III.1). Sin 
embargo, los atributos personales de los miembros de ambas cámaras 
tienden a ser parecidos a los de la legislatura anterior. El gráfico 5 mues-
tra que la Cámara de Representantes presenta prácticamente el mismo 
perfil de diputado promedio, con idéntica proporción de renovación (nue-
vos legisladores), presencia de mujeres, nivel educativo, edad y antigüedad. 
El gráfico 6 muestra que el Senado también se parece bastante al anterior, 
aunque con algunas diferencias en participación de mujeres, renovación 
y nivel educativo.
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Gráfico 5: Perfil del diputado promedio. 48.a y 49.a legislaturas

Gráfico 6: Perfil del senador promedio. 48.a y 49.a legislaturas
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El examen detallado de los atributos de los miembros del Parlamentos 
permite afirmar que la principal novedad de la actual legislatura es el 
aumento de la fragmentación partidaria con las consecuencias que de 
ello se derivan. Como hemos manifestado en la primera sección de este 
trabajo, el único juego posible de gobernabilidad consiste en la formación 
de una mayoría legislativa que pueda controlar el poder de agenda de las 
cámaras. En la próxima sección analizaremos las características de ese 
juego y los desafíos que el Poder Ejecutivo y sus apoyos legislativos deben 
resolver para alcanzar sus objetivos.

3. La construcción de un cártel legislativo

En términos políticos, Lacalle Pou es el presidente más débil desde la 
recuperación de la democracia. Su partido controla solo el 30 % de las 
bancas, pero la coalición formada en la segunda vuelta de noviembre 
a partir de la suscripción del documento programático Compromiso por 
el país supuso una promesa de gobernabilidad esperanzadora ya que los 
cinco partidos aliados controlaban el 58 % de las bancas del Senado y del 
56 % de las bancas de la Cámara de Representantes. Para lograr esa meta, 
Lacalle Pou asignó las carteras del gabinete siguiendo un criterio de jus-
ticia distributiva entre los socios de la coalición (véase el capítulo IV.2). El 
cuadro 6 presenta el índice de congruencia del primer gabinete6 de cada 
uno de los presidentes elegidos bajo la Constitución de 1967. Como podrá 
observarse, el gabinete de Lacalle Pou muestra uno de los valores más 
altos de la serie (0,807), lo cual indica que los partidos socios recibieron 
una proporción de ministerios acorde con el apoyo que cada uno brinda 
en el Parlamento.

6	 El índice de congruencia del gabinete de Amorin Neto (1998) permite evaluar el grado de 
justicia distributiva con que se asignan los ministerios. El cálculo compara la proporción de 
carteras recibidas por cada grupo con la proporción de bancas que aporta en la coalición le-
gislativa. La fórmula calcula el inverso menos 1 de la sumatoria de las diferencias absolutas 
de las proporciones del gabinete y las bancas de cada uno de los partidos representados en el 
gabinete. Para poder comparar gobiernos con diferentes formatos (de partido o de coalición) 
hemos tomado como base de cálculo a las fracciones parlamentarias.
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Tabla 6: Congruencia del primer gabinete de los  
presidentes elegidos bajo la Constitución de 1967

Presidente Partido del 
presidente

Año de 
inicio

Partidos en el 
gabinete

Apoyo en la  
cámara 

baja

Índice de  
congruencia

Gestido PC 1967 PC 51 % 0,795

Bordaberry PC 1972 PC 42 % 0,669

Sanguinetti I PC 1985 PC 42 % 0,774

Lacalle Herrera PN 1990 PN-PC 65 % 0,818

Sanguinetti II PC 1995 PC-PN 65 % 0,813

Batlle PC 2000 PC-PN 55 % 0,835

Vázquez I FA 2005 FA 51 % 0,801

Mujica FA 2010 FA 50 % 0,835

Vázquez II FA 2015 FA 50 % 0,675

Lacalle Pou PN 2020 PN-PC-CA-PI-PG 56 % 0,807
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Estudios Parlamentarios del DCP-FCS, Udelar.

Si bien el presidente contaba con un gabinete congruente y un compro-
miso programático suscrito por todos sus socios, a nivel legislativo la 
coalición debería transformarse en una mayoría coordinada con capaci-
dad de control del poder de agenda. No está de más recordar que algunas 
coaliciones de gobierno del pasado —por ejemplo la de Lacalle Herrera— 
contaron con acuerdos programáticos y gabinetes congruentes pero no 
funcionaron como cárteles legislativos

Para hacer funcionar una coalición legislativa se requieren importantes 
niveles de coordinación entre las bancadas de los partidos coaligados (tres 
en el Senado y cinco en la cámara baja), que incluyan mecanismos de 
negociación en tres niveles: Parlamento, gabinete y entre poderes. Cox y 
McCubbins (1993, 2005) describen ese proceso de ensamble de la mayoría 
parlamentaria como la creación de un «cártel legislativo» capaz de con-
trolar el flujo de decisiones legislativas. La teoría del party-cartel sostiene 
que los miembros de la mayoría deben delegar una parte de su poder en 
una autoridad central encargada de orientar y monitorear el funciona-
miento colectivo del cártel. A cambio, los miembros reciben recompen-
sas selectivas que van desde cargos de autoridad partidaria, promoción 
a posiciones jerárquicas en las cámaras, apoyo a futuras búsquedas de 
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reelección o el simple uso del crédito por los logros colectivos futuros 
(éxitos del gobierno). Una vez constituido el acuerdo, la autoridad del cár-
tel legislativo debe tomar el control de la agenda con el fin de determinar 
cuáles proyectos serán tratados en el plenario de las cámaras y comisiones 
y cuáles no. Ello se logra mediante la ocupación de los cargos con poder 
de agenda (presidencias de las cámaras y comisiones) y el ejercicio de 
autoridad —mayoritaria— en los ámbitos donde se define el orden del 
día de las sesiones.

Los cárteles legislativos en Uruguay suelen contar con una autoridad co-
lectiva compuesta por los líderes de los partidos y fracciones que apoyan 
al gobierno. Son ellos quienes, en acuerdo con el Poder Ejecutivo, brindan 
las directrices para que la mayoría se apropie de las posiciones con poder 
de agenda. Desde 1985 se ha constatado la existencia de cárteles legisla-
tivos durante los períodos 1990-1991, 1995-2000, 2000-2002, 2005-2010, 
2010-2015 y 2015-2020 (Chasquetti, 2013).

Para evaluar empíricamente el proceso de formación del cártel legislativo, 
analizaremos las características del sistema de comisiones parlamenta-
rias y la capacidad de coordinación de los actores que forman parte de la 
mayoría.

3.1. Sistema de comisiones permanentes

Las reglas de juego del Senado favorecen la apropiación del poder de 
agenda por la bancada mayoritaria favorable al gobierno. La presidencia 
de la cámara la ejerce la vicepresidenta de la República durante los cinco 
años y el reglamento le otorga la potestad de presentar al plenario una 
propuesta de integración de las comisiones permanentes y de distribución 
de sus presidencias para todo el período. Además, el reglamento permite 
a los legisladores integrar el número de comisiones que deseen, por lo 
cual resulta sencillo establecer en la propuesta criterios distributivos que 
favorezcan a la mayoría. Siguiendo esas disposiciones, el 10 de marzo de 
2020, el plenario de la Cámara de Senadores votó por unanimidad la in-
tegración de las comisiones permanentes.7 El análisis de su composición 
confirma que la coalición podrá ejercer el poder de agenda, siempre y 
cuando permanezca unida y coordine sus acciones.

7	 La propuesta fue elaborada por la presidenta del Senado en consulta con los coordinadores 
de las bancadas partidarias, Gustavo Penadés (pn), Adrián Peña (pc), Raúl Lozano (ca) y Charles 
Carrera (fa).
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El Senado cuenta con 6 comisiones integrada por 9 miembros (Asuntos 
Internacionales, Constitución y Legislación, Ganadería, Hacienda, Pobla-
ción y Presupuesto) y 10 comisiones integradas por 7. La relación entre 
la coalición de gobierno (pn, pc y ca) y el Frente Amplio es de 5 a 4 en 
las comisiones de 9 miembros y de 4 a 3 en las de 7. En el primer año de 
gobierno, la coalición de gobierno se aseguró 9 presidencias, entre ellas la 
de las influyentes comisiones de Hacienda y de Constitución y Legislación.

En la Cámara de Representantes las reglas son distintas. Al comienzo 
de la legislatura, el plenario vota la creación de una comisión especial 
integrada por delegados partidarios con el fin de diseñar la integración de 
las 15 comisiones, lo cual supone fijar el número de miembros, establecer 
la distribución de posiciones entre los partidos y determinar qué partidos 
ejercerán sus presidencias. Las comisiones pueden tener un mínimo de 
3 miembros y un máximo de 15 y cada diputado puede participar en una 
única comisión permanente.

El 4 de marzo de 2020, el plenario de la Cámara de Representantes votó 
por unanimidad la propuesta elaborada por la comisión especial.8 El aná-
lisis de la integración permite deducir que se crearon las condiciones ne-
cesarias para que la coalición de gobierno ejerza el poder de agenda. Las 
comisiones de la cámara baja presentan una gran variación de tamaño: 
las de Constitución y Legislación y de Hacienda cuentan con 11 miembros; 
la de Vivienda con 8; las de Educación, Asuntos Internacionales, Ganade-
ría, Industria, Legislación del Trabajo y Presupuesto con 7; la de Trans-
porte con 6; las de Defensa Nacional y Salud Pública con 5; la de Derechos 
Humanos con 4, y las de Asuntos Administrativos y Turismo con 3.

La tabla 7 muestra que en 12 de las 15 comisiones de la Cámara de Repre-
sentantes existe una mayoría de miembros de la coalición de gobierno, 
en 2 hay una situación de equilibrio con la oposición (Derechos Humanos 
y Vivienda) y en una única la coalición se encuentra en minoría (Asun-
tos Administrativos). Además, 8 de las 15 presidencias quedaron en este 
primer año bajo el control de la coalición, entre ellas las influyentes co-
misiones de Hacienda y de Constitución.

8	 La comisión se formó el 15 de febrero y estuvo integrada por los diputados Juan Martín Ro-
dríguez (pn), Ope Pasquet (pc), Silvana Pérez Bonavita (ca), Daniel Peña (pg), Iván Posada (pi), 
Alejandro Sánchez (fa), Gerardo Núñez (fa) y César Vega (peri).
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Tabla 7: Situación de la coalición en el sistema de comisiones  
permanentes (integración y presidencias)

Cámara de Senadores Cámara de Representantes

Situación de la coalición Comisiones Presidencias Comisiones Presidencias

Controla una mayoría 16 9 12 7

Equilibrio con la oposición - - 2 1

Está en minoría - - 1 0

Total 16 9 15 8
 

Fuente: Elaboración propia con base en diarios de sesiones de  
la Cámara de Senadores y la Cámara de Representantes.

La distribución de posiciones en el sistema de comisiones permanentes 
muestra que la coalición parlamentaria puede perfectamente ejercer el 
poder de agenda en ambas cámaras y que la condición para que ello su-
ceda será la capacidad de coordinación que consigan las bancadas de los 
partidos de gobierno. Dado que en 28 de las 31 comisiones del Parlamento 
la coalición cuenta con una mayoría absoluta, el trabajo coordinado y 
cohesionado se transforma en un objetivo estratégico a resolver.

3.2. La coordinación de la mayoría

Los partidos legislativos en Uruguay son I) estructuras fraccionalizadas, 
II) que surcan la estructura bicameral, III) se organizan en bancadas —de 
fracción y de partido— y IV) sus líderes se desempeñan normalmente en el 
Senado (Chasquetti, 2014). El proceso de cohesión y disciplinamiento de los 
partidos se inicia casi siempre en el Senado porque de allí surgen las orien-
taciones estratégicas sobre los temas principales del proceso legislativo.

Por otra parte, al inicio de cada legislatura, el partido que gana la pre-
sidencia introduce cambios en su bancada porque los presidentes suelen 
convocar a algunos miembros del Parlamento a ocupar carteras en el 
gabinete. Así como el expresidente Tabaré Vázquez convocó en 2015 a los 
senadores Eduardo Bonomi y Danilo Astori, el actual presidente Lacalle 
Pou hizo lo propio con Jorge Larrañaga (Alianza Nacional), Luis A. Heber 
(Herrerismo), Álvaro Delgado (Aire Fresco) y Javier García (Lista 40). 
Normalmente, cuando se confeccionan las listas de candidatos, los parti-
dos prevén estas situaciones colocando suplentes que puedan reemplazar 
con éxito a los parlamentarios convocados sin debilitar a la bancada. En 
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la actual legislatura, el experimentado diputado —y exsenador— Gustavo 
Penadés suplió a Luis A. Heber —que había sido designado como ministro 
de Transporte y Obras Públicas— y asumió la coordinación de la bancada 
del pn en el Senado. Esa función es relevante porque el cártel legislativo 
funciona a partir del trabajo cooperativo entre la presidenta de la cámara 
y el coordinador del partido del presidente.

De acuerdo a entrevistas realizadas por los autores en 2020, los coordina-
dores de las bancadas de la coalición en el Senado (Gustavo Penadés del pn, 
Adrián Peña del pc y Raúl Lozano de ca) se reúnen periódicamente para 
definir las prioridades de la agenda. En esos encuentros también partici-
pan los coordinadores de algunas fracciones de los partidos tradicionales 
que así lo desean (los nacionalistas Carlos Camy por Alianza Nacional, 
Jorge Gandini por el nuevo grupo Por la Patria, Juan Sartori por Todo por 
el Pueblo y el colorado Tabaré Viera por Batllistas). Posteriormente, los 
tres coordinadores participan de la reunión de coordinación de la agenda 
de la cámara junto con la presidenta y el coordinador de la bancada del 
Frente Amplio.

La Cámara de Representantes representa un desafío mayor para la disci-
plina de la coalición por contar con un número mayor de actores. Esa es 
la razón por la que la mayoría de los proyectos de ley del Poder Ejecutivo 
han ingresado por el Senado.9 Al igual que en el Senado, lo sustantivo en 
la cámara baja es la coordinación entre el pn, el pc y ca. Esa labor, en el 
primer año del gobierno, la lideran el presidente de la Cámara de Repre-
sentantes, Martín Lema —muy próximo al presidente de la República— y 
el coordinador de la bancada del pn, Juan Martín Rodríguez, actual presi-
dente de la Convención Nacional del partido y ex secretario ejecutivo de 
la lista 71-herrerismo. El coordinador de la bancada del Partido Colorado 
es el experimentado diputado Ope Pasquet (Ciudadanos) y la coordinado-
ra de la bancada de ca es la diputada debutante Silvana Pérez Bonavita, 
exconcejala del Municipio E de Montevideo por el pn. Los restantes coor-
dinadores de la coalición son Iván Posada por el Partido Independiente y 
Daniel Peña por el Partido de la Gente.

En entrevista realizada para este trabajo, Martín Lema señaló que los 
partidos de la coalición tienen reuniones semanales a las que también 
concurren los coordinadores de las bancadas de otras fracciones de los 

9	 Entre el 1.o de marzo y el 1.o de agosto, 30 de los 48 proyectos que envió el Poder Ejecutivo in-
gresaron por el Senado (62 %). De las 22 leyes sancionadas en el período que llevaban la firma 
del Ejecutivo, 16 fueron iniciadas en la cámara alta (72 %).
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partidos tradicionales: Conrado Rodríguez por Batllistas (pc), Gustavo Zu-
bía de Tercera Vía (pc), Mario Colman de Alianza Nacional (pn), Álvaro 
Viviano de Por la Patria (pn), Rodrigo Goñi del Espacio 40 (pn) y Álvaro 
Dastugue de Todo por el Pueblo (pn). En la reunión de los días martes, en 
la que se fija el orden del día de las sesiones de la cámara, solo participan 
el presidente y un único coordinador por partido más los coordinadores 
del Frente Amplio y el peri.

Por tanto, las reuniones de coordinadores de los partidos y fracciones 
que integran la coalición son instancias cruciales en que se decide el 
funcionamiento de las cámaras. Si bien los indicadores de productividad 
legislativa de los primeros cinco meses han sido excelentes (ello por sí 
solo podría ser prueba de que la coalición funciona en forma carteli-
zada),10 el tratamiento de la Ley de Urgente Consideración (luc) en el 
Parlamento deja en claro hasta qué punto las instancias de coordinación 
intracoalición pueden ser decisivas para las metas del gobierno.11 Durante 
el tratamiento de este singular proyecto de ley, la reunión de la bancada 
de los partidos de la coalición modificó el 85 % de los artículos finalmente 
aprobados y eliminó 54 artículos del proyecto original del Poder Ejecutivo. 
Ese fue el costo de transacción que generó la coordinación de esfuerzos 
para que la iniciativa del gobierno viera finalmente la luz. La alternativa 
—la no coordinación— suponía el absoluto fracaso del proyecto.

Otro tanto ocurrió con la interpelación del diputado de ca, Eduardo Lust, 
a cuatro ministros del gobierno por la creación de la segunda planta de 
upm en el centro del país.12 Para convocar a sala a un ministro se necesita 
la firma de un tercio de los miembros de la cámara y el fa había evaluado 
la posibilidad de brindar los votos para que la interpelación se realizara. 
Ante esto, la reunión de coordinadores de bancada de la coalición alcanzó 
un acuerdo sobre cómo sería esa instancia. Tras convencerse de que Lust 
no cambiaría de opinión, los coordinadores de bancada de los partidos de 
la coalición pactaron con el diputado que sus preguntas serían enviadas 

10	 Entre el 1.o de marzo y el 1.o de agosto, el Parlamento votó 28 leyes (13 más que en la legislatura 
anterior durante el mismo período). El 79 % de esas leyes fueron iniciadas por el Poder Ejecu-
tivo (22), el cual muestra un índice de eficacia del 46 % (en la anterior legislatura alcanzaba 
solo el 14 %).

11	 El proyecto de ley ingresó al Parlamento el 23 de abril y fue sancionado como ley el 8 de julio 
de 2020.

12	 El 3 de junio, el diputado Eduardo Lust interpeló a la ministra de Economía y Finanzas (Azu-
cena Arbeleche) y a los ministros de Transporte y Obras Públicas (Luis A. Heber), Industria, 
Energía y Minería (Omar Paganini) y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(Irene Moreira). La sesión terminó con una declaración de satisfacción por las respuestas de 
los ministros y con una condena a la política de negociación del acuerdo con upm de la anterior 
administración.
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con anticipación a los ministros, que los cuestionamientos se centrarían 
en hechos y políticas desarrollados durante la administración anterior y 
que los legisladores de los partidos oficialistas participarían activamente 
del debate. En esas condiciones, la interpelación terminó siendo un even-
to sui géneris donde el interpelante, los ministros interpelados y los dipu-
tados oficialistas atacaron la gestión del anterior gobierno y los diputados 
del fa la defendieron. Este episodio muestra cómo la coalición de cinco 
partidos legislativos fue capaz de tomar el control de los acontecimientos 
luego de que un diputado oficialista desarrollara una acción unilateral y 
no coordinada que entrañaba un potencial riesgo para el gobierno.

Por tanto, tras seis meses de actuación de la coalición parlamenta-
ria de Lacalle Pou, podría argumentase que se han sentado claramente 
las bases para el funcionamiento de un cártel legislativo capaz de con-
trolar la agenda en ambas cámaras. Los procedimientos están mejor 
afinados en el Senado por el hecho de que en esa cámara hay menos ac-
tores de la coalición y porque allí participan directamente los principales 
líderes de esos partidos. No obstante, también en la cámara baja se han 
dado los pasos adecuados para que la mayoría funcione en arreglo a los 
objetivos políticos establecidos por el gobierno.

3.3. La supervivencia de la coalición de gobierno

La literatura especializada en los regímenes parlamentarios ha desarro-
llado tres grandes enfoques para explicar la ruptura de coaliciones de 
gobierno. El primero es el de los atributos del gabinete, que destaca la im-
portancia de ciertas características como el tamaño de la mayoría legisla-
tiva (Laver, 1974), la consistencia ideológica de sus miembros (Warwick, 
1979) o la amplitud y profundidad de los acuerdos alcanzados (Krauss, 
2018; Müller y Strøm, 2008). Este abordaje también incluye el examen de 
reglas constitucionales que afectan el poder del jefe de Estado o del jefe 
de gobierno para disolver o solicitar la disolución de la asamblea (Strøm 
y Swindle, 2002). El segundo enfoque está centrado en la emergencia 
de eventos exógenos desestabilizadores como la evolución negativa de la 
economía (aumento del desempleo, alta inflación, etc.), crisis interna-
cionales, pandemias, escándalos por denuncias, etcétera (Saalfeld, 2008). 
El tercer enfoque se inspira en la teoría de juegos y prioriza el estudio 
sistemático de la interacción estratégica entre los líderes de los partidos 
como clave para comprender las dinámicas de la coalición (Dodd, 1976; 
Lupia y Strøm, 1995).
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Los estudios empíricos que sostienen la validez teórica de estos enfoques 
se refieren indefectiblemente a coaliciones de gobierno parlamentaristas. 
No obstante (Chasquetti, 2006, 2008), aplicó algunos de estos preceptos 
teóricos al caso de las coaliciones presidencialistas de Uruguay y América 
Latina y encontró que el mandato fijo y algunos atributos como el tamaño 
legislativo o el número de socios en el gabinete afectan decisivamente la 
supervivencia de una coalición.

Para analizar las condiciones de supervivencia de la coalición parlamen-
taria de Lacalle Pou consideraremos cinco factores relevantes basados 
en el enfoque de los atributos: reglas constitucionales, número de socios, 
tamaño legislativo de la coalición, consistencia ideológica y programa.

Reglas constitucionales. Como bien señalan Chasquetti y Moraes (2000), 
el mandato fijo presidencial es una regla que ordena las expectativas y 
estrategias de todos los actores políticos. Al inicio del mandato, los parti-
dos se orientan naturalmente a la cooperación con el gobierno. Algunos 
ingresan al gabinete y otros se mantienen en la oposición y adaptan sus 
decisiones al momento político específico (luna de miel del presidente, 
proximidad con la elección pasada). A medida que transcurre el tiempo, 
la lógica de la cooperación cede ante la emergencia del conflicto motivado 
por la aproximación de la siguiente elección. En virtud de que el sistema 
electoral uruguayo exige a todos los partidos presentar candidatos pre-
sidenciales (no admite la presentación de coaliciones salvo que lo hagan 
bajo un lema común), los partidos asociados al presidente deberán sepa-
rarse del gobierno con el fin de diferenciarse frente al electorado. En vir-
tud de esta dinámica de comportamiento y en caso de no existir eventos 
desestabilizadores externos que modifiquen las preferencias, podríamos 
estimar que los partidos socios del gobierno permanecerán en el gabinete 
hasta el fin del mandato (cuarto o quinto año).

Tamaño legislativo de la coalición y número de socios. En su estudio sobre la 
ruptura de las coaliciones presidenciales, Chasquetti (2006) analizó quin-
ce gobiernos de coalición formados en seis democracias presidencialistas 
del continente. Una de sus conclusiones refiere a la interacción del ta-
maño legislativo de la coalición y el número de socios: «Todo presidente, 
si desea que su coalición perdure, debería conformar un acuerdo que 
garantice un amplio respaldo legislativo (mayor al 55 % de las bancas) y 
contar al mismo tiempo con un número limitado de socios. En el lenguaje 
de Riker (1962) las coaliciones presidenciales deberían ser acuerdos mul-
tipartidarios mínimos sobreganadores». En la primera sección vimos que 
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la coalición de Luis Lacalle Pou controla el 58 % del Senado y el 56 % de la 
Cámara de Representantes y que su coalición parlamentaria está integra-
da en el Senado por tres partidos y en la cámara baja por cinco. Por tanto, 
el mayor problema reside en la posibilidad de satisfacer las demandas 
de múltiples socios a lo largo del tiempo. Es cierto que el tamaño de la 
coalición legislativa deja al gobierno a resguardo de una eventual salida 
de los socios menores (no le haría daño), pero también pone de manifies-
to la relevancia de los tres socios principales del presidente: pn, pc y ca. 
Cualquiera de estos actores cuenta con poder suficiente para condicionar 
las votaciones legislativas de los proyectos de gobierno y constituyen lo 
que podría considerarse la coalición mínima ganadora del gobierno (Ri-
ker, 1962). Por esa razón, el presidente debería siempre contemplar las 
preferencias de estos tres actores al momento de tomar decisiones. Si eso 
es así, la coalición perdurará por largo tiempo, pero en caso contrario los 
conflictos se irán incrementando y el gobierno tendrá problemas para 
procesar su agenda legislativa.

Consistencia ideológica y programa. La teoría de las coaliciones destaca la 
importancia de la conexión ideológica de los partidos miembros del go-
bierno. Ello supone que los socios de la coalición deben estar necesaria-
mente vinculados por la proximidad de preferencias y que su integración 
no excluya a ningún partido cuyas preferencias se encuentren conectadas 
con por los principales componentes del gobierno (Axelrod, 1970). El po-
sicionamiento ideológico de los miembros de la Coalición Multicolor (cm) 
muestra conexión ideológica e incluso superposición entre algunos de 
ellos. Los cinco partidos cubren el espectro ideológico que va del centro 
a la derecha y ninguna formación ubicada en ese espacio quedó fuera del 
gobierno (véase el capítulo IV.2). En estas condiciones, la coalición no 
debería tener mayores dificultades para tramitar diferencias en materia 
de política pública.

No obstante, debe recordarse que la cm se construyó con base en el docu-
mento Compromiso por el país, firmado por los cinco partidos, que funciona 
como programa de gobierno. En un estudio comparado, que incluye 403 
gabinetes de coalición en Europa entre 1945 y 2014, Krauss (2018) encon-
tró que la extensión y profundidad de los programas determina el riesgo 
de ruptura anticipada de un gobierno de coalición. El estudio muestra que 
los acuerdos programáticos breves pueden resolver conflictos al momento 
de la formación del gobierno, pero son poco útiles para lidiar con asuntos 
que irán surgiendo en el futuro. Si bien es cierto que los gabinetes de 
coalición conviven siempre con la incertidumbre respecto al futuro (Mü-
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ller y Strøm, 2008), un programa de gobierno amplio y profundo permite 
enlazar las estrategias de los miembros del gobierno durante los meses 
y años posteriores. Krauss (2018) mide la amplitud y profundidad de los 
acuerdos de coalición a partir del conteo de palabras de los documentos 
programáticos tomados del Archivo de datos comparados de la democracia 
parlamentaria (Strøm, Müller y Bergman, 2008). El documento Compromi-
so por el país contiene 13 líneas programáticas desarrolladas en 5857 pala-
bras. Este valor está muy por debajo de la media de los programas de las 
coaliciones europeas revisados por Krauss (10.300 palabras) y, por tanto, 
desde esta perspectiva no debería ser considerado un documento amplio 
y profundo. Esta conclusión se confirma si analizamos el documento en 
términos cualitativos, pues dista mucho de ser un programa de gobierno 
fundamentado, articulado y bien armonizado. Su estilo sintético y tabulado 
lo convierte en un texto esencialmente enunciativo de medidas específi-
cas sin un diagnóstico que las anteceda.

Estas debilidades generan un problema lógico referido a los temas que 
no están contemplados en el documento. Un ejemplo de esta clase de 
problemas pudo observarse el pasado 16 de noviembre, en oportunidad de 
que la Cámara de Representantes tratara la creación del Sistema Nacional 
de Aeropuertos, un proyecto presentado por el gobierno saliente el 28 de 
febrero de 2020 y que el actual Senado votó por unanimidad el 15 de julio 
del mismo año.13 En la cámara baja, el segundo artículo del proyecto, que 
permite la concesión de aeropuertos a empresas privadas por 50 años, 
provocó la división de los partidos de la coalición. El artículo fue aprobado 
con los votos del pn, el fa y la fracción Batllistas del pc. Este tema, desde 
luego, no estaba incluido en el acuerdo programático de gobierno, por lo 
cual sus integrantes sufrieron un típico problema de acción colectiva. 
Según el diputado colorado Ope Pasquet (Ciudadanos), «al no obtener el 
acuerdo en el seno de la coalición, el pn optó por formar mayoría con los 
votos del Frente Amplio. Se ha sentado un precedente. El tiempo dirá si 
fue un acierto».14

A esto se agrega el hecho de que el gobierno de Lacalle Pou priorizó en 
sus primeros meses una estrategia de economía parlamentaria: introdujo 
la luc, un proyecto de urgente consideración de tipo ómnibus que empa-
quetó lo que podrían haber sido más de veinte proyectos de ley. Los más 

13	 Véase https://parlamento.gub.uy/documentosyleyes/ficha-asunto/145464/tramite (consul-
tado el lunes 30 de noviembre).

14	 Véase https://www.montevideo.com.uy/Columnistas/Opinion--Veinte-anos-no-es-nada--
pero-cincuenta-anos-son-demasiado-uc771147 (consultado el 30 de noviembre de 2020).
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de quinientos artículos estaban inspirados en el documento Compromiso 
por el país, por lo cual buena parte de su utilidad como factor de cohesión 
de la coalición pudo haberse agotado con la aprobación de la luc (véase 
el capítulo IV.2). Como puede verse, el factor programático puede ser un 
problema en el futuro inmediato para la durabilidad de la coalición, dadas 
sus limitaciones temáticas y su rápido agotamiento.

Por tanto, hemos revisado seis aspectos estructurales de la cm que conducen 
a formular un diagnóstico optimista sobre su supervivencia. Con excepción 
del factor programático y, en menor medida, el número de socios, todos los 
restantes factores parecen favorecer la duración del acuerdo, al menos hasta 
la última etapa del mandato de gobierno. La tabla 8 resume los atributos, 
sus valores y un pronóstico básico sobre la duración de la coalición.

Tabla 8: Supervivencia de la coalición. Enfoque de los atributos

Atributos Características Duración

Mandato fijo Cinco años +

Número de socios 5 partidos (3 son sustantivos) +/–

Tamaño legislativo de la coalición Supera el 55 % +

Consistencia ideológica Conectada de centroderecha +

Programa Limitación temática y poco profundo –

 
No está demás indicar que este pronóstico favorable puede verse dramá-
ticamente afectado por eventos exógenos desestabilizadores. Así como en 
octubre de 2002 la emergencia de la crisis económica favoreció la rápida 
ruptura de la coalición de gobierno, un agravamiento de la situación de 
pandemia o el agravamiento de las consecuencias económicas y sociales 
de este flagelo pueden provocar un resultado idéntico.
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4. Conclusiones

Este capítulo ha presentado un examen del Parlamento de la alternancia y 
ha analizado los desafíos que enfrentan los partidos miembros de la coa-
lición de gobierno para conseguir resultados legislativos. Pese a que los 
valores de los atributos individuales de los miembros (reelección, antigüe-
dad, sexo y educación) se mantienen constantes, las nuevas cámaras están 
más fragmentadas al contar con un cuarto partido relevante, algo similar 
a lo que había ocurrido en el período 1990-1995. Sin embargo, en aquella 
oportunidad el problema de la fragmentación afectó principalmente a la 
oposición, en tanto en la actualidad aqueja directamente al gobierno.

La mayoría parlamentaria es una coalición compuesta por cinco partidos, 
de los cuales tres constituyen la coalición mínima ganadora en términos 
de Riker (1962). El desafío primordial de los legisladores que apoyan a la 
coalición de gobierno consiste en coordinar esfuerzos para controlar el 
poder de agenda. Las entrevistas realizadas para este estudio confirman 
que los líderes de la coalición han dado los pasos adecuados para funcio-
nar como un cártel parlamentario. Controlan las principales posiciones 
con poder de agenda en los plenarios y en el sistema de comisiones, han 
diferenciado correctamente los roles y los ámbitos de coordinación y han 
mostrado capacidad para negociar diferencias sin absorber costos políti-
cos importantes.

Finalmente, el análisis de los principales atributos de la alianza de go-
bierno permite inferir un diagnóstico optimista respecto a su superviven-
cia. Tanto las reglas constitucionales como la consistencia ideológica y el 
tamaño del contingente legislativo favorecen la duración del acuerdo. Los 
factores que imponen algunas dudas son el número de socios con poder de 
chantaje sobre el rumbo del gobierno (básicamente tres) y, sobre todo, la 
poca profundidad y limitaciones del programa de gobierno. Esas dudas se 
incrementan en caso de que aparezcan eventos exógenos que impongan 
costos políticos al gobierno.
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 Capítulo IV.2:

Conformación, dinámica y perspectivas  
de la Coalición Multicolor*

Adolfo Garcé y Rafael Porzecanski

1. Introducción

El 5 de noviembre de 2019, Luis Lacalle Pou, candidato a la presidencia del Par-
tido Nacional (pn), logró concretar la formación de la Coalición Multicolor, un 
inédito acuerdo electoral entre cinco partidos que le permitió ofrecer en el ba-
lotaje un gobierno con respaldo parlamentario mayoritario. Apoyándose en la 
literatura sobre coaliciones en regímenes presidencialistas, el capítulo recons-
truye este proceso político distinguiendo los factores que favorecieron de los que 
dificultaron la formación de la coalición. Se sostiene que los cuatro principales 
factores facilitantes fueron I) la experiencia coalicional previa de nacionalistas 
y colorados, II) la afinidad ideológica entre los socios, III) el liderazgo de Luis 
Lacalle Pou y IV) la existencia de una identidad de bloque consolidada tanto a 
nivel de las élites como de la ciudadanía. El principal obstáculo para la forma-
ción de la coalición fue el crecimiento de la fragmentación y la emergencia de 
nuevos liderazgos al interior del bloque multicolor.

A continuación, se repasan las negociaciones en torno a cargos y políticas 
públicas. En materia de cargos, se discuten las razones de las diferentes 
estrategias adoptadas por los dos principales socios de Lacalle Pou, Guido 
Manini Ríos y Ernesto Talvi. En materia de políticas públicas, tomando en 
cuenta especialmente la negociación de contenidos de la Ley de Urgente 

*	 Agradecemos los comentarios de Daniel Chasquetti, de un revisor anónimo y de los editores 
del volumen. También dejamos constancia de nuestro agradecimiento a Luis Alberto Lacalle 
Herrera, Julio María Sanguinetti y Alberto Volonté, con quienes pudimos discutir algunos as-
pectos de la historia de las coaliciones en Uruguay, y a Daniel Corbo, con quien revisamos actas 
del directorio del Partido Nacional.
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Consideración (luc), se argumenta que el principal objetivo legislativo 
de la coalición del primer semestre de 2020 fue cumplido sin mayores 
dificultades. Por último, se discuten brevemente las perspectivas de la 
coalición y de la gobernabilidad durante el mandato de Lacalle Pou.

2. Instituciones y agencia

La mayor parte de la literatura sobre coaliciones políticas fue elaborada a 
partir de la evidencia proporcionada por los regímenes parlamentaristas 
europeos (Lijphart, 1987). Durante las últimas tres décadas, la política la-
tinoamericana aportó información acerca del funcionamiento de las coa-
liciones en regímenes presidencialistas (Altman, 2000; Amorim Netto, 
1994; Chasquetti, 1999; Deheza, 1998; Lanzaro, 2003; Limongi y Figuei-
redo, 1998; Mancebo, 1991; Thibaut, 1998; Zelaznik, 2001). En el contexto 
del tercer ciclo de la democracia electoral en la región (Smith, 2004), 
para superar el desafío de la combinación de presidencialismo y multi-
partidismo (Mainwaring, 1993), los presidentes latinoamericanos apelaron 
frecuentemente a formar coaliciones (Chasquetti, 2003). Las coaliciones 
en el presidencialismo no son excepcionales, pero son menos frecuentes 
que en el parlamentarismo (Cheibub, Przeworski y Saiegh, 2004, p. 19).

Según Strøm (1990), una coalición de gobierno es un conjunto de parti-
dos políticos que acuerda perseguir metas comunes, reúne recursos para 
concretarlas y distribuye los beneficios del cumplimiento de esas metas. 
Cualquiera sea el régimen de gobierno, la duración de una coalición es 
incierta y los dilemas políticos de sus socios son similares. Tanto en los 
parlamentarismos como en los presidencialismos, los socios deben coo-
perar para asegurar que el gobierno sea exitoso, pero al mismo tiempo 
deben competir entre sí por el crédito obtenido. En los regímenes presi-
dencialistas, dada la rigidez de los mandatos, los socios pueden maximi-
zar la cooperación durante los primeros años, reservando para el fin del 
ciclo la pugna por la distribución de los beneficios (Buquet et al., 1998). En 
cualquier caso, los socios menores siempre están en una situación políti-
camente incómoda. Si el gobierno es exitoso, será el partido del presidente 
el que capitalizará la mayor parte del beneficio político generado. Si el 
gobierno fracasa, los socios menores no escaparán fácilmente a la sanción 
de la opinión pública (Chasquetti y Garcé, 2000).

Tanto la literatura sobre parlamentarismo como la que se ocupa del pre-
sidencialismo insisten en que la dinámica concreta de ambos regíme-
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nes depende de las características del sistema de partidos (Mainwaring 
y Shugart 1997; Sartori, 1994). Aquí también podemos encontrar rasgos 
comunes. Cualquiera sea el régimen de gobierno, la dinámica de la coa-
lición se vuelve más compleja y menos previsible a medida que aumen-
tan el número de componentes y la distancia ideológica entre ellos. Este 
razonamiento se apoya en un a priori difícil de cuestionar: las institu-
ciones generan incentivos. Sin embargo, no todos los actores interpretan 
los estímulos institucionales de la misma manera. Este punto es muy 
importante para la discusión que daremos en las siguientes secciones 
de este documento. Mark Blyth (2003), uno de los líderes de la discusión 
actual respecto a la relación entre ideas e instituciones, escribió que las 
estructuras no vienen con «manual de instrucciones» («structures do 
not come with an instruction sheet»). Efectivamente, es habitual que di-
ferentes actores colocados en el mismo formato institucional reaccionen 
de modos muy diferentes.

Desde luego, a medida que las experiencias coalicionales se van sucedien-
do, los actores van acumulando aprendizajes respecto a qué estrategias 
resuelven mejor sus dilemas políticos (Chasquetti, 1999; Mancebo, 1991). 
Sin embargo, el efecto tiempo también genera renovación de liderazgos. 
Los nuevos líderes, por definición, tienen experiencias distintas de los 
anteriores y no necesariamente hacen la misma lectura ni de los estímu-
los institucionales existentes ni de las expectativas de los electores que, 
por otra parte, también pueden ir cambiando. Además, siempre hay que 
esperar que los dirigentes que pugnan por heredar el liderazgo de una 
coalición compitan entre sí ofreciendo no solo políticas públicas dife-
rentes, sino también distintas estrategias políticas. Este punto devuelve 
la discusión sobre las coaliciones al terreno de la agencia. Las conductas 
políticas siempre están afectadas por las características personales de los 
diferentes líderes. Esta dimensión, bien conocida por la teoría política 
clásica (remitimos a El príncipe, de Nicolás Maquiavelo) y la historiografía 
(remitimos a Thomas Carlyle),2 ha sido recogida por la ciencia política 
contemporánea en los estudios sobre liderazgo político. Como señalan 
Rhodes y Hart (2014):

… el liderazgo político ha regresado. Fue estudiado intensamente por los 
académicos entre 1940 y 1970. A partir de allí, perdió su camino con el 
auge de los enfoques del estructuralismo, neoinstitucionalismo y elec-

2	 Según Thomas Carlyle, la historia era «la esencia de incontables biografías». Véase también: 
Las personas de la historia: Sobre la persuasión y el arte del liderazgo, de Margaret MacMillan. 
Debemos esta referencia a José Rilla.
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ción racional para el estudio de la política, el gobierno y la gobernanza. 
Recientemente, sin embargo, se ha vuelto a estudiar el papel de los líde-
res individuales y el ejercicio del liderazgo para explicar los resultados 
políticos. (p. 11)3

El funcionamiento concreto de los gobiernos de coalición, más allá del 
régimen político, depende de los distintos estilos de liderazgo de los res-
pectivos jefes de gobierno (Chasquetti, 1997; Lanzaro, 2003) y de las ca-
racterísticas personales de los socios que les toquen en suerte. Tener en 
cuenta todas estas advertencias respecto al vínculo entre instituciones y 
actores es de la mayor importancia para analizar la formación de la Coa-
lición Multicolor durante la campaña electoral, su dinámica actual y sus 
perspectivas futuras.

3. La construcción de la Coalición Multicolor

Aunque sus dirigentes recién terminaron de acordar la distribución de 
cargos en abril de 2020, puede considerarse que la Coalición Multicolor 
(cm) quedó oficialmente conformada el 5 noviembre de 2019, cuando Luis 
Lacalle Pou (pn), Ernesto Talvi (Partido Colorado [pc]), Guido Manini Ríos 
(ca), Pablo Mieres (Partido Independiente, [pi]) y Edgardo Novick (Partido 
de la Gente, [pg]), en nombre de sus respectivas organizaciones políticas, 
suscribieron el documento Compromiso por el país. En él, anunciaron su 
disposición a respaldar en el balotaje de noviembre la candidatura pre-
sidencial de Luis Lacalle Pou y a conformar una coalición de gobierno 
para impulsar el conjunto de políticas detalladas en ese documento.4 La 
firma del programa de la coalición estuvo precedida, a su vez, de un largo 
y complejo proceso político durante el cual se fueron sentando las bases 
del acuerdo. Como se verá a continuación, algunos factores facilitaron la 
experiencia coalicional. Otros, en cambio, la dificultaron.

3	 La traducción nos corresponde.

4	 Véase https://www.enperspectiva.net/documentos/compromiso-pais-documento-base-del-pro-
grama-conjunto-la-coalicion-liderada-pn/
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3.1. Factores que facilitaron la conformación de la coalición: 
liderazgo, experiencia previa, ideología

3.1.1. Liderazgo

No hay forma de explicar la construcción de la coalición sin repasar la 
estrategia política desplegada por un conjunto de líderes políticos, entre 
los que se destacan Luis Lacalle Pou y Julio María Sanguinetti. A ellos les 
correspondió liderar la implementación de una estrategia cuyas bases se 
delinearon mucho antes. La propuesta de construir una coalición para 
derrotar al Frente Amplio (fa) se remonta a la instalación de la regla del 
balotaje, incorporada a la Constitución en 1997, y a su estreno en la elec-
ción de 1999. En ese momento, teniendo en cuenta que la candidatura de 
Tabaré Vázquez (fa) había obtenido 40 % de los votos en primera vuelta, 
para hacer posible la victoria de la candidatura presidencial de Jorge Bat-
lle, el pn y el pc firmaron un documento titulado Compromiso programático, 
de cara a la disputa del balotaje entre Batlle y Vázquez.

Durante las tres elecciones siguientes (2004, 2009, 2014), el fa obtuvo 
mayoría en las dos cámaras. En esas circunstancias, los balotajes de 2009 
y 2014 fueron testimoniales. La elección de octubre de 2019 dejó, en cam-
bio, un escenario completamente distinto al de las tres anteriores, muy 
similar al de 1999, en donde el bloque de centroderecha partía con ventaja. 
Para asegurar su victoria, Lacalle Pou debía hacer lo mismo que Batlle 
veinte años antes: conformar una coalición en torno a un acuerdo pro-
gramático interpartidario.

Lacalle Pou no necesitó remontarse a 1999 para recuperar la propuesta de 
un gobierno de coalición. Luego de la llegada del fa al gobierno, varios 
dirigentes empezaron a reclamar que los partidos tradicionales generaran 
una oferta electoral común para competir con el fa en mejores condicio-
nes.5 Diez años después, a fines de 2015, Jorge Larrañaga comenzó una se-
rie de contactos de alto nivel para para explorar la posibilidad de empezar 
a tejer un acuerdo con otros partidos para generar una propuesta política 
«posfrentista». Se reunió con Pedro Bordaberry (pc) y Edgardo Novick 

5	 Véase por ejemplo la columna del dirigente colorado Carlos Ramela: «Los cimientos funda-
cionales», El Observador, 13 de mayo de 2005. En el pasaje medular puede leerse: «Por esas 
razones, ha llegado la hora de que los partidos fundacionales, sin perder su esencia y su propia 
individualidad, busquen la manera objetiva e institucional, de actuar juntos en la política 
nacional».
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(pg)6 y más tarde con Pablo Mieres (pi).7 Lacalle Pou apoyó públicamente la 
búsqueda de acuerdos formulada por Larrañaga (pn): «comparto la inicia-
tiva de Larrañaga»; «derribar muros y caminar hacia el otro», escribió 
en Twitter el 4 de diciembre de 2015. Además, Lacalle Pou, en la misma 
época pero en privado, comenzó a plantear la necesidad de una mayor 
coordinación interpartidaria a varios dirigentes.8

La necesidad de una coalición subió un escalón más en la agenda pública 
algunos años después gracias a una iniciativa de Julio María Sanguinetti 
(pc). El 28 de mayo de 2018 el expresidente invitó a Larrañaga y Lacalle 
Pou a una reunión para conversar sobre este tema.9 A partir de ese 
momento, las referencias a la necesidad de una coalición «inédita en la 
historia política nacional, de cuatro o cinco partidos», fueron cada vez 
más frecuentes en el discurso de Lacalle Pou.10

El dirigente nacionalista también acuñó la expresión de «parlamenta-
rismo 3.0» para referirse a cómo se imaginaba un gobierno alternativo 
al del fa, con una mayoría parlamentaria construida sobre la base de un 
acuerdo entre varios partidos y reflejada en la integración del gabinete 
presidencial en el que, desde su punto de vista, sería ideal que estuvieran 
presentes los principales referentes de cada partido de la coalición. Du-
rante toda la campaña electoral, Lacalle Pou insistió en la importancia 
de ir tejiendo vínculos personales de modo de facilitar la coordinación 
política. Para enfatizar que la gobernabilidad sería posible, hizo campaña 
exhibiendo los programas electorales de los futuros socios. También evitó 
entrar en polémicas con los líderes de sus potenciales socios partidarios.11 
En particular, y pese a recibir algunas críticas y reproches, evitó pole-
mizar públicamente con Ernesto Talvi (pc). La noche del 27 de octubre 
de 2019, una vez que se confirmó que Lacalle Pou debería disputar un 
balotaje con Daniel Martínez (fa), Talvi, Manini Ríos, Mieres y Novick 
comprometieron su apoyo a la candidatura presidencial del candidato na-

6	 Véase https://www.elobservador.com.uy/nota/larranaga-y-bordaberry-buscan-coinci-
dencias-201512920170; https://www.elobservador.com.uy/nota/larranaga-y-novick-bus-
can-puntos-de-acuerdo--2015121518500

7	 Véase https://www.elpais.com.uy/informacion/larranaga-mieres-avanzan-agenda.html

8	 Véase https://www.elobservador.com.uy/nota/empieza-a-caminar-propuesta-de-larrana-
ga-para-alianza-opositora-2015127500

9	 La reunión se realizó en el despacho de Lacalle Pou en el Senado. Véase https://www.elobserva-
dor.com.uy/nota/sanguinetti-larranaga-y-lacalle-pou-se-reunen-en-cumbre-de-la-oposi-
cion-2018528500

10	 Véase https://www.telenoche.com.uy/nacionales/lacalle-pou-propone-coalicion-de-cuatro-partidos

11	 Véase, por ejemplo, https://www.180.com.uy/articulo/80576_las-coincidencias-la-laca-
lle-pou-con-los-otros-programas&ref=delsol
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cionalista. Lacalle Pou, a su vez, agradeció este apoyo y anunció una vez 
más la inminente conformación de una inédita coalición «multicolor».

3.1.2. Experiencia previa

El segundo factor que facilitó la construcción de la coalición es la expe-
riencia previa de acuerdos entre blancos y colorados, que se remonta al 
siglo xix. No faltaron enfrentamientos ni guerras en la historia política 
del Uruguay. Pero tampoco han faltado los pactos entre caudillos ni las 
negociaciones sobre cargos y políticas públicas entre partidos rivales. Los 
partidos fundacionales pactaron la distribución de la influencia política en 
el territorio desde la Paz de Abril de 1872. Más tarde, en el contexto de la 
instauración de la poliarquía, negociaron la reforma de la Constitución de 
1830 (Buquet y Moraes, 2018; Corbo 2019). Desde la entrada en vigencia 
de la Constitución de 1918 hasta la elección de 1971, la fraccionalización 
de los partidos tuvo como corolario que los presidentes buscaran construir 
acuerdos con fracciones de otros partidos (Caetano y Rilla, 1995).

La irrupción del fa en 1971 generó un nuevo escenario. A partir de ese mo-
mento los presidentes colorados o nacionalistas siempre se vieron obligados 
a obtener el apoyo de su adversario histórico para generar mejores con-
diciones de gobernabilidad (Chasquetti, 1999). En ambas transiciones, de la 
democracia al autoritarismo y viceversa, la importancia de los acuerdos in-
terpartidarios estuvo presente. A pesar de las denuncias de fraude electoral 
(Corbo, 2009), Bordaberry (pc) logró el Acuerdo Nacional, una coalición con 
la minoría blanca. En 1984, Julio María Sanguinetti (pc) propuso sin éxi-
to formar un gobierno de «unidad nacional». Durante los tres gobiernos 
siguientes, la lógica coalicional se profundizó. En el siguiente período de 
gobierno, el presidente Lacalle Herrera (pn) buscó construir una «coalición 
a la Europea». Llegó a poner a consideración de los líderes de las distintas 
fracciones coloradas un documento programático (las Bases del acuerdo). Sin 
embargo, este documento no fue formalmente aprobado por los colorados.12 
De todos modos, se concretó la Coincidencia Nacional, una coalición que 
permitió la participación de dirigentes colorados en el gabinete que repre-
sentaban distintos niveles de respaldo al proyecto presidencial.

En diciembre de 1994, concretado el apretado triunfo del pc, el presidente 
electo (por segunda vez), Julio M. Sanguinetti, y el candidato a la presidencia 

12	 Este documento, elaborado por el herrerismo, fue puesto a consideración de Jorge Pacheco, 
Enrique Tarigo y Jorge Batlle el 22 de enero de 1990 (Mancebo, 1990, p. 36).
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más votado del pn, Alberto Volonté, acordaron instalar equipos técnicos 
para discutir propuestas de reforma en diversas áreas. Volonté, pese a 
la reticencia del presidente saliente, Lacalle Herrera, insistió en que era 
necesario ir más allá de la «gobernabilidad» para pasar a un verda-
dero «cogobierno». En estas conversaciones, se sentaron las bases de 
las políticas públicas implementadas durante ese gobierno, que fueron la 
resultante de transacciones entre los socios y no la mera ratificación de 
las propuestas iniciales del presidente electo. En particular, Sanguinetti 
concedió a los nacionalistas la ratificación de la política monetaria y cam-
biaria iniciada en 1990 (Podetti, 2003, pp. 75-112).

La última experiencia de coalición previa a la liderada por Lacalle Pou se 
verificó entre marzo de 2000 y octubre de 2002. La coalición nació ofi-
cialmente el 9 de noviembre de 1999, cuando Jorge Batlle, candidato a la 
presidencia por el pc, aceptó las propuestas programáticas elaboradas por 
el pn. A diferencia de la coalición anterior, que funcionó sin mayores ten-
siones, la nueva coalición operó bajo presión. Para explicar la diferencia 
no alcanza con tener en cuenta el creciente deterioro económico que vi-
viera el país en esos tres años. Además, hay que incorporar al análisis que 
los herreristas interpretaron que una parte de la magra votación obtenida 
por el partido en 1999 se debió a la mimetización del pn con el pc durante 
la segunda presidencia de Sanguinetti. Lacalle Herrera y Batlle, pese a 
sus afinidades ideológicas, tuvieron un vínculo más tenso que Volonté y 
Sanguinetti (Chasquetti y Garcé, 2005; Schettini, 2009). En suma, desde 
la ruptura del presidencialismo en 1971 hasta marzo de 2020, es decir, 
sobre un total de 420 meses de gobiernos democráticos, hubo coaliciones 
durante 163 (39 %) (tabla 1).
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Tabla 1: Coaliciones de gobierno 1971-2019

Presidencia Período Tipo de coalición Asamblea Meses

Bordaberry 1 Junio 1972 - Octubre 1972 Mayoritaria 50 % 4

Bordaberry 2 Octubre 1972 - Junio 1973 Minoritaria 38 % 8

Lacalle Herrera 1 Marzo 90 - Mayo 91 Mayoritaria 65 % 15

Lacalle Herrera 2 Mayo 91 - Marzo 93 Minoritaria 48 % 21

Lacalle Herrera 3 Marzo 93 - Marzo 95 Minoritaria 31 % 24

Sanguinetti Marzo 95 - Marzo 2000 Mayoritaria 65 % 60

Batlle Marzo 2000 - Octubre 2002 Mayoritaria 55 % 31

Lacalle Pou Marzo 2005 - (en curso) Mayoritaria 57 % ?

 
Fuente: Elaboración propia a partir de Caetano y Rilla (1995),  

Chasquetti (1999) y Chasquetti y Garcé (2005).

3.1.3. Ideología

La ideología también facilitó la construcción de la coalición. Tanto los 
partidos que la componen como los electores que la apoyaron tienen 
coincidencias significativas en términos ideológicos y programáticos. Las 
tres últimas encuestas a parlamentarios disponibles ofrecen evidencia 
contundente en cuanto a la superposición de colorados y nacionalistas. 
También es conclusiva la evidencia en cuanto a la distancia ideológica 
respecto al fa. El caso del pi es especial. En la encuesta de 2013, hubo dos 
parlamentarios entrevistados y ambos se ubicaron en la centroizquierda. 
Repetidamente, su principal líder, Pablo Mieres, se ha definido en esos 
términos.13

13	 Véase por ejemplo https://ladiaria.com.uy/politica/articulo/2020/1/pablo-mieres-sobre-el-
acuerdo-de-la-coalicion-si-el-partido-de-la-gente-y-cabildo-abierto-lo-firmaron-ten-
dran-que-cumplirlo/ (última vez consultado 24/8/2021)
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Tabla 2: Autoidentificación ideológica de legisladores  
(2010, 2013 y 2016)14

FA PN PC

2010 3,38 6,24 6,33

2013 3,67 5,64 5,88

2016 1,59 5,25 4,88
 

Fuente: 2010. Encuesta pela. 2013: López Burian (2015). 2016: Encuesta pela.

La convergencia ideológica puede comprobarse, también, examinando las 
plataformas electorales de 2019. Albertoni y Vallejo Vega (2019) hicieron 
un análisis cuantitativo del contenido de los programas del fa, el pn, el pc, 
ca y el pi. Según los autores, «parecen existir consensos claros entre los 
partidos que hoy le disputan el poder al fa». Y agregan:

Asimismo, cuando se realiza un análisis en profundidad de diferentes 
ejes temáticos (Economía, Empleo, Competitividad, Inseguridad, Inser-
ción Comercial) se comienzan a ver algunas variaciones importantes 
como, por ejemplo, que la cercanía de posiciones que existe entre Cabildo 
Abierto y el Frente Amplio en algunos temas centrales tales como la eco-
nomía e inserción comercial. Para los demás ejes temáticos este trabajo 
confirma una alta concordancia en las posiciones sobre políticas públicas 
entre pc, pi y pn. (p. 3).

Finalmente, existe también una superposición significativa entre los elec-
tores de la cm. El electorado «multicolor» se ubica predominantemente al 
centro o derecha de la escala de autoidentificación ideológica (gráfico 2).

14	 Para 2010, la información comprende a 40 legisladores del fa, 23 del pn y 14 del pc. Para 2013, a 
66 parlamentarios del fa, 35 del pn y 19 del pc. Para 2016, los datos son sobre 35 legisladores del 
fa, 21 del pn y 9 del pc. La escala va de 1 (extrema izquierda) a 10 (extrema derecha).
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Gráfico 1: Autoidentificación ideológica de  
los votantes de la cm (2019)

Nota: escala del 1 al 10 donde 1 es izquierda y 10 es derecha. 1-2 Izquierda; 3-4 centroiz-
quierda; 5-6 centro; 7-8 centroderecha; 9-10 derecha.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de  
Opción Consultores (encuestas 2019).

3.2. Factores que dificultaron la formación coalicional: reno-
vación de liderazgos y competencia hacia octubre

El principal obstáculo para la construcción de la coalición fue la renova-
ción y multiplicación de la oferta de partidos y liderazgos. Las elecciones 
primarias arrojaron como resultado una fuerte renovación al dilucidarse 
las candidaturas presidenciales de los partidos y anunciaron en el horizonte 
una fragmentación partidaria al interior de la oposición mayor que la ini-
cialmente prevista (véase el capítulo II.1). Dos figuras inesperadas aparecie-
ron en el horizonte de Lacalle Pou como eventuales socios. En el pc, Ernesto 
Talvi venció a Julio María Sanguinetti. A su vez, en su estreno absoluto en 
la arena electoral, ca obtuvo cerca de 50.000 votos, un resultado impactante 
en el marco de una elección voluntaria y de un partido nuevo que se pre-
sentaba a las primarias con la candidatura única del ex comandante en jefe 
del Ejército, Guido Manini Ríos (véase el capítulo III.1).

La excelente votación de Talvi en la interna colorada supuso un enor-
me estímulo a sus ambiciones políticas. A partir de julio, el nuevo 
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líder se puso como meta superar en intención de voto a Lacalle Pou: «El 
Partido Colorado va a octubre para ganar, va a octubre para estar en el 
balotaje».15 El candidato colorado realmente pensaba que podía lograr 
esta meta. Esto contrastaba con la visión de Julio María Sanguinetti, que 
tempranamente había asumido que el pn contaba con posibilidades muy 
superiores de triunfo (en 2018 llegó a definir a Lacalle Pou como «pre-
presidente» mientras simultáneamente se autodefinía como «expresi-
dente»).16 En cambio, Talvi en varias oportunidades había manifestado 
que la etapa más difícil del ciclo electoral era la primaria («estamos com-
pitiendo contra una leyenda del Partido Colorado», «nuestro grupo es el 
más difícil para clasificar», «vamos a ganar en los descuentos, con gol de 
cabeza en el área chica»).17 A partir de allí, según su interpretación, cada 
etapa (octubre y noviembre) sería más sencilla que la anterior. Algunas 
encuestas divulgadas durante el mes de julio, que mostraban el ascenso 
del Partido Colorado, alentaron fuertemente esta expectativa.18

Durante la campaña hacia octubre, para acortar la distancia con el pn, Tal-
vi no dudó en marcar diferencias: criticó la propuesta de luc («una lista 
de supermercado»), el enfoque «evolucionista» de Lacalle Pou («¿evo-
lucionar hacia dónde? Vamos para abajo, hacia el fondo del abismo»), y 
no ocultó su profunda molestia por no haber sido invitado a participar en 
el debate pactado entre Lacalle Pou y Daniel Martínez («se cocinaron esto 
entre ellos», «faltó el mapa del futuro»).19

En cuanto a la irrupción de ca, la plataforma del nuevo partido coinci-
día, grosso modo, con la de los partidos fundacionales en los principales 
asuntos de la campaña: desde el giro hacia la «mano dura» en seguridad 
hasta el reclamo de una reforma educativa, pasando por la apuesta al for-
talecimiento de la rentabilidad del sector empresarial. Sin embargo, esta 
novedad en el tablero político no fue bien recibida por sectores como el 
talvismo y el pi, dadas las fuertes discrepancias entre unas y otras agru-
paciones en algunos temas relevantes de política pública (como en los 

15	 Véase https://espectador.com/aldia810/entrevistas/ernesto-talvi-me-separan-oceanos-enor-
mes-con-el-general-manini

16	 https://www.elobservador.com.uy/nota/sanguinetti-respaldo-a-lacalle-pou-y-lo-trato-co-
mo-prepresidente--201812614119

17	 Véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/talvi-dice-pese-encuestas-ganara-in-
terna-descuentos-gol-cabeza.html

18	 Véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/martinez-lidera-elecciones-hay-empa-
te-lacalle-talvi-radar.html

19	 Véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/talvi-molesto-confirmacion-deba-
te-martinez-lacalle-simulan-existimos.html
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vinculados a la nueva agenda de derechos), la fuerte conexión de ca con la 
llamada «familiar militar», el estilo de liderazgo de su princial referente 
(Guido Manini Ríos) y la inexperiencia de la mayoría de las figuras que 
compitieron por cargos parlamentarios en octubre.

Por su peso político, las diferencias entre Talvi y Manini son particular-
mente destacables como factores que entorpecieron el armado coalicional. 
Durante la campaña hacia octubre, cada vez que Talvi era consultado por 
la perspectiva de un gobierno de coalición, dejaba claro que se imaginaba 
un gobierno de tres partidos: pc, pn y pi. Esos tres partidos tenían historia, 
programas coincidentes y actitudes previsibles. En cambio, Talvi mostra-
ba dudas respecto a qué podía esperarse del pg y de ca. Estos proyectos po-
líticos, según Talvi, no pasaban de ser «unipersonales». Fue Manini Ríos 
quien recibió las críticas más duras. Talvi dejó en claro varias veces que 
lo separaba un «océano» de ca y de su líder, llegando incluso a admitir 
que se encontraba más cercano ideológicamente al candidato presidencial 
frentista (Daniel Martínez) que a Manini.20

Las críticas de Talvi, a su vez, fueron contestadas por Manini. El can-
didato de ca respondió que «en política, la soberbia es mala consejera. 
Parecería que no le alcanza con ningunear a sus compañeros de partido 
que ahora se arroga el derecho de abrir o no la puerta». «Me parece cierto 
desubique dicho desde la soberbia de ciertas personas que se arrogan el 
derecho de invitar a la mesa», dijo, y añadió que participaría de la «ca-
rrera electoral» para «llegar a ser nosotros los que pasemos al balotaje, 
y seríamos en todo caso quienes encabecemos un gobierno de coalición y 
(se lo) ofreceremos a quien queramos».21

El pi, por último, transitó hacia octubre sumergido en distintos proble-
mas. En primer lugar, fracasó su operación de construcción de un «polo 
socialdemócrata».22 La Alternativa, una alianza entre el pi y pequeños 
grupos de centroizquierda escindidos de otros partidos, se desarmó el 31 
de marzo, apenas dos semanas después de haber proclamado su fórmula 
presidencial (Pablo Mieres-Selva Andreoli). En segundo lugar, la irrup-
ción de Talvi en el pc, con un inesperado perfil socialdemócrata, generó 
un riesgo real de fuga de votantes centristas, finalmente concretado en 

20	  Véase https://www.youtube.com/watch?v=c9ErzM3dS9E

21	 Véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/talvi-manini-rios-sacan-chispas-even-
tual-coalicion-politica.html

22	 Véase https://www.lr21.com.uy/politica/1396422-partido-independiente-retira-alternati-
va-balotaje-formula
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las urnas. En tercer lugar, la presencia de Manini (ca), y su eventual 
participación en un gobierno de coalición, generaba molestias entre los 
independientes. Tan intensa era la desconfianza que, en plena recta final 
de la campaña hacia octubre, Mieres declaró: «Yo con Manini Ríos no 
puedo hacer un acuerdo político, hacer una coalición con Cabildo Abierto. 
El Partido Independiente tiene señales de identidad muy distintas», «te-
nemos diferencias sustanciales» y «hay gente en el entorno de Manini 
Ríos que está vinculada a la dictadura y además la reivindica».23

En suma, la renovación de liderazgos y el surgimiento de un partido 
totalmente nuevo que desde las mismas elecciones internas se posicionó 
fuertemente en el mapa electoral, generaron un escenario especialmente 
complejo. La competencia de Talvi con Lacalle Pou por ingresar al ba-
lotaje dificultó a su vez establecer mecanismos de cooperación antes de 
octubre entre blancos y colorados. La distancia personal y política entre 
Manini Ríos, por un lado, y Talvi y Mieres, por el otro, volvió más difícil 
todavía instalar en la opinión pública que era posible construir una coa-
lición estable que incluyera a todos estos actores. Lacalle Pou, de todos 
modos, logró su objetivo de conformar la coalición apenas conocidos los 
resultados de la primera vuelta. La «foto de familia» demoró todavía un 
poco más. Los cinco líderes de los partidos de la coalición recién com-
partieron el estrado de un acto político el 11 de noviembre, apenas dos 
semanas antes de la segunda vuelta.24

23	 Véase https://www.montevideo.com.uy/Noticias/Pablo-Mieres--Con-Manini-Rios-no-va-
mos-a-hacer-nunca-un-acuerdo--uc732916

24	 Véase https://www.elobservador.com.uy/nota/la-coalicion-se-saco-la-foto-y-lacalle-pou-pin-
to-el-blanco-para-ponerse-multicolor-20191110192936
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4. La coalición en acción: cargos, pandemia y luc

Concretado el primer objetivo de la coalición, el triunfo electoral en el 
balotaje, sus primeros siete meses de funcionamiento (de diciembre a ju-
lio) estuvieron concentrados en tres grandes asuntos: la negociación por 
cargos, la gestión de la pandemia y la luc. Se podría agregar a estos ejes un 
asunto adicional: la renovación de un acuerdo electoral para Montevideo, 
finalmente concretado (luego de varios desencuentros) a partir de una 
candidatura única bajo el paraguas de uno de los socios menores.

4.1.  La negociación por cargos: un proceso complejo,  
	   una distribución esperada

La negociación de los más de 500 cargos políticos y de confianza que de-
bían repartirse los socios de la cm siguió una lógica secuencial: en diciem-
bre de 2019 fueron confirmadas las principales figuras ministeriales y en 
el correr de los siguientes meses se completaron otras vacantes en el resto 
de las reparticiones estatales. En este segundo nivel se dieron los mayores 
problemas: largas demoras para la designación de varios puestos claves, 
fricciones entre los principales socios por la cantidad y calidad de cargos 
otorgados; renuncias express a raíz de expresiones vertidas en redes so-
ciales por los jerarcas designados (que afectaron especialmente algunos 
nombramientos realizados por ca) o cuestionamientos por designaciones 
sin perfil idóneo para el cargo.25

A la hora de la distribución de cargos, presidencia tuvo un especial cui-
dado de respetar el apoyo político conseguido por los distintos partidos 
y sus fracciones durante la elección de octubre. El valor del índice de 
congruencia del gabinete (tomando como unidad de base las fracciones 
partidarias) es de 0,807, uno de los más altos desde 1985 a la fecha.26 La 
proporcionalidad entre cargos en el Parlamento y en el Poder Ejecutivo, 
considerando entes autónomos y servicios descentralizados, es también 
muy alta como muestra el gráfico 2.

25	 Para una crónica de los distintos diferendos surgidos en la negociación por cargos, véase ht-
tps://www.elobservador.com.uy/tag/ministerios

26	 Véase https://parlamentosite.wordpress.com/2020/02/24/el-parlamento-de-la-alternan-
cia-examen-de-la-49o-legislatura/
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Gráfico 2: Peso de los socios de la cm en cargos  
legislativos y ejecutivos

Fuente: Elaboración propia con base en datos calculados por Alejandro Guedes  
(https://www.elobservador.com.uy/nota/la-marcha-de-la-coalicion-202073121370)

Por su relevancia, las designaciones ministeriales merecen un análisis 
detallado. Cuando el 14 de diciembre se conoció la distribución ministe-
rial por partidos y sectores, no hubo mayores sorpresas ni en términos 
cuantitativos ni en términos cualitativos. En números, considerando los 
39 cargos principales de los ministerios (ministro, subsecretario y di-
rector general), 26 quedaron en manos del partido del presidente, 12 se 
dividieron equitativamente entre los dos principales socios (cuya votación 
en octubre fue muy similar) y el restante fue al pi, uno de los socios 
pequeños. En cuanto a las cabezas ministeriales, la lógica fue similar: 7 
ministros del pn, 3 del pc, 2 de ca y uno del pi (tabla 3).27

Desde principios de la campaña, Lacalle Pou había anunciado que manten-
dría para su partido algunos ministerios en caso de obtener la presidencia: 
Economía, Educación, Desarrollo Social, Interior y Defensa.28 Respaldado por 
el hecho de haber obtenido más de la mitad de los votos del bloque multicolor, 
el presidente plasmó su ambición y guardó para el pn otros dos ministerios: 
Transporte y Obras Públicas e Industria y Energía. Con la excepción de la 
cartera de Interior (encabeza por su rival en las internas de 2014 y 2019, Jorge 
Larrañaga), en el resto de los casos los ministerios blancos quedaron enca-

27	 https://www.elobservador.com.uy/nota/nuevo-gabinete-seis-cargos-para-pc-seis-para-ca-
bildo-abierto-y-26-para-blancos-201912161930

28	 https://ladiaria.com.uy/politica/articulo/2019/1/los-cinco-ministerios-clave-para-laca-
lle-pou-si-gana-las-elecciones/
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bezados por figuras muy cercanas al presidente: Azucena Arbeleche, Pablo 
da Silveira, Pablo Bartol, Javier García, Luis Alberto Heber y Omar Paganini.

Respecto al pc, de los tres ministerios asignados dos correspondieron a Ciu-
dadanos (Ganadería, Agricultura y Pesca; Relaciones Exteriores) y el restante 
a Batllistas (Turismo). ca accedió a dos carteras, Salud y Vivienda, aunque 
la primera con mucha menor autonomía relativa que la segunda, dado que 
en Salud Pública Lacalle Pou reservó cargos estratégicos para jerarcas de 
su propio partido (como la subsecretaría del Ministerio y la presidencia de 
asse). Finalmente, mientras el pi obtuvo el Ministerio de Trabajo, no hubo 
designaciones para el pg. Si bien este partido tuvo una votación similar al pi, 
su situación poselectoral era totalmente distinta: su principal líder (Edgardo 
Novick) no tenía intenciones de continuar en la política ni ejercer cargos y 
su oferta de elencos de gestión era notoriamente inferior a la del pi. Aunque 
hay figuras del pg integrando el Poder Ejecutivo, en términos cualitativos su 
relevancia es mucho menor que la del pi.

Tabla 3: Características de los ministros al comienzo del gobierno29

Ministerio Partido del  
ministro Sector Perfil Partido del  

subsecretario

Economía PN Todos Técnico PN

Desarrollo Social PN Todos Técnico PN

Interior PN Alianza Político PN*

Defensa PN Todos Político CA

Transporte y Obras Públicas PN Todos Político PN

Industria, Energía y Minería PN Todos Técnico PC

Educación PN Todos Técnico PN

Ganadería, Agricultura y Pesca PC Ciudadanos Técnico PN

Relaciones Exteriores PC Ciudadanos Político PC

Turismo PC Batllistas Político PN

Vivienda CA - Político PC

Salud CA - Técnico PN

Trabajo y Seguridad Social PI - Político PN

 
* Guillermo Maciel estuvo largamente vinculado al Partido Colorado,  

pero confirmada la candidatura presidencial de Talvi se integró  
al equipo de asesores de Lacalle Pou.

29	 Para una semblanza de los ministros, véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/
luis-lacalle-pou-instalo-gabinete-ministros-mira.html
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4. 2. Los líderes de la coalición y las ofertas ministeriales: 
        una disyuntiva crucial

Un aspecto clave que tuvo el proceso de designaciones ministeriales fue la 
invitación de Lacalle Pou a varios de sus antiguos competidores para en-
cabezar algunas de las reparticiones ofrecidas. Lacalle Pou ofreció enca-
bezar un ministerio a su principal adversario en la interna del pn durante 
una década, Jorge Larrañaga, y a tres de sus rivales de octubre y socios 
de noviembre: Ernesto Talvi, Guido Manini Ríos y Pablo Mieres. Con esta 
oferta, Lacalle Pou probablemente apostó a una duración más estable y 
compacta de la coalición y a evitar la agudización de los disensos internos 
en el bloque, dándoles al mismo tiempo a sus socios una interesante opor-
tunidad de visibilidad y fortalecimiento de liderazgo, un incentivo nada 
menor pensando en 2024. El presidente tomó en cuenta la experiencia 
del último gobierno blanco (1990-1995), en donde los ministros colorados 
propuestos al gobierno eran figuras de escaso peso político, aspecto que 
fue valorado en ese entonces por el presidente Lacalle Herrera como una 
señal ambigua de compromiso de su socio de gobierno.

Los cargos ofrecidos, además, guardaban lógica con los antecedentes y 
fortalezas de sus socios. Larrañaga había liderado en solitario un plebis-
cito de reforma constitucional que introducía diversos cambios en mate-
ria de seguridad, con un resultado agridulce: pese a que ninguno de los 
candidatos presidenciales apoyó su iniciativa, el sí a la reforma arañó el 
triunfo con 47 % de los votos. Manini Rios se había desempeñado como 
director del Hospital Militar y como director de Sanidad Militar, ante-
cedentes que utilizó como una de sus principales cartas de presentación 
durante la campaña electoral.30 Talvi había enfatizado durante la campaña 
en la necesidad de profundizar la integración comercial del Uruguay con 
el mundo y proponía profesionalizar la gestión diplomática,31 al tiempo 
que gozaba de una interesante red de contactos y un importante prestigio 
fuera de fronteras. Mieres, finalmente, era reconocido por interlocutores 
sindicales y empresariales como una figura dialoguista que podría contri-
buir a la mediación estatal respecto a un asunto crítico como las relacio-
nes entre capital y trabajo.32

30	 Véase por ejemplo la entrevista a Manini en el ciclo «De cerca»: https://www.youtube.com/
watch?v=co23FP4zPxo

31	 https://www.elobservador.com.uy/nota/talvi-quiere-cambiar-imagen-de-que-diplomati-
cos-andan-de-coctel-en-coctel--201941575725

32	 «Pablo Mieres es un humanista cristiano, tiene sensibilidad con el trabajo, lo escuché en la sede 
del pit-cnt hablar de la negociación colectiva y tiene criterios claros», declaró Fernando Perei-
ra, presidente del pit-cnt, pocos días después del triunfo de la cm en el balotaje. https://www.
radiomontecarlo.com.uy/2019/11/26/entrevista-930/fernando-pereira-yo-que-soy-cristia-
no-lo-deseo-a-mieres-como-ministro-de-trabajo/



341

¿Por qué la respuesta de tres de los cuatro socios fue positiva mientras 
que la de Manini fue negativa? ¿Por qué, al comenzar julio de 2020, Talvi 
abandonó la cancillería mientras Larrañaga y Mieres seguían firmes en 
sus cargos? Es evidente que los mayores incentivos para una respuesta 
favorable y una extensa duración en sus ministerios los tenían Larrañaga 
y Mieres. Encabezar la cartera de Interior representaba una excelente 
oportunidad para Larrañaga. Una gestión exitosa en un área de extrema 
sensibilidad para la opinión pública podría ayudarlo a volver a disputar 
la nominación presidencial en 2024. Para Mieres, en tanto, las ventajas 
también eran evidentes. Tras un crítico resultado electoral que otorgó al pi 
un solo diputado en el Parlamento, la mejor (y quizá única) oportunidad 
para Mieres de preservar su visibilidad política y la de su partido estaba 
dada por la asunción de un cargo central en el gobierno.

El panorama era menos evidente para Talvi y Manini. Ingresando al gabi-
nete podrían gestionar áreas claves de gobierno y adquirir experiencia en 
la gestión y protagonismo político. Sin embargo, las desventajas y los riesgos 
eran también evidentes. El primer riesgo, derivado directamente del for-
mato institucional presidencialista, era el de aparecer públicamente como 
subordinados al presidente de la República. Además, aceptar ser ministros 
tenía dos riesgos adicionales derivados de no ejercer como senadores. Tanto 
Ciudadanos como ca tienen bancadas de legisladores bastante numerosas y, 
en varios casos, integradas por figuras con escasos antecedentes políticos 
(un hecho especialmente relevante en el caso de ca). La presencia de los 
principales líderes en el Senado garantizaba una mayor solidez y consis-
tencia en la actuación de estas nuevas bancadas parlamentarias. A su vez, 
mientras ejercer un ministerio conduce necesariamente a la focalización 
del liderazgo en los asuntos de una cartera particular, el ejercicio en el Se-
nado permite un posicionamiento más integral ante la opinión pública, lo 
que hace posible marcar libremente las concordancias y los matices ante el 
gobierno en todos los temas relevantes. Pocas horas antes de concretarse las 
designaciones ministeriales, Manini declaró al semanario Crónicas:

Un ministerio es muy absorbente, se refiere a una parte del problema 
de la gente y no deja libertad para actuar en los otros aspectos. ca es un 
partido en formación, tenemos que hacer un trabajo muy intenso para 
darle la estructura necesaria y en eso yo tengo un rol muy importante 
a cumplir, por esto entendí que no era lo mejor estar en el gabinete.33

33	 http://www.cronicas.com.uy/portada/manini-rios-no-hubo-suficiente-transparen-
cia-en-los-gobiernos-del-fa-pero-llego-el-momento-de-investigar-a-fondo/
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El tiempo mostró que el riesgo de la subordinación al presidente podía 
ser mucho más que hipotético. Lacalle Pou eligió un estilo de liderazgo 
presidencial enérgico, activo, que privilegia los acuerdos con cada mi-
nistro sobre el funcionamiento del Consejo de Ministros. Tampoco quiso 
instalar una mesa política de coordinación con sus socios para acordar 
lineamientos estratégicos del gobierno en un formato radial («rueda de 
carro», según la expresión de Bottinelli).34

En términos de la gestión ministerial, este formato fuertemente anclado 
y supervisado por presidencia implicaba el riesgo de tensiones con la 
autoridad presidencial. Los hechos que desembocaron en la intempestiva 
renuncia de Talvi a cuatro meses de comenzada su gestión confirman 
esta interpretación. Aunque ejercer una cartera ministerial no fuera ne-
cesariamente imposible de conciliar con el formato establecido por pre-
sidencia, sí era evidente que los riesgos de una renuncia temprana eran 
más altos que en caso de haber existido un formato de funcionamiento 
coalicional basado en una cooperación más horizontal entre los socios y 
en mayores niveles de autonomía para las carteras ministeriales.

Aunque las respuestas de Talvi y Manini fueron diferentes, ambas figuras 
y sus principales asesores parecieron estar al tanto de las ventajas y des-
ventajas que cada camino ofrecía. No por casualidad, al recibir Talvi la 
oferta del presidente para Cancillería, surgieron voces en Ciudadanos que 
recomendaban declinar la oferta y otras que aprobaban la aceptación.35 La 
decisión final de ambas figuras, por tanto, no estaba escrita de antemano 
en la estructura de incentivos, sino que fue, probablemente, el resultado 
de una compleja interacción de factores: el temperamento de los líderes, 
las características de cada agrupación, el relacionamiento entre los líderes 
y sus apoyos dirigenciales, los tipos de carteras ministeriales ofrecidas a 
cada uno, entre otros. La rápida renuncia de Talvi no prueba la necesaria 
incompatibilidad entre liderar un partido de la coalición y ejercer un 
ministerio. Prueba, en todo caso, que las particularidades del liderazgo de 
Talvi volvían de alto riesgo su ejercicio de una cartera ministerial en el 
formato de gestión del actual gobierno.

34	 Véase por ejemplo https://www.elobservador.com.uy/nota/una-rueda-de-carro-sin-llan-
ta-2020124215656

35	 Véase https://ladiaria.com.uy/politica/articulo/2019/11/ciudadanos-debate-si-ernesto-tal-
vi-deberia-ser-canciller-o-senador/
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4.3. La pandemia: un problema y una oportunidad inesperados

El jueves 12 de marzo de 2020, las portadas de los principales diarios 
del país hablaban al unísono del ajuste de tarifas implementado por el 
gobierno. Solo 48 horas más tarde, tras la aparición de los primeros cua-
tro contagios de covid, estas portadas pasarían durante varias semanas a 
concentrarse en la temática de la pandemia y su impacto en la sociedad 
uruguaya.

La pandemia alteró radicalmente el mapa de gobierno en el corto plazo, 
incluido el funcionamiento de la coalición: la prioridad pasaría a ser la 
gestión de la emergencia sanitaria. Adicionalmente, las metas previas de 
gobierno (como la de reducir sensiblemente el déficit fiscal) deberían echar-
se por tierra a fin de permitir la implementación de medidas de mitigación 
socioeconómica de los costos colosales de las medidas de emergencia sani-
taria implementadas (cierre de fronteras, clausura de espectáculos públicos, 
cierre de escuelas, cierre de grandes establecimientos comerciales, etc.). En 
este contexto, el Poder Ejecutivo asumió durante varias semanas un rol casi 
excluyente en la gestión de gobierno, relegando al Parlamento a un papel 
secundario hasta que entrara al Senado la luc.

Dados los resultados satisfactorios de todos los indicadores de evaluación 
de la pandemia (Brugnoni, Garcé y Porzecanski, 2020), en sus primeros 
cuatro meses el gobierno salió fortalecido ante la opinión pública, con 
elevados índices de aprobación de gestión y altos niveles de aprobación 
respecto a la gestión de la pandemia. Esto significó una buena noticia 
para todos los socios partidarios y sus principales referentes. Para el pn, la 
imagen de Lacalle Pou alcanzó los niveles más altos de popularidad desde 
que ingresó a la actividad política, con una gran ampliación de la brecha 
entre simpatía y antipatía.36 Adicionalmente, el secretario de Presidencia, 
Álvaro Delgado, cobró gran protagonismo comunicativo e institucional y 
se posicionó como una de las principales cartas presidenciales del pn de 
cara a 2024.

Para el pc, el principal fortalecimiento vino a través de la gestión del 
canciller Ernesto Talvi. En sus cuatro meses de ejercicio de la cancillería, 
logró encontrar un costado original e inesperado desde el cual posicio-
narse ante la ciudadanía: la gestión relacionada con la «repatriación» de 
uruguayos varados en otros países a raíz de la pandemia y la generación 
en el país de un corredor humanitario para permitir a turistas de diver-

36	  https://www.opcion.com.uy/opinion-publica/aprobacion-de-gobierno-julio-2020/
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sas nacionalidades (por ejemplo, aquellos varados en cruceros en aguas 
cercanas) regresar a sus países de origen. Con esta gestión, los índices de 
aprobación de Talvi alcanzaron niveles muy altos y lo posicionaron como 
una de las figuras de gobierno más populares.

Por último, ca encontró en su ministro de Salud, Daniel Salinas, una 
figura de consolidación creciente en la gestión de la pandemia. Acotado 
inicialmente a la gestión comunicativa de la pandemia (y con algunos 
desencuentros iniciales respecto a los lineamientos de presidencia), Sali-
nas ganó progresivo terreno ante la opinión pública con el paso del tiem-
po, otorgándole a Cabildo Abierto una potencial carta de presentación 
para defender su papel en la gestión de gobierno a través de una figura 
técnico-científica, un área de relativa debilidad para dicha fuerza política.

Gráfico 3: Evaluación de gestión del gobierno por áreas (junio 2020)

Fuente: Encuestas de opinión pública de Opción Consultores (los datos de aprobación 
de gestión de covid-19 son de mayo y los de las restantes áreas de fines de junio).

El rol de ca en la gestión de la pandemia merece un párrafo especial. Como 
es sabido, ideológicamente ca sostiene una prédica nacionalista, que ob-
serva con recelo los procesos de globalización y multilateralismo.37 En este 
aspecto, tiene evidentes vasos comunicantes con el ala republicana liderada 
por Donald Trump en Estados Unidos o con el «bolsonarismo» brasileño. 

37	  https://www.lamañana.uy/politica/entrevista-a-guido-manini-rios/
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Sin embargo, varios de estos liderazgos y movimientos soberanistas se ca-
racterizaron por menospreciar la gravedad de la pandemia, denunciar una 
supuesta política alarmista de la prensa internacional, criticar las políticas 
de distanciamiento implementadas por la mayoría de los países y cuestionar 
duramente el liderazgo de la Organización Mundial de la Salud. En cambio, 
de la mano del liderazgo del ministro Salinas, Cabildo Abierto se mantuvo 
totalmente alineado con la gestión gubernamental de la pandemia, basada 
en la firme exhortación al distanciamiento, en el fortalecimiento de la ins-
titucionalidad para el control epidemiológico de los contagios y en el papel 
de la investigación científica para la toma de decisiones de política pública. 
La actitud ante la pandemia es pues una diferencia mayúscula entre Cabil-
do Abierto y movimientos políticos de otros países con los que comparte 
algunas líneas retóricas e ideológicas. Lo que, a juzgar por estas similitudes, 
podría haberse perfilado como una posible fisura al interior de la coalición 
estuvo lejos de concretarse en el caso uruguayo.

4.4. La aprobación de la luc: más consensos que disensos

La aprobación de la luc, iniciativa de Lacalle Pou ampliamente anunciada 
durante la campaña electoral, estaba fijada como la principal meta de go-
bierno al comenzar la gestión. Para que fuera posible su aprobación, era 
preciso como mínimo contar con el respaldo de los tres socios mayores 
del bloque multicolor. Con algo de atraso debido a la pandemia, pero re-
lativamente pocas turbulencias en cuanto al zurcido entre los socios, esa 
meta llegó a destino durante julio.38

El proceso de negociación al interior de la coalición fue relativamente 
sencillo y mantuvo la lógica radial que caracteriza el formato cooperativo 
de gestión del actual gobierno. Nuevamente, presidencia marcó la tónica 
de su estilo realizando un seguimiento estricto del proceso legislativo.

El primer borrador de la luc fue enviado por presidencia a los partidos de 
la coalición el 21 de enero. Un mes más tarde, los socios de la coalición 
entregaron sus primeras propuestas y sugerencias de cambio al presi-
dente. Tras incorporar varios cambios solicitados por sus socios y otros 
actores, el 23 de abril el proyecto ingresó para su discusión al Parlamento, 

38	 Otro gran objetivo de la cm en su primer año de gobierno era aprobar la ley de presupuesto 
hacia finales de 2020. En este caso, la dinámica fue relativamente similar: el Poder Ejecutivo 
tuvo un rol saliente, pero el Parlamento realizó algunas modificaciones destacables. Como en 
la luc, «el espíritu de bloque» de la cm se vio fortalecido, como lo ejemplifica y atestigua el 
mensaje de felicitación del presidente Lacalle Pou a todos los parlamentarios del bloque por 
la labor realizada.



346

con 501 artículos. A principios de junio, luego de algunas modificaciones 
adicionales que redujeron el proyecto a 476 artículos, el Senado comenzó 
su votación y algunas semanas más tarde lo haría la Cámara de Diputados.

Programáticamente, el proceso de negociación no determinó grandes mo-
dificaciones respecto al proyecto original. Previamente, los partidos del 
bloque coincidían en los aspectos medulares del proyecto: endurecimien-
to de la política represiva del Estado mediante el incremento de penas y 
otorgar mayores potestades a la policía; modificaciones institucionales de 
la gobernanza educativa que facilitaran una posterior reforma integral 
del sistema; modificaciones en las relaciones entre capital y trabajo que 
nivelaran (a ojos de la coalición) los derechos de ambas partes; mayor 
austeridad en el manejo de las finanzas y los recursos del Estado (regla 
fiscal, ingresos habilitados únicamente por generación de vacantes). Qui-
zá el principal cambio respecto al articulado original fue la eliminación 
de la liberalización de la importación de combustibles, prédica histórica 
del sector de Lacalle Pou que no concitó la aprobación de ninguno de sus 
socios mayores.

Para ca, uno de sus principales triunfos fue la incorporación de una me-
dida favorable a la institucionalidad militar (uno de sus nichos electorales 
principales): el derecho de los militares retirados de portar armas de fuego. 
Otra área donde ca marcó su perfil disidente fueron los temas ambienta-
les: en la discusión en Diputados pidió exitosamente cambios en el arti-
culado respecto al Sistema de Áreas Protegidas.39 Allí tomó protagonismo 
Eduardo Lust, una figura a través de la cual ca ha marcado repetidas veces 
sus diferencias con sus socios en torno a temas ambientales, especial-
mente respecto a la segunda planta de upm.

Con la excepción de la oposición a la liberalización de combustibles, en el 
pc las demandas fueron más de forma (o arreglos institucionales) que de 
fondo, solicitándose, por ejemplo, diversos cambios en los capítulos sobre 
educación y seguridad. En general, esta negociación tampoco tuvo sobre-
saltos mayores. El 22 de abril, por ejemplo, el diputado colorado Felipe 
Schipani declaraba que «la segunda versión de la luc supuso un avance 
muy importante en relación al proyecto original […] En áreas de enorme 
sensibilidad para el Partido Colorado, como la educación y la seguridad se 
contemplaron casi todos nuestros aportes».40

39	 https://www.republica.com.uy/coalicion-reexaminara-areas-protegidas-ante-la-negati-
va-de-cabildo-abierto-id773515/

40	 https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/cabildo-abierto-partido-colorado-mar-
can-objeciones-ley-urgencia.html
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5. Conclusiones

Hace quince años, analizando los desafíos de blancos y colorados como 
bloque político, Chasquetti y Garcé (2000) escribieron: «En Uruguay, 
como en todas partes, la aplicación de políticas socialdemócratas genera, 
tarde o temprano, una demanda liberal: en algún momento los ciudada-
nos empiezan a reclamar menos impuestos, menos Estado, y empiezan 
a pensar que al país le podría ir mejor si se facilitara la inversión pri-
vada. Cuando esto ocurra, habrá sonado nuevamente la hora de blancos 
y colorados». Ese momento llegó. Blancos y colorados, «unidos por la 
historia», regresaron al poder. La tradición de la coparticipación y la 
experiencia reiterada del cogobierno entre blancos y colorados son claves 
para comprender la construcción de un proyecto común que le da cemen-
to y cimiento a la Coalición Multicolor. Esta vez, sin embargo, blancos 
y colorados no lograron por sí mismos derrotar al fa ni son suficientes 
para conformar un gobierno con mayoría parlamentaria. La coalición que 
desplazó al fa del gobierno nacional se compone de cinco partidos, uno de 
los cuales (ca) es imprescindible para contar con mayoría parlamentaria.

Carlos Marx escribió en El 18 brumario de Luis Bonaparte que «los hom-
bres hacen su propia historia, pero no la hacen a su libre arbitrio, bajo 
circunstancias elegidas por ellos mismos». Lacalle Pou no eligió ni a Ma-
nini ni a Talvi como socios. Sus socios fueron ungidos por la ciudadanía 
en el contexto de una elección que ofreció dosis generosas de renovación 
política. Esto generó una dinámica política mucho más compleja de lo 
que el líder nacionalista podría haber imaginado en 2015, cuando puso 
proa hacia el gobierno. Si a los líderes los moldean las circunstancias, a 
las circunstancias las tejen los líderes con sus estilos y perfiles propios, 
con sus cálculos y preferencias, con sus errores y aprendizajes, con sus 
humores y temores.

Una vez que la coalición, liderada por Lacalle Pou, asumió su responsa-
bilidad como elenco gobernante, enfrentó dos grandes desafíos. El pri-
mero: arribar a una negociación por la distribución de cargos estatales 
que conformara a sus socios. El segundo: negociar, acordar y aprobar un 
paquete legislativo de gran alcance, buque insignia de Lacalle Pou durante 
la campaña, a fin de acreditar rápidamente ante la ciudadanía que el blo-
que podía gobernar y realizar cambios sustanciales a pesar de su diver-
sidad partidaria e ideológica. Con algunos sobresaltos, ambos objetivos se 
cumplieron exitosamente. En la escena apareció además un protagonista 
inesperado, la pandemia, que suspendió y retrasó algunas metas prefijadas 
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pero que sirvió para fortalecer la imagen de la coalición y de varios de sus 
referentes de la mano de una evolución muy favorable de los indicadores 
sanitarios y de una cuidada estrategia comunicacional.

Pensando en el futuro, sin embargo, las incertidumbres son múltiples. 
La primera y más obvia es qué sucederá con los partidos integrantes de 
la coalición. Aunque hasta ahora (fines de 2020), más allá de tensiones 
previsibles, la coalición luce sólida, su duración es incierta. Sus líderes 
saben que precisan cooperar para minimizar el riesgo del regreso del fa, 
pero también aspiran a liderar un eventual segundo gobierno coalicional 
a partir de 2025. La duración de la coalición dependerá de la situación del 
país, de la relación entre opinión pública y gobierno y de las valoraciones 
personales y estilos de liderazgo de los distintos actores.

La dimensión económica será clave. Uruguay se enfrenta a una recesión 
de magnitud y duración aún desconocidas. Aunque al país le ha ido com-
parativamente bien, no ha dejado de irle mal: se prevé una contracción 
cercana a los 4 puntos del pbi para 2020, y la caída del empleo ya mar-
ca un gran desafío de posicionamiento ante la ciudadanía en tiempos 
presupuestalmente restrictivos.41 Si la pandemia permanece bajo control, 
emergerán cada vez con más fuerza las demandas económicas, tanto de la 
ciudadanía en general como de la sociedad civil organizada. A medida que 
se intensifiquen los reclamos desde grupos económicos y sociedad civil, 
aumentarán los incentivos para que los socios menores se desmarquen del 
Partido Nacional.

La coalición está unida por un programa común. Pero, más allá del docu-
mento acordado, existen diferencias significativas en el plano de creen-
cias y valores. En especial, han quedado en evidencia fuertes disensos 
respecto a la llamada nueva agenda de derechos entre ca y varios líderes 
del pc, el pn y el pi. También se han enfrentado públicamente con Cabil-
do Abierto varios referentes de la coalición respecto a la temática de la 
violación de los derechos humanos durante el último gobierno militar.42 
¿Qué futuro le espera a esta clase de diferencias? ¿Seguirán constituyen-
do crisis mediáticas de alto voltaje pero corta duración o pasarán a tener 
implicancias más duraderas? ¿Cabildo Abierto profundizará al gobierno 
sus demandas en temáticas vinculadas a la agenda de derechos, el medio 
ambiente o la relación con el sistema judicial o se mantendrá marcando 

41	 Para las proyecciones económicas, véase https://repositorio.cepal.org/bitstream/hand-
le/11362/45782/1/S2000471_es.pdf

42	 Véase https://ladiaria.com.uy/politica/articulo/2020/4/subsecretario-de-defensa-recono-
ce-que-no-le-hackearon-su-cuenta-y-pide-disculpas/
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sus diferencias sin exigir cambios específicos como condición de conti-
nuidad en el gobierno?

Por último, la construcción de la imagen del bloque multicolor ante la 
ciudadanía (y por ende su sostenibilidad en el tiempo) también depende 
de los oponentes. Aquí será clave observar el comportamiento del fa y su 
habilidad para convencer a la ciudadanía de las debilidades y defectos per-
cibidos del bloque. En el primer semestre de gobierno, el Frente Amplio 
se mantuvo en retaguardia, producto de una dolorosa derrota electoral, 
de una renovación incompleta de liderazgos (donde siguen predominando 
los viejos referentes mientras las figuras de recambio intentan lentamen-
te posicionarse con miras a 2024), y de un contexto de opinión pública 
favorable al bloque multicolor, gracias a una luna de miel fortalecida con 
los buenos indicadores de la gestión de la pandemia. Para 2021, es facti-
ble que el fa agudice su papel opositor, por ejemplo, impulsando junto a 
organizaciones sociales aliadas la derogación de varios artículos de la luc 
mediante una campaña de recolección de firmas que desemboque en un 
referéndum sobre el tema. Con un eventual desgaste de la gestión ante 
el paso del tiempo y una economía en problemas, un fa recompuesto po-
dría plantearle mayores desafíos a la coalición que durante los primeros  
tiempos de gobierno.



350

Bibliografía

Albertoni, N., y Vallejo, S. (2019). ¿Qué nos dicen las propuestas de los 
partidos políticos en Uruguay para el período de gobierno 2020-
2025? Análisis de texto de los planes de gobierno. Diálogo Político. 
Konrad Adenauer.

Altman, D. (2000). Politics of Coalition Formation and Survival in Multiparty 
Presidential Democracies: Uruguay 1989-1999. Party Politics, 6(3): 
259-283.

Amorím Netto, O. (1994). Formação de gabinetes presidenciais no Brasil: 
Coalizão versus cooptação. Nova Economia, 4(1): 9-34.

Blyth, M. (2003). Structures Do Not Come with an Instruction Sheet: Inter-
ests, Ideas, and Progress in Political Science. Perspectives on Politics, 
1(4): 695-706.

Brugnoni, P., Garcé, A., y Porzecanski, R. (2020). Una pandemia a la uru-
guaya. En M. Alcántara y S. Martí (Coords.), América Latina, política 
y crisis covid. Marcial Pons.

Buquet, D., et al. (1997). Fragmentación política y gobierno en Uruguay: ¿Un en-
fermo imaginario? Montevideo: Instituto de Ciencia Política.

Buquet, D., y Moraes, J. A. (2018). Construyendo un equilibrio democrático: 
La reforma constitucional de Uruguay en 1917. Revista Uruguaya de 
Ciencia Política, 27(1): 19-39.

Caetano, G. y Rilla, J. (1995). Relaciones interpartidarias y gobierno en el 
Uruguay (1942-1973). Revista Uruguaya de Ciencia Política, 8: 15-34.

Chasquetti, D. (1999). Compartiendo el gobierno: Multipartidismo y coalicio-
nes en el Uruguay (1971-1997). Revista Uruguaya de Ciencia Política, 
10: 25-46.

Chasquetti, D. (2003). Democracia, multipartidismo y coaliciones en América 
Latina: Evaluando la difícil combinación. En J. Lanzaro (Coord.), 
Tipos de presidencialismo y coaliciones políticas en América Latina. 
Buenos Aires: clacso.

Chasquetti, D., y Garcé, A. (2000). Después del naufragio: El desempeño elec-
toral del Partido Nacional. Elecciones 1999/2000. Montevideo: Banda 
Oriental.



351

Chasquetti, D., y Garcé, A. (2005). Unidos por la historia: Desempeño electo-
ral y perspectivas de colorados y blancos como bloque político. En D. 
Buquet (Coord.), Las claves del cambio: Ciclo electoral y nuevo gobierno 
2004-2005. Montevideo: icp, Banda Oriental.

Cheibub, J. A., Przeworski, A., y Saiegh, S. (2004). Government Coalitions 
and Legislative Success Under Presidentialism and Parliamen-
tarism. British Journal of Political Science, 34(04): 565-587.

Corbo, D. (2009). Cómo hacer presidente a un candidato sin votos. Montevideo: 
Planeta.

Corbo, D. (2019). Cómo se construyó nuestra democracia 1897-1925. Montevideo: 
Ediciones de la Plaza.

Deheza, G. (1998). Gobiernos de coalición en el sistema presidencial: América 
del Sur. En D. Nohlen y M. Fernández (Coords.), El presidencialismo 
renovado: Instituciones y cambio político en América Latina. Caracas: 
Nueva Sociedad.

Lanzaro, J. (2003). Tipos de presidencialismo y modos de gobierno en Amé-
rica Latina. En J. Lanzaro (Comp.), Tipos de presidencialismo y coali-
ciones políticas en América Latina. Buenos Aires: clacso.

Lijphart, A. (1987). Las democracias contemporáneas. Barcelona: Ariel.

Limongi, F., y Figueiredo, A. (1998). Bases institucionais do presidencialismo 
de coalizão. Lua Nova [online], 44: 81-106. https://doi.org/10.1590/
S0102-64451998000200005

López Burian, C. (2015). Partidos políticos, ideología y política exterior en 
Uruguay (2010-2014). Colombia Internacional, 83: 135-169.

MacMillan, M. (2017). Las personas de la historia: Sobre la persuasión y el arte 
del liderazgo. México: Turner Noema.

Mainwaring, S. (1993). Presidentialism and Multipartidism: The Difficult 
Combination. Comparative Political Studies, 26(2):198-228.

Mainwaring, S., y Shugart, M. S. (1997). Juan Linz, Presidentialism, and De-
mocracy: A Critical Appraisal. Comparative Politics, 29(4): 449-471.

Mancebo, M. E. (1991). De la «entonación» a la «coincidencia nacional»: 
Los problemas del presidencialismo en el caso uruguayo. Revista 
Uruguaya de Ciencia Política, 4: 29-46.



352

Podetti, R. (2003). La política entre la cooperación y el conflicto: Balance del co-
gobierno blanco entre 1995 y 1999. Montevideo: Ediciones de la Plaza.

Reniu Vilamala, J. M. (2008). Los gobiernos de coalición en los sistemas pre-
sidenciales de Latinoamérica: Elementos para el debate. Documentos 
cidob. Serie América Latina, 25.

Rhodes, R. A. W. y Hart, P. ‘t. (2014). Puzzles of Political Leadership. En R. A. 
W. Rhodes y P. ‘t Hart (Eds.), The Oxford Handbook of Political Lead-
ership. Oxford: Oxford University Press.

Schettini, G. (2009). Entre la gobernabilidad y la coalición: La negociación del 
acuerdo preelectoral de noviembre de 1999 y sus consecuencias políticas. 
Tesis de grado. Montevideo: Udelar, fcs, icp.

Smith, P. (2004). Los ciclos de la democracia electoral en América Latina. 
Política y Gobierno, 11(2). 189-222.

Strom, K. (1990). A Behavioral Theory of Competitive Parties. American Jour-
nal of Political Science.

Thibaut, B. (1998). El gobierno de la democracia presidencial: Argentina, 
Brasil, Chile y Uruguay en una perspectiva comparada. En D. No-
hlen y M. Fernández Baeza (Eds.), El presidencialismo renovado: Insti-
tuciones y cambio político en América Latina. Caracas: Nueva Sociedad.

Zelaznik, J. (2001). The Building of Coalitions in the Presidential Systems of Latin 
America. Tesis de Doctorado (inédita). University of Essex, Colchester.



353

Parte V:

EL PROCESO ELECTORAL 
URUGUAYO 2019  

EN PERSPECTIVA  
COMPARADA



354



355

 Capítulo V.1:

«We Are Fantastic»: Are we?*

Juan A. Moraes, Federico Acosta y Lara,  
Guillermo Martínez y Marcelo Wilchinski

1. Introducción

Uruguay ha logrado reputarse como una democracia plena. Así lo con-
signan buena parte de sus políticos y analistas, basados en la calificación 
de revistas y organizaciones internacionales que valoran positivamente 
el funcionamiento de las instituciones y el respeto hacia los derechos 
políticos y civiles indispensables en una democracia (idea, 2019).1 Desde 
luego, esta no es la primera vez que Uruguay es objeto de veneración por 
académicos y políticos en el mundo. A principios del siglo xx, Uruguay 
ya había sido etiquetado como el país modelo (Rial y Perelli, 1986; Vanger, 
1983). Sin embargo, el país no pudo evitar estrellarse institucionalmente 
en 1933 (Valenzuela, 1993), luego de un autogolpe perpetrado por el presi-
dente Terra y una alianza de fuerzas conservadoras que aunaron los votos 
de colorados riveristas y blancos herreristas (Caetano y Jacob, 1990; Real 
de Azúa, 1971), con el apoyo incondicional de la Asociación Rural y otras 
fuerzas vivas de cuño conservador. Unos años después Uruguay superó 
el periplo del autoritarismo competitivo (Levitsky y Way, 2010) y volvió a 
construir los pilares de una democracia basada en un sistema de partidos 
sólido y un Estado de bienestar fuertemente inclusivo (Rama 1987; Solari 

*	 Comentario del Presidente Jorge Batlle (6/8/2002) al secretario del tesoro de los Estados Uni-
dos (Paul O’Neill), cuyo voto era indispensable en el salvataje del Fondo Monetario Internacio-
nal durante la crisis financiera desatada en 2002 (Oddone, Banda, De Brun y Moraes, en prensa). 
The Economist Intelligence Unit (2019). Democracy Index 2019: A year of democratic setbac-
ks and popular protest. https://www.in.gr/wp-content/uploads/2020/01/Democracy-In-
dex-2019.pdf
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1967). Este proceso, que tanto orgullo le produjo al país una vez consi-
derado la «Suiza de América», volvió a sucumbir ante el autoritarismo, 
pese a su robustez partidaria y un Estado de derecho comparativamente 
efectivo y eficiente.

¿Qué nos hace pensar en 2021 que nuevamente tenemos una visión dis-
torsionada de nuestra robustez institucional? ¿Acaso la valoración que 
tenemos de nosotros mismos está obviando la presencia de algunos indi-
cadores que deberían ser observados con mayor cuidado? Puesto de otro 
modo: ¿cuáles son las señales que deberían llamar nuestra atención de 
que hay asuntos de orden institucional y político que merecen ser ob-
servados con detenimiento? Esos indicadores no tienen por qué ser los 
mismos que nos condujeron a las debacles institucionales de 1933 y 1973. 
Sin embargo, deberíamos aprender de dichas experiencias del pasado y la 
evidencia comparada a los efectos de saber y en lo posible mitigar posi-
bles contingencias en el plano político e institucional. Este capítulo ofrece 
una mirada panorámica a tres indicadores cruciales en el estudio de los 
partidos y sistemas de partidos: la fragmentación, la volatilidad y la po-
larización, bajo la presunción de que niveles altos en estas tres variables 
componen un cóctel problemático.

El resto del capítulo se estructura del siguiente modo. La próxima sección 
identifica comparativamente a las tres variables mencionadas arriba y 
que forman en buena medida el centro de interés del presente volumen. 
En particular, esta sección revisa la relevancia del número de partidos 
(o fragmentación), la estabilidad electoral (a través de la volatilidad) y la 
diferenciación ideológica (o polarización). La segunda sección se centra 
en la fragmentación, explorando algunas relaciones causales no solo con 
la volatilidad y la polarización, sino también con otros posibles factores 
detrás del número efectivo de partidos. La tercera y última sección con-
cluye y esboza un conjunto de implicaciones de nuestros datos para la 
estabilidad de los gobiernos y la democracia en Uruguay.
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2. La difícil combinación

La segunda ola de democratización en el mundo (1943-1964) trajo consigo 
una gran expectativa sobre las chances de difusión de las instituciones 
democráticas, no solo en países del cuadrante noroccidental que ya habían 
experimentado alguna forma de democracia, sino también en países en 
vías de desarrollo cuya expectativa era que sus economías estaban en 
condiciones de acompasar un proceso democrático exitoso. Sin embargo, 
la segunda contraola no se hizo esperar y numerosos países que comenza-
ban a experimentar la democracia vieron sucumbir sus ambiciones fren-
te al poder de autócratas de distinto cuño. Desde entonces, la democracia 
es vista como un régimen político sujeto a una serie de debilidades insti-
tucionales, políticas y socioeconómicas que pueden derivar fácilmente en 
inestabilidad política o alguna forma de gobierno autoritario (Huntington, 
1968; Huntington, Watanuki y Crozier, 1973).

Para una porción importante de la literatura especializada, los problemas 
de la democracia tienen su fundamento en las actitudes o las preferencias 
de los ciudadanos. La mayor parte de la investigación comparada lamenta, 
implícita o explícitamente, una serie tendencias globales hacia la desafec-
ción de los ciudadanos a la política a través del voto, el desinterés hacia 
formas tradicionales de participación a través de los partidos, el desalinea-
miento y realineamiento electoral, la pérdida de confianza interpersonal, la 
desvalorización de las instituciones democráticas y la polarización ideoló-
gica, entre otros fenómenos consignados en décadas pasadas (Dalton et al., 
2000; Franklin et al., 1992). Irónicamente, este conjunto de observaciones 
en la literatura para países industrializados han estado acompañadas de una 
expansión sin precedentes de la democracia en países en desarrollo, a partir 
de la tercera ola de democratización iniciada en 1974 (Huntington, 1991). De 
este modo, la democracia ha sobrevivido y evolucionado junto con una serie 
de problemas de legitimidad de largo plazo en países desarrollados, sin dejar 
de ser un fenómeno en expansión alrededor del mundo.

La fuente de mayor preocupación a nivel académico y político se ha cen-
trado en los datos actitudinales o preferencias de los votantes. Pero se ha 
dejado en un segundo plano la evidencia proveniente del comportamien-
to efectivo de votantes y partidos.2 En este nivel, existen tres dimensiones 
o variables cruciales en el estudio de los partidos y sistemas de partidos 
que han llamado la atención de los expertos en las últimas décadas y son 

2	 Dados los problemas de acción colectiva que atraviesan típicamente los electores, sus prefe-
rencias no se ven fácilmente traducidas en comportamiento electoral.
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parte central de la preocupación del presente volumen: la fragmentación 
o el número de partidos (absoluto o efectivo), la volatilidad endógena o 
exógena (o sistémica y extrasistémica, respectivamente) y la polarización 
ideológica (de elites u opinión pública).3

Estas tres variables pueden ser vistas como un resultado de las preferen-
cias de los ciudadanos o, en términos económicos, como un producto de la 
demanda. Sin embargo, la literatura especializada también observa estas 
variables como un producto de la interacción o coordinación estratégica 
de las propias elites, en lo que deberíamos clasificar como un producto de 
la oferta electoral (Levitsky y Ziblatt, 2018). En teoría, cada una de estas 
variables tiene efectos positivos y negativos para el funcionamiento del 
sistema de partidos y por implicación de la propia democracia.

En primer lugar, el número de partidos ha sido fuente de interés acadé-
mico desde Duverger (1954) a esta parte. Su preocupación por el número 
dio lugar a una larga lista de trabajos importantes que indican los factores 
causales que operan por detrás del número de agentes en un sistema de 
partidos y una forma precisa de contar agentes con el número efectivo de 
partidos (Cox, 1997; Laakso y Taagapera 1979). Este valor nos indica cuán-
tos agentes partidarios electoralmente relevantes existen en las elecciones 
parlamentarias o presidenciales o incluso cuál es el número efectivo (no 
real) de candidatos compitiendo en elecciones. Un número efectivo de 
partidos bajo puede indicar poca representatividad del sistema de parti-
dos, especialmente en sociedades marcadas por una serie de divisiones o 
clivajes étnicos, religiosos o culturales que no se trasladan fácilmente al 
sistema de partidos. Un número efectivo de partidos alto indica una alta 
presencia de agentes en la competencia y capacidad de acceso a los cargos 
en disputa. Sin embargo, un mayor número de agentes en el sistema tiene 
dos tipos de implicaciones.

Por un lado, una variedad de partidos en un sistema indica que estos agentes 
pueden representar y eventualmente canalizar una variedad de preferencias 
ideológicas y de intereses, lo que contribuye al espíritu de la democracia. En 
teoría, un mayor número de partidos implica mayor representatividad de 
la sociedad en el sistema político. Sin embargo, un alto número de partidos 

3	 Estas variables no deben ser vistas como el resultado natural de las preferencias o actitudes 
de los ciudadanos. De hecho, las preferencias no necesariamente se traducen en comporta-
miento político efectivo, ya que pueden existir preferencias adversas sostenidas en el tiem-
po en contra de la democracia, sin que ello se traduzca en alguna forma de inestabilidad o 
empujes autoritarios. Más aún, las preferencias de los ciudadanos pueden no tener correlato 
comportamental alguno, dado que requieren acción colectiva y este paso no es posible sin una 
acción deliberada de elites capaces de coordinar.
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también puede tener consecuencias indeseadas para el funcionamiento u 
operativa de un gobierno. Más partidos significa mayor dificultad para lo-
grar mayorías y en particular mayorías estables a lo largo del tiempo. Asi-
mismo, un alto número de agentes partidarios también puede dejar como 
corolario mayores costos de transacción para la elaboración de políticas, ya 
sea a través de la obstrucción o imprimiéndole mayores costos agregados al 
pasaje de legislación de gran porte. En líneas generales, un mayor número 
de agentes implica un mayor número potencial de agentes de veto y obs-
trucción (Cox y McCubbins, 1993; Tsevelis, 2000).

Nótese que no existe un número ideal de partidos y tampoco un rango a 
partir del cual un sistema de partidos y el sistema político en su conjunto 
sufran algunas de las consecuencias que acabamos de consignar. Desde 
Duverger (1954) en adelante ha existido debate en torno a las bondades de 
un número reducido de partidos (Rosenbluth y Shapiro, 2018). Sin embar-
go, un número bajo de partidos que ha de aprobar políticas por la regla de 
la mayoría suele verse en serias dificultades con partidos polarizados como 
en el caso estadounidense. De igual modo, un número bajo de partidos en 
el modelo Westminster suele tener facilidades para aprobar políticas con 
gobiernos de mayoría, a expensas de excluir sistemáticamente a los par-
tidos en minoría (Lijphart, 1999). En el otro extremo, sistemas de partidos 
atomizados o con muchos partidos sufren las dificultades naturales para 
lograr mayorías estables y cuando el número no es particularmente alto, 
diferencias ideológicas pueden dificultar la formación y estabilidad de las 
coaliciones. Sabemos que no existe un número ideal de partidos y que un 
número bajo no es la panacea. Sin embargo, es razonable pensar que un 
número alto de partidos puede producir dificultades en el funcionamiento 
de un gobierno, en tanto incrementa la probabilidad de agentes de veto 
en el sistema (Tsevelis, 2000).

En segundo lugar, si el número de partidos es importante, también lo es 
su estabilidad a través del tiempo. La estabilidad del sistema de partidos 
tiene implicaciones importantes para elites y votantes y para la demo-
cracia en general. En sentido estricto, la volatilidad electoral mide (a ni-
vel agregado) el porcentaje de personas que cambian su voto entre una 
elección y otra (Pedersen, 1979). Un bajo nivel de volatilidad indica que 
un porcentaje pequeño de votantes estuvo dispuesto a cambiar de partido 
entre dos elecciones. En términos de magnitud, niveles bajos de vola-
tilidad han sido frecuentemente halagados por políticos y especialistas, 
dado que muestran estabilidad en la estructura de la oferta de partidos 
pero también en las preferencias de los votantes. Sin embargo, si bien 
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es posible observar alta volatilidad con una oferta electoral estable, suele 
estar asociada a sistemas de partidos con una oferta electoral variable y 
de hecho la volatilidad puede estar indicando la existencia de una oferta 
fluida, con partidos que ven cambios importantes en su caudal electoral 
a lo largo del tiempo. Dicho de otro modo, niveles altos de volatilidad 
pueden indicar que las elites tienen dificultades para construir una oferta 
estable, los partidos nacen y no logran sobrevivir, se fusionan y fisionan, 
y algunos longevos desaparecen del escenario electoral (Ivenskas, 2016; 
Levitsky et al., 2016).4

Algunas contribuciones recientes han logrado un refinamiento útil del 
concepto de volatilidad que permite discernir entre dos tipos (Powell y 
Tucker, 2013). Por un lado, es posible identificar la volatilidad o el cambio 
en las preferencias de los electores sobre la base de una oferta estable de 
partidos, en lo que la literatura llama volatilidad sistémica o endógena. 
Sin embargo, los sistemas de partidos se ven frecuentemente desafiados 
por partidos nuevos o fusiones y fisiones de partidos existentes que alteran 
la estructura de la oferta electoral. Estos partidos pueden ser electoral-
mente exitosos y contribuir al cambio en las preferencias en forma extra-
sistémica o exógena. En este caso, sistemas de partidos con altos niveles 
de volatilidad exógena suelen estar asociados con sistemas de partidos 
fluidos o con bajos niveles de institucionalización.

La volatilidad es un indicador complejo del sistema de partidos, ya que 
si bien capta el cambio neto en las preferencias de los votantes, también 
puede captar cambios en la estructura de la oferta electoral (Mainwa-
ring, Gervasoni y España-Nájera, 2017). Ya sea endógena o exógena, la 
volatilidad varía enormemente entre sistemas de partidos pero también 
dentro de sistemas a lo largo del tiempo. Los sistemas de partidos y las de-
mocracias por extensión pueden convivir con alta volatilidad (endógena 
y exógena) por largos períodos. Sin embargo, altos niveles de volatilidad 
de cualquier tipo no dejan de indicar que el sistema político es incapaz 
de mantener una oferta estable o que los votantes están insatisfechos con 
la forma en que los partidos gestionan el gobierno. De hecho, la volatili-
dad también puede ser vista como un indicador del proceso de rendición 
de cuentas. Hasta ahora desconocemos la existencia de umbrales, pero 
sabemos que altos niveles o valores de volatilidad a lo largo del tiempo 
implican disfunciones importantes para la gobernabilidad democrática.

4	 Inversamente, niveles bajos de volatilidad endógena suelen estar asociados a sistemas con 
pocos partidos y sistemas de partido predominante, donde la baja volatilidad puede estar 
políticamente manipulada por los propios partidos del sistema.
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Finalmente, la intensidad de las preferencias ideológicas o polarización 
es una variable fundamental a la hora de describir y explicar el fun-
cionamiento de los sistemas de partidos. Mientras que algunos sistemas 
muestran partidos con diferencias programáticas claramente identifica-
bles para los electores, otros se diluyen ideológicamente sin ofrecer op-
ciones significativamente diferentes. En teoría, tanto el número efectivo 
de partidos como la volatilidad varían independientemente de la forma 
en que los partidos compiten por el poder sobre bases ideológicas. Sin 
embargo, es plausible que un sistema en el que los partidos compiten so-
bre bases programáticas vea facilitada la coordinación estratégica, lo que 
disminuye el número de partidos (Luján, 2020). Dado que los partidos con 
preferencias similares pueden ponerse de acuerdo más fácilmente sobre 
asuntos de política pública que en los casos en que no hay preferencias 
marcadas, la polarización facilita las fusiones de partidos mediante deci-
siones estratégicas de coordinación electoral. Inversamente, un bajo nivel 
de diferenciación ideológica hace más probable que los partidos no sean 
capaces de coordinar mediante una oferta menor de partidos o alianzas 
electorales (Luján, 2020), lo que facilita la formación de nuevos parti-
dos y las fisiones de partidos existentes. Empíricamente, sin embargo, la 
polarización puede variar con independencia de la oferta electoral o el 
número de partidos.

Distintos autores han destacado la importancia de la polarización a la 
hora de clasificar sistemas de partidos y valorar su impacto en la demo-
cracia cuando sus valores son altos (Dalton, 1998; Sartori, 1976). De hecho, 
se la ha responsabilizado de fenómenos tan variados como el quiebre 
de las democracias o la limitación para establecer acuerdos intertem-
porales en política pública. Sin embargo, bajos niveles de polarización 
suelen estar vinculados a sistemas de partidos predominantes, con una 
oposición fragmentada y sin chances de acceder al gobierno, o sistemas 
donde el partido predominante hace un uso extremo de estrategias retri-
butivo-particularistas y cooptación del aparato estatal con fines políticos, 
limitando las chances electorales de los partidos de oposición (Shefter, 
1993). La literatura consigna que, al igual que en el caso de la fragmen-
tación y la volatilidad, niveles altos de polarización pueden entrañar una 
serie de riesgos. Sin embargo, al igual que en el caso de la fragmentación 
y la volatilidad, no sabemos cuál es el umbral de polarización ideológica a 
partir del cual un sistema de partidos puede presentar dificultades que se 
trasladen al plano de la gobernabilidad democrática.
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En suma, niveles altos de fragmentación, volatilidad y polarización pa-
recen componer una difícil combinación, distinta de la que conocimos 
de la mano de Mainwaring (1993), con «la difícil combinación» entre 
multipartidismo y presidencialismo (Linz y Valenzuela, 1994). En nuestra 
observación, parecería que el eje actual de la discusión académica verifica 
un sesgo hacia el comportamiento de los agentes que operan el gobierno 
(Shugart y Samuels, 2010), en vez del régimen de gobierno y las reglas de 
interacción entre presidentes y asambleas (Mainwaring y Shugart, 1997; 
Shugart y Carey, 1992). Niveles bajos en las tres variables también entra-
ñan una serie de riesgos, cuyos efectos tal vez sean más observables en el 
largo plazo. Sin embargo, altos niveles de fragmentación implican mayo-
res dificultades para construir mayorías estables y un mayor número de 
agentes con poder de veto. Altos niveles de volatilidad pueden estar aso-
ciados a una oferta y demanda inestables, con agentes partidarios que no 
son capaces de consolidarse o sobrevivir a en el tiempo, mientras que una 
polarización alta puede entrañar limitantes importantes para generar 
compromisos intertemporales en áreas fundamentales de política pública.

3. Hechos estilizados

El gráfico 1 muestra la combinación de nuestras tres variables en países 
seleccionados de América Latina. Los años consignados están asociados al 
último punto en el tiempo para el que contamos con datos de la encues-
ta del Programa de Elites Legislativas de la Universidad de Salamanca, 
cuyos datos son empleados para el cálculo de la polarización ideológica 
con el índice de Dalton (2008). En primer lugar, el número efectivo de 
partidos fue calculado para la cámara baja del Legislativo haciendo uso de 
la tradicional fórmula de Laakso y Taagapera (1979). Este nivel de análisis 
capta con mayor precisión la fragmentación del sistema de partidos que 
el uso del número efectivo a nivel presidencial (frecuentemente menor). 
En segundo lugar, hacemos uso de la volatilidad electoral exógena. Este 
indicador capta con mayor precisión que la volatilidad total el nivel de 
volatilidad producido por la incorporación de nuevos partidos que fre-
cuentemente implican un cambio a nivel sistémico (Mainwaring, Ger-
vasoni y España-Nájera, 2017; Powell y Tucker, 2013). Este indicador no 
tendría mayor significación en países con altos niveles de estabilidad 
electoral. Sin embargo, la región está más bien caracterizada por la ines-
tabilidad de los sistemas de partidos, lo que hace que este indicador sea en 
promedio un poco más sensible a los cambios en la oferta electoral. Por 
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último, la polarización ideológica en élites legislativas está medida por el 
índice de Dalton (2008). Este índice capta la diferenciación programática 
o ideológica de las elites haciendo uso de la autoubicación en el clásico eje 
izquierda-derecha, tomando en cuenta la magnitud electoral o las bancas 
de cada partido en el parlamento.

Gráfico 1: Fragmentación, volatilidad y polarización en América 
Latina (valores estandarizados)

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de Elites Parlamentarias de 
América Latina de la Universidad de Salamanca y Pérez-Liñán, Schmidt y Vairo (2018).

En primer lugar, el mapa de América Latina muestra gran variación 
entre los casos. Una pequeña porción de ellos muestra una configuración 
con altos valores en las tres variables. En particular, Colombia y Chile 
muestran medias casi por encima de la media de América Latina para las 
tres variables consignadas, mientras Perú y Ecuador se encuentran cerca 
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de alcanzar estos valores. Este es un escenario nuevo para el sistema po-
lítico peruano, luego de estar cerca de una década en niveles por debajo 
de la media de América Latina en las tres variables. De igual modo, Costa 
Rica, un país con una larga tradición bipartidista, electoralmente estable y 
con partidos moderados, muestra a fines de 2018 el dinamismo que puede 
presentar el comportamiento político de elites y votantes a lo largo del 
tiempo. En particular, Costa Rica se ha tornado más fragmentada, más 
volátil y polarizada. Otros casos como México o Chile también han pre-
sentado esas señales en la última década. En particular, Chile muestra un 
mapa volátil, fragmentado y polarizado, que se ajusta a los episodios de 
inestabilidad política verificados desde 2019.

En el otro extremo, dos casos llaman la atención en este mapa de configu-
raciones. Por un lado, el caso paraguayo muestra valores por debajo de la 
media en sus niveles de fragmentación, volatilidad y polarización. Esto es: 
un país con un número reducido de partidos u oferta electoral, con bajos 
niveles de cambio en la estructura de preferencias de los votantes (en par-
ticular hacia la incorporación de nuevos partidos) y escasa diferenciación 
programática entre los partidos que dominan el escenario electoral. Como 
señalamos más arriba, esta configuración congelada puede ser vista como 
una virtud caracterizada por la estabilidad. Sin embargo, es más esperable 
que un sistema con escasas señales de cambio denote una serie de proble-
mas o disfunciones en el sistema de partidos y la democracia en su conjunto.
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Gráfico 2: Fragmentación, volatilidad y polarización en Uruguay 
(valores estandarizados)

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Programa de  
Elites Parlamentarias de América Latina de la Universidad de Salamanca y Pérez-Liñán, 

Schmidt y Vairo (2018).

Por último, y más importante a los efectos de este libro, el gráfico 2 
muestra valores comparativamente bajos para Uruguay en su nivel de 
fragmentación (o número efectivo de partidos parlamentarios), baja vo-
latilidad exógena (que revela la entrada y salida de nuevos actores en el 
sistema de partidos) y un alto nivel de polarización ideológica o progra-
mática. No obstante, si bien este volumen consigna claramente la exis-
tencia de un cambio en el número de agentes en el sistema de partidos en 
la elección de 2019, ello no necesariamente implica el pasaje a un nuevo 
equilibrio de largo plazo, dado que deberá ser cotejado con el resultado de 
futuras elecciones. Comparativamente y a lo largo del tiempo, el número 
efectivo de partidos sigue siendo moderadamente bajo, respecto a lo cual 
la elección de 2019 puede constituir un punto de inflexión.

En teoría, la reforma constitucional de 1996 hacía esperable que el pasaje 
a un sistema de elección presidencial mayoritario a dos vueltas produjera 
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un efecto tendencial hacia el multipartidismo (Tagapera y Shugart, 1989). 
Sin embargo, el camino hacia el multipartidismo ya había sido iniciado 
con reglas de mayoría simple en 1971 y el sistema venía dando mues-
tras de verificar un camino de retorno hacia el equilibro de dos partidos, 
tal como lo preveía la expectativa teórica o equilibrio duvergeriano. Por 
tanto, si bien la reforma buscaba limitar el avance inminente del Frente 
Amplio hacia el gobierno (Yaffé, 2005), también consolidaba de jure un 
sistema que por la vía de los hechos venía sosteniéndose desde la reins-
tauración democrática: el multipartidismo. En el corto plazo, sin embar-
go, la reforma produjo un efecto reductor del número de partidos, que 
nuevamente puso en jaque la expectativa teórica. Es posible aducir que 
otras reglas que formaron parte de la reforma, como la eliminación de 
la acumulación por sublemas y la introducción de las elecciones internas 
por partido, produjeran un efecto reductor en la fragmentación. Sin em-
bargo, la expectativa teórica más importante de la reforma de 1996 hacía 
esperar una consolidación y probable expansión del multipartidismo y no 
una reducción como la que observamos a partir de las elecciones de 2000.

Uno de los argumentos que busca explicar la disociación entre la evidencia 
y la expectativa teórica de progresión hacia el multipartidismo luego de la 
reforma de 1996 es que los actores debieron adaptarse a las nuevas reglas de 
juego (Buquet, Chasquetti y Moraes, 1998). Sin embargo, este argumento no 
solo no responde a la reducción del número de partidos a partir del 2000, 
sino que además, y más importante aún, no sabemos cuándo y en qué cir-
cunstancias los agentes se adaptan a las reglas. De hecho, no sabemos aún 
si la elección de 2019 es efectivamente el ingreso a un equilibrio en fun-
ción de las reglas provistas por la reforma de 1996. Prima facie, la elección 
parecería ser una señal en línea con los efectos esperados de la regla elec-
toral. Por tanto, con reglas que facilitan la fragmentación, el crecimiento 
ostensible del número efectivo de partidos durante la pasada elección hace 
pensar que difícilmente el sistema regrese a los dos partidos y medio o tres 
como media de los pasados treinta y cinco años de democracia (2,97 para ser 
precisos). Este camino del pluralismo en el sistema de partidos tiene algunas 
virtudes ya señaladas más arriba, pero es importante resaltar que entraña 
riesgos en nuestra difícil combinación.

En segundo lugar, la volatilidad general ha sido moderadamente baja a lo 
largo de la última década (hasta 2019). En particular, la elección y reno-
vación por tres mandatos consecutivos del Frente Amplio (fa) dejó como 
registro el nivel más bajo de volatilidad electoral desde 1966 (Buquet y 
Piñeiro, 2014). Si bien 2019 constituye un punto de inflexión en el nivel 
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de volatilidad general y en particular de volatilidad exógena (con la incor-
poración de varios partidos nuevos al Parlamento), es prematuro emitir 
un juicio sobre el cambio electoral a partir de un solo punto en una serie 
de tiempo signada por la estabilidad (ver cap. II.3). Por tanto, hasta 2019 
la volatilidad exógena, endógena o total se ha mantenido en niveles mo-
deradamente bajos (a través del tiempo) y en particular a nivel comparado.

Esta observación general no puede obviar el impacto de la volatilidad 
exógena en 2019. En particular, no estamos hablando de la volatilidad 
entre partidos establecidos del sistema, sino de la volatilidad inducida por 
un aumento del tamaño de la oferta por el ingreso de nuevos partidos 
al sistema. Al igual que la fragmentación, el cambio en la estructura 
de preferencias de los votantes indica que son menos cautivos de una 
oferta electoral rígida y mucho menos manipulables mediante políticas 
retributivo-particularistas u otras estrategias políticas no programáticas. 
La capacidad crítica y de cambio de los votantes debería ser vista como 
un indicador saludable para el proceso democrático y, en particular, para 
el funcionamiento de los partidos políticos. Sin embargo, la volatilidad y, 
sobre todo, la volatilidad exógena entraña riesgos importantes, ya consig-
nados más arriba, vinculados a la estabilidad de los partidos y su supervi-
vencia a lo largo del tiempo.

Finalmente, la polarización de Uruguay es el único indicador que se 
muestra por encima de la media para América Latina. Nótese que el in-
dicador mide la diferenciación que muestran los partidos en preferencias 
de política pública mediante la autoubicación de los legisladores en el 
eje izquierda-derecha. En otros países, es posible que estas nociones bá-
sicas de la política no tengan un significado claro para los votantes y las 
propias elites. Sin embargo, izquierda y derecha en Uruguay son nocio-
nes claramente identificables para los votantes y las elites, y cada uno de 
estos extremos ideales tiene un correlato en términos de política pública 
y asociación con uno o varios partidos del sistema. Un alto nivel de pola-
rización ideológica implica un señalamiento programático claro para los 
votantes, lo que facilita el proceso de identificación partidaria, que torna 
más estables a los partidos en el sistema.

Si los partidos se diluyen programáticamente, es esperable que los votantes 
dejen de establecer una asociación clara entre las etiquetas partidarias y las 
preferencias ideológicas o de política pública de los partidos (Lupu, 2015). 
Por tanto, es posible que parte de la estabilidad del sistema de partidos 
uruguayo esté positivamente afectada por la intensidad con que los parti-
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dos establecen sus preferencias en el espectro ideológico. De acuerdo a la 
evidencia, este indicador presenta un comportamiento estable a través del 
tiempo (Moraes y Luján, 2016, 2020). En consecuencia, lejos de ser un indi-
cador preocupante, la polarización ideológica tiene beneficios importantes 
para la salud de un sistema de partidos. En todo caso, la polarización puede 
ser y de hecho frecuentemente da muestras de ser problemática cuando 
tiene un alto componente afectivo (Iyengar y Krupenkin, 2018).

En este nivel, la diferenciación entre partidos y en particular entre colec-
tivos de votantes está más bien asentada sobre una adhesión emocional o 
psicológica —generalmente construida a través del tiempo—, que si bien 
puede tener basamento en algún tipo de ideología, no es una condición 
necesaria ni suficiente (Huddy, Mason y Aaroe, 2015; Iyengar, Sood y 
Lelkes, 2012; Iyengar et al., 2019; Ward y Tavits, 2019). En todo caso, la 
polarización programática desde la reinstauración democrática no parece 
haber sido la base de alguna forma de polarización afectiva que facilite 
la confrontación y el conflicto político entre partidos. De hecho, la mani-
pulación de los vínculos afectivos es un recurso que las elites uruguayas 
han sabido manejar con destreza en décadas recientes, aun en niveles de 
polarización programática comparativamente altos. En suma, dependien-
do de la progresión temporal de los cambios verificados en la elección de 
2019, la configuración de factores muestra a Uruguay como un sistema de 
partidos con un número de partidos moderado pero creciente, volatilidad 
moderadamente baja pero creciente y alta polarización que revela un alto 
grado de orientación programática de los partidos.

4. Un vínculo causal

Nuestro plano descriptivo despliega básicamente la interacción entre las 
tres variables más relevantes (y complejas) de un sistema de partidos. 
Naturalmente, existe discusión en torno a las relaciones causales entre 
estas tres variables, ya sea a través del vínculo entre la polarización y 
la fragmentación (Sartori, 1976; Sartori y Sani, 1983), el vínculo inver-
so entre estas dos variables o el vínculo causal entre la volatilidad y la 
fragmentación (Mainwaring, Gervasoni y España-Nájera, 2017). En esta 
sección obviamos esta discusión teórica para centrarnos en una discusión 
empírica. Tomando la fragmentación como la variable más importante 
para este y la mayoría de los artículos de este volumen, esta sección se 
focaliza en explicar la fragmentación.
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En primer lugar, y como se dijo anteriormente, es plausible que la fragmen-
tación sea endógena (al menos en parte) a la polarización o diferenciación 
ideológica. De hecho, la coordinación electoral (y por tanto la reducción de 
la oferta electoral a través del número de partidos) es más probable cuando 
los partidos tienen preferencias ideológicas claramente identificables o po-
larizadas. Inversamente, en sistemas de partidos escasamente polarizados 
pueden dificultar la coordinación, dado que los partidos no tienen posicio-
nes ideológicas que hagan previsibles los acuerdos con otros partidos con 
preferencias similares. Por tanto, es posible sostener (H1) que cuanto mayor 
sea la polarización, menor será el número efectivo de partidos.

En segundo lugar, la volatilidad parecería ser una propiedad de la interac-
ción de los agentes, por tanto parecería ser un indicador de la naturaleza 
temporal del número efectivo de partidos. Sin embargo, la volatilidad tam-
bién debe ser vista como un dato estructural de un sistema de partidos, y 
por tanto, como una señal para las propias elites sobre las decisiones de 
entrada y las probabilidades de éxito o supervivencia en la competencia 
electoral. Es más probable que nazcan más partidos en sistemas fluidos 
o estructuralmente no consolidados que en sistemas donde la volatilidad 
permanece en niveles moderados o bajos. La volatilidad indica no solo un 
problema de demanda, canalizado a través de la inestabilidad en las pre-
ferencias de los votantes, sino también y fundamentalmente un problema 
de la oferta de partidos. Por tanto, cuanto mayor es la volatilidad electoral, 
mayor debería ser el número efectivo de partidos (H2).

En tercer lugar, desde Duverger (1954) a esta parte, la fragmentación ha 
sido virtualmente concebida como un subproducto de las reglas electora-
les (Cox, 1997; Taagapera y Shugart, 1989). Los sistemas de mayoría simple 
generan efectos tendenciales hacia el bipartidismo (H3a). Alternativamente, 
los sistemas mayoritarios a dos vueltas o balotaje para la elección presidencial 
generan efectos tendenciales hacia el multipartidismo (H3b). Nótese que estas 
son las reglas que operan a nivel agregado para la elección de la presi-
dencia. En este nivel existe poca variación entre países. Sin embargo, 
numerosos países han cambiado de reglas a lo largo del tiempo, funda-
mentalmente para salir de los sistemas de elección presidencial por ma-
yoría simple hacia el sistema de doble vuelta o balotaje. Lamentablemente 
y debido al escaso número de observaciones para cada país del panel, no 
contamos con suficiente variación dentro de los casos para poder obser-
var estadísticamente el impacto del cambio de reglas a través del tiempo.
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En cuarto lugar, y a los efectos de verificar el posible vínculo causal entre 
factores de orden actitudinal con nuestras variables de comportamiento, 
es pertinente explorar al menos un factor crítico: la identificación parti-
daria. La identificación constituye un lazo emocional, que generalmente 
se nutre a lo largo del tiempo a través de lazos familiares o de un proceso 
de socialización que produce una adhesión afectiva, en este caso a un 
partido. Cuanto mayor es la identificación con un partido, más probable 
es la estabilidad de preferencias hacia ese partido y, consecuentemente, 
es menos probable que sea abandonado en favor de otro. La identificación 
partidaria sufre desde hace décadas un declive constante alrededor del 
mundo y es posible que esté detrás del cambio en las preferencias de los 
votantes. Consecuentemente, la identificación partidaria debería tener un 
vínculo negativo con el número de agentes en el sistema, de tal modo 
que (H4) cuanto mayor sea el nivel de identificación partidaria, menor será el 
número efectivo de partidos.

Por último, dos variables de control cierran nuestra exploración de los 
posibles factores detrás de la variación en el número efectivo de partidos. 
El primero es la desigualdad. Es plausible que sociedades con mayores 
niveles de desigualdad en la escala de ingresos presenten mayores niveles 
de insatisfacción con el nivel de vida de sus votantes, lo que hace más 
probable que aumente la oferta de partidos que satisfagan sus expectati-
vas. Dicho de otro modo, condiciones altamente desiguales constituyen un 
ambiente favorable para la formación o emergencia de nuevos partidos 
que colmen las expectativas de un electorado insatisfecho con su nivel 
de vida. Consecuentemente, cuanto mayor sea el nivel de concentración de la 
renta, mayor será el número efectivo de partidos (H5).

El nivel de riqueza o tamaño de la economía también es un potencial 
explanandum de la variación observada en el número de partidos. Es plau-
sible que países con mayores niveles de desarrollo produzcan mayor pre-
sión o demandas sobre el sistema político (Huntington, 1968), lo que lleva 
a incrementar el tamaño de la oferta a través del número de partidos. Sin 
embargo, también es posible pensar que mayores niveles de desarrollo 
generen mayor estabilidad en los sistemas de partidos y en particular en 
la oferta de partidos, en tanto los electores se ven satisfechos con los be-
neficios del desarrollo y premian al statu quo con adhesiones estables en 
el tiempo. Consecuentemente, la hipótesis nula sería que el desarrollo no 
genera efectos sobre el número efectivo de partidos (H6).
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5. Datos y métodos

Para esta sección se tomó como variable dependiente la fragmentación 
partidaria, calculada según el número efectivo de partidos (nep) con re-
presentación en la cámara baja para 17 países de América Latina durante 
el período 1995-2016. Estos datos fueron tomados de la base de datos de 
Pérez-Liñán, Schmidt y Vairo (2018).

Nuestras variables independientes provienen de distintas fuentes. En pri-
mer lugar, la volatilidad electoral exógena proviene de Nicolás Schmidt 
(2018). En segundo lugar, los datos de polarización fueron calculados si-
guiendo la fórmula propuesta por Dalton (2008), tomando datos del pro-
yecto Élites Latinoamericanas de la Universidad de Salamanca (pela-usal). 
Este programa recoge datos de encuestas para cada período legislativo en 
todos los países de la región de 1995 en adelante (véase el anexo 1). En ter-
cer lugar, y fuera de nuestras tres variables de referencia (fragmentación, 
volatilidad y polarización), codificamos los sistemas electorales con base 
en la fórmula para la elección del presidente y los clasificamos en aquellos 
en que la elección es definida por mayoría relativa y aquellos que tienen 
un sistema de doble vuelta. Los datos fueron tomados del Observatorio 
de Reformas Políticas en América Latina del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México.

Por su parte, el indicador de identificación partidaria fue construido con 
base en datos de las encuestas del Latin American Public Opinion Project 
(lapop) de la Universidad de Vanderbilt para el período 2005-2016. Los 
datos de desigualdad medidos según el índice de Gini fueron obtenidos 
de la Base de Datos Socioeconómicos para América Latina y el Caribe 
(sedlac) de la Universidad Nacional de La Plata. Por último, los datos que 
corresponden al producto interno bruto per cápita medido en dólares 
corrientes fueron tomados de cepal, en ambos casos para todo el período 
de referencia.

Sobre el conjunto de estos datos, nuestra base compone un pseudopanel 
(desbalanceado) con un total de 89 casos para 17 países de América Latina, 
que se reducen a 42 cuando se incorpora el indicador de identificación 
partidaria. El cuadro 1 despliega tres modelos de regresión lineal (ols) con 
efectos fijos por país, errores robustos y coeficientes estandarizados.
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7. Resultados

El cuadro 1 despliega los tres modelos mencionados anteriormente. El 
modelo 1 muestra la posible relación causal de la polarización y la vo-
latilidad con la fragmentación. Como puede verse, estas dos variables no 
son estadísticamente significativas, por tanto no parece haber un vínculo 
causal entre ellas. Esto es, la fragmentación no parece estar explicada ni 
por la volatilidad (H1) ni por la polarización (H2). Asimismo, estas dos 
variables no están relacionadas entre sí, con lo cual nuestra variable de-
pendiente requiere de otros factores explicativos.

Cuadro 1: Factores causales detrás de la fragmentación  
(vd-número efectivo de partidos Legislativo)

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3

Polarización 0,008 0,162 0,191

(0,157) (0,159) (0,189)

Volatilidad exógena 0,227 –0,060 –0,045

(0,120) (0,127) (0,132)

Regla 0,229** 0,207*

(0,067) (0,078)

Identificación partidaria 0,025 0,074

(0,189) (0,192)

PIBpc –0,191

(0,436)

Gini –0,127

(0,210)

N.o obs. 89 42 41

R2 0,059 0,076 0,096
  
Nota: *p < 0,05; **p < 0,01; ***p < 0,001.
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El modelo 2 agrega dos factores políticos e institucionales importantes. 
El primero de ellos pertenece a la propia estructura institucional, en la 
medida en que capta el efecto explicativo de las reglas electorales sobre la 
fragmentación. Como puede verse, las reglas tienen un claro peso o valor 
explicativo (H3), dado que esta variable es estadísticamente significativa al 
99 %. El coeficiente indica que el pasaje de un sistema de mayoría simple a 
un sistema de mayoría absoluta a dos vueltas (balotaje) implica un incre-
mento en el entorno del 20 % del número efectivo de partidos. Este es un 
impacto muy relevante de las reglas electorales sobre la fragmentación, 
que parece captar a través de un crecimiento importante del número de 
partidos luego de la incorporación de sistemas de mayoría calificada a dos 
vueltas. El modelo 2 también incorpora la identificación partidaria (H4). 
Sin embargo, esta variable actitudinal no es estadísticamente significativa.

El modelo 3 incorpora todas las variables de los modelos 1 y 2 y agrega 
los controles del índice de Gini (H5) y el pbipc (H6). Estas dos variables no 
tienen poder explicativo sobre la fragmentación. Sin embargo, el modelo 
3 muestra que solo una variable tiene poder o valor explicativo sobre la 
fragmentación: las reglas electorales. Nuevamente, las reglas se sostienen 
como la única variable independiente con poder explicativo en los dos 
modelos o al menos en el tercero y más exigente. En suma, solo las reglas 
parecen estar explicando la varianza en el número efectivo de partidos.

8. «We are fantastic»: for now…

El quiebre institucional de 1973 fue precedido de un incremento del nú-
mero efectivo de partidos, un aumento de la volatilidad exógena debido a 
la incorporación del fa y un nivel de polarización alto (eminentemente 
afectivo). Si bien no podemos medirlo con el instrumental y datos con que 
contamos hoy, la evidencia narrativa y una serie de episodios historiados 
en la literatura permiten identificar esa coyuntura como un cambio en 
el equilibrio de largo plazo iniciado en 1942. Esto significó un escenario 
con más partidos, con preferencias divergentes y creciente incertidumbre 
sobre su futuro electoral. La elección de 2019 muestra al menos dos cam-
bios en la misma dirección (creciente fragmentación y volatilidad), lo que, 
sumado a niveles comparativamente altos de polarización ideológica ya 
presentes en el sistema, deja a Uruguay en una configuración fuera del 
equilibrio que sostuvo durante las pasadas tres décadas, cuya evolución 
desconocemos en 2020 (gráfico 2).
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Este capítulo muestra que las reglas electorales constituyen un claro in-
centivo para la proliferación de opciones partidarias. Como muestran Bu-
quet y Yaffé en este volumen, bajos costos a la entrada de nuevos partidos 
en el sistema inducen no solo a políticos y grupos ambiciosos a formar 
nuevos partidos, sino también a votantes sin afecciones partidarias claras, 
descontentos con la política y el statu quo a votar por algunas de esas 
opciones nuevas en un sistema electoral permisivo. Como dijimos más 
arriba, barreras bajas a la entrada de nuevos partidos son una válvula 
para la expresión de intereses plurales en la política y una mayor cuota de 
flexibilidad ante cambios en el ambiente determinados por las preferen-
cias de los electores y la capacidad de coordinación electoral de las elites 
partidarias. Sin embargo, el aumento de la fragmentación entraña riesgos 
que solo un sistema maduro debería ser capaz de asimilar, pertrechado 
de instituciones políticas fuertes pero lo suficientemente flexibles para 
tolerar el cambio (Huntington, 1968).

El quiebre institucional de 1973 fue precedido de la aparición de un par-
tido de izquierda, con una estructura programática identificada con una 
serie de principios en disputa a nivel regional y mundial. La aparición y 
el crecimiento electoral del fa fueron un proceso disruptivo para el siste-
ma político uruguayo. La aparición de ca en el otro extremo del espectro 
ideológico muestra indicios similares y, al igual que numerosos partidos 
de derecha nacionalista alrededor del mundo, viene a satisfacer las prefe-
rencias de una porción del electorado insatisfecha con la moderación de 
las opciones de centroderecha. A diferencia del fa, que nació y creció en la 
oposición, ca es electoralmente menor, pero políticamente más poderoso 
e influyente, en la medida en que tiene una de las llaves de la supervi-
vencia de la actual coalición de gobierno (véase Chasquetti y García en 
este volumen). Junto a la aparición de ca, los efectos de otros partidos aún 
menores y con preferencias ideológicas más indeterminadas elevan la 
incertidumbre sobre el funcionamiento del gobierno.

Por fortuna, elites y votantes no dan señales contrarias a las bondades del 
régimen democrático y las opciones de mano dura no tienen mayor apoyo 
y legitimidad en los estudios de opinión pública. Estas y otras opciones 
no democráticas e iliberales solo parecen crecer en el marco de sistemas 
de partidos que verifican cambios en su capacidad para canalizar y dar 
respuesta a las demandas de los ciudadanos. Un sistema de partidos plural 
pero con capacidad de adaptación y cambio parece ser un camino sano 
para la estabilidad del sistema democrático (véase Piñeiro y Rosenblatt, 
2020). No obstante, aún desconocemos el umbral a partir del cual la frag-
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mentación se configura en un problema para el sistema, la volatilidad 
deja de ser un indicador de cambio funcional para ser un problema de 
estabilidad y la polarización deja de ser un indicador de programaticidad 
para convertirse en un obstáculo para el establecimiento de acuerdos de 
largo plazo. La elección de 2019 deja como resultado un incremento en 
estas tres dimensiones y la incertidumbre de si estamos frente a un cam-
bio en el equilibrio iniciado en 1971, si el sistema logrará reequilibrarse, 
o si se trata del inicio de un nuevo equilibrio.
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Resultado por partido político y fracción.  
Elecciones nacionales. Uruguay 2019

Partido Fracción Votos % En el 
partido

% Partido

Frente Amplio

Más desarrollo con 
igualdad

309.307 32,58 %

38,49 %

Progresistas 234.909 24,74 %

Unidad para los 
Cambios

172.471 18,17 %

Frente Futuro 123.520 13,01 %

Pluralismo Fren-
teamplista

96.391 10,15 %

Con Seregni y con 
Zelmar

41.836 4,41 %

Partido Nacional

Todos, Hacia ade-
lante

471.975 67,77 %

28,23 %
Alianza Nacional 143.532 20,61 %

Todo por el Pueblo 108.750 15,61 %

Partido Colorado

Ciudadanos 141.159 47,03 %

12,17 %Batllistas Unidos 119.859 39,93 %

Tercera Vía 44.598 14,86 %

Cabildo Abierto Movimiento Social 
Artiguista

268.736 100 % 10,90 %

PERI* PERI 33.461 100 % 1,36 %

Partido de la Gente Partido de la Gente 26.313 100 % 1,07 %

Partido  
Independiente

Partido Indepen-
diente

23.580 100 % 0,96 %

 
* Partido Ecologista Radical Intransigente.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.
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Integración de la Cámara de Senadores,  
por partido político y por fracción. Uruguay 2020

Partido Fracción Senadores

Frente Amplio

Más Desarrollo con Igualdad 5

13

Progresistas 4

Frente Futuro 1

Unidad para los Cambios 2

Con Seregni y con Zelmar 1

Partido Nacional

Todos hacia Adelante 7

10Alianza Nacional 2

Todos por el Pueblo 1

Partido Colorado

Ciudadanos 2

4
Batllistas Unidos 2

Cabildo Abierto Movimiento Social Artiguista 3 3

 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral.
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Resultados elecciones internas por partido político. Uruguay 2019

Partido Votos % de emitidos % de habilitados

Partido Nacional 455.327 41,42 % 16,87 %

Frente Amplio 256.006 23,29 % 9,49 %

Partido Colorado 182.841 16,63 % 6,78 %

Cabildo Abierto 49.485 4,50 % 1,83 %

Partido de la Gente 6.751 0,61 % 0,25 %

Asamblea Popular 4.145 0,38 % 0,15 %

Partido Verde Animalista 3.075 0,28 % 0,11 %

Partido Ecologista  
Radical Intransigente

2.604 0,24 % 0,10 %

Partido Independiente 2.073 0,19 % 0,08 %

Partido Digital 605 0,06 % 0,02 %

Partido de los Trabajadores 566 0,05 % 0,02 %

Partido de la Concertación 486 0,04 % 0,02 %

Partido Orden Republicano 250 0,02 % 0,01 %

Abriendo Caminos 135 0,01 % 0,01 %

Partido Democrático Unido 134 0,01 % 0,00 %

Anulados 7.478 0,68 % 0,28 %

Blanco 5.436 0,49 % 0,20 %

Emitidos 1.099.317 100,00 % 40,74 %

Habilitados 2.698.588 100,00 %
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Corte Electoral
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De la estabilidad 
al equilibrio inestable:

elecciones y
comportamiento

electoral
en Uruguay 2019

Este libro busca describir y explicar los resultados del largo y 
complejo proceso de las elecciones nacionales de 2019. Para 
ello, el volumen se centra en la construcción de la oferta electo-
ral de los partidos y el comportamiento de los electores desde 
las elecciones internas hasta la primera y segunda vuelta elec-
toral. Nuestro interés por el estudio de los procesos electorales 
se desarrolla en dos dimensiones complementarias. Por un 
lado, el libro pretende observar la estabilidad o cambios ocurri-
dos a nivel sistémico o agregado en el sistema de partidos. Por 
otro, también busca observar el nivel intra-sistémico, estudiando 
a los partidos como unidades relevantes en sí mismas, tanto en 
la oferta electoral, como en el interés de los electores. 

El libro contiene catorce capítulos dedicados al contexto en el 
que se desarrollaron las elecciones de 2019, el proceso desde 
la oferta (de partidos, sectores y candidatos) y la demanda elec-
toral a través del voto de los electores, así como las etapas 
inmediatamente posteriores vinculadas al armado de gobierno.
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